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il trabajo que se presenta a continuación 
E articula varios temas complejos, entre los que 
destacan: a) la organización de los territorios y su 
aptitud diferencial a constituirse en espacios de 
poder en el marco de un frágil proceso de descen- 
tralización, cuya institucionalidad ha sido 
deficientemente concebida, b) la generación e 
implementación de políticas públicas en un con- 
texto de bajo rendimiento del sistema político. 
Esto desembocará en una serie de reflexiones y 
propuestas centradas en la gobernabilidad, enten- 
dida como la capacidad técnica y política de go- 
bernar en democracia, en los diferentes niveles 
de la malla político-administrativa. 

Esta problemática, sobre todo teniendo en 
cuenta el énfasis puesto en las lógicas territoria- 
les, ha sido hasta ahora escasamente explorada 
en la literatura boliviana especializada. De ahí la 
necesidad de desarrollar un marco teórico- 
metodológico un tanto novedoso. 

Por otra parte, nuestra investigación analiza 
un momento histórico y una serie de espacios geo- 
gráficos. El momento es principalmente el perío- 
do presidencial de Gonzalo Sánchez de Lozada 
(1993-1997) durante el cual se diseñaron e 
implementaron parcialmente dos reformas fun- 
damentales con alto contenido territorial: La Par- 
ticipación Popular y la Descentralización 
Administrativa. 

El estudio de los procesos inaugurados por las 
leyes correspondientes invitaba a vincular la ob- 
servación empírica de terreno con avances teóri- 
cos pluridisciplinarios referidos principalmente a 
la relación entre la sociedad civil y la organiza- 


ción territorial, la geopolítica interna condicio- 
nada por las desigualdades espaciales, y obvia- 
mente la gobernabilidad en sus diferentes 
componentes. 

Los lugares por su parte fueron, por un lado, el 
departamento de Cochabamba (representado 
institucionalmente por la Prefectura) y tres mu- 
nicipios escogidos en función de criterios que se 
explicitan en el desarrollo de la investigación. Sin 
embargo, creemos que el marco espacio-tempo- 
ral de nuestra investigación ha permitido anali- 
zar realidades estructurales de la territorialidad y 
de la sociedad boliviana en sus relaciones con pro- 
cesos políticos de largo alcance. Tanto es así que, 
si bien el cambio de gobierno ocurrido en agosto 
de 1997 ha modificado orientaciones y siglas, con- 
firmando así un aspecto de la “enfermedad lati- 
noamericana” que se traduce en la incertidumbre 
institucional, los problemas cruciales que se in- 
tentaron resolver entre 1993 y 1997 quedan vi- 
gentes en la actualidad. 

Es así que la construcción de una insti- 
tucionalidad fuerte y coherente, el fortalecimiento 
del proceso de ordenamiento territorial, la des- 
centralización del diseño y de la implementación 
de las políticas sociales, la legitimación del siste- 
ma político y varios otros temas abordados en este 
trabajo, siguen representando desafíos ineludibles. 
Por ello, es nuestra esperanza que la presente in- 
vestigación pueda significar una contribución útil 
a la reflexión y a la práctica política actual. 

El equipo de investigación reunido en el seno 
del CAPTEB (Centro de Análisis de Políticas 


Territoriales en Bolivia) estuvo conformado por: 
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Daniel Dory (Director), Nelson Manzano (Coor- 
dinador), Cecilia Ríos (Investigadora junior en 
el área jurídico-institucional), Luz Quitón (Inves- 
tigadora junior en el área de políticas de salud), 
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Moisés Bellota (Investigador junior en Ordena- 
miento Territorial). En la fase inicial del proyec- 
to se contó con la participación de Ricardo 
Ondarza, Alberto García y Fernando García. 


Daniel Dory T. 
Director CAPTEB 


INTRODUCCIÓN 


esde 1985, Bolivia experimenta una serie de 
transformaciones de orden político, social, 
territorial, económico y cultural, cuyas caracte- 
rísticas se enmarcan en el contexto de un ajuste 
estructural (iniciado con el D.S. 21060), y de un 
proceso de modernización y rediseño del Estado. 
Estos cambios, profundizados en el Gobierno del 
Acuerdo Patriótico (1989-1993) y consolidados 
mediante las “Reformas de Segunda Generación” 
(Participación Popular y Descentralización Ad- 
ministrativa, principalmente) durante la gestión 
de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), han 


desembocado en particular, en: 





1) un rediseño de la arquitectura jurídico-norma- 
tiva del Estado; 

2) una delimitación más clara de los roles del 
Estado y el mercado; 

3) una modificación en las relaciones entre so- 
ciedad civil y Estado; y 

4) un nuevo papel conferido al territorio como 
soporte de renovadas lógicas estatales y socio- 
económicas que le dotan de un carácter esen- 
cialmente dinámico y participativo en los 
procesos de desarrollo. 


Es, por consiguiente, de gran importancia com- 
prender mediante un dispositivo teórico adecua- 
do y la investigación empírica correspondiente, 
la relación problemática entre las diversas lógi- 
Cas territoriales que emanan de este proceso prin- 
cipalmente referidas a la dinámica de la ingeniería 
institucional del Estado (lógica estatal) y las lógi- 
cas territoriales de la sociedad civil, (organización 


espacial de la sociedad). Al respecto, la lógica es- 
tatal será abordada mediante el análisis de los pro- 
cesos de participación popular y descentrálización 
administrativa, que traducen al mismo tiempo 
problemáticas institucionales y lógicas territoria- 
les particulares. Esto permitirá evaluar el rendi- 
miento del sistema politico-administrativo, tanto 
desde el punto de vista de su coherencia interna 
como en relación con la sociedad civil, conside- 
rada a diferentes niveles y escalas. Por su parte, 
las lógicas territoriales de la sociedad civil serán 
analizadas en el contexto de la presencia de un 
conjunto de dinámicas sociales, económicas y 
políticas que normalmente trascienden las estruc- 
turas estatales. 

A partir de ello se intenta estructurar un es- 
quema analítico en torno a las características 
del proceso de rediseño de la estructura jurídi- 
ca-institucional del Estado derivada de la 
implementación de las Leyes de Participación 
Popular y de Descentralización Administrativa 
como lógicas territoriales de gestión pública y su 
relación con las lógicas de ocupación y adminis- 
tración territorial de la sociedad civil. 

Es importante destacar que tanto el enfoque 
elegido como el objeto de la investigación (la ac- 
ción del Estado efectivizada mediante una serie 
de procedimientos y normas en un contexto so- 
cio-territorial cambiante), no cuentan en Boli- 
via con una tradición científica sobre la cual 
apoyarse para la elaboración de hipótesis o la con- 
frontación de los resultados. Esto explica, sin duda, 
algunas características del trabajo que, por su ín- 
dole pionera, presenta también un carácter 
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exploratorio, compuesto a la vez de conclusiones 
preliminares destinadas a desarrollarse en ulterio- 
res indagaciones. 

Por lo anterior, el trabajo presente puede tam- 
bién interpretarse como una tentativa de com- 
prender las tensiones y los desfases entre las 
realidades institucionales (político-jurídico forma- 
les) y organizacionales (referidas a los instrumen- 
tos mediante los cuales las metas asignadas se 
realizan) del Estado boliviano contemporáneo en 
sus esfuerzos permanentes e inconclusos de arti- 
cular, mediante el ejercicio de un poder legítimo 
y eficiente, la gestión de una sociedad cuya parti- 
cipación y consenso son requisitos de la 
gobernabilidad democrática en un territorio cuya 
inercia y heterogeneidad tratan de ser transfor- 
madas en un potencial para el desarrollo. 

Para enfrentar esta problemática, en primera 
instancia se elabora un marco teórico y 
metodológico que permita organizar los conoci- 
mientos disciplinarios movilizados en la inves- 
tigación. Por ello, en el primer capítulo se 
presentan estados de la cuestión referidos a los 
avances científicos en geografía política, geogra- 
fía regional y ordenamiento territorial, así como 
un balance de la reflexión boliviana sobre los 
temas antes mencionados. Posteriormente se rea- 
liza un análisis de las políticas públicas concebi- 
das en el marco más general de los esfuerzos 
actuales de la ciencia política principalmente la 
estructura jurídico-institucional y “los márgenes 
de gobernabilidad” presentes a nivel nacional, 
departamental y municipal, así como el 
relacionamiento de las instancias decisorias pú- 
blicas con los destinatarios de las políticas 
(principalmente, pero no exclusivamente, per- 
tenecientes a la sociedad civil), que en gran par- 
te caracteriza la originalidad del trabajo, basado 
a su vez en dos corolarios importantes: 

El primero dirigido a focalizar la noción de 
gobernabilidad, entendida como la capacidad que 
tiene el Estado para generar, implementar y eva- 
luar políticas públicas en condiciones de eficacia 
y eficiencia dentro un escenario de consenso so- 
cial y participación efectiva de los actores 
involucrados; y 

El segundo, que surge a partir de la confronta- 
ción de las temáticas geográficas y politológicas 
acerca del proceso de transición de las políticas 
públicas de un referente sectorial / global que 
entra en crisis en las últimas décadas, hacia un 
referente territorial / global cuya preponderancia 
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está en vías de consolidación'. La realidad de 
esta transición, así como las dificultades que en- 
frenta se manifiesta en Bolivia en los procesos de 
la Participación Popular y la Descentralización 
Administrativa. 

Con estos antecedentes, surge la necesidad de 
proceder al estudio empírico de las realidades te- 
rritoriales donde se generan y/o implementan las 
políticas públicas a nivel nacional, departamental 
y municipal, que permitan analizar la capacidad 
institucional de ciertas estructuras estatales (pre- 
fectura y municipios) en un contexto de transición 
caracterizado por la presencia de nuevas normas y 
atribuciones?, además de ciertos actores políticos 
(Consejo Departamental, Comités de Vigilancia, 
OTB's, etc.), que no llegan a definir claramente 
sus papeles frente a los actores “ tradicionales” del 
juego político local (Comités Cívicos, Sindicatos, 
ONG+*...)'. Por ello, en el capítulo 2 se aborda el 
análisis territorial a partir de una discusión de su 
estructuración que nos remita a la'compleja no- 
ción de región entendida en su significado geográ- 
fico?, así como al estudio de su institucionalidad 
departamental y municipal. 

Si bien en cuanto al referente empírico de 
nuestro estudio la Prefectura de Cochabamba era 
un objeto obvio, la elección de los municipios de 
Sacaba, Villa Tunari y Mizque merece aquí una 
breve explicación que será ampliada posterior- 
mente. Al respecto, la selección se basó princi- 
palmente en la idea de disponer del material 
comparativo más amplio posible, por lo cual se 
procedió, inicialmente, a seleccionar un muni- 
cipio periurbano con alta inestabilidad ins- 
titucional, pero fácilmente accesible para los 
encuestadores (Sacaba). De un modo parecido se 
seleccionó al municipio de Mizque debido sobre 
todo a la marcada presencia de sobreposiciones 
institucionales establecidas por la Ley de Partici- 
pación Popular, cuyo principal actor es una 
ONG extremadamente activa en el cono sur 
cochabambino (CEDEAGRO), ligada además a 
un partido de la anterior coalición de gobierno”. 
Finalmente, se eligió al municipio de Villa Tunari 
por constituir un caso particularmente revelador 
en concentración de conflictos (con el Estado por 
el tema coca-cocaína; con Colomi por los límites 
municipales, etc.), donde además el sindicato or- 
ganiza una buena parte de las actividades que 
la Ley confiere al municipio. 

De esta manera, se espera disponer, median- 
te estos tres estudios de caso, de un abanico de 


situaciones que permitan no sólo analizar el 
funcionamiento de las diferentes instituciones 
municipales, sino también los modos específi- 
cos de organización de la sociedad civil, dentro, 
al margen, o fuera de los marcos previstos por la 
legislación. 

Continuando con la investigación, el capítu- 
lo tercero está dedicado al análisis del referente 
territorial de las políticas públicas, con objeto de 
dirigir la mirada hacia la política de Ordenamien- 
to Territorial%, remarcando sus orígenes y el desa- 
rrollo que tuvo, principalmente en la última 
década. También en el mismo capítulo se analiza 
las dificultades de implementación a nivel depar- 
tamental y municipal de una política pública (El 
Seguro Nacional de Maternidad y Niñez), que 
permite profundizar la reflexión basándose en una 
serie de datos empíricos. Mediante el análisis de 
dos políticas públicas de diferente categoría, cons- 
titutiva y regulatoria en el caso del ordenamiento 
territorial y distributivo en el caso del seguro, se 
pone de manifiesto un conjunto de procesos y de 
actores que intervienen diferencialmente en el di- 
seño y la implementación de las acciones del Es- 
tado en sus distintos niveles de operación. 

Para concluir, en el cuarto y último capítulo 
se procede a confrontar, sobre la base del mate- 
rial empírico disponible y al marco teórico desa- 
rrollado, las lógicas territoriales estatales, con las 
lógicas territoriales de la sociedad civil mediante 
las cuales se organiza y apropia de las ofertas esta- 
tales. Algunas propuestas destinadas a desarrollar 
el debate sobre estos temas concluyen el trabajo. 

No obstante, debido a que el cambio de go- 
bierno ocurrido el 6 de agosto de 1997 introdujo 
algunas modificaciones aparentemente importan- 
tes en los procesos y fenómenos analizados en este 
trabajo (basado en encuestas e investigaciones rea- 
lizadas en 1996 y principios de 1997), cada vez 
que sea pertinente se hará mención de estos “pro- 
cesos de cambios” en notas al pie de página, aún 
cuando del examen preliminar en torno a las mo- 
dificaciones realizadas por el actual gobierno se 
puede fácilmente llegar a la conclusión que la es- 
tructura fundamental de los problemas menciona- 
dos en este trabajo queda prácticamente intacta. 





¡Esta problemática se halla expuesta con claridad en: P. 


MULLER, Las Politiques Publiques, P.U.F. París, 1998. 

2 Para el estudio de este aspecto se adoptó la perspectiva 
organizacional expuesta, por ejemplo en: C. BALLE. 
Sociologie des Organisations, P.U.F. París, 1990 y C. 
LAFAYE, La Sociologie des Organisations, Nathan, París, 
1996. Ver también la excelente síntesis de M. CROZIER, 
“Les Organisations”, in H. MENDRAS; M. VERRET, Eds. 
Les champs de la Sociologie Française, A. Colin, París, 1988, 
pp.125-131. 

3 Nuestro trabajo de investigación estaba ya prácticamen- 
te concluido cuando se publicó, también sobre el departa- 
mento de Cochabamba, el trabajo de H. OPORTO CAS- 
TRO. El difícil camino hacia la descentralización, ILDIS, La Paz, 
1998, cuyas conclusiones son ampliamente convergentes con 
las nuestras. En una perspectiva más amplia se trata de re- 
flexionar aquí sobre la naturaleza y las características de la 
sociedad civil, tanto en el plano teórico como en sus mani- 
festaciones concretas. Sobre este tema cf. G. BERTHIN S. 
“Mitos y realidades de la sociedad civil: un análisis desde la 
ciencia política”. Análisis Político, N° 1, 1997, pp. 83-94 G. 
BERTHIN S. “Partidos políticos y sociedad civil: repensan- 
do la representación política y la participación social en las 
nuevas democracias”, Opiniones y Análisis, N° 36,.1998, pp. 
83-129. 

+ La noción geográfica de región como espacio heterogé- 
neo, articulado y polarizado es, por tanto diferente de la con- 
cepción sociológica de la región como “la constitución, más 
o menos acabada, de una sociedad local, de instituciones re- 
gionales, de actores sociales regionales, de elementos de go- 
bierno regional”. J. BLANES, Modernización del Estado y 
adecuación institucional-territorial: una condición de go- 
bernabilidad. Ponencia al Primer Encuentro Iberoamericano 
de Estudios Regionales, Santa Cruz, 1991, p. 3, nota 4. (doc. 
dactilografiado). 

? Un factor adicional para elegir Mizque fue la accesibili- 
dad de la información referida a su proceso de planificación. 
$ Conviene aquí proceder a una aclaración terminológica 
para evitar posibles confusiones y malentendidos. En este 
texto se entiende el ordenamiento territorial como una polí- 
tica pública orientada, mediante normas y reglamentos a pro- 
mover un uso adecuado del suelo en función de sus aptitudes 
y limitaciones (Planes de Uso del Suelo), y una ocupación y 
vertebración óptima del territorio (Planes de Ocupación del 
Territorio). La combinación de estos dos planes da lugar a los 
Planes de Ordenamiento Territorial que se realizan o que 
deberán realizarse tanto a nivel nacional, departamental como 
municipal. También forma parte de la temática del ordena- 
miento territorial el problema de la delimitación (por Ley) y 
demarcación (en el terreno) de las Unidades Político-Admi- 
nistrativas que según la C.P.E. son los departamentos, las pro- 
vincias, las secciones de provincias, (hoy municipios) y los 
cantones. Después de promulgada la L.P.P. el tema de la 
distritación municipal ha venido a añadirse a esta problemá- 
tica, en condiciones específicas. 
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MARCO 
TEÓRICO-METODOLÓGICO 





¿ a presente investigación se sitúa en la con- 
Lfluencia de problemáticas geográficas y 
politológicas de cuyos campos disciplinarios he- 
mos privilegiado las siguientes perspectivas: en el 
área de la Geografía el énfasis será puesto en la 
Geografía Política (especialmente la geopolítica 
interna), el análisis regional y la teoría y práctica 
del ordenamiento territorial; respecto a la Cien- 
cia Política, asumiremos el estudio del sistema po- 
lítico desde su realidad institucional, analizando 
los mecanismos procedimentales y la funcionalidad 
de los mismos con relación a su rendimiento ope- 
rativo. Asimismo, rescatando los aportes de la so- 
ciología política, nos interesaremos en las 
relaciones que las organizaciones de carácter polí- 
tico mantienen con su entorno societal’. 

Para ello, recurriremos al análisis de las políti- 
cas públicas, entendidas como el estudio de los 
productos del sistema político que, entre otras 
cosas, permiten evaluar el rendimiento 
institucional con relación a los flujos y las diná- 
micas del régimen político. 


1. Geografía política, análisis regional y orde- 
namiento territorial 

La presente investigación, en sus aspectos terri- 
toriales, está basada en el desarrollo actual de la 
reflexión geográfica, que entre otras cosas 
involucra el análisis de: 


e  ladivisión político-administrativa del territo- 
rio (incluyendo la distritación política); 

e la configuración de áreas de servicios en las 
cuales se implementan políticas públicas; 


e el estudio de las relaciones entre escalas terri- 
toriales y fenómenos de poder; 

e el análisis regional (articulado a los procesos 
de descentralización); y 

e el Ordenamiento Territorial. 


Las tres primeras temáticas mencionadas arri- 
ba (división político-administrativa, áreas de ser- 
vicios y relaciones entre escalas y poder), entran 
en el campo de la Geografía Política. Algunas ten- 
dencias generales de esta disciplina serán por con- 
siguiente mencionadas antes de detenernos más 
detalladamente en los puntos directamente rela- 
cionados a nuestra investigación. 


1.1. La geografía política 

Desde un punto de vista panorámico la Geogra- 
fía Política como disciplina científico-académi- 
ca, presenció en el último siglo un notable 
desarrollo. En efecto, desde 1897? hasta hoy asis- 
timos a un cambio de perspectivas, desde la con- 
sideración inicial del Estado como realidad 
socio-territorial (suelo + pueblo, en la formula- 
ción ratzeliana), cuyo desarrollo y expansión se 
analiza en un contexto inter-estatal (continental 
o mundial), hacia un énfasis creciente puesto en 
las lógicas geopolíticas internas, que coincide con 
la renovación y diversificación temática de las 
décadas 1970-1980. 

En este último periodo, sin que el interés por 
la geopolítica externa (tensiones y conflictos in- 
ternacionales, problemas de fronteras, crisis del 
medio ambiente a escala global, polaridades “Nor- 
te/Sur” del (sub)desarrollo y “Este/Oeste” de la 
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guerra fría, etc.) deje de manifestarse, tres hechos 
mayores determinan un enriquecimiento de la re- 
flexión geopolítica orientada hacia realidades 
intracstatales y subestatales. 

Primero, la creciente toma de conciencia de 
la heterogeneidad y complejidad socio-territorial 
tanto de los países industrializados como de los 
que se considera “en vías de desarrollo”. Que esta 
heterogeneidad tome formas de disparidades eco- 
nómicas (las clásicas desigualdades regionales), de 
clivajes étnicos y/o religiosos, de comportamien- 
tos políticos localizados, o de todo ello a la vez, 
depende del momento y del lugar del análisis. Los 
tipos de tensiones y conflictos con base territo- 
rial generados por estas realidades han necesita- 
do el desarrollo de nuevos enfoques teóricos y la 
construcción de problemáticas adecuadas?. 

Segundo, en el ámbito de los países “en desa- 
rrollo”, la modernización basada en una interven- 
ción estatal racionalizada mediante procesos de 
planificación sectorial y estratégica burocratizada, 
no sólo ha fracasado, sino que ha contribuido a la 
producción de fragmentaciones territoriales cre- 
cientes y potencialmente conflictivas‘. 

Tercero, la crisis del Estado benefactor, pri- 
mero evidente en los países industrializados y des- 
pués en el resto del mundo, ha promovido la 
necesidad de mejorar y racionalizar la gestión es- 
tatal, mediante procesos de descentralización y 
diferenciación en la implementación de las Polí- 
ticas Públicas. Para ello una renovada reflexión 
sobre las mallas político-administrativas y las áreas 
de servicios fue indispensable. Por otra parte la 
necesidad de medir los efectos de estas mismas 
políticas y las actitudes de los gobernados frente a 
ellas ha suscitado un fuerte interés en la Geogra- 
fía Electoral?. 

Veamos más detalladamente algunos de estos 
temas tal como se desarrollan actualmente en el 
ámbito de la Geografía Política. 


e División político-administrativa 

Como manifestación territorial de la lógica esta- 
tal de control, gestión y transformación de uni- 
dades socio-espaciales de escalas variables, la 
división político-administrativa ha suscitado va- 
rios estudios en las ultimas décadas. En particular 
la malla político-administrativa ha sido analiza- 
da en lo que se refiere a sus formas (morfología)*, 
a sus funciones? y a su organización jerárquica con 
relación a la elaboración de tipologías?. Por otra 
parte varios trabajos han mostrado la inadecua- 
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ción entre las mallas político-administrativas y 
las lógicas territoriales (económicas, sociales, po- 
líticas, etc.) de la sociedad civil. 

En el ámbito teórico, los criterios de 
contigúedad e integralidad (la malla tiene que abar- 
car al conjunto del territorio nacional o subna- 
cional sin dejar vacíos), compacidad (las unidades 
deben ser, en lo posible, compactas para facilitar 
la accesibilidad al centro) y funcionalidad (reunir 
unidades mínimas complementarias) son los que 
más han servido de referencia para los estudios em- 
píricos y las propuestas prácticas. Por ello, sin en- 
trar en consideraciones más detalladas, conviene 
mencionar la enorme importancia que presenta el 
estudio de la malla político-administrativa para 
toda reflexión (y propuesta) que gire en torno a 
los procesos de gestión estatal y su caracterización. 


e Areas de servicio y territorialización de las 
políticas públicas 

Directamente ligada al tema de la malla político- 
administrativa, sobre todo en lo que respecta al 
nivel del gobierno local, pero orientada 
específicamente a la producción y distribución de 
bienes y servicios públicos, la investigación hará 
referencia a las áreas de servicios mediante las 
cuales los poderes públicos territorializan sus po- 
líticas en función de criterios de eficiencia, efica- 
cia, selectividad y gobernabilidad”. 

Relacionada, al principio, con las concepcio- 
nes básicas del “Estado de Bienestar”, la investi- 
gación geográfica sobre estos temas se ha 
desarrollado en dos direcciones complementarias 
en las últimas décadas: Primero, en la 
profundización teórica de las nociones de distri- 
bución espacial y de desigualdad local'”, y segun- 
do, en la especialización en áreas sectoriales como 
salud, educación, vivienda, entre otros!!. 


e Las relaciones entre territorio y poder 

De carácter más teórico, la reflexión geográfica 
sobre este tema se ha concentrado en gran parte 
en la noción de escala, que corresponde tanto a 
un referente espacial, como a un nivel político- 
administrativo (supranacional, nacional, subna- 
cional o local). 

Partiendo del estudio de la especificidad que 
presentan los procesos políticos (de gestión, con- 
trol, dominación, regulación de conflictos, cons- 
trucción de actores, entre otros), según la escala 
y el nivel en el que se producen, varios autores 
han orientado su reflexión hacia enfoques jerár- 


quicos, integradores o contextuales que permitie- 
ron enriquecer substancialmente el marco teóri- 
co de los estudios políticos, habitualmente 
confinados en la polaridad actores/instituciones 
(con el énfasis puesto generalmente en uno de los 
polos), mediante la introducción de un tercer ele- 
mento: El Territorio. Esto se puede representar de 
una manera simplificada: 


ACTORES TERRITORIO INSTITUCIONES 


POLITICOS (Escalas Variables) POLITICAS 





Esta perspectiva, aparte de fundar plenamen- 
te la definición mínima del territorio” como por- 
ción de la superficie terrestre apropiada, mediante 
instrumentos materiales y cognitivos, por un gru- 
po social que lo organiza, controla y transforma, 
ofrece un marco referencial para el análisis de la 
distribución del poder (y de los conflictos) en los 
diferentes niveles territoriales, (Ej. descentraliza- 
ción), lo que conlleva modificaciones en el siste- 
ma político y en las estrategias y características 
de los actores. y 

Sobre el tema de la descentralización, de sus 
alcances, modalidades y objetivos existe una abun- 
dante literatura”, en la cual la parte de trabajos 
de estricta índole geográfica es aún reducida, no 
obstante de que la problemática regional juega 
un papel decisivo en la investigación y la pres- 
cripción en materia de descentralización. En efec- 
to, la pregunta: ¿hacia qué unidades territoriales 
transferir competencias y atribuciones?, supone 
un estudio pormenorizado de la realidad empíri- 
ca de los diferentes niveles político-administrati- 
vos subnacionales, en vista de evaluar tanto sus 
características actuales, como sus potencialidades 
de transformación. 


1.2. El análisis regional 
Sin entrar en una exposición detallada del deba- 
te acerca de la región, del regionalismo y del aná- 
lisis regional'*, conviene, sin embargo, recordar 
algunos puntos fundamentales para facilitar la 
comprensión de los temas actualmente centrales 
en la discusión. 

Esquemáticamente, la problemática regional 
en la literatura científica se organiza mediante tres 
enfoques: 


e la elaboración de tipologías; 
e la formulación de criterios; y 


e el paso de la perspectiva analítica al discurso 
performativo 


En lo que se refiere a las tipologías, una tradi- 
ción ya consolidada lleva a distinguir entre las 
regiones homogéneas (basándose en características 
físicas, culturales, económicas, etc.), las regiones 
polarizadas (generalmente por un centro urbano 
dominante que organiza un espacio de interre- 
laciones funcionales y complementariedades 
más o menos extendido) y las regiones de planifica- 
ción (que son productos de decisiones políticas 
y se basan generalmente en la malla político- 
administrativa). 

Esta tipología se fundamenta en la formula- 
ción de criterios que permiten, no sólo la identi- 
ficación de los diferentes tipos de regiones, sino, 
fundamentalmente su delimitación (asignación de 
fronteras). 

Así, en el caso de las regiones homogéneas, se 
trata de identificar un conjunto de variables (eco- 
nómicas, físicas, culturales), cuya variación debe 
inscribirse dentro de límites claramente defini- 
dos (o umbrales). Se obtienen así unidades terri- 
toriales, generalmente pequeñas, que constituyen 
en la mayoría de los casos los componentes míni- 
mos de las regiones del segundo tipo. 

Las regiones polarizadas o funcionales, no sólo 
son las más interesantes a nivel científico, sino 
las más aptas para promover los procesos de des- 
centralización. Resultan de una combinación de 
factores endógenos y exógenos (estructuración ge- 
nerada por los niveles nacionales y globales). 
Los criterios de organización, polarización, 
complementariedad e integración funcional son 
aquí determinantes. Si, como parece adecuado, 
se reserva la denominación genérica de “región” 
a las regiones funcionales, es importante notar 
que su existencia no es universal, en particular, 
en los países en desarrollo, donde coexisten con 
espacios poco o nada organizados, fenómeno que 
ya ha llamado la atención de los geógrafos desde 
varias décadas atrás. 

Finalmente, los criterios adoptados para el es- 
tudio o la creación de regiones de planificación, 
aparte de ser similares a los que ya hemos men- 
cionado en los párrafos dedicados a la distritación 
política (compacidad, contigiiedad, accesibilidad, 
integración socio-cultural, etc.), se basan en exi- 
gencias de eficiencia, eficacia y en cierta medida, 
equidad (aunque este último término, como ya se 
dijo, es ambiguo, y vale esencialmente en térmi- 
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nos de igualdad de oportunidades). Es respecto 
de estas últimas regiones que se opera el paso de 
la perspectiva analítica al discurso performativo 
orientado a la realización práctica, dando lugar a 
una verdadera ingeniería regional cuyos contextos 
y condiciones han sido exploradas, en el área la- 
tinoamericana, por varios autores!?. Estos avan- 
ces teóricos y prácticos convergen con otros más 
elobalizantes referidos al ordenamiento territorial 
que se exponen a continuación. 


1.3. Ordenamiento territorial 

Los procesos y políticas de ordenamiento territo- 
rial han sido objeto de cuantiosas investigacio- 
nes tanto empíricas como prescriptivas, y esto 
desde la década de los treinta, cuando con la 
Tennessee Valley Authority (USA), se implemen- 
tó el primer programa integrado y plurifuncional 
de planificación territorial. El destino ulterior del 
ordenamiento territorial, en función de los con- 
textos locales, sociales y políticos, así como de los 
objetivos que se le fueron asignando, merecería 
un libro por sí solo!*, 

Notemos simplemente que con la crisis del 
fordismo en la economía y del Estado benefactor 
en la política, fenómenos que se manifiestan cla- 
ramente en la década de los setenta, los procesos 
de planificación, incluyendo la planificación te- 
rritorial, verán modificadas sus condiciones, al- 
cances, procedimientos y, sobre todo, sus 
objetivos. Al papel protagonista e interventor del 
Estado, que en el caso latinoamericano es gene- 
ralmente autoritario, débil, prebendalista e 
ineficiente, se sustituye una función facilitadora 
del juego del mercado y correctora en las áreas 
donde el mercado no juega Óptimamente su pa- 
pel regulador. Sin tratar de llegar aquí a la 
exhaustividad, se pueden distinguir tres aspectos 
del ordenamiento territorial: 


e Un aspecto científico, basado en el diagnósti- 
co integral de los territorios, destinado a ca- 
racterizar tanto sus potencialidades como sus 
disfunciones y fragilidades. 

e Un aspecto técnico y económico que tiene 
como objetivo buscar la adecuación entre los 
potenciales y los usos efectivos del suelo; ase- 
gurando una distribución espacial óptima (en 
función de la realidad y no sólo de modelos 
teóricos) de la oferta de servicios públicos, 
(educación, salud, etc.); promoviendo una 
distribución de la población que no consti- 
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tuya un obstáculo al desarrollo sostenible; 
modificando la malla político-administrati- 
va cuando esta no corresponda a las realida- 
des y exigencias económicas y políticas de la 
sociedad. 

e Un aspecto político, que se manifiesta no so- 
lamente en el hecho que el ordenamiento te- 
rritorial consiste en un conjunto articulado de 
políticas públicas, sino también que traduce 
territorialmente (o más exactamente socio- 
territorialmente") un proyecto nacional de 
desarrollo en el cual la descentralización pue- 
de ocupar un lugar importante!*, 


El estado de la cuestión que hemos presenta- 
do en las páginas anteriores, corresponde a la evo- 
lución de los temas pertinentes para nuestra 
investigación en la literatura científica general. 
Esta revisión era indispensable para insertar nues- 
tra reflexión en los avances disciplinarios e 
interdisciplinarios del conocimiento geográfico 
actual. Sin embargo, para fundamentar nuestras 
hipótesis y justificar la metodología adoptada es 
necesario retomar los diferentes temas analizados 
en función de la realidad boliviana. 


1.4. Situación de la problemática territorial en 
Bolivia 

Por razones ya expuestas, la geografía académica 
no se desarrolló en Bolivia hasta los últimos años, 
creando un vacío difícil de superar en materia de 
“cultura territorial” en los ámbitos tanto científi- 
cos como políticos!”. La ausencia de acceso a la 
literatura, así como la deficiente formación aca- 
démica han desembocado en un ensayismo des- 
criptivo y/o en una geopolítica estática. Teniendo 
en cuenta estos antecedentes, veamos a continua- 
ción cuáles son los principales aportes directamen- 
te relacionados al objeto de nuestra investigación. 


e La geografía política, en Bolivia, se ha desa- 
rrollado de manera totalmente independien- 
te de la evolución general de la disciplina en 
el ámbito mundial. En efecto, los conceptos, 
métodos y autores utilizados en la literatura 
especializada traducen este aislamiento biblio- 
gráfico, lo que se manifiesta en la repetición 
de temas de manual en manual, sin la inter- 
vención de investigaciones empíricas. Esto no 
resta interés, obviamente, a muchos de estos 
trabajos que intentan pensar las relaciones in- 
ternacionales bolivianas al margen de los avan- 


ces contemporáneos de la disciplina, pero 
constituye una limitación importante a la pro- 
yección de tales esfuerzos. 


Significativamente, uno de los aportes más 
novedosos a la reflexión actual sobre las relacio- 
nes entre territorio y política en Bolivia, fue rea- 
lizada por un politólogo en el área de la geografía 
electoral”, es decir centrándose en lo que puede 
llamarse la “Geopolítica Interna”, la única que 
nos interesa para la presente investigación. 

Otro tema de Geopolítica (o Geografía Polí- 
tica) interna es el estudio de la división político- 
adminitrativa del territorio. 


e La división político-administrativa de Boli- 
via hasta hoy fue objeto de un solo estudio 
geográfico?!, donde el énfasis es puesto en los 
niveles departamental y provincial. La confi- 
guración actual de esta malla resulta de la 
interrelación de 4 factores, cuya importancia 
varía en el tiempo y en el espacio: 


1) la herencia colonial (en particular de las 
Intendencias); 

2) la lentitud del proceso de exploración, 
inventariación y apropiación del territo- 
rio boliviano”; 

3) la inestabilidad política crónica que obs- 
taculiza la concepción y la realización de 
estrategias de ordenamiento territorial co- 
herentes y duraderas; y 

4) la manifestación de tentativas de 
racionalización de la malla político-admi- 
nistrativa, que fracasaron por falta de com- 
petencia científica y por la inercia de la 
realidad existente. 


El resultado es una división político-adminis- 
trativa incoherente y desfasada con relación a las 
lógicas territoriales de la sociedad civil, (centros, 
flujos, áreas de servicios e intercambios, afinida- 
des culturales, etc.)?. 

Es de notar que con las recientes leyes de Par- 
ticipación Popular y Descentralización Adminis- 
trativa, se llegó a consolidar más aún esta malla 
disfuncional, problema sobre el cual volveremos 
más adelante. 

En lo que respecta a Cochabamba, las mismas 
observaciones pueden hacerse, frente a un proce- 
so de generación de provincias que se extiende 
desde 1826 hasta 1985, en contextos socio-eco- 


nómicos y políticos fuertemente contrastados. 
Los 44 municipios del departamento, directa- 
mente procedentes de las secciones de provin- 
cia, heredan sus defectos tanto en el ámbito 
general como al nivel de sus subdivisiones (dis- 
tritos y/o cantones). 


e Areas de servicios y territorialización de las 
políticas públicas. En esta extensa área de 
investigación no se cuenta, hasta ahora, con 
estudios científicos. Cada institución provee- 
dora de bienes y servicios públicos ha elabora- 
do su propia distritación (en educación, salud, 
etc.), llegando a una situación caótica, que los 
recientes procesos de participación popular y 
descentralización no lograron superar, por lo 
menos hasta ahora 


Relacionados con esta problemática, existen 
trabajos que demuestran la necesidad de articular 
el diseño e implementación de políticas públicas 
con el proceso de descentralización?**, pero sin 
dar la suficiente importancia al aspecto 
específicamente territorial. 


e Territorio y descentralización. Para esta ex- 
posición nos concentraremos aquí en el nivel 
departamental, respecto al cual el debate so- 
bre la descentralización es más antiguo (pro- 
movido en particular por los Comités Cívicos), 
y que es también el nivel de aplicación de la 
Ley de Descentralización Administrativa del 


28 de julio de 1995. 


Si excluimos aquí los temas procedimentales, 
de atribuciones y competencias, que serán estu- 
diados en la parte institucional de esta investiga- 
ción” para focalizar nuestra atención en los 
aspectos propiamente territoriales, la cosecha de 
materiales es más que decepcionante. En efecto, 
la realidad territorial de los departamentos boli- 
vianos, (frecuentemente asimilados, como vere- 
mos más adelante a “regiones”), como objetos y 
sujetos de la descentralización administrativa, 
hasta ahora no ha sido cuestionada científicamen- 
te. En otras palabras la lógica territorial de la des- 
centralización administrativa (de “arriba hacia 
abajo”) se moldeó directamente y bajo el signo 
de la evidencia, en la lógica estatal de la división 
político-administrativa del territorio. Esto trajo 
como consecuencia un proceso de diferenciación 
entre los modos, resultados y objetivos de la des- 
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centralización entre los diferentes departamentos; 
fenómenos difíciles de analizar en la medida en 
que los elementos territoriales de diferenciación 
no fueron tomados en cuenta. La descentraliza- 
ción administrativa, como oferta estatal, genera 
por consiguiente, una lógica territorial de con- 
trol, gestión y diferenciación del territorio que 
queda por estudiar. 


e Territorio y participación popular. La 
promulgación de la Ley de Participación Popu- 
lar (20 de abril de 1994) y su ulterior reglamen- 
tación, tienen efectos claramente territoriales 
en dos áreas. La primera, en el ámbito del po- 
der estatal, con la Municipalización del Terri- 
torio, la segunda, en el ámbito de la sociedad 


civil con la promoción de actores colectivos . 


con base territorial: Juntas Vecinales, Comu- 
nidades Campesinas y Pueblos Indígenas 


La implementación de la lógica territorial 
involucrada en la LPP implicó la emergencia de 
varios problemas de índole técnico-político rela- 
tivos a la identificación y delimitación de los 
municipios (asimilados a las secciones de pro- 
vincia)? y a la superación (al menos relativa) del 
caos provocado por la existencia de una malla 
cantonal incoherente y disfuncional, mediante el 
proceso de distritación”. Por otra parte se plan- 
tea la cuestión de definir claramente las áreas de 
jurisdicción de las ex-OTB's. Este proceso actual- 
mente en pleno desarrollo es uno de los objetos 
de la presente investigación. 


e El análisis regional. Se ha mencionado ya la 
tendencia, en Bolivia, de asimilar los departa- 
mentos a “regiones” sin más elaboración con- 
ceptual*. Al respecto, nuestra estrategia de 
investigación que se orientó en dos direccio- 
nes complementarias: Primero, hacia un aná- 
lisis conceptual de las nociones de región, 
regionalismo y regionalización. Segundo, ha- 
cia un análisis empírico del departamento de 
Cochabamba utilizando la teoría geográfica de 
la región funcional y polarizada. Los resulta- 
dos de la confrontación de estos trabajos de- 
berían permitir una significativa clarificación 


del debate. 


e El ordenamiento territorial. De introducción 
muy reciente en Bolivia (principios de la Dé- 
cada de los noventa), la problemática del or- 
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denamiento territorial, últimamente institu- 
cionalizada mediante la creación en 1993 de 
una Subsecretaría de Ordenamiento Territo- 
rial (desde 1997, Dirección General de Or- 
denamiento Territorial), no ha sido hasta 
ahora objeto de trabajos analíticos. 


Sin anticipar en el análisis a realizarse más 
adelante, conviene insistir en el hecho que por 
su carácter transversal, la política de ordenamien- 
to territorial, que además se lleva a cabo a niveles 
nacional, departamental y municipal, es un reve- 
lador de inmenso interés para las problemáticas 
de la presente investigación. En efecto, tanto por 
sus implicaciones teóricas como prácticas, 
(regionalización, división político-administrativa, 
descentralización, andamiaje institucional, áreas 
de servicio, entre otros), el ordenamiento terri- 
torial constituye un referente decisivo para los 
aspectos descriptivos, analíticos y propositivos de 
nuestro trabajo. l 


2. La ciencia política, el análisis institucional y 
las políticas públicas 
En la actualidad se vive un momento de inflexión 
en el estudio de los fenómenos y las estructuras 
políticas en Bolivia. La abundante producción in- 
telectual centrada en los actores sociales, sus di- 
námicas, historias, comportamientos y temas 
análogos, descuidó en buena medida otros temas 
vinculados particularmente a las estructuras 
institucionales y normativas del Estado, así como 
el funcionamiento concreto de los procesos 
decisorios públicos. Con no poca dosis de prejui- 
cio, realidades como la empresa privada y/o las 
élites políticas, económicas o culturales, sin men- 
cionar los fundamentos culturales de las prácti- 
cas observadas, fueron poco abordadas por la 
investigación boliviana en ciencias sociales. 
Esta situación enraizada en una suerte de punto 
de vista “comportamentístico”?, con el adveni- 
miento del proceso democrático y sus implicancias 
constructivas de orden institucional, experimen- 
ta un paulatino cambio hacia nuevos ejes temáti- 
cos. El punto que marca la inflexión puede 
situar-se en los nuevos procesos que imprime el 
redimensionamiento del Estado, las nuevas exi- 
gencias asociadas al rendimiento institucional 
del sistema político-administrativo y las deman- 
das de reconstrucción de la naturaleza pública del 
gobierno frente a una notable privatización del 
espacio público”. 


En esta línea teórica de la ciencia política se 
inscribe la investigación propuesta, es decir, en 
una perspectiva institucional que permita anali- 
zar el desempeño del sistema político-administra- 
tivo boliviano. 


2.1. La perspectiva del análisis institucional 

El análisis institucional es una perspectiva nueva 
en Bolivia. Algunos estudios, por cierto 
rescatables, permiten encarar un enfoque que 
enfatice en el desempeño de las instituciones po- 
líticas y las dinámicas sociales que concurren con 
estas’. El estudio del sistema político administra- 
tivo desde esta Óptica permite una aproximación a 
los procesos de formulación e implementación de 
las políticas públicas, como a los ámbitos 
institucionales en sus niveles jerárquicos. 

Con relación a las decisiones políticas y al 
comportamiento gubernamental, el enfoque 
institucional permite comprender los procesos 
de modernización política en tanto racionaliza- 
ción de la autoridad, diferenciación de las orga- 
nizaciones y ampliación potencial del espacio 
democrático. 

Desde la perspectiva propuesta, el interés por 
el ordenamiento jurídico e institucional parte del 
criterio de que las instituciones están formadas 
por prácticas más o menos formales y predecibles 
que, una vez formalizadas u objetivadas en forma 
de organizaciones y normas, producen relaciones 
vinculantes”. 

Esta conceptualización permite analizar a su 
vez el ordenamiento jurídico y las instituciones 
políticas. En ambos casos se puede hablar tam- 
bién de Comunidad Política, pues dependiendo del 
nivel que alcance ésta en una sociedad se mani- 
fiesta un grado diferente de adaptabilidad entre 
sus instituciones y las fuerzas sociales que las inte- 
gran”. La comunidad política en tanto espacio o 
lugar de adopción de decisiones está compuesta 
por una diversidad de organizaciones insti- 
tucionalizadas posibles de desagregar jerár- 
quicamente. 

La relación existente entre ordenamiento 
institucional y ordenamiento jurídico es de suma 
importancia teórica y práctica para la presente in- 
vestigación, por cuanto se trata de observar la 
coherencia o incoherencia existente entre los ni- 
veles institucionales del sistema político adminis- 
trativo (p.e. ejecutivo y legislativo) y su relación 
con la unidad normativa vigente, esto es, con el 
grado de jerarquía de las normas, sus articulacio- 


nes (a escala horizontal y vertical) y sus ámbitos 
de validez. Entendiendo por ámbito de validez la 
correspondencia existente de todas las normas 
positivas con referencia a una norma (fundamen- 
tal) constitucional y no con relación a valoracio- 
nes subjetivas. 

Para la presente investigación, se considera la 
existencia de una pluralidad de leyes, decretos, 
reglamentos y resoluciones que hacen al desem- 
peño institucional y forman parte del objeto de 
estudio pues, la verificación de su coherencia in- 
terna, así como sus ámbitos de validez nos permi- 
tirá identificar y caracterizar la funcionalidad o 
no del sistema jurídico institucional”, 


2.2. Sistema político y gobernabilidad demo- 
crática 

Existen distintos enfoques teóricos y meto- 
dológicos que se ocupan del estudio del sistema 
político. Manuel Alcántara”, identifica siete 
aproximaciones: i) la funcionalista con Easton y 
Merton, ii) la cultural con Almond y Verba, iii) 
la de la elección racional con Shumpeter, Dows y 
Olson; iv) de la organización con Cyert y March; 
v) de los grupo-conflictos, la perspectiva pluralista 
con Macridis, la neomarxista con Przeworski y 
Wallerstein; vi) Estado-céntrico con Krasner, 
Sacks y Nordlinger; vii) institucional con 
Huntington y North. 

Dentro de una perspectiva nacional, Lazarte 
identifica el sistema político a partir de su rol bá- 
sico de ser espacio de mediaciones entre la socie- 
dad civil que produce demandas y el Estado, que 
mediante procedimientos articulados al sistema 
político las procesa, selecciona, combina y 
problematiza en agendas, convirtiendo éstas en 
decisiones vinculantes válidas y legítimas para la 
sociedad”, 

Desde esta caracterización, el sistema político 
haría referencia a un óptimo nivel de funciona- 
miento institucional de la democracia y, siendo 
así, es parte de un conjunto de criterios de la 
gobernabilidad democrática, es decir, para el 
funcionamiento regular de ciertos procedimien- 
tos, formas y reglas. 

En este sentido, un acercamiento a las condi- 
ciones de la gobernabilidad institucional pasa por 
el funcionamiento legítimo del sistema político”. 
Esto nos lleva a evaluar su eficacia a partir de sus 
rendimientos en la producción de políticas, y por 
otro lado, a proponer un conjunto de indicadores 
que midan una situación de ingobernabilidad del 
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sistema político democrático, así como de situa- 
ciones que afectan a la capacidad de gobierno. 
Estos indicadores se muestran en el Cuadro 1. 


2.3. Gobierno y gestión pública 

El estudio de las condiciones prccedimentales para 
la toma de decisiones, ha sido abordado por dos 
corrientes relativamente nuevas de la ciencia po- 
lítica, la administración pública por una parte y 
el análisis de las políticas públicas por otra. 

La administración pública, si bien se desarro- 
lló en un principio como resultado y necesidad 
de la introducción de los postulados de la ciencia 
administrativa O “administración científica” en 
el sector “público” y “estatal”, en la actualidad se 
ha enriquecido a partir de la ampliación de los 
temas particulares y diferenciados que han ido 
paulatinamente especializando el ámbito del aná- 
lisis y de las investigaciones, ofreciendo alterna- 
tivas teóricas y metodológicas para analizar la 
complejidad del funcionamiento administrativo 
del Estado”. 

Por otra parte, el estudio de las políticas pú- 
blicas, en tanto disciplina, a diferencia de la an- 


terior, ha centrado sus preocupaciones en contri- 
buir a entender el proceso de las decisiones, ofre- 
ciendo una propuesta de explicación de sus 
finalidades, de los medios con que se realizan, de 
sus resultados y de los procedimientos decisorios 
que las condicionan. 

Ambos enfoques posibilitan comprender el 
proceso deliberado de construcción de la decisión 
gubernamental caracterizando el estilo de gobier- 
no y de gestión pública. Sin embargo, antes de 
introducirnos en las opciones teóricas de ambos 
enfoques, es necesario dejar clara la conceptuali- 
zación operativa del sistema político y sus com- 
ponentes como marco general la presente 
investigación. 


a) Los componentes del sistema político 
Las diferentes perspectivas de análisis de la cien- 
cia política concuerdan en caracterizar al sistema 
político por la función de generar y transmitir 
poder estableciendo las reglas de la comunicación 
e interacción política. 

En este sentido, si bien existen diferentes 
aproximaciones teóricas en torno al estudio del 


Cuadro 1 
Posibles indicadores de ingobernabilidad 


1) La indisciplina 


La indisciplina manifesta- 
da “en los esfuerzos que 
realizan determinados 
ciudadanos para influir en 
las decisiones públicas 
por métodos violentos, ile- 
gales o anómalos”. 


2) La inestabilidad 


La inestabilidad, en cuan- 
to fracaso de los intentos 
de la élite política “para 
conservar sus posiciones 
de dominación o para re- 
producir las coaliciones 
preexistentes”. 


3) La ineficiencia 


La ineficiencia, concebida 
como la utilización inade- 
cuada de los recursos fi- 
nancieros (sin respetar el 
criterio del costo mínimo) 
o en su curso, la incapa- 
cidad de ejecución presu- 
puestaria. 


Elaborado sobre la base del planteamiento de Schmitter, citado por Alcántara (1995). 


4) La ¡ilegalidad 


La ilegalidad, es decir, los 
esfuerzos realizados por 
los poseedores de un po- 
der corporativo de alto ni- 
vel “para evadir restric- 
ciones legales y constitu- 
cionales en su búsqueda 
de ventajas e incluso de 
su propia sobrevivencia”. 


Características que afectan a la capacidad de gobierno según Sundquist 


1) Calidad de la 
burocracia 


El grado de calidad de la 
burocracia que garantice 
adecuado asesoramiento 
y liderazgo en el proceso 
de formulación y puesta 
en marcha de las políti- 
cas. 


2) Compromiso 
de la burocracia 


Se refiere al compromiso 
de la burocracia con los 
objetivos del gobierno en 
contraposición con sus 
intereses en tanto organi- 
zación e individuos. 


3) Entorno 
institucional 


El entorno institucional en 
el proceso de gestación 
de políticas. 


4) Sistema de 
partidos 


El sistema de partidos 
puede asimismo influir en 
la gobernabilidad, espe- 
cialmente en lo relativo a 
la habilidad para generar 
y poner en marcha man- 
datos claros de acción. 





Elaborado sobre la base del planteamiento de Sundquist, sistematizado por Alcántara (1995). 
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funcionamiento del sistema político, con fines es- 
trictamente metodológicos, adoptaremos el en- 
foque sistémico”, que entiende al sistema político 
como un sistema funcionalmente diferenciado y 
organizado por dos subsistemas, el de los partidos 
políticos y el de la administración pública que 
constituye el sistema político-administrativo?. 

El sistema de los partidos políticos tiene el 
papel fundamental de establecer la relación en- 
tre la estructura formal del sistema político (legal 
e institucional) con los distintos elementos de la 
sociedad civil, facilitando la generación de “legi- 
timidad”, puesto que éstos “garantizan la disponi- 
bilidad del público a aceptar las decisiones 
vinculantes de la administración, generando ex- 
pectativas de comportamiento compatibles con 
la complejidad del sistema administrativo”, 

Por otra parte, el sistema político-administra- 
tivo o de la administración pública, comprende 
los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, que 
constituyen el núcleo central del funcionamien- 
to del sistema político, en tanto conforman el 
escenario donde se realizan “por excelencia” los 
procesos de institucionalización de prácticas u 
orientaciones de conducta, a través de la 
implementación de políticas, de la asignación de 
recursos, de la promulgación y distribución de atri- 
buciones que legitiman autoridad y del control 
en la aplicación de procedimientos aceptados por 
la mayoría de la sociedad. 

De esta manera, el sistema político-administra- 
tivo se define tanto por un determinado modelo y 
estilo de formulación e implementación de políti- 
cas públicas, en cuanto a los programas y acciones 
que produce, como por el conjunto de normas y 
procedimientos que hacen a las instituciones pú- 
blicas. Esta definición, permite diferenciar al siste- 
ma político-administrativo a partir de sus 
componentes funcionales, entre el Gobierno que 
está relacionado con el estilo de decisión o con la 
capacidad de formulación e implementación de 
políticas públicas y la gestión pública que está re- 
lacionada con la eficiencia y eficacia de la estruc- 
tura administrativa e institucional del sistema. 

En el marco de la perspectiva institucional, 
para los fines de nuestra investigación, la men- 
cionada definición constituye una propuesta 
operativa que permite delimitar el ámbito de aná- 
lisis, en el sentido de: 


e Establecer como objeto de estudio, la racio- 
nalidad del sistema político-administrativo 


boliviano, esto es, el ordenamiento jurídico e 
institucional de la administración pública, en 
particular, del Poder Ejecutivo“; y 

e Diferenciar el modelo y estilo de los procesos 
de decisión, a través de la caracterización del 
Gobierno, de su “capacidad de gobernar”, y 
del rendimiento institucional de la gestión 
pública, a través de la evaluación de su capa- 
cidad de alcanzar los productos y resultados 
previstos en su estructura normativa y 
procedimental”. 


En este sentido, es importante desarrollar 
algunos conceptos que serán de utilidad teórica 
y metodológica para el análisis de la lógica del 
Estado en lo que se refiere al componente 
institucional territorializado. 


b) Gobierno y modelos de decisión 

El Gobierno, como componente del sistema polí- 
tico-administrativo, está conformado por un 
conjunto de instituciones diferenciadas y espe- 
cializadas donde se toman las decisiones y se 
desarrollan las políticas*. 

El Gobierno, dentro de la literatura 
politológica, se define como aquel ámbito cuya 
funcionalidad es eminentemente política, es de- 
cir de “conducción social hacia situaciones po- 
líticamente definidas y de permanentes procesos 
de decisión, de ejercicio de la autoridad y del 
liderazgo”*. De acuerdo con ello, gobernar es 
decidir, diseñar políticas e implementarlas, lo 
que significa adoptar y dar curso a un programa 
de acción o inacción para alcanzar o apoyar al- 
gún propósito o para manejar algún(os) pro- 
blema(s) en particular. 

La mencionada definición permite relacionar 
la elaboración regular de políticas, como produc- 
tos y respuestas deliberadas del Gobierno, con el 
rendimiento institucional tanto en lo que respecta 
a la “capacidad de decidir” o de establecer y man- 
tener las reglas de atención y disponibilidad de la 
sociedad, como “la capacidad de gobernar” o de 
formular e implementar las decisiones. 

Las decisiones traducidas en cursos de acción 
(las políticas) constituyen los flujos, los nervios 
y/o relaciones de vinculación entre el Gobierno 
y la sociedad civil. De acuerdo con ello, los dife- 
rentes estudios sobre la forma y el estilo de apli- 
car las políticas públicas han permitido construir 
tipologías de decisión*, que fundamentalmente 
se diferencian a partir de: 
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a) La manera de aproximación del gobierno a la 
resolución de problemas públicos y; 

b) La relación establecida entre el gobierno y los 
diferentes actores sociales en el proceso de las 
políticas. 


La primera tipología, a través de la aplica- 
ción de diferentes criterios de evaluación, 
permite caracterizar la acción o actitud del go- 
bierno como: 


1. Anticipatoria-activa, cuando hace referencia 
a la introducción y manejo de temas insti- 
tucionalizados antes de que ellos surjan como 
problemas o demandas potencialmente con- 
flictivas; y 


2. Reactiva, cuando hace referencia a la genera- . 


ción de respuestas y productos como réplica a 
la necesidad de toma de decisiones, fruto de la 
sobrecarga de problemas, demandas y expec- 
tativas. 


La segunda tipología, igualmente, permite di- 
ferenciar dos características de actuación guber- 
namental: 


1. La consensual, cuando privilegia los procesos 
de consulta, concertación y validación de los 
temas institucionales y de las políticas; y 

2. La impositiva, que a diferencia de la ante- 
rior, opta por la “rápida” aplicación de solu- 
ciones para institucionalizar procesos y 
decisiones. 


Las tipologías mencionadas, de acuerdo a las 
particularidades de los sistemas políticos estudia- 
dos, pueden llegar a combinarse, permitiendo ca- 
racterizar el comportamiento gubernamental 
como: reactivo-consensual, anticipatorio-impo- 
sitivo, etc. 

Por otra parte, la “capacidad de gobernar” re- 
side en las posibilidades operativas que tiene el 
Gobierno para efectivizar el proceso deliberado 
de las decisiones o políticas públicas. En este ám- 
bito se han desarrollado diferentes propuestas re- 
lacionadas con la gestión pública, y la eficiencia 
y eficacia de la formulación, implementación y 
evaluación de las políticas públicas*. 

En referencia a la eficiencia en la formulación 
y diseño de políticas públicas, dentro de la cien- 
cia política norteamericana se han generado mo- 
delos de análisis para evaluar el rendimiento de 
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las mismas, entre los cuales se pueden diferenciar, 
principalmente, tres perspectivas?*: 


e El modelo de política racional, que analiza la 
estrategia de solución de problemas como re- 
sultado y desarrollo de una elección racional 
(racional choice), a través de la aplicación de 
criterios de eficiencia técnica y económica, 
considerando con ello, a los decisores como 
actores que maximizan beneficios y minimi- 
zan costos, después de haber examinado toda 
la información pertinente y construido las 
opciones relevantes. 

e El modelo del proceso organizativo, que 
considera a las políticas como un producto 
organizacional, operadas a través de la diná- 
mica institucional y el desarrollo organi- 
zacional. En esta visión, la política que se elige 
es la que tiene factibilidad organizacional o 
administrativa, en la medida en que está con- 
dicionada por las restricciones normativas, 
técnicas y operativas de las organizaciones 
públicas?. 

e El modelo del resultado político, conocido 
también como “de política burocrática”, 
“incremental” y/o de la “racionalidad limita- 
da”, puesto que además de retomar las restric- 
ciones normativas y procedimentales para el 
diseño y aplicación de las políticas, considera 
a éstas, como “un resultado político” (political 
outcome), fruto de un proceso sistemático 
de intervenciones sucesivas, graduales y 
correctivas para enfrentar y resolver proble- 
mas. De acuerdo a ello, se considera a los 
decisores y operadores como actores que no se 
separan mucho del quehacer de las organiza- 
ciones, actuando así en el marco de una racio- 
nalidad limitada en tiempos y recursos”, 


Estos modelos, han servido para comprender 
cómo se formulan e implementan las políticas y 
también, han contribuido a la mejora en el dise- 
ño y la eficacia de las mismas, buscando el perfec- 
cionamiento del proceso decisorio. 


c) Reforma del Estado y gestión pública 

A partir de la década de los ochenta, la preocupa- 
ción por la redefinición del papel del Estado fren- 
te a los desafíos de los cambios operados a nivel 
internacional en los ámbitos de la economía, la 
política y la integración regional, ha girado, prin- 
cipalmente, en la viabilidad de la Reforma del 


Estado, tratando de generar un “Estado modesto” 
que participa racional, selectiva y estratégicamen- 
te en la dinámica de la sociedad y del mercado. 

Así “la reforma del Estado”, como concep- 
to, pretende abarcar un conjunto de condicio- 
nes e intenciones referidas al rediseño de su 
actuación en: 


a) La relación Estado-Sociedad, donde se 
redefine lo público y lo privado, el Estado y el 
mercado; 

b) La racionalidad de la administración pública 
tradicional, donde se operan reformas y cam- 
bios fundamentales acordes al proceso de mo- 
dernización; y 

c) La descentralización e implementación del 
principio de subsidariedad y la promoción de 
la participación ciudadana. 


En este contexto, la administración pública 
como teoría y práctica ha sufrido cambios impor- 
tantes con relación a su objeto de estudio, a los 
intereses y a las orientaciones de sus investiga- 
ciones y prácticas”, El hilo conductor que da uni- 
dad al nuevo cuerpo de análisis y práctica de la 
administración pública es la búsqueda de una ges- 
tión pública racional y eficiente”. 

Esta perspectiva persigue la correcta organi- 
zación y diferenciación funcional de las institu- 
ciones públicas, evitando la sobreposición de 
competencias, la falta de coordinación y 
complementariedad, etc., además apunta hacia el 
potenciamiento en la capacidad de alcanzar los 
objetivos y resultados previstos por su estructura 
procedimental, eliminando deficiencias, desvíos 
e incumplimientos en la administración y presta- 
ción de servicios a la ciudadanía. 

De este modo, la gestión pública hace refe- 
rencia al proceso de funcionamiento interno, a 
la racionalidad funcional de las estructuras ad- 
ministrativas, a la capacidad técnica y operativa 
y al logro de resultados y productos del sector 
público”. 


2.4. La perspectiva de las políticas públicas 

En la definición norteamericana se pueden dis- 
tinguir dos manejos distintos del término políti- 
ca: politics y policy, el primero designa la lucha 
por el poder, la práctica de la competencia políti- 
ca desarrollada entre los distintos actores sociales 
(partidos políticos, grupos de poder, sindicatos y 
otros), para lograr determinados fines. En cam- 


bio el segundo, hace referencia al proceso deci- 
sorio, al curso de acción deliberadamente adop- 
tado y perseguido, o más sintéticamente “al 
Estado en acción”*. 

Es a esta última acepción que se refiere el es- 
tudio de las políticas públicas, es decir, a los pro- 
cesos de intervención pública, a la formación de 
las decisiones políticas y sus resultados, la partici- 
pación, las relaciones y las estrategias que reali- 
zan los diferentes actores sociales para intervenir 
en el desarrollo de políticas concretas. 

Las políticas públicas permiten dirigir una 
mirada nueva sobre la naturaleza y el funciona- 
miento de la gestión pública, permitiendo rom- 
per el enfoque jerárquico y lineal que considera a 
las políticas como un simple “output” del sistema 
político, sin considerar que éstas requieren de in- 
terpretaciones de su entorno y obedecen a un pro- 
ceso deliberado y complejo de construcción”. 


a) Origen y desarrollo del estudio de las políti- 
cas públicas 

El análisis de las políticas públicas tiene su origen 
en la propuesta (programa) de Ciencias de Polí- 
ticas (Policy Sciences) formulada por Harold D. 
Laswell en 1951. El programa pretendió realizar 
una articulación sistemática entre ciencia y polí- 
tica (decisión gubernamental), buscando mayor 
conocimiento y precisión en las decisiones polí- 
ticas gubernamentales”. 

En esta búsqueda Laswell consideró que las 
Ciencias de Políticas tienen dos marcos de refe- 
rencia interrelacionados: el conocimiento de 
(Knowledge off) y el conocimiento en (Knowledge 
in) el proceso de decisiones gubernamentales. El 
conocimiento de, se refiere a los estudios siste- 
máticos de cómo se elaboran y llevan a cabo las 
políticas (policy making). El conocimiento en, 
constituye el proceso en el que se pretende in- 
corporar los datos y el análisis científico al desa- 
rrollo de la decisión (policy analysis). De este modo 
se lograba, según Laswell, sistematizar el estudio 
de las políticas, y por otra parte, se alcanzaba ma- 
yor eficiencia en las decisiones gubernamentales. 

En el desarrollo del análisis de las decisiones 
gubernamentales, muchas fueron las discusiones 
sobre si el análisis del gobierno debiera sujetarse 
sólo al conocimiento de o al conocimiento en las 
decisiones gubernamentales. Actualmente los tér- 
minos empleados para conceptualizar el conoci- 
miento de y en el proceso decisorio de la política 
son diversos: policy analysis, policy research, policy 
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studies, polycymaking y policy science(s)*. Sin 
embargo, la preocupación de todos estos progra- 
mas de estudio se concentran en la racionalidad 
de la gestión y de las políticas publicas que 
implementa el Gobierno. 


b) Características de las políticas públicas 
De manera general se pueden identificar las si- 
guientes características de las políticas”: 


e Un contenido. Es la sustancia que contiene 
para la movilización de recursos en la óptica 
de obtener resultados. 

+ Un programa. Es la identificación e integra- 
ción de actividades y problemas que se consi- 
deran como esenciales para su resolución. 


e Una orientación normativa. Representada por . 


Leyes que regulan la acción gubernamental. 
e Un factor de coerción. Es la capacidad de 
imposición de una actividad o decisión guber- 
namental legítimamente aceptada. 
e Una competencia social. Que radica en un 
conjunto de fuerzas e intereses que compiten 
para optar por tal o cual decisión. 


c) El proceso de las políticas públicas 

La elaboración de políticas públicas es un proce- 
so que contempla principalmente las siguientes 
etapas: 


e La identificación de problemas. Es la defini- 
ción de problemas de orden público que se in- 
cluyen en la agenda gubernamental donde 
intervienen diversas variables (confrontación 
de sujetos, grupos de presión, etc.). La agenda 
es el programa que condensa las prioridades para 
los objetivos y acciones gubernamentales. 

e La formulación de políticas. Es el estudio y el 
establecimiento de políticas basándose en la 
evaluación competitiva de opciones disponi- 
bles. Este proceso selectivo pretende reducir 
las opciones a la política que presente mayor 
factibilidad económica, política y social”. 

e La implementación. Es el proceso de conver- 
tir una política en hechos reales, esto es, una 
secuencia de acciones programadas que 
involucra actores sociales (públicos y priva- 
dos), recursos económicos, tiempos, etc. 

e La evaluación. Proceso de aprendizaje social 
mediante el cual la autoridad pública reformula 
sus políticas mediante el análisis de la eficien- 
cia y de los efectos reales que tuvo%, 
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d) La clasificación de las políticas públicas 

La clasificación de las políticas sirve como una 
herramienta para analizar e interpretar su natu- 
raleza, los resultados que persigue, sus impactos y 
los diferentes actores que participan en el proce- 
so de su diseño, elaboración e implementación. 
La tipologización de las políticas es de diversa ín- 
dole y depende de la perspectiva teórica que se 
adopte. A título de ejemplo se puede mencionar: 


1. El enfoque estructuralista, propio de la escue- 
la latinoamericana desarrollado principal- 
mente en México y el Cono Sur, clasifica a 
las políticas en tres grandes grupos: 


e Hegemónicas. Son las que reflejan los in- 
tereses del proyecto político dominante en 
cada momento histórico (internacio- 
nalización de la economía, moderniza- 
ción). Es la política central alrededor de la 
cual se articulan todas las otras. 

e Transaccionales. Son producto de la ne- 
gociación y concertación entre diferentes 
sectores sociales. 

e De dominación. Son aquéllas que van 
desde los intentos de captación hasta la 
represión. 


2. El enfoque que de acuerdo a la finalidad de las 
políticas, las clasifica como: 


e Promocionales. Son aquéllas que contri- 
buyen a fomentar el desarrollo o consoli- 
dación de un sector económico. 

e Compensatorias. Buscan restituir y equi- 
librar a un determinado sector, cuando 
éste ha sufrido cambios negativos. 


3. De acuerdo a su ámbito de acción y nivel de 
competencia, las políticas se clasifican como, in- 
ternacionales, nacionales, regionales y locales. 

4. De acuerdo a las características de las arenas 
en las cuales se diseñan e implementan las 
políticas, Lowi (1992) propone la siguiente 
clasificación!!: 


e Políticas distributivas. Es una arena poco 
conflictiva, donde los agentes buscan ga- 
rantizar igual acceso a los recursos. Princi- 
palmente, son todas aquéllas que prestan 
servicios públicos, como ser, educación y 


salud. 


e Políticas redistributivas. Es la arena más 
conflictiva y tensa, de carácter coercitivo 
y obligatorio y, de aplicación colectiva. Pre- 
tenden distribuir los ingresos de un sector 
o región hacia otras, se llevan a cabo me- 
diante instrumentos fiscales, tributarios y 
Otros. 

e Políticas regulatorias o reglamentarias. Es 
una arena conflictiva en la que entran en 
juego intereses que afectan a diferentes 
grupos. Establecen reglas de comporta- 
miento cuya principal herramienta es la le- 
gislación y se basan en aspectos disuasorios 
(multas, restricciones, etc.). 

e Políticas constitutivas o esenciales. Ha- 
cen referencia a las modificaciones del ré- 
gimen político y/o administrativo, amplían 
o disminuyen la jurisdicción gubernamen- 
tal y restringen o aumentan las opciones 
de acción privada o pública. 


Como se desprende de lo anteriormente men- 
cionado, esta propuesta parte del supuesto de que 
el proceso de las políticas es el resultado de múl- 
tiples interacciones y expectativas de las que par- 
ticipan diversos actores sociales buscando obtener 
mayores beneficios y ventajas. En consecuencia 
las políticas públicas constituyen arenas políticas 
reales, que tienen su propio proceso, su estructu- 
ra política y determinados actores sociales. 

En el marco de la presente investigación se 
tomarán como referentes teóricos al conjunto de 
los aportes antes mencionados, que se constitu- 
yen por tanto en factores claves para explicar los 
logros y dificultades en la adecuación de las lógi- 
cas territoriales y las políticas públicas en Bolivia 
a partir del estudio empírico de lo sucedido en el 
departamento de Cochabamba en los últimos tres 
lustros. 





! Para un panorama general del tema, ver B. VALADE, 


“Sociologie Politique”, in Col, La Sociologie, Larousse, París, 
1978, pp. 143-161. 

? Fecha de la publicación de la Geografía Política de E 
RATZEL, considerada como el momento inaugural de la dis- 
ciplina en su forma académica, Cf. P. LOROT, Historie de la 
Geópolitique, Económica, París 1995; M. KORNIMAN, 
“Friedrich Ratzel et la Politische Geographie 1897”, Hérodote 
(París) N* 28, 1983, pp. 128-148. 

3 Porejemplo, ver M. CHISHOLM; D.M. SMITH, (Eds.) 
Shared Space: Divided Space, Essays on Conflict and Territorial 
Organization, Unwin Hyman, London, 1990. 


% — Significativamente, el libro de Y. LACOSTE, Géographie 
du Sous-développement, P.U.F. París, 1981, lleva como subtí- 
tulo: “Géopolitique d'une Crise”. Ver también P. CUNILL 
GRAU, Las transformaciones del espacio geohistórico latinoame- 
ricano, 1930-1990 Colegio de México - Fondo de Cultura 
Económica, México, 1995. 
3 Cf., por ejemplo, C.A. AMAYA, “Perspectivas de Inves- 
tigación en Geografía Electoral Venezolana”, Revista Geo- 
gráfica Venezolana, Vol. 35, N° 1, 1994, 147-156. 
€ B.H. MASSAM. The Spatial Structure of Administrative 
Sistems, Asociation of American Geographers, Resource Paper 
N°? 12, 1972. 
1 M.C. MAUREL, “Pour une Géopolitique du Pouvoir 
Letude du Maillage Politico-administratif”, Hérodote, N° 33- 
34, 1984.pp. 131-143. 
? G. KRISHAN, “Nature of administrative areas” The 
Indian Geographical Journal, vol 65, N° 1, 1990, pp. 131-143. 
El criterio de Equidad o Justicia Social, no sólo es poco 
operativo, sino sobre todo teóricamente problemático, ver al 
respecto: FA. HAYEK, El atavismo de la Justicia Social, Insti- 
tuto de Economía de Libre Mercado, Cuadernos de Divulga- 
ción N° 6, Lima, 1994; J. Rawls, La teoría de la justicia, FCE, 
México, 1973; M, WALTER, Las esferas de la justicia, FCE, 
México, 1993 y B. BARRY, La teoría literal de la justicia, FCE, 
México, 1993, que tematizan desde varias ópticas el concep- 
to de justicia. 
2 B. MASSAM, “Political Geography and Provision of 
Public Services”, Progress in Geography, N° 6, 1974, pp. 
179-210. Una reciente síntesis permite apreciar la evolu- 
ción en la literatura científica: K.HOGGART, “All 
Washed Up and Nowhere to go? Public Policy and 
Geographical Research”, Progress in Human Geography, vol. 
20, N° 1, 1996,pp.110-122 
!! Por ejemplo, en el caso de la salud la literatura es inmen- 
sa. Para una aproximación actualizada, ver varios textos en 
Y. VERHASSELT ; D. DORY (Eds.) Elements de Geographie 
de la Santé, Société Neucháteloise de Géographie, Bulletin 
N° 39, 1995. 
1. D. DORY “Territoire”, in Encyclopedie Philosophique 
Universelle, P.U.F. París, Vol. 2, 1990 
5 S.BOISIER, La Descentralización: Un Tema Difuso y Con- 
fuso, CEPAL-ILPES, Area de Planificación y Política Regio- 
nal, documento 90/05, 1990. 
14 Para una síntesis reciente, ver: JM. CASTILLO 
REQUENA, Análisis Geográfico Regional y Región, Instituto 
de Estudios Almerienses, Almeria, 1993. Una Síntesis de la 
literatura anglosajona centrada en la construcción social de 
la región y sus límites analíticos en: J.N. ENTRIKIN, “Place 
and Región 2”, Progress in Human Geography, vol. 20, N? 2, 
1996, pp. 215-221 
5 A. MORRIS, “Regional Development, Trends and 
Policies”, in D. PRESTON, (Ed.) Latin American 
Development, Geographical Perspectives, Longman, London, 
1987, pp. 141-168; W.SELKE, “El Papel de la Geografía en el 
Proceso de Planificación Regional”, Colombia Geográfica, 
vol. 12, N° 1, 1986, pp. 85-96; M. PANADERO y Al. 
(Eds.) América Latina, la cuestión regional, Universidad de 
Castilla La Mancha, 1992; S. BOISIER, Notas sobre 
regionalización, descentralización y desarrollo regional, CEPAL 
- ILPES, Dirección de Políticas y Planificación regional. 
Documento 90/7, 1990; S.BOISIER, Política regional en una 
era de globalización ¿Hace sentido en América Latina?, CEPAL 
- ILPES, Dirección de Políticas y Planificación Regionales, 
Documento 96/33, 1996. 
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!£ Algunas indicaciones al respecto se encuentran en D. 


DORY, “Geografía Aplicada y Ordenamiento Territorial en 
el Contexto Actual”, in J]. CORDOVA; J.C. ROUX, (Eds.). 
Actas de la Primera Reunión Nacional de Geografía Boliviana, 
UMSA-ORSTOM, La Paz, 1996, pp. 105-125 

11 C.A MUÑOZ, “Reflexiones en torno a la concepción 
de Ordenación del Territorio”, Revista Geográfica Venezola- 
na, vol. 32, N° 2, 1991, pp. 89-97. 

IS. Varios Trabajos de S. Boisier tratan de esta problemáti- 
ca, en particular: S. BOISIER, Ordenamiento Territorial y pro- 
yecto nacional, CEPAL-ILPES, Dirección de Políticas y 
Planificación Regionales, Documento 95/31, 1995. 

1 Ciertos aspectos de este tema han sido desarrollados en: 
D. DORY, “El Proyecto Geográfico y la Realidad Nacio- 
nal”, Hombre-Sociedad-Espacio, UMSA, La Paz, N° 2, 1993, 
pp. 17-30 

2 S. ROMERO BALLIVIAN, Geografía Electoral de Boli- 
via, CEBEM-ILDIS, La Paz, 1993. 

21D. DORY, “La División Politico-Administrative de la 
Bolivie: Evolution et Caracteristiques”, Revue Belge de 
Géographie, vol. 119, N° 1-2, 1995, pp. 243-254 

22 Ver, por ejemplo, M. FRONTAURA ARGANDOÑA, 
Descubridores y Exploradores de Bolivia, Los Amigos del Libro, 
La Paz - Cochabamba, 1971. 

23 Cf. también, R. COSTA ARDUZ, “La Malla Provincial 
y el Problema de la Red Cantonal. Inadecuación del Orde- 
namiento Territorial Básico”, Hombre-Sociedad-Espacio, 
N? 2, La Paz, 1993, pp. 154-172 

24 En particular: L. THEVOZ, “Las Políticas Públicas Sec- 
toriales y la Descentralización” en: Col. Las IPDS y la descen- 
tralización, ILDIS, La Paz, 1994, pp. 107-122 

15 Nos referimos aquí a trabajos como: O. BOYE SOTO, 
*“Descentralización en Bolivia”, in D. NOHLEN, Descentra- 
lización Política y Consolidación Democrática, Ed. Nueva So- 
ciedad, Caracas, 1991, pp. 217-223; Col. Reflexiones sobre la 
Descentralización, ILDIS-PROADE, La Paz, 1994. 

16 L.F RAMIREZ VELARDE, “Del caos territorial al mu- 
nicipio” Cuarto Intermedio, N° 37, 1995, pp. 56-79 y, sobre 
todo, L.F RAMIREZ VELARDE , “Recuperación de la con- 
ciencia territorial”, in Col. Apre(he)ndiendo la Participación 
Popular, PNUD-MDH-SNPP, La Paz, 1996, pp. 105-123. 
Temas similares, tratados con un grado creciente de confu- 
sión, se encuentran en J.A. SEDANE, “La lógica territorial 
de la participación popular”, in Col. Territorio y Participación 
Popular, MDH-SNPP, La Paz, 1997, pp. 27-37 y H. ENCI- 
NAS, “La contradicción no resuelta del espacio y territorio 
en la Ley de Participación Popular”, Ciencia Política (UMSA), 
N? 2, 1996, pp. 91 - 96. 

21 Parael aspecto técnico, Cf. SNPP, Manual de Distritación 
Municipal para la Participación Popular, La Paz, 1995. 

28 Quizás la única tentativa de proponer una argu- 
mentación a tal asimilación se encuentra, respecto al 
departamento de Cochabamba, en R. LASERNA, Espacio 
y Sociedad Regional, CERES, Cochabamba, 1984, pp. 
19-29. Ver también J. BLANES; M. GALINDO, Las 
Regiones Hoy, Desequilibrios Institucionales y Financieros, 
CEBEM, La Paz, 1993. 

2 El vocablo es utilizado por Norberto Bobbio para califi- 
car una etapa en la evolución de la Ciencia Política. Al res- 
pecto ver: N. BOBBIO y N. MATTEUCI. Diccionario de 
Política Siglo XX1, México, 1992. 

2 Se pueden destacar los estudios desde enfoques 
institucionales de: N. DOUGLAS, Instituciones, cambio 
institucional y desempeño económico. FCE, México 1995. T. 
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SKCOPOL, “El Estado regresa al primer plano” en: R. 
GROMPONE, (ed). Instituciones políticas y sociedad, IEP, Lima, 
1995. B. KLIKSBERG, ¿Cómo transformar el Estado?: Más 
allá de mitos y dogmas. FCE, México, 1993, del mismo autor 
“Problemas estratégicos en la reforma del Estado en la déca- 
da de los noventa” en: J]. REYNA, (comp.) América Latina a 
fines de siglo FCE, México, 1995, pp. 486-507. 

31” Los más destacables son los contenidos en: R. 
MAYORGA, (coord.) Democracia y gobernabilidad: América 
Latina. Nueva Sociedad, Caracas, 1992; Antipolítica y 
neopopulismo en Bolivia CEBEM, La Paz, 1995. MAYORGA, 
R.A.(comp.) Democracia a la deriva. CLACSO-CERES, La 
Paz, 1987, ¿DE LA ANOMIA POLITICA AL ORDEN DE- 
MOCRATICO? CEBEM, La Paz, 1991 y DEMOCRACIA Y 
MODERNIZACION DEL ESTADO. CEBEM, La Paz, 1991. 
También desde el enfoque del sistema político, especialmen- 
te la lógica de partidos y el régimen electoral, ver la trilogía 
de: J]. LAZARTE, Bolivia, certezas e incertidumbres de la demo- 
cracia Amigos del Libro-ILDIS: La Paz/Cochabamba, 1993. 
32 Sobre el concepto de institución retomamos las propues- 
tas contenidas en: K. DEUTSCH, Política y Gobierno FCE, 
México, 1976. Oscar OSZLAK. Formación histórica del Esta- 
do en América Latina: elementos teórico-metodológicos para su 
estudio, CEDES, Buenos Aires, 1986. Otros estudios desde la 
perspectiva institucional se puede encontrar en: T. GALVAN, 
Conocimiento y ciencias sociales, Tecnos, Madid, 1977. S. 
LIPSET, “Algunos requisitos sociales de la democracia: De- 
sarrollo económico y legitimidad” en LIPSET (comp.) Diez 
textos básicos de ciencia política Rei-Tecnos, Buenos Aires 1959. 
3 Este enfoque se encuentra en: S. HUNTINGTON, El 
orden político en las sociedades en cambio. Paidos, Buenos Ai- 
res, 1990, p. 19. 

3 Samuel Huntington hace notar que la “multiplicación 
de las leyes” en procesos de modernización política puede ser 
una fuente de corrupción por los intereses en juego y por el 
respaldo o no de grupos con diversos intereses. De ahí se en- 
tiende la necesidad de “reducir” la rigidez de las normas de 
conducta y acrecentar la congruencia entre éstas (Op. cit., 
pp. 65-66). El punto de vista de Huntigton es perfectamente 
compatible con el enfoque de coherencia y unidad normati- 
va que se toca en la presente investigación. 

5 M. ALCANTARA, Gobernabilidad, crisis y cambio. Fon- 
do de Cultura Económica: México, 1995, pp. 42-59. 

% J. LAZARTE, Bolivia: Certezas e incertidumbres de la 
democracia. (vol. 3), ILDIS-Los Amigos del Libro, La Paz, 
1993, p. 96. 

327 Al respecto es sumamente sugerente el trabajo de: René 
A. MAYORGA, “Gobernabilidad en entredicho: conflictos 
institucionales y sistema presidencialista” La Paz, 1992, pp. 
41-62. Ver igualmente M. CASTELLON, “Condiciones de 
Gobernabilidad del Sistema Político Boliviano”, Ciencia Po- 
lítica (UMSA), N° 1, 1994, pp. 38 - 50. 

38 Ver, entre otros, los trabajos de J. BURKE, Responsabili- 
dad Burocrática, Heliasata, Buenos Aires; 1994, M. CROZIER, 
El Fenómeno Burocrático, Amorrortu, Buenos Aires 1994; G. 
ARELLANO, Teoría de la organización y análisis organizacional: 
hacia nuevos paradigmas, CIDE, México, 1992. 

* Como marco general de la aproximación sistémica 
para el estudio de la sociedad, ver el trabajo de N. y R. 
LUHMANN, Teoría de la sociedad, Universidad 
de Guadalajara/Universidad lberoamérica/ITESO, 
México, 1992. 

+ Asimismo, en esta perspectiva, se define a la opinión 
pública como operador del sistema político. Al respecto ver: 


L. AGUILAR VILLANUEVA. “Una Reconstrucción del 
concepto de Opinión Pública”, Revista Mexicana de Ciencias 
Políticas y Sociales, No. 130, 1987, pp. 97-128. 

“G. SARTORI. Partidos y sistema de partidos, marco para 
un análisis, Alianza, Madrid, 1992. 

2 Si bien interesa, principalmente, analizar los procesos de 
decisión y de gestión administrativa, también, se contempla 
el análisis institucional de la representatividad y de la parti- 
cipación social. 

1% Estos temas, específicos de la ciencia política, serán com- 
plementados por los enfoques, de la geografía política y el 
análisis del territorio. 

$4 Ver al respecto, los clásicos textos de K. DEUTDCH, 
Política y Gobierno, F.C.E., Madrid 1976 y; Los nervios del 
Gobierno. Modelos de comunicación y control político, PAIDOS, 
Buenos Aires 1980. 

% C. LIMDBLON, El Proceso de elaboración de políticas pú- 
blicas, Porrua/MAP, México 1991, pag. 13. 

“ Retomamos aquí nociones desarrolladas en M. 
ALCANTARA “Un problema de estilo. La formación de 
políticas públicas en España”, Cuadernos y Debates, No. 38, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1992. 

1 Ver: L. AGUILAR VILLANUEVA, (Editor) La Hechu- 
ra de las Políticas, Porrua, México, 1992 b. Asimismo, las re- 
flexiones sobre metodologías de planificación y evaluación 
de políticas: C. MATUS El método PES. CEREB/ALTADIR, 
La Paz, 1996. 

$8 Sobre el tema, ver: G. T. ALLISON. “Modelos concep- 
tuales y la crisis de los misiles cubanos”, en L. AGUILAR 
VILLANUEVA, 1992(b), pp 119-200. 

4 Ver, el clásico texto de J. G. MARCH, Teoría de e deci- 
siones económicas de la empresa, Herrero, México, 1964. Para 
estudios de caso sobre el comportamiento de las organizacio- 
nes en América Latina, ver las compilaciones de E. IBARRA 
COLADO, y L. MONTAÑO Teoría de la organización: fun- 
damentos y contraversias, UAM-I, México 1989 y; Ensayos 
críticos para el estudio de las organizaciones en México, Porrua/ 
UAM-1, México, 1991. 

%% Sobre este tema, ver los trabajos de C. LINDBLOM, 
(1959) “La ciencia de “salir del paso” y (1979) “Todavía tra- 
tando de salir del paso” en L. AGUILAR VILLANUEVA, 
1992 (b), pp. 201-254. 

1 E. CABRERO, y G. SANSON, Los post grados en Admi- 
nistración Pública, CIDE, México; también, E. CABRERO, y 
T. ESCOTTO Evolución reciente de los procesos de reforma de 


la Administración Pública y su efecto en los modelos 
organizacionales, CIDE, México, 1992. 

32 La escuela de “Gestión Pública” pretenden constituirse 
en alternativas idóneas de la administración pública, en la 
medida que “integran la orientación normativa de la admi- 
nistración pública clásica con la aproximación instrumen- 
tal de la gestión empresarial” (M. ALCÁNTARA, 
1996:110). 

53 Sobre el tema, ver el sugerente estudio de H. STUART 
y J. RODRIGUES “Un nuevo paradigma para la gestión pú- 
blica”, en B. KLIKSBERG, (1994). 

34 P. MULLER. Les Politiques Publiques, P.U.F., París, 1998.; 
R. LASERNA, Las drogas y el ajuste en Bolivia: Economía clan- 
destina y políticas públicas, CEDLA, 1993; G. FERNANDEZ, 
“El proceso decisorio público” en Col. Gestión estratégica y el 
Proceso Decisorio Público, ILDIS-ILPES, La Paz, 1995; H.C.E 
MANSILLA, “La influencia de la Empresa Privada sobre las 
políticas públicas en Bolivia”, Opinión y Análisis, N* 21,1995, 
pp. 155-176. 

55 Ver: Y. MENY, y J-C. THOENIG (1992), Las Políticas 
Públicas, Ariel, Barcelona. 

56 Sobre el nacimiento y desarrollo del programa de inves- 
tigación del estudio de las políticas públicas, véase el texto 
de Laswell, Harold (1971) “La concepción emergente de las 
ciencias de políticas” en L. AGUILAR: El estudio de las polí- 
ticas públicas, Porrua, 1992, pp 105-117. 

7 En relación a las diferentes tendencias del estudio de las 
políticas públicas, ver los artículos incluidos en L. AGUILAR 
(1992) citado anteriormente. 

58 Respecto a los componentes de las políticas públicas véa- 
se: M. ALCÁNTARA (1995), I. MENY y J. C. THOENIG 
(1992) en Revista de Ciencia Política, N° 38, 1995, pp 59-78. 
9 Ver los textos contenidos en L. AGUILAR (Ed.), La he- 
chura de las políticas, Porrua, México, 1992; L, AGUILAR 
(Ed.), Problemas públicos y agenda de gobierno, Porrua, Méxi- 
co, 1992; L, AGUILAR (Ed.), La implementación de las políti- 
cas, Porrua, México, 1993. 

$ Acerca del tema ver: E. COHEN y R. FRANCO, “In- 
troducción de un proceso de monitoreo permanente para la 
evaluación continua de los efectos de las política públicas 
básicas” en B. KLIKSBERG (Ed.), El rediseño del Estado, 
EC.E., México, 1994, pp 157-169. 

6 TJ. LOWI, “Políticas públicas, estudios de caso y teoría 
política”, Pórrua, México, 1992, pp 89-117. 
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CONFIGURACIÓN TERRITORIAL 


E INSTITUCIONAL 
(1985-1997) 


1. Estructura territorial de Cochabamba 

La adecuada comprensión de la estructura y del fun- 
cionamiento del territorio cochabambino es una 
condición decisiva para el análisis de los procesos 
políticos que se desarrollan en el departamento. El 
enfoque adoptado aquí, directamente relacionado 
con el marco teórico expuesto en el primer capítu- 
lo, se sitúa en la confluencia de una reflexión sobre 
la representación gráfica de las estructuras territo- 
riales!, y un abordaje analítico en torno a los facto- 
res que determinan la organización del espacio. 


1.1. Consideraciones generales 

Situado en el centro de Bolivia, el departamento 
de Cochabamba (Figura 1) tiene una superficie 
estimada que varía entre 55.631 Km? y 67.918 
Km?, según se incluya o no el área septentrional 
disputada con el departamento del Beni?. En 1992 
su población total era de 1.110.205 habitantes, 
de los cuales el 52.3% radica en áreas urbanas, y 
el 47.7% en zonas rurales?. Es de notar que en el 
período intercensal 1976-1992 la tasa de creci- 
miento del área urbana fue de 4.83% contra sola- 
mente 1,06 en las zonas rurales. 

Estos promedios, en particular en lo que se 
refiere a la población urbana, disimulan grandes 
disparidades de crecimiento según que se consi- 
deran las ciudades que conforman el área metro- 
politana de Cochabamba que experimentan altos 
índices de crecimiento: 


Cochabamba (ciudad) 4.40% 
e Quillacollo 8.44% 
e Sacaba 12.57% 
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o centros urbanos cuyo dinamismo es menor, por 
ejemplo: 


e Tarata (Valle Alto) 0.27% 
e Cliza (Valle Alto) 2.61% 
e Punata (Valle Alto) 1.37%! 


Trataremos más abajo de las características 
demográficas del trópico cochabambino, cuyas 
particularidades requieren un análisis separado. 

Una proyección realizada en 1996, estima para 
1998 una población departamental de 1.426.820 
habitantes, con la conurbación de Cochabamba, 
(Cochabamba, más los municipios integrados en 
la mancha urbana) con aproximadamente 
780.000 habitantes”. 

En lo que se refiere a las características 
fisiográficas del departamento, éstas se pueden 
simplificar en tres grandes, con la siguiente parti- 
cipación porcentual: 


e  Cordilleras, Puna, Serranías 32% 
e Llanuras Tropicales 29% 
e  Subtrópico y Yungas 32% 
e Valles 7% 


1.2. La diferenciación del espacio cocha- 
bambino 

Partiendo de la representación esquemática de 
estas cuatro unidades, (Figura 2) se puede llegar a 
una visión, esquemática, de la construcción his- 
tórica del espacio cochabambino. Antes de men- 
cionar las características físicas y socio-históricas 
de cada unidad es necesario indicar otra diferen- 


cia importante, la que existe entre la parte norte 
húmeda (llanuras, montañas y colinas in- 
fluenciadas por las masas de aire húmedo 
amazónico) y las zonas meridionales más secas 
con tendencias a la semiaridez. 


1.2.1 Montañas 

Con una altura promedio superior a los 2.800 
m.s.n.m., constituyen las áreas menos pobladas 
del departamento, con una economía de auto- 
subsistencia (tubérculos, crianza de camélidos, 
etc.). En la parte sudoeste del departamento 
estas zonas experimentan un proceso de 
despoblamiento debido en gran parte a migracio- 
nes en dirección principalmente de los valles, (so- 
bre todo el valle central donde la conurbación de 
Cochabamba constituye el destino más frecuen- 
te) y del trópico cochabambino. 

El carácter marginal de estos espacios en las 
diferentes fases de la organización del territorio 
cochabambino, ha hecho de ellos reservorios de 
mano de obra y zonas de paso obligado entre los 
valles densamente poblados y los mercados 
extradepartamentales. E 

Las montañas del departamento de 
Cochabamba además de constituir obstáculos para 


las comunicaciones intra y extradepartamentales, 
han experimentado por varias razones un dete- 
rioro acelerado de su cobertura vegetal, con la 
consiguiente erosión de las laderas. 

Este fenómeno probablemente comenzado en 
la época preincaica, se ha agravado considera- 
blemente durante la Colonia y la Época Repu- 
blicana!. 


1.2.2. Valles 

Aunque su extensión sea reducida, como se ha 
manifestado anteriormente, los valles (Central, 
Alto, Parotani, Capinota, Mizque y Aiquile prin- 
cipalmente) han constituido hasta las últimas 
décadas, no sólo las áreas más densamente pobla- 
das del departamento, sino también sus principa- 
les centros de producción agropecuaria. 

La historia del poblamiento y de las activida- 
des productivas en los valles cochabambinos per- 
mite caracterizarlos como espacios abiertos, de 
confluencia migratoria, insertados en redes de 
mercados extrarregionales, a los cuales abastecen 
con mano de obra y productos agrícolas”. 

Esta situación periférica con relación a los di- 
ferentes centros dominantes se evidencia prime- 
ro en el período incaico, cuando la zona es poblada 


Figura 1 
Ubicación del departamento de Cochabamba 
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por mitimaes oriundos de diversas áreas del 
Tawantinsuyo, generando, ya desde el siglo XV, 
una mezcla étnica que dificultará la emergencia 
de una identidad consolidada?. 

Luego, en la época co:onial, los valles 
cochabambinos se desarrollan como áreas de abas- 
tecimiento (mediante el sistema de encomienda 
y de las haciendas), de productos agrícolas y de 
mano de obra para los centros mineros del alti- 
plano, Potosí y Oruro principalmente. 

Del juego diferencial o combinado de los me- 
canismos de apropiación colonial del territorio: 
religioso (parroquias), económico (haciendas) y 
administrativo, surgirán entre los siglos XVI y 
XVIII los asentamientos poblacionales que hasta 
nuestros días configuran la red urbana del depar- 
tamento’, con excepción de los núcleos situados 
en la zona tropical de más reciente desarrollo. 

En el período republicano, la dependencia de 
los valles cochabambinos en relación con la mi- 
nería occidental y sus fluctuaciones seguirá mar- 
cando las pautas de su vida económica. Al 
respecto mencionaremos la crisis generada a fi- 
nes del siglo XIX por la construcción del ferroca- 
rril Antofagasta-Oruro que, permitiendo la llegada 
de productos alimenticios chilenos más baratos a 


los centros mineros, amenazó gravemente la eco- 
nomía cochabambina. 

Esta crisis, que, como lo veremos luego, con- 
dicionó una modificación del imaginario espacial 
de las élites regionales, será superada finalmente 
en 1917 con el arribo a Cochabamba del ferroca- 
rril de Oruro. 

La Guerra del Chaco (1932-35) y, sobre todo, 
la Reforma Agraria (1953) determinarán modifi- 
caciones fundamentales en la economía y la so- 
ciedad valluna. La primera porque provocó (aparte 
de sus consecuencias políticas) un amplio movi- 
miento de desvinculación de los campesinos con 
las haciendas y, donde una vez desmovilizados 
generaron un primer fenómeno de éxodo rural. 

La segunda, de efectos mucho más profundos, 
terminó con el sistema de la hacienda, desorga- 
nizando la agricultura valluna cochabambina, 
condenando al campesino a sobrevivir como po- 
seedor de un minifundio, la mayoría de las veces 
en vías de degradación acelerada', y cuya pro- 
piedad raramente le fue totalmente garantizada!”. 

La respuesta a esta situación será en gran me- 
dida la migración, generalmente temporaria aun- 
que a veces prolongada, hacia el extranjero 
(Argentina y Estados Unidos principalmente)”, 


Figura 2 
Cochabamba: Características fisiográficas 
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o a partir de fines de los años setenta, el trópico 
cochabambino y varios destinos en el departamen- 
to de Santa Cruz”. 

Finalmente, el desarrollo de Santa Cruz 
favorecido por la apertura en 1954 del camino 
asfaltado La Paz-Cochabamba-Santa Cruz, 
incrementará el valor de Cochabamba como 
centro del eje urbano fundamental del país, con- 
solidando al departamento, y sobre todo a su 
conurbación principal, como centro de comuni- 
caciones e intercambios de nivel nacional. 


1.2.3. Area amazónica 

El área amazónica es también conocida como el 
“trópico cochabambino” o simplemente el 
“Chapare”. Este último nombre genérico, no debe 
confundirse con el de la provincia Chapare, que 
sólo es parcialmente amazónica, puesto que se 
extiende al sur hasta Sacaba en pleno valle cen- 
tral. Específicamente, la división político-admi- 
nistrativa de esta área comprende porciones de 
tres provincias (Chapare, Tiraque y Carrasco), con 
la característica de que sus capitales se hallan 
fuera del trópico (Sacaba, Tiraque y Totora, res- 
pectivamente). 

En lo que se refiere a sus características 
fisiográficas y biogeográficas, el trópico cocha- 
bambino incluye la vertiente oriental de los An- 
des desde el bosque de niebla (con una altura 
aproximada de 3.000 m.s.n.m.) hasta los llanos 
parcialmente inundables del noreste del departa- 
mento!!, 

Si la historia de los valles se remonta al período 
preincaico, en contraste, poco se sabe del trópico 
cochabambino antes de la segunda mitad del siglo 
XVIII, cuando el vasto territorio boscoso habita- 
do principalmente por los Yuracarés fue objeto de 
las primeras tentativas misioneras sistemáticas. 

Sin entrar aquí en el detalle de los sucesivos 
intentos de integrar el trópico a la formación so- 
cio-espacial cochabambina, algunos momentos 
claves son de particular importancia.'* 

El primero, al final del siglo XIX, y en rela- 
ción con la crisis ya mencionada del sistema pro- 
ductivo cochabambino ligada al ferrocarril 
Antofagasta - Oruro, consistió en establecer una 
comunicación directa con el Beni, articulando 
una serie de caminos de herradura a través de la 
serranía septentrional con puertos fluviales en el 
trópico. Este episodio, que coincidió con el auge 
de la explotación gomera, no se prolongó más allá 
del término de esta última. 


El segundo momento se inicia en los años 
cincuenta con las políticas de colonización, ini- 
cialmente dirigida, pero cuyas deficiencias des- 
embocaron rápidamente en la proliferación de 
la colonización espontánea. En efecto, con rela- 
ción a la Reforma Agraria (1953), los sucesivos 
gobiernos del MNR intentaron aliviar la presión 
demográfica sobre el altiplano y los valles me- 
diante la integración de los llanos tropicales al 
espacio agropecuario nacional. En el caso del 
trópico cochabambino, esta corriente coloniza- 
dora reciente se caracterizó por su relativa debi- 
lidad antes de los años setenta. Una serie de 
estimaciones llegan a las cifras siguientes para 
la zona: '* 


Mediados de los cincuenta 3.000 habitantes 
Mediados de los sesenta 7.000 habitantes 
Mediados de los setenta 30.000 habitantes 


El tercer momento, posibilitado por la'apertu- 
ra de un camino de transitabilidad permanente 
hacia el trópico en 1972, se desarrolla a partir del 
fin de la década del setenta con una explosión 
demográfica sin precedentes motivada por la in- 
serción del Chapare en el circuito de la coca-co- 
caína, cuyo auge se sitúa alrededor del año 1985. 

En el plan poblacional, esta realidad se tradu- 
ce en las estimaciones siguientes: 


1979 50.000 habitantes 
1981 83.525 habitantes 
1987 143.077 habitantes 
1991 150.070 habitantes!” 


Los datos del censo de 1992, si bien indican 
una cierta disminución de la población, ésta pue- 
de atribuirse a los efectos de la lucha contra el 
narcotráfico, así como a la presencia de una im- 
portante población flotante ligada a las diferen- 
tes etapas de producción de la cocaína (cultivo 
de coca, comercialización de precursores, fabri- 
cación del producto final). 

A estos factores hay que añadir la oposición 
explícita al censo por parte de la dirigencia sindi- 
cal campesina, lo que se tradujo en varias zonas 
del departamento, en particular en el trópico 
cochabambino, en una evidente subestimación 
de la población. Este hecho tendrá como conse- 
cuencia, después de la promulgación de la Ley de 
Participación Popular, que los recursos de copar- 
ticipación (calculados según la población censal 
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en 1992), sean distribuidos sobre la base de po- 
blaciones municipales inferiores a las existentes!*. 

Las características principales de la vincula- 
ción al complejo coca-cocaína con relación a la 
organización del territorio cochabambino serán 
descritas a continuación. Aquí conviene solamen- 
te mencionar los impactos económicos (se esti- 
ma que la exportación ilegal de droga en los años 
ochenta era equivalente al valor total de las 
exportaciones legales del país), sociales 
(desagregación de unidades familiares, nuevas 
pautas de consumo, etc.) y ecológicos (contami- 
nación de ríos por precursores, chaqueo y 
deforestación acelerada, etc.)!? de la inserción en 
el circuito coca-cocaína. 


1.3. La estructura del territorio cochabambino 
Tres estructuras territoriales serán presentadas 
aquí, de manera más gráfica que argumentada, con 
el propósito de fundamentar algunas proposicio- 
nes de carácter general. 


1.3.1. Vertebración caminera y concentracio- 
nes poblacionales i 

Dos hechos básicos deben ser destacados al res- 
pecto. Primero, la concentración de la población 


cochabambina principalmente en los valles (so- 
bre todo el valle central) y el área intervenida del 
trópico donde la cultura predominante es la coca. 
Segundo, la posición central de Cochabamba en 
el eje urbano La Paz-Santa Cruz, determinante 
en la estructuración del espacio boliviano. Por lo 
dicho anteriormente, sabemos que la historia del 
poblamiento en los valles y en el trópico es dife- 
rente, así como los sistemas agrarios y las estruc- 
turas sociales que los soportan. 

La Figura 3 permite visualizar la situación ac- 
tual de la vertebración caminera y de las concen- 
traciones poblacionales, sobre la base de la 
diferencia física determinante que separa las zonas 
húmedas de las semiáridas del departamento. 

La discontinuidad de las concentraciones 
poblacionales permite evocar la imagen de un 
archipiélago, cuyos elementos se hallan conecta- 
dos por ejes camineros (principalmente este- 
oeste) que convergen hacia la ciudad de 


Cochabamba. 


1.3.2. Sistema de ferias 

Las discontinuidades anteriormente evidenciadas 
se refuerzan si incorporamos en el análisis los sis- 
temas feriales (mercados), centrados en el caso 


Figura 3 
Cochabamba: Concentraciones poblacionales y estructura vial 
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de los valles en las ciudades de Cochabamba y 
Punata (Valle Alto), y por otra parte en Mizque y 
Aiquile (zona sudeste). En lo que se refiere al tró- 
pico el eje asfaltado Cochabamba-Santa Cruz jue- 
ga un papel estructurador de primer plano (Figura 
4). Esta estructura corresponde al intercambio de 
productos agropecuarios tradicionales en el ám- 
bito del mercado departamental y nacional. 


1.3.3. Dinámicas migratorias 

Los contrastes principales en materia migratoria 
son los que oponen zonas en decrecimiento de- 
mográfico (el sudoeste montañoso del departa- 
mento), a los dos polos de concentración 
poblacional que son la conurbación de Cocha- 
bamba, donde el saldo migratorio es superior al 
crecimiento natural de la población,? y el trópi- 
co desde finales de la década de los setenta. 

La Figura 5 es una representación gráfica de 
los principales movimientos migratorios intra o 
interdepartamentales. Es importante notar 
el carácter particular de las migraciones agríco- 
las al Chapare, por el hecho de que los campesi- 
nos originarios de las montañas y valles 
cochabambinos suelen conservar tierras en sus 
zonas de origen, desarrollando así un proceso de 


control vertical de una diversidad de pisos 
ecológicos, en continuidad con las prácticas 
tradicionales prehispánicas de gestión de espa- 
cios discontinuos?”. 

A manera de síntesis, es posible presentar una 
visión de conjunto del territorio cochabambino, 
basada en el contraste entre los valles y el trópi- 
co, que por su organización espacial, sus carac- 
terísticas socio-económicas y su inserción en 
mercados diferentes, constituyen unidades 
incompletamente articuladas. 

Esta situación de yuxtaposición de espacios con 
lógicas territoriales diferentes (y a veces contra- 
dictorias) es una de las características de la geo- 
grafía del subdesarrollo”, que se traduce aquí en 
procesos de regionalización avanzados pero 
discontinuos en el sur del departamento, y fenó- 
menos incipientes, pero acelerados, en el trópico. 

Es así como, dejando por el momento de lado 
a las montañas y serranías, que a pesar de abarcar 
una buena parte de la superficie del departamen- 
to representan un elemento relativamente inerte 
en referencia a las dinámicas principales del te- 
rritorio cochabambino, podemos contrastar esque- 
máticamente a las dos unidades restantes según 


el Cuadro 1. 


Figura 4 
Cochabamba: Sistema de ferias comerciales 
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Figura 5 
Cochabamba: Dinámica migratoria 
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Dinámicas territoriales en valles y trópico cochabambinos 
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Valles cochabambinos 
Estructuración regional sólida pero discontinua. 


Estructuras agrarias antiguas con paso de la 
hacienda al minifundio. 


Preeminencia de la conurbación de Cocha- 
bamba. 


Dinámicas migratorias contrastadas. 


Predominancia de lógicas territoriales basadas 
en la afiliación partidaria. 


Inserción al mercado interno de mano de obra 
y productos agropecuarios (débil desarrollo in- 
dustrial). 
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Trópico cochabambino 
Estructuración regional incipiente. 


Colonización mayoritariamente espontánea y 
reciente. 


Conjunto de centros poblados poco jerarqui- 
zados. 


Zona receptora de población. 


Predominancia de las lógicas políticas territoria- 
les con base sindical. 


Fuerte inserción en el mercado internacional del 


“ circuito coca-cocaína. 


Del Cuadro 1 se desprende la existencia de, 
por lo menos, “dos Cochabambas”, cuya articula- 
ción es problemática, lo que, además de invalidar 
la asimilación del departamento a una región, 
constituye una clave para la comprensión de las 
dinámicas territoriales diferenciadas en el espa- 
cio cochabambino. Algunos rasgos básicos de esta 
problemática han sido sintetizados en la Figura 6. 

Para completar la visión de la diferenciación 
del espacio cochabambino, el mapa de la Figura 7 
incorpora la afiliación partidaria de los alcaldes 
elegidos en 1995, donde se observa un claro con- 
traste en el trópico y el oeste del departamento, 
donde la Izquierda Unida obtiene buenos resul- 
tados sobre la base del trabajo realizado por las 
organizaciones sindicales campesinas, respecto al 
resto del departamento disputado por siglas que 
obedecen a la lógica partidaria de competencia 
por votos. 

Hasta aquí se ha presentado una visión global 
de la estructura del espacio cochabambino, inten- 
tando poner énfasis en las lógicas territoriales fun- 
damentales que contribuyen a la formación de 
unidades parcialmente desarticuladas, cuyo fun- 
cionamiento obedece a procesos diferentes y a la 
inserción en mercados distintos. 


Pasemos a examinar ahora la malla político- 
administrativa del departamento de Cochabamba. 


1.4. La malla político-administrativa de 
Cochabamba 

Según el artículo 108 de la Constitución Política 
del Estado “El territorio de la República se divide 
políticamente en departamentos, provincias, sec- 
ciones de provincias y cantones”. Por su parte, la 
Ley de Participación Popular N° 1551 del 20 
de abril de 1994 establece, en su artículo 12 que 
“la jurisdicción territorial de los Gobiernos Mu- 
nicipales es la Sección de Provincia”, con lo cual 
la municipalización del país se extiende al con- 
junto del territorio nacional. 

Para el presente análisis nos concentraremos 
en dos niveles de la división político-administra- 
tiva: la provincia y la sección de provincia o mu- 
nicipio; donde la lógica estatal de organización 
del territorio se muestra con mayor nitidez. Las 
unidades menores, cantones y distritos'munici- 
pales, serán objeto de estudio en los capítulos si- 
guientes, cuando se examinen las dificultades de 
armonizar la lógica de la Participación Popular 
con las disposiciones constitucionales menciona- 
das anteriormente. 


Figura 6 
Cochabamba: Dinámicas económicas dominantes 
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Figura 7 
Cochabamba: Afiliación partidaria de alcaldes (1998) 
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REFERENCIAS 


PROVINCIA CHAPARE: 1. Villa Tunari - 2. Colomi - 3. Sacaba - PROVINCIA AYOPAYA: 4. Morochata - 5. Ayopaya - PROVINCIA CERCADO: 6 Cochabamba - 
PROVINCIA QUILLACOLLO: 7. Quillacollo - 8. Colcapirhua - 9. Vinto - 10. Tiquipaya - 11. Sipe Sipe - PROVINCIA JORDAN: 12. Tolata - 13. Cliza - 14. Toko - 
PROVINCIA PUNATA: 15. San Benito - 16. Punata - 17. Villa Rivero - 18. Tacachi - 19. Cuchumuela - PROVINCIA ARANI: 20. Arani - 21. Vacas - PROVINCIA 
TIRAQUE: 22. Tiraque - PROVINCIA CARRASCO: 23. Chimoré - 24. Puerto Villarroel - 25. Pocona - 26. Totora - 27. Pojo - PROVINCIA CAMPERO: 28. Aiquile - 
29. Omereque - 30. Pasorapa - PROVINCIA MIZQUE: 31. Mizque - 32. Vila Vila - 33. Alalay - PROVINCIA E. ARCE: 34. Sacabamba - 35. Anzaldo - 36. Tarata - 
37. Arbieto - PROVINCIA CAPINOTA: 38. Santivañez - 39. Capinota - 40. Sicaya - PROVINCIA ARQUE: 41. Arque - 42. Tacopaya - PROVINCIA BOLIVAR: 


43. Bolívar - PROVINCIA TAPACARI: 44. Tapacarí. 


En un trabajo anterior”, se han identificado 
cuatro factores determinantes en la configuración 
de la malla político-administrativa boliviana. Es- 
tos son: a) el peso de la herencia colonial; b) el 
proceso desigual de exploración y apropiación del 
espacio nacional; c) las vicisitudes de la vida po- 
lítica republicana, y d) algunas tentativas, efíme- 
ras, de racionalizar una división política a todas 
luces caótica. 

En el caso de Cochabamba, departamento 
creado por Decreto Supremo el 23 de enero de 
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1826**, la malla provincial, que comprende 16 
unidades, está representada en la Figura 8. 

Es de notar que esta malla presenta una 
gran heterogeneidad, tanto en lo que se refiere 
a la superficie, como a la población de las pro- 
vincias. 

Así, la superficie de la provincia menos ex- 
tendida (Germán Jordán, en el Valle Alto), cuen- 
ta sólo con 305 Km?, mientras que la provincia 
Carrasco (que, en las estimaciones que no toman 
en cuenta la extensión de la provincia Chapare 


en relación con el conflicto limítrofe con el Beni, 
es la más grande) tiene 15.045 Km? ”. 

En lo que respecta a la población, las mismas 
diferencias se hacen notar, entre, por ejemplo, el 
Cercado con una población estimada de 505.205 
habitantes en 1998, y la provincia Bolívar que a 
la misma fecha contaría sólo con 8.641 habitan- 
tes”. Obviamente, la densidad poblacional, como 
simple efecto de la superficie de las unidades con- 
sideradas, no presenta aquí un gran interés analí- 
tico, aparte del hecho de hacer resaltar la 
coincidencia, general en el país, entre provincias 
pequeñas y zonas densamente pobladas. Este fe- 
nómeno, como lo muestra la Figura 8, se da prin- 
cipalmente en el altiplano norte y los valles 
interandinos. 

Por otra parte, las fechas de creación de las 
provincias de Cochabamba, que van desde 1826 
(Cercado y Ayopaya) hasta 1986 (Tiraque), mues- 
tran que se trata de un proceso permanente de 
fragmentación de unidades, realizado en contex- 
tos sociales, económicos y políticos cambiantes, 
lo que explica en gran medida la poca 
funcionalidad del resultado actual. Este aspecto, 
como veremos ulteriormente, juega un papel im- 
portante en la gestión política del territorio, aun- 


que no responde a las necesidades básicas de la 
territorialización de las políticas públicas. 

Un ejemplo particularmente evidente de la 
disfuncionalidad de la actual malla provincial es 
el caso ya mencionado del trópico, que no cuenta 
con ninguna capital de provincia. Así, por ejem- 
plo, la provincia Carrasco, tiene como capital a 
Totora (1.347 habitantes según el Censo de 1992), 
centro poblado que ocupa el quinto lugar en la 
provincia por su peso demográfico, detrás de 
Ivirgarzama (3.250 habitantes), Chimoré (2.036 
habitantes), Entre Ríos (1.952 habitantes) y Puer- 
to Villarroel (1.643 habitantes). Esta situación, a 
todas luces absurda, tiene profundas raíces histó- 
ricas que se remontan hasta fines del siglo ante- 
rior, cuando Totora era un importante centro de 
acopio y comercialización de coca producida para 
la primera fase de colonización del trópico 
cochabambino”. 

En el contexto actual es difícil medir las con- 
secuencias de la situación de marginación admi- 
nistrativa de esta área, tomando en cuenta que 
en razón de su inserción en el complejo coca-co- 
caína, las negociaciones políticas regionales se 
reducen a una bipolaridad constituida por los re- 
presentantes de los sindicatos campesinos que re- 


Figura 8 
Cochabamba: División Provincial 
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suelven sus problemas directamente con institu- 
ciones nacionales como el Ministerio de Gobier- 
no y el FONADAL, agencias de cooperación 
(GTZ, USAID, etc.) y obviamente la Embajada 
de los EE.UU. y la DEA, disminuyendo por lo 
tanto la participación política de los municipios. 

Consideraciones análogas pueden formularse 
a propósito de la malla constituida por las 44 sec- 
ciones de provincia (o municipios desde 1994), 
representados en la Figura 9. 

Un examen del mapa muestra inmediatamente 
que si bien en el Valle Alto y, en menor medida, 


el Valle Central, la forma de los municipios res- 
peta el principio de compacidad, en casos 
como Tiraque, Pojo o Aiquile, sin hablar de Mo- 
rochata o Villa Tunari, esta exigencia básica para 
la accesibilidad a los servicios y la eficiencia de la 
administración no ha podido ser satisfecha. 

Los mismos contrastes en materia de superficie 
caracterizan a las provincias y a los municipios. Así, 
según una estimación publicada en 1997, el muni- 
cipio de Colcapirhua, (dentro de la conurbación 
de Cochabamba), se extiende sólo sobre 27 Km?, 
cuando Villa Tunari tendría 10.867 Km? *, 


Figura 9 
Cochabamba: División Municipal 





REFERENCIAS 


PROVINCIA CHAPARE: 1. Villa Tunari - 2. Colomi - 3. Sacaba - PROVINCIA AYOPAYA: 4. Morochata - 5. Ayopaya - PROVINCIA CERCADO: 6 Cochabamba - 
PROVINCIA QUILLACOLLO: 7. Quillacollo - 8. Colcapirhua - 9. Vinto - 10. Tiquipaya - 11. Sipe Sipe - PROVINCIA JORDAN: 12. Tolata - 13. Cliza - 14. Toko - 
PROVINCIA PUNATA: 15. San Benito - 16. Punata - 17. Villa Rivero - 18. Tacachi - 19. Cuchumuela - PROVINCIA ARANI: 20. Arani - 21. Vacas - PROVINCIA 
TIRAQUE: 22. Tiraque - PROVINCIA CARRASCO: 23. Chimoré - 24. Puerto Villarroel - 25. Pocona - 26. Totora - 27. Pojo - PROVINCIA CAMPERO: 28. Aiquile - 
29. Omereque - 30. Pasorapa - PROVINCIA MIZQUE: 31. Mizque - 32. Vila Vila - 33. Alalay - PROVINCIA E. ARCE: 34. Sacabamba - 35. Anzaldo - 36. Tarata - 
37. Arbieto - PROVINCIA CAPINOTA: 38. Santivañez - 39. Capinota - 40. Sicaya - PROVINCIA ARQUE: 41. Arque - 42. Tacopaya - PROVINCIA BOLIVAR: 


43. Bolívar - PROVINCIA TAPACARI: 44. Tapacarí. 
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En lo que a población se refiere, la variación 
está incluida entre 414.307 habitantes (Cercado) 
y 422 habitantes (Tacachi, Prov. Punata)”. Es de 
notar que en el departamento de Cochabamba, 8 
municipios no llegan a un total de 5.000 habitan- 
tes, lo que implica la necesidad de conformar una 
Mancomunidad Municipal para percibir los recur- 
sos de coparticipación, tal como lo expresa el ar- 
tículo 6 del D.S. N° 23813 del 30 de junio de 1994. 

Al igual que en el caso de la malla provincial, 
los municipios en su configuración territorial 
como secciones de provincia, son el producto de 
series de disposiciones incoordinadas desde 1826 
hasta 1993, sin excluir —obviamente— la posibili- 
dad de que en el momento de su creación corres- 
pondieron a demandas y necesidades funcionales 

La gran diversidad existente entre los munici- 
pios cochabambinos puede apreciarse a partir de 
la identificación de tres municipios: Mizque, Sa- 
caba y Villa Tunari que fueron elegidos de acuer- 
do a los siguientes criterios: 


a) Se identificó aquellos municipios con rasgos 
de comportamiento que sean generalizables en 
un contexto geográfico mayor: Mizque (Cono 
Sur), Sacaba (Valle Central), Villa Tunari 
(trópico cochabambino). 

b) También se consideró como criterio de selec- 
ción la presencia de especificidades a nivel 
político-institucional que caracterizan la ges- 
tión pública de ciertos municipios: Mizque 
(fuerte influencia de una ONG), Sacaba (Ló- 
gica político-partidaria) y Villa Tunari (lógi- 
ca sindicalista). 

c) Finalmente, se valoró la importancia demográ- 
fica y territorial a nivel departamental. En este 
acápite los tres municipios elegidos resaltan ya 
sea en términos de superficie que ocupan como 
con relación a la población que albergan. 


Una breve caracterización de estos munici- 
pios es la siguiente: 

Mizque, situado en un valle interandino, es 
un municipio constituido por la primera sección 
de la provincia del mismo nombre, de la cual ya 
se hace mención en un Decreto Supremo de 1866. 

Con una extensión estimada en 1.789 Km?, el 
municipio de Mizque contaba en 1992 con 20.176 
habitantes, de los cuales 1.863 se hallaban agru- 
pados en la capital de sección, 2.086 en otros 
centros poblados, y la gran mayoría (16.227 ha- 
bitantes) representaba la población dispersa”. 


Localizado en el sudeste del departamento, este 
municipio, esencialmente agrícola, se encuentra 
en el eje de comunicación Cochabamba-Sucre. 

Muy diferente es el caso del municipio de Sa- 
caba, localizado en el Valle Central, y cuya parte 
urbana constituye la extremidad oriental de la 
conurbación de Cochabamba. Constituido por la 
primera sección de la provincia Chapare, y por 
tanto sede de la capital de esta inmensa unidad 
político-administrativa, el municipio de Sacaba 
abarca aproximadamente 1.127 Km?. 

En 1992 (año censal), su población fue eva- 
luada en 68.127 habitantes, de los cuales 36.905 
se encontraban en la zona urbana, mientras que 
los 31.222 restantes constituían la población dis- 
persa que se dedica a actividades agropecuarias. 
Esta gran heterogeneidad urbano-rural, al mismo 
tiempo que su inclusión en la conurbación de 
Cochabamba, constituye el fundamento de la es- 
pecificidad de este municipio, lo que lo hizo se- 
leccionar como lugar de estudio para' nuestra 
investigación empírica. 

De creación relativamente reciente (1970), la 
tercera sección de la provincia Chapare que 
constituye el municipio de Villa Tunari presenta 
otra serie de especificidades que justifican su in- 
clusión en un estudio comparativo. En primer tér- 
mino, su extensión, ya mencionada, que lo 
constituye en el municipio más vasto del depar- 
tamento. En segundo lugar las características de 
su población, donde sobre un total de 48.111 ha- 
bitantes, la inmensa mayoría estaba constituida 
en 1992 por población dispersa, (42.731 habitan- 
tes) dedicada principalmente a una agricultura tro- 
pical muy dependiente del cultivo de la coca. En 
contraste, el centro poblado de Villa Tunari sólo 
tiene una población estimada a 1.597 habitantes. 

Estas indicaciones sobre la estructura territo- 
rial básica del departamento de Cochabamba de- 
ben ser ahora completadas por un estudio del 
marco institucional dentro del cual se plantean 
los problemas de la gobernabilidad democrática y 
del diseño e implementación de las políticas pú- 
blicas que nos hemos propuesto analizar en la pre- 
sente investigación. 


2. Componentes y articulación del nuevo or- 
denamiento jurídico-institucional 

En el plano legal, el proceso de transformación 
de las estructuras estatales llevado a cabo a partir 
de 1993 se produjo mediante la promulgación de 
una serie de instrumentos jurídicos referidos a di- 
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versas materias que van desde la reforma del sis- 
tema económico —mediante las Leyes de Capi- 
talización y de Pensiones- pasando por la 
implementación de una reforma del sistema edu- 
cativo, hasta la reglamentación en materia fo- 
restal y medioambiental (cuya legislación había 
sido aprobada anteriormente). 

No obstante, en el ámbito de la organización 
del Estado, son sin duda las Leyes de Ministerios, 
Participación Popular y Descentralización Admi- 
nistrativa, las que han transformado más profun- 
damente el escenario administrativo, político, 
económico y social del país. 

En este entendido, el nuevo marco 
institucional del sistema político-administrativo 
se define por el establecimiento de un régimen 
de descentralización política para el nivel muni- 
cipal y un proceso de descentralización adminis- 
trativa para el nivel departamental. La 
descentralización política establece el funciona- 
miento de dos niveles de gobierno: nacional y 
municipal, en tanto que la descentralización ad- 
ministrativa establece que el gobierno nacional 
está compuesto por una administración central 
(ministerios) y una departamental (prefecturas). 

Todo marco institucional se diseña sobre la base 
del ordenamiento jurídico delimitado por la ley o 
norma fundamental, la Constitución Política del 
Estado, que dota de validez a leyes especiales y nor- 
mas reglamentarias. Si bien la Ley de Reforma Cons- 
titucional fue aprobada y promulgada en octubre 
de 1994, en el país ya habían sido operadas dos 
transformaciones: la reestructuración del Organo 
Ejecutivo en torno a tres ejes de desarrollo; sosteni- 
ble, económico y humano (que buscan alcanzar la 
integralidad en la planificación, implementación 
y control del desarrollo así como la sostenibilidad 
de las políticas públicas) y la municipalización del 
país con participación ciudadana. 

La reforma a la Constitución comprende va- 
rias áreas: justicia, régimen interior, régimen mu- 
nicipal (ampliación del mandato municipal, tanto 
de alcaldes y concejales), régimen de la Policía 
Nacional (ampliación del mandato presidencial, 
vicepresidencial, diputados y senadores) elección 
de diputados por circunscripciones uninominales 
y plurinominales y el reconocimiento explícito 
de la diversidad y multiculturalidad del Estado 
boliviano. En lo concerniente a la modificación 
del marco institucional para la formulación de 
políticas públicas, introduce el tema de la descen- 
tralización vía prefecturas”. 
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En el ámbito local, la organización de los go- 
biernos municipales se rige desde 1985 por la Ley 
Orgánica de Municipalidades que determina su 
conformación, estructura, atribuciones, competen- 
cias, recursos económicos, etc. A partir del 20 de 
abril de 1994 mediante la promulgación de la Ley 
de Participación Popular, se extiende la jurisdic- 
ción municipal a la sección de provincia, amplian- 
do las competencias municipales a los campos de 
salud, educación, promoción del desarrollo rural, 
etc., así como la transferencia del 20% de los re- 
cursos de coparticipación tributaria. De este modo, 
el Estado boliviano vuelca su mirada hacia el espa- 
cio municipal como ámbito de desarrollo. 

La Ley de Participación Popular incorpora ade- 
más la presencia de distintos niveles de decisión y 
control social de la gestión de los gobiernos muni- 
cipales. Su reconocimiento se realiza mediante la 
territorialización de la representación ciudadana 
en las llamadas Organizaciones Territoriales de Base 
(OTBs) en cada comunidad indígena, campesina 
o junta vecinal. Estas son representadas a nivel del 
Gobierno Municipal por los Comités de Vigilan- 
cia?” que ejercen la facultad de control social sobre 
los recursos de participación popular. 

En este escenario, las OTBs tienen el derecho 
de pedir y controlar la realización de obras y la 
prestación de servicios públicos; a promover ac- 
ciones de preservación del medio ambiente, a te- 
ner acceso a la información sobre los recursos de 
coparticipación, así como la capacidad de propo- 
ner el cambio o ratificación de autoridades en los 
campos de educación y salud. Los deberes de las 
OTBs están circunscritos a la priorización, parti- 
cipación y cooperación en la ejecución y admi- 
nistración de obras, así como a la rendición de 
cuentas de las acciones que desarrollan en repre- 
sentación de las distintas comunidades”. 

En los cantones y distritos la autoridad mu- 
nicipal está constituida por los agentes can- 
tonales y por los subalcaldes, respectivamente. 
Los primeros son elegidos por voto popular y di- 
recto”, en tanto que los segundos son nombra- 
dos por el alcalde”; ambos tienen previsto durar 
en sus funciones el mismo período que los con- 
cejales y ejercen las atribuciones y funciones 
delegadas por el alcalde. 

En el campo económico-financiero, la Ley de 
Participación Popular establece que de los recur- 
sos de coparticipación tributaria el 85% debe ser 
destinado a inversión y el 15% a gastos de fun- 
cionamiento”. 


En el contexto de la implementación de la 
Participación Popular, el 28 de julio de 1995 es 
promulgada la Ley 1654 de Descentralización 
Administrativa que disuelve las Corporaciones 
Regionales de Desarrollo y establece una estruc- 
tura descentralizada de gobierno en los nueve 
departamentos del país, redimensionando a las 
prefecturas departamentales al dotarlas de capa- 
cidad técnica y operativa mediante la transferen- 
cia de recursos económicos así como de la 
infraestructura y los recursos humanos de las 
excorporaciones ”. 

Tal cual muestra el Organigrama 1, la nueva 
estructura de la Prefectura contempla dos instan- 
cias: una ejecutiva y otra consultiva. La instancia 
ejecutiva encabezada por el Prefecto, designado 
por el Presidente de la República, replica al nivel 
de Secretarías Departamentales la estructura del 
ejecutivo central en lo que son las áreas de Desa- 
rrollo Económico, Desarrollo Sostenible y Desa- 
rrollo Humano con la particularidad de que a nivel 
departamental se instaura el funcionamiento de 
una Secretaría de Participación Popular y en el 
área financiera es el Tesoro Departamental, con 
rango de Secretaría, el ente encargado de organi- 
zar y administrar los recursos económicos, huma- 
nos y físicos de los procesos de ejecución y control 
del presupuesto departamental. 

A partir del nivel de decisión, constituido por 
el Prefecto, se establece el funcionamiento de cin- 
co niveles administrativos’: coordinación, con- 
trol, apoyo y asesoramiento, ejecución y operativo, 
cuya lógica de funcionamiento y dependencia se 
muestra en la Figura 10. 

La Secretaría General que tiene a su cargo la 
coordinación, seguimiento y evaluación de las 
políticas, planes y programas de la Prefectura; asi- 
mismo debe facilitar el relacionamiento del Pre- 
fecto con el Consejo Departamental y con los 


En el nivel de control se encuentra la Direc- 
ción General de Auditoría Interna que es respon- 
sable de ejercer el control gubernamental en los 
términos y condiciones estipulados por la Ley 
1178 del Sistema de Administración Financiera 
y Control Gubernamental (SAFCO). 

La Dirección General de Asuntos Jurídicos y 
la Dirección General de Comunicación Social 
constituyen el nivel de apoyo y asesoramiento; la 
primera es una instancia dependiente del Prefec- 
to y debe apoyarlo en el cumplimiento de sus atri- 
buciones, en tanto que la segunda es portavoz 
oficial y exclusivo de la Prefectura que, además 
de informar sobre los planes, programas y proyec- 
tos, debe cumplir la función de detectar las de- 
mandas y expectativas ciudadanas. 

El nivel de ejecución está constituido por las 
Secretarías Departamentales que, bajo la dependen- 
cia de la Secretaría General (al igual que el Tesoro 
Departamental), tienen a su cargo la gestión y eje- 
cución del desarrollo del departamento en el ám- 
bito específico de sus competencias, a saber”: 


e Secretaría Departamental de Desarrollo Soste- 
nible, que tiene a su cargo la planificación del 
desarrollo del departamento en el marco del 
Plan General de Desarrollo Económico y So- 
cial de la República (PGDES) y las normas bá- 
sicas del Sistema Nacional de Planificación 
(SISPLAN), formulando programas y proyec- 
tos de inversión pública y el Proyecto de Presu- 
puesto Departamental. En el área del medio 
ambiente debe seguir y fiscalizar su preserva- 
ción y el uso racional de los recursos naturales. 

e Secretaría Departamental de Desarrollo Eco- 
nómico que, en el marco de las políticas y 
normas nacionales, tiene a su cargo la gestión 
y ejecución de programas, proyectos y accio- 
nes vinculados a la promoción del desarrollo 


subprefectos y corregidores. económico. 
Figura 10 
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e Secretaría Departamental de Desarrollo Hu- 
mano, a cargo del desarrollo, formación, bien- 
estar y calidad de vida de la persona, 
compatibilizando su administración con las 
políticas nacionales que regulan la materia. 

e Secretaría Departamental de Participación 
Popular, que debe promover, coordinar y apo- 
yar el proceso de implementación de la Ley 
de Participación Popular en el departamento. 


Cada secretaría está conformada por direccio- 
nes y entidades descentralizadas y desconcentradas 
sobre las que recae la ejecución de las atribucio- 
nes y funciones que la ley y el Decreto Supremo 
reglamentario de la organización del Poder Eje- 
cutivo a nivel departamental les confieren. 

La instancia de consulta y fiscalización está 
representada por el Consejo Departamental, ór- 
gano colegiado que se conforma sobre la base de 
criterios territoriales y poblacionales. La elección 
de los/las representantes al Consejo Departamen- 
tal está a cargo de los concejales municipales de 
las diferentes secciones de provincia; constituyén- 
dose así una representación departamental de 
elección indirecta. 

Las atribuciones del Consejo Departamental 
(Art. 14, Ley 1654) consisten básicamente en ejer- 
cer el rol de control y fiscalización sobre los actos 
administrativos del Prefecto mediante la aproba- 
ción o rechazo de planes, programas y proyectos 
de desarrollo, en especial del Plan Departamen- 
tal de Desarrollo Económico y Social; así como la 
aprobación o rechazo del presupuesto departamen- 
tal y la cuenta departamental de ingresos y egresos 
ejecutada. 

La consulta del Prefecto al Consejo Departa- 
mental es obligatoria, bajo sanción de nulidad, 
para la adopción de decisiones en materia de ges- 
tión de créditos, suscripción de convenios 
interinstitucionales y suscripción de contratos de 
obras y servicios públicos. 

Este Consejo tiene la facultad de censurar al 
Prefecto por dos tercios de votos de sus miem- 
bros; sin embargo, la Ley es ambigua cuando de- 
termina que dicha censura implica la renuncia del 
Prefecto, que puede o no ser aceptada por el Pre- 
sidente de la República. 

En materia económica y financiera se estable- 
cen como recursos de dominio y uso departamen- 
tal: las regalías departamentales (petroleras, 
madereras, forestales, etc.), el 25% de la recauda- 
ción efectiva del Impuesto Especial a los Hidro- 


carburos y sus derivados, las asignaciones anuales 
del TGN a los campos de educación, salud y asis- 
tencia social comprendidas en el rubro de servi- 
cios personales; las transferencias extraordinarias 
del TGN, los créditos y empréstitos contraídos, 
los ingresos propios, etc. La Ley determina asi- 
mismo la manera en que deberán ser empleados 
dichos recursos: 85% para gastos de inversión y 
15% para financiar los gastos administrativos de 
la Prefectura. 


2.1. Gobierno y proceso decisorio público en 
el nuevo contexto institucional 

No obstante la existencia de entes planificadores 
a nivel departamental y municipal, en el pasado 
éstos no siguieron parámetros únicos de trabajo, 
por.lo que los planes y programas de desarrollo 
pocas veces lograron concretarse en Planes 
Anuales Operativos (PAO's). Estos, al igual que 
los programas y proyectos emergentes de las Cor- 
poraciones de Desarrollo, obedecían más a la pre- 
sión social y política de grupos organizados de la 
sociedad que a lineamientos de acción basados 
en criterios socio-económicos racionales. 

Inmerso en la lógica de transformaciones es- 
tatales e institucionalización, el proceso deciso- 
rio público ha sido regulado en los últimos años 
mediante la puesta en vigencia de una serie de 
instrumentos de gestión destinados a orientar la 
asignación y uso racional de los recursos públi- 
cos. Estos rigen la formulación e implementación 
de planes de desarrollo a nivel nacional, depar- 
tamental y local que expresan la definición de 
los objetivos y políticas y se traducen en el Plan 
de Desarrollo Económico y Social de la Repú- 
blica (PGDES), Plan Departamental de Desa- 
rrollo Económico y Social (PDDES) y Plan 
Participativo de Desarrollo Municipal (PPDM), 
respectivamente. 

El marco normativo del proceso decisorio pú- 
blico fue aprobado en 1996, a partir de la Resolu- 
ción que crea el Sistema Nacional de Pla- 
nificación (SISPLAN) en el marco establecido 
por la Ley 1178 del Sistema de Administración 
Fiscal y Control Gubernamental. Este sistema es 
complementado por el Sistema Nacional de In- 
versión Pública (SNIP) y el Sistema de Progra- 
mación de Operaciones (SPO). Así, el SISPLAN 
es un conjunto de normas y procedimientos polí- 
ticos, técnicos y administrativos para la planifi- 
cación del desarrollo sostenible en el país, que 
organiza, regula y define competencias y pro- 
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cesos guiando su orientación y lineamientos bajo 
el principio de subsidiariedad consistente en la 
distribución y descentralización de competencias 
y responsabilidades de planificación en los nive- 
les nacional, departamental y municipal. 

Las normas básicas de los Sistemas Nacional 
de Planificación, de Inversión Pública y de Pro- 
gramación de Operaciones definen además de los 
objetivos, la programación de las inversiones en 
el mediano y largo plazo de acuerdo a las restric- 
ciones institucionales, financieras y técnicas en 
cada nivel evitando la arbitrariedad y discre- 
cionalidad en la toma de decisiones*. 

Las decisiones que se toman en el nivel del 
gobierno descentralizado son de dos tipos: las 
concernientes al diseño e implementación de po- 
líticas y las relacionadas con medidas de carác- 
ter administrativo; es decir, sobre la visión a largo 
plazo que se expresará en el PDDES y sobre la 
programación de operaciones a mediano y 
corto plazo. 

Por tanto, las decisiones siguen un curso de 
política anticipativa o de planificación (el modelo “no 
está contemplado para reaccionar”) y están princi- 
palmente relacionadas con: la formulación y 
aprobación del PDDES, del presupuesto departa- 
mental, de los programas de operaciones anuales 
de las instituciones del sector público y la apro- 
bación de la cuenta departamental de ingresos y 
egresos ejecutada de la Prefectura. 

Todos estos aspectos tienen su origen en la 
instancia ejecutiva y requieren la aprobación del 
Consejo Departamental para su implementación 
y vigencia. 





Ejecutivo «———— 


Iniciativa —_—+ Consultivo 


Aprueba/Rechaza 


El curso que sigue la aprobación del PDDES 
(expresión de la visión de largo plazo del desa- 
rrollo departamental) se inicia en la Secretaría 
Departamental de Desarrollo Sostenible que en 
coordinación con la Secretaría General consti- 
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tuye un equipo técnico intersecretarial de pla- 
nificación bajo la conducción de la Dirección 
de Planificación, para que elabore una propues- 
ta de PDDES que ha sido instruida por el Pre- 
fecto. Este equipo puede recibir apoyo técnico 
estatal o privado. 

Basándose en la propuesta del Plan, la Direc- 
ción de Planificación y la Subsecretaría de Estra- 
tegias de Desarrollo (dependiente de la Secretaría 
Nacional de Planificación) conforman una comi- 
sión para efectuar el análisis de consistencia del 
PDDES con relación al PGDES, que es posterior- 
mente presentado por la Subsecretaría de Estra- 
tegias como informe a la Secretaría Nacional de 
Planificación para que ésta dictamine sobre la 
compatibilidad del PDDES respecto del PGDES. 

Cumplido este requisito, corresponde a la Se- 
cretaría de Desarrollo Sostenible, en coordinación 
con la Secretaría General, presentar el Plan De- 
partamental al Prefecto para que éste, a su vez, 
convoque al Consejo Departamental para el tra- 
tamiento del PDDES y su posterior aprobación. 
Sin embargo, el Consejo Departamental tiene la 
facultad de objetar la propuesta de desarrollo que 
el Ejecutivo le ha presentado. En este caso, el Plan 
más las recomendaciones que emita el Consejo 
deben ser remitidos al equipo técnico para que 
reanude el proceso de elaboración del PDDES. 
Una vez aprobado por el Consejo Departamen- 
tal, el PDDES debe ser remitido por el Prefecto a 
la Secretaría Nacional de Planificación para que 
ésta lo envíe al Consejo de Desarrollo Nacional 
(CODENA) que debe refrendar su aprobación 
mediante resolución expresa. (Cuadro 2). 

La constante es que el proceso se inicie siem- 
pre en las instancias ejecutivas, reafirmando de 
este modo el carácter anticipatorio en el proceso 
decisorio, y concluya en el nivel consultivo, úni- 
ca instancia que puede aprobar o rechazar una 
propuesta de desarrollo. Corresponde al nivel cen- 
tral refrendar la decisión asumida colectivamen- 
te por la representación departamental. 
Posteriormente corresponde al Consejo Departa- 
mental ocuparse del seguimiento y del control de 
la ejecución. 

La lógica del proceso demuestra que si bien 
éste fluye a través de instancias ejecutivas y es 
poco participativo, al llegar al Consejo Departa- 
mental se somete a una instancia territorial y po- 
líticamente pluralista, donde los elementos 
técnicos de la propuesta son debatidos política- 
mente para determinar su aprobación o rechazo. 


Cuadro 2 
Instancias por las que fluye el proceso de decisión de la visión 
de largo plazo del departamento 



























Consultivo 
Departamental 


Ejecutivo Central 


Ejecutivo Departamental 


Prefecto en coordinación con Secretario 

General (S.G.) instruye formulación del 
PDDES a la Secretaría de Desarrollo 
Sostenible (S.D.S.). 


, 


S.G. en coordinación con S.D.S. 

















constituyen equipo técnico (E.T.) Apoyo 

intersecretarial. técnico 
estatal 
y/o 

E.T. elabora propuesta de PDDES. privado 


E | 


La Dirección de Planificación (D.PLA.) de S.D.S., la Subsecretaría de 
Estrategias de Desarrollo (S.E.D.) y la Secretaría Nacional de Planificación 
(S.N.PLA.) realizan un análisis de consistencia del PDDES con relación 

al PGDES. 











S.E.D.: Emite informe de 
consistencia a S.N.PLA. 


S.N.PLA.: Dictamina sobre 
compatibilidad del PODES 
con respecto al PGDES. 

“Sa | S.D.S. en coordinación con S.G.: presenta 
PDDES al Prefecto. 





Prefecto: Convoca al Consejo 
Departamental (C.D.) para tratamiento y 
aprobación del PDDES. 








1 Si objeta, 


son 
Objeta/Aprueba a 
el PODES. 


daciones 

al E.T. para 
reanudar el 
proceso de 
elaboración 


Prefecto: Remite PDDES aprobado a 





S.N.PLA.: Remite PDDES a 
CODENA. 


l 


CODENA: Refrenda | 
aprobación PDDES. 


Prefecto: Ejecuta PDDES por medio de 
niveles ejecutivos y operativos de la 








Sigue y controla 


Prefectura. 


En el nivel municipal el proceso decisorio pú- 
blico se caracteriza por ser ampliamente 
participativo en una primera instancia, mediante 
la consulta a las organizaciones campesinas, co- 
munidades y pueblos indígenas y a las juntas ve- 
cinales; organizaciones que son reunidas para 
hacer un diagnóstico de su territorio y posterior- 
mente presentar sus aspiraciones comunales con- 
vertidas en demandas priorizadas. 





ejecución del 
PDDES. 





Una segunda fase del proceso se produce en el 
ámbito del distrito, en que solamente participan 
representantes de las organizaciones territoriales 
de base juntamente con las instituciones de desa- 
rrollo (públicas y privadas) que trabajan en el 
municipio. 

Del distrito, el proceso de decisión se traslada 
a la sección de provincia, donde la autoridad lla- 
mada a decidir es el Gobierno Municipal. Corres- 
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ponde a este nivel la formulación de la estrategia 
de desarrollo, es decir, la definición de la visión 
estratégica del municipio traducida en el Plan de 
Desarrollo Municipal y su efectivización en el 
Programa de Operaciones Anual que debe incluir 
las acciones planificadas tanto por el Gobierno 
Municipal como por otros actores del desarrollo 
que operan en su jurisdicción. 

El Alcalde, como máxima autoridad ejecuti- 
va, tiene a su Cargo la coordinación y Opera- 
tivización de la formulación del Plan de Desarrollo 
Municipal y su posterior programación operativa 
en el Programa de Operaciones Anual (POA), 
así como su ejecución, administración, seguimien- 
to, evaluación y ajuste; en tanto que es el Conce- 
jo Municipal la instancia responsable de su 
aprobación o rechazo.*' 

El proceso decisorio en el nivel municipal se 
caracteriza por ser ampliamente participativo en 
una primera fase pero llegado el momento de to- 
mar definiciones y de decidir sobre cuestiones 
cruciales como la visión estratégica del munici- 
pio, los rubros a invertir mediante la programa- 
ción de operaciones por áreas funcionales, la 
determinación de objetivos y misiones insti- 
tucionales, etc., el proceso de decisión se con- 
centra en torno a pocos actores perdiendo su 
carácter inicial. 


2.2. Principales problemas de ingeniería 
institucional 

La implementación de un proceso descentraliza- 
dor vía conformación de gobiernos municipales y 
la posterior puesta en vigencia de la Ley de Des- 
centralización que fortalece las Prefecturas, crean- 
do una serie de estructuras institucionales que les 
permiten convertirse en agentes del desarrollo 
departamental, en un contexto caracterizado por 
el cambio económico, político y social, constitu- 
ye un elemento central para comprender que la 
puesta en funcionamiento del proceso descentra- 
lizador haya tropezado con una serie de proble- 
mas conexos traducidos en incongruencias, 
duplicaciones, ambigúedades y vacíos legales. 

Si bien todos los instrumentos (leyes, decre- 
tos supremos, resoluciones, etc.) que han 
rediseñado el escenario político-administrativo 
boliviano, al enmarcarse en el ordenamiento ju- 
rídico delimitado por la ley fundamental, la 
Constitución Política del Estado, son congruen- 
tes respecto de ésta, presentan una serie de 
sobreposiciones e incompatibilidades funcionales. 
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En este sentido es importante destacar el or- 
den cronológico en el que fueron aprobándose las 
normas constitutivas del nuevo ordenamiento 
jurídico-institucional, puesto que denota la 
intencionalidad del proceso y el criterio asumido 
por sus implementadores. 

La primera medida del anterior gobierno en 
este ámbito fue reestructurar el Poder Ejecutivo a 
poco más de un mes de gestión*?. La municipali- 
zación del país y la incorporación de una “partici- 
pación social” en los procesos de decisión, gestión 
y control del gobierno local tienen lugar ocho 
meses más tarde* y antes de la promulgación de 
la Ley de Reforma Constitucional* que define el 
proceso de descentralización vía ejecutivos depar- 
tamentales, lo que origina que posteriormente se 
dicte la Ley de Descentralización Administrati- 
vař cuya implementación se inicia en enero 
de 1996. 

En medio de todas estas disposiciones funda- 
mentales, el proceso fue ajustándose mediante 
instrumentos de menor jerarquía jurídica, provo- 
cando una proliferación de decretos supremos y 
resoluciones de toda índole que generaron visi- 
bles márgenes de incomprensión por parte de 
los implementadores y de la sociedad boliviana, 
más allá de los mencionados problemas conexos. 

Para el análisis de los mismos se establecen 
tres niveles territoriales donde “operan” las insti- 
tuciones en sus instancias ejecutivas y consulti- 
vas: el nivel departamental, el provincial y el 
municipal. Al interior de cada uno de estos nive- 
les se priorizarán las relaciones: Prefectura-Con- 
sejo Departamental, Subprefectura-Consejo 
Provincial de Participación Popular y Alcaldía- 
Concejo Municipal y Comité de Vigilancia. 


2.2.1. Nivel departamental 
En concordancia con el régimen interior plan- 
teado en la C.P.E., existe una Prefectura en cada 
uno de los nueve departamentos de Bolivia que 
está a cargo de un Prefecto (designado por el Pre- 
sidente de la República), que además preside el 
Consejo Departamental. La CPE establece final- 
mente, que el Poder Ejecutivo departamental sea 
ejercido de acuerdo a una Ley de Descentraliza- 
ción Administrativa. Es en virtud de ella que se 
organiza una estructura administrativa en cinco 
niveles: control, apoyo, coordinación, ejecución 
y operativo, bajo la dependencia del Prefecto. 
La representación territorial de los niveles de 
gobierno central y municipal se caracteriza por la 


centralización que persiste en el primero y am- 
plios procesos de descentralización y participación 
que operan en el segundo, debido a la incorpora- 
ción de la sociedad civil en la gestión y control 
de los recursos. 

El ámbito de gobierno central en su instancia 
departamental ejecutiva está constituido por ju- 
risdicciones departamentales, provinciales y 
cantonales cuyas autoridades son designadas por 
los niveles jerárquicos en escala descendente; 
mientras que la jurisdicción del Gobierno Muni- 
cipal abarca a la sección de provincia. 

A partir de las leyes de Participación Popular 
y Descentralización Administrativa se crean los 
Consejos Provincial y Departamental como en- 
tes consultivos y fiscalizadores de las instancias 
ejecutivas, caracterizados por su apertura hacia la 
sociedad civil. 

La Prefectura, así como el Consejo Departa- 
mental cuentan con instancias y mecanismos de 
coordinación internos y externos. En el caso de 
la Prefectura es la Secretaría General la encar- 
gada de coordinar, seguir y evaluar las políticas, 
planes y programas de la Prefectura, así como 
coordinar la labor del nivel ejecutivo y facilitar 
el relacionamiento del Prefecto con el Consejo 
Departamental, los subprefectos y los corregido- 
res. En este ámbito de cosas, es el Consejo De- 
partamental el que canaliza las demandas 
municipales y provinciales hacia la Prefectura. 
Por su parte, los subprefectos y corregidores tie- 
nen la atribución de coordinar con los diferen- 
tes actores públicos y privados de la provincia 
respecto a la ejecución del Plan Departamental 
de Desarrollo. 

Sin embargo, no existe una clara definición 
de la coordinación que debe establecerse entre 
el corregidor y el subalcalde o agente cantonal, 
así como entre los alcaldes y el subprefecto o en- 
tre éste y el Concejo Municipal, ni de todos ellos 
con el Consejero Provincial, lo que denota que 
si bien al interior de una instancia de gobierno 
existe cierta claridad en torno a jerarquías y nive- 
les de coordinación, lo contrario sucede cuando 
se trata del relacionamiento y coordinación en- 
tre diferentes instancias de gobierno que encon- 
trarían como único espacio de coordinación y 
encuentro al Consejo Provincial de Participa- 
ción Popular. Si bien la figura del Consejo Pro- 
vincial de Participación Popular persigue los mis- 
mos fines que el Consejo Departamental, carece 
de reglamentación específica y su dinámica de 


funcionamiento es diferente por la pluralidad de 
su composición. 

En el ámbito de la estructura ejecutiva de la 
Prefectura se evidencia que las misiones 
institucionales de los niveles operativos (Direc- 
ciones) o no contemplan o abarcan objetivos más 
amplios que los establecidos en la misión de los 
niveles ejecutivos (Secretarías). Por otro lado, 
las funciones generales que la Ley reconoce para 
cada una de las Secretarías, sin especificación 
por niveles, establecen en muchos casos más 
objetivos de los que define su misión sin que 
cuenten con los niveles operativos correspon- 


dientes (Cuadro 3). 


2.2.2. Nivel provincial 

La Ley de Participación Popular municipaliza el 
territorio nacional y la Ley de Descentralización 
lo “prefecturiza”. En este escenario, la jurisdicción 
territorial constituida por las provincias no tiene 
ninguna trascendencia para la planificación y for- 
mulación de políticas públicas. 

Si bien es cierto que la representación de la 
sociedad civil ante el Consejo Departamental es 
de carácter provincial, esta instancia, como ya 
se dijo anteriormente, obedece en buena medi- 
da a criterios municipales debido a que los con- 
sejeros no logran despojarse de los intereses 
municipales, aunque existe una percepción ge- 
neral por parte de ellos mismos de que existe un 
débil pero visible proceso de agregación políti- 
ca, Por otra parte, el SISPLAN establece que 
para la formulación del PGDES se coordinarán 
los lineamientos y políticas definidos en el 
PDDES con las demandas, objetivos y estrate- 
gias planteados en los Planes Participativos de 
Desarrollo Municipal (PPDMs). De este modo, 
la planificación del desarrollo departamental 
no contempla en ningún momento a la provin- 
cia como unidad de planificación ni de im- 
plementación de políticas públicas. 

Pese a lo expuesto, la Ley 1551 establece la 
existencia y conformación de los Comités Pro- 
vinciales de Participación Popular como entes 
de representación de la sociedad civil y de los 
diversos actores públicos y privados con presen- 
cia en la jurisdicción provincial. La participa- 
ción del Consejero Departamental en los 
Consejos Provinciales obedece a una norma pos- 
terior contenida en uno de los tantos decretos 
reglamentarios de la Ley de Participación Popu- 


lar (D.S. 24447). 
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Cuadro 3 


Superposiciones y vacíos legales en la Ley de Descentralización Administrativa 
y su Decreto Reglamentario 





ctas Misión por Misión por Funciones Nivel operativo 
Secretaría Dirección generales responsable 
GENERAL Coordinar Diseñar planes 
planes, seguirlos de fortalecimiento 
y evaluarlos. municipal y dirigir 
Facilitar el su ejecución. 
relacionamiento 
con 
Subprefecturas y 
Corregimientos. 
Supervisar la 
elaboración del 
Proyecto de g 
Presupuesto de la 
Prefectura. 
Formular el Evaluar la 
Proyecto de ejecución del 
Presupuesto de la Presupuesto de la 
Prefectura. Prefectura. 
DESARROLLO Planificar el Promover la Dirección de 
SOSTENIBLE desarrollo po planificación Planificación. 
regional. territorial. 
p Plan de Ordena- 
miento Territorial. 
Promover la 
regularización de 
la división político 
administrativa. 
Administrar Dirección de 
políticas y Medio Ambiente. 
normas naciona- 
les en materia de 
medio ambiente y 
recursos 
naturales. 
Operativizar los Elaborar Dirección de 
sistemas de reglamentos Programación de. 
programación de específicos del Operaciones. 
Operaciones. SNIP y SPO. 
DESARROLLO Desarrollar 
ECONOMICO sistemas de 
información 
socioeconómica 
y difundirlos. 
DESARROLLO “Todo lo inherente. Integrar, articular Formular y 
HUMANO al desarrollo de la y ejecutar las ejecutar 
persona”. políticas programas y 
nacionales en los proyectos en los 
campos de campos de salud, 
educación, salud, educación, 
cultura y cultura y 
deportes. deportes. 
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Continúa 


Continuación Cuadro 3 


Secretarí Misión por Misión por Funciones Nivel operativo 
ba Secretaría Dirección generales responsable 
Promover el 


PARTICIPACION Formular y 

POPULAR ejecutar políticas 
de promoción, 
coordinación y 
apoyo al proceso 
de Participación 


Popular. 
TESORO Apoyar la gestión 
DEPARTAMENTAL de créditos 

internos y 

externos. 


2.2.3. Nivel municipal 

El instrumento jurídico que rige la estructura y 
funcionamiento de los gobiernos municipales data 
de enero de 1985, año en que se realizaron las 
primeras elecciones municipales después de 37 
años de inexistencia de Concejos Municipales y 
de nombramientos de Alcaldes a cargo del Presi- 
dente de la República. 

La Ley Orgánica de Municipalidades (LOM) 
establece que la estructura de los gobiernos mu- 
nicipales está compuesta por un órgano ejecutivo 
encabezada por el Alcalde, y un órgano delibe- 
rante constituido por un Concejo o Junta Muni- 
cipal. La Ley es clara al establecer y enumerar las 
competencias del gobierno municipal y del Con- 


relacionamiento y 
coordinación 
entre actores 
públicos y 
privados. 


Promover el 
relacionamiento y 
coordinación de 
actores públicos y 
privados. 


Contribuir a la 
solución de 
conflictos de 
límites 
municipales. 


Apoyar a la 
Secretaría de 


Desarrollo 
Sostenible en la 
elaboración del 
presupuesto 
departamental. 


Coordinar con la 
Dirección de 
Asuntos Jurídicos. 


cejo Municipal, sin embargo, existe un vacío en 
lo concerniente a la determinación de las com- 
petencias del Alcalde Municipal. 

Según señala Cajías (1996)* lo común entre 
el Concejo y el Alcalde es que deciden y el pro- 
blema está en establecer sobre qué materias deci- 
de cada una de ambas instancias de gobierno. El 
que la LOM no especifique las atribuciones de la 
autoridad ejecutiva ha dado lugar a que ésta se 
inmiscuya en el terreno del Concejo y que éste 
asuma atribuciones del ejecutivo mediante su re- 
glamentación interna. 

Diversas disposiciones jurídicas posteriores han 
cambiado o ampliado algunos aspectos importan- 


tes de la LOM. En el orden jerárquico, la CPE 
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reformada en 1994, en su capítulo referido al ré- 
gimen municipal. (Arts. 200-205), amplía el man- 
dato de alcalde y concejales a cinco años y 
establece la elección directa del Alcalde; el Con- 
cejo Municipal participa en ella únicamente en 
caso de que ningún candidato alcance la mayoría 
absoluta de votos válidos. 

Por las Leyes de Capitalización y del Sistema 
de Regulación Sectorial (SIRESE) el gobierno 
municipal pierde competencia en lo referente a 
concesión, control y fijación de tarifas de los ser- 
vicios de luz, transporte y comunicaciones. 

En cuanto a la Ley de Participación Popular, 
un aspecto fundamental que introduce es la par- 
ticipación de las OTBs en la gestión y control 
municipal. En el primer caso, participan en la 
priorización de necesidades municipales así como 
en la elaboración del PPDM y el Programa Anual 
de Operaciones (PAO). En el segundo caso, la 
Ley otorga a las OTBs y a los Comités de Vigilan- 
cia la facultad de control social sin especificar las 
atribuciones que de ella derivan. Otro aspecto 
específicamente territorial y sobre el cual volve- 
remos el capítulo siguiente es la creación de Dis- 
tritos Municipales con el propósito de garantizar 
una representación rural y facilitar la gestión 
municipal mediante subalcaldes, sin embargo, el 
problema radica en la presencia de sobreposición 
de competencias y jurisdicciones territoriales en- 
tre el Subalcalde (designado por el Alcalde) y el 
Corregidor (nombrado por el Subprefecto), sin 
mencionar la figura del Agente Cantonal. 

La participación de las organizaciones socia- 
les en la priorización de demandas municipales y 
su posterior consolidación en el PPDM, reglamen- 
tada mediante la Norma de Planificación 
Participativa Municipal, determina que el Con- 
cejo Municipal pierda competencia en lo referente 
a la formulación de políticas generales de la mu- 
nicipalidad y la fijación de objetivos de los planes 
y programas a realizarse, restringiendo su partici- 
pación a la aprobación o rechazo de los instru- 
mentos de gestión formulados por el ejecutivo con 
participación ciudadana. 


3. Conclusiones 

La implementación de dos procesos de reforma 
del ordenamiento jurídico y la configuración 
institucional del país, ha provocado una plurali- 
dad normativa traducida en la promulgación de 
una serie de leyes, decretos y resoluciones que 
ampliaban, modificaban o extendían ambos pro- 
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cesos provocando una serie de contradicciones, 
vacíos y superposiciones, al margen de que tal 
vastedad jurídica no alcanza, hasta el presente, a 
ser conocida y manejada por los implementadores 
de ambos procesos. 

La estructura ejecutiva de la Prefectura no 
obedece a un diseño específico de la realidad de- 
partamental ya que la misma es reflejo de la es- 
tructura y organización del Organo Ejecutivo a 
nivel nacional. En este sentido, todos los cam- 
bios que se operan en éste redundan en el depar- 
tamental, provocando inestabilidad en el diseño 
de planes y programas y en la administración y 
control de proyectos descentralizados y 
desconcentrados. 

No hay un diseño organizacional en la Prefec- 
tura de Cochabamba ni una unidad específica 
encargada de establecerlo. La estructura y funcio- 
namiento de la Prefectura que debe guiarse por la 
Ley de Descentralización (que sigue la lógica de 
la Ley de Ministerios) ha sido implementada so- 
bre la base de una organización existente (las 
Corporaciones de Desarrollo) y con muchos vi- 
cios en cuanto a sus procedimientos y funciona- 
miento. De ahí que en la estructura de las 
diferentes Secretarías Departamentales sigan exis- 
tiendo unidades “heredadas” de CORDECO; no 
exista claridad en cuanto a la definición de las 
misiones institucionales de unidades y direccio- 
nes ni concordancia entre éstas y sus misiones 
respectivas. 

Pese a la creación de la figura de la Secretaría 
General como instancia encargada de promover 
la coordinación entre los niveles ejecutivo y con- 
sultivo, así como entre Prefecto y Subprefectos y 
en lo interno entre todos los niveles ejecutivos 
con el Prefecto, la amplitud en las funciones que 
la ley confiere a su titular combinada con la falta 
de especificación de las mismas ha dado lugar a 
que, en los hechos, no se produzca tal coordina- 
ción sino su intromisión en las demás carteras eje- 
cutivas, llegando a la superposición y apropiación 
de funciones y competencias. 

La implementación de los diferentes sistemas 
comprendidos en la Ley SAFCO, la inexistencia 
de reglamentación específica en algunos de 
ellos y la falta de conocimiento y manejo de los 
mismos han dado lugar a que instancias trascen- 
dentales para la implementación de la descen- 
tralización administrativa como el Tesoro 
Departamental pierdan en eficacia y eficiencia en 
su conducción interna provocando, además, la re- 


tardación innecesaria en la ejecución de progra- 
mas, planes y proyectos con un alto costo de 
ineficiencia administrativa a nivel ejecutivo. 

La implementación en 1996 de los Sistemas 
de Planificación (SISPLAN), de Programación 
de Operaciones (SPO) y de Inversión Pública 
(SNIP) y su no reglamentación para la instancia 
departamental, han dado lugar a amplios márge- 
nes de discrecionalidad en la conducción del pro- 
ceso decisorio público a nivel departamental. 

La planificación departamental ha obedecido 
sobre todo a la planificación indicativa estableci- 
da en los lineamientos del PGDES y muy poco a 
la planificación participativa de los gobiernos 
municipales. 

No existe ninguna articulación con el nivel 
provincial. Se mantiene el funcionamiento de las 
Subprefecturas con la lógica previa a la descen- 
tralización y no se ha implementado ningún pro- 
grama de fortalecimiento a este nivel. La Ley de 
Descentralización Administrativa otorga a los 
subprefectos y corregidores competencia para 
promover el turismo; sin embargo esta misma 
competencia corresponde a la Dirección de Tu- 
rismo dependiente de la Secretaría Departamen- 
tal de Desarrollo Económico, lo mismo que a los 
gobiernos municipales. La inexistencia de cana- 
les y procedimientos que establezcan las líneas de 
complementariedad entre los niveles municipal, 
provincial y departamental da lugar a la sobrepo- 
sición y duplicación de esfuerzos por un lado, y a 
la despreocupación por el tema, por otro. Es de- 
cir, la existencia de diferentes instancias para cum- 
plir una misma función ha dado lugar a que 
ninguna de ellas la cumpla. 

En el ámbito de las instancias consultivas, si 
bien la Ley de Participación Popular determina 
la conformación de los Consejos Provinciales de 
Participación Popular (CPPP) asemejándolos 
con el Consejo Departamental, no existe nin- 
guna reglamentación específica que determine 
su estructura y las particularidades de su funcio- 
namiento. No existe, finalmente, ninguna ins- 
tancia encargada de planificar el desarrollo 
provincial, el cual, por cierto, no es tomado en 
cuenta por el PDDES que define la visión a lar- 
go plazo para el departamento basándose en la 
realidad local, nunca provincial. 

El nivel provincial es retomado formalmente 
para establecer la conformación del Consejo De- 
partamental que obedece a criterios territoriales 
y poblacionales de la jurisdicción provincial, aun- 


que en los hechos, y por las propias característi- 
cas de su designación, establece más bien una 
conexión entre el departamento y los municipios. 

Los municipios del país que se rigen por las 
determinaciones de la Ley Orgánica de Munici- 
palidades (LOM) han visto ampliadas sus com- 
petencias y atribuciones así como sus res- 
ponsabilidades a partir de la implementación 
del proceso de participación popular, el que ade- 
más incorpora la participación de la sociedad ci- 
vil organizada en la gestión y control municipal. 
En este sentido, a más de diez años de su pro- 
mulgación, la LOM ya presentaba para sus im- 
plementadores una serie de dificultades por sus 
propias imprecisiones, tales como la falta de es- 
pecificación de las atribuciones y funciones del 
Alcalde, así como por los cambios económicos, 
sociales y políticos vividos por el país desde 1985. 

La transferencia de competencias en los cam- 
pos de salud, educación, cultura, deportes, pro- 
moción del desarrollo rural, microrriego y caminos 
vecinales, acompañada por la transferencia de 
ciertos impuestos y del 20% de los recursos de 
coparticipación; además de la ampliación de la 
jurisdicción municipal a la sección de provincia, 
ha supuesto la implementación de una serie de 
sistemas contenidos en la Ley SAFCO, además 
de nuevos sistemas de planificación contenidos 
en la Norma de Planificación Participativa Mu- 
nicipal. Tales competencias y sistemas no están 
siendo asumidos ni implementados a cabalidad por 
la debilidad institucional de los gobiernos muni- 
cipales, que ha dado lugar a los mayores índices 
de descoordinación entre éstos y la Prefectura. 

La incorporación de las organizaciones natu- 
rales de la sociedad civil a la gestión y control 
municipal acarrea no pocos problemas, principal- 
mente referidos a la implementación de la plani- 
ficación participativa ha tropezado con los 
inconvenientes derivados de sus altos costos eco- 
nómicos, falta de comprensión del proceso por 
parte de autoridades y funcionarios edilicios así 
como de las propias organizaciones sociales, que 
dificultan los esfuerzos económicos y humanos que 
el mismo proceso conlleva. 

En el ámbito del control social se presentan 
dos problemáticas. La primera referida a la lógica 
de los actores sociales acostumbrados a una parti- 
cipación indirecta en la toma de decisiones sin 
ningún reconocimiento formal por parte de los 
instrumentos normativos ni autoridades munici- 
pales, sino más bien producto de las circunstan- 
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cias políticas y la discrecionalidad de la(s) 
autoridad(es) municipal(es). La segunda, referi- 
da a la falta de claridad en la delimitación de las 
atribuciones que derivan de las facultades de con- 
trol social y fiscalización que la Ley reconoce a 
las OTBs y Comités de Vigilancia y a los Conce- 
jos Municipales, respectivamente. Esta impreci- 
sión en las leyes amplía los márgenes de 
discrecionalidad de los Alcaldes. 

La dificultad en la administración y control 
municipal se ve agravada en el contexto de ines- 
tabilidad provocado por la posibilidad de censura 
constructiva al Alcalde determinada en el texto 
constitucional. 

La debilidad institucional de los municipios 
puede dar lugar a procesos de inestabilidad como 


demuestra el caso de Sacaba o bien hacer que los . 


actores sociales lo conviertan en un instrumento 
para alcanzar finalidades diversas, es el caso de 
los municipios de Mizque y Villa Tunari, maneja- 
dos por una ONG y la Federación de Productores 
de Coca, respectivamente. 

La existencia, o más bien persistencia de la 
división político-administrativa previa a la 
implementación de la LPP y la LDA, con sus res- 
pectivos niveles de autoridad, si bien demuestra 
falta de congruencia con el nuevo ordenamiento 
jurídico e institucional, no puede considerarse 
como factor potencial de ingobernabilidad, salvo 
en el caso de la ambigúedad que representa la 
existencia de la figura del Agente Cantonal Muni- 
cipal y el Subalcalde, como autoridades represen- 
tantes del Gobierno Municipal en los cantones. 

Si bien el problema de superposición de auto- 
ridades ha sido resuelto en la práctica, asumiendo 
que el primero corresponde a las áreas rurales y el 
segundo a las urbanas, la dificultad se presenta 
con la especificación que hace la Ley de que, en 
caso de existir unidades territoriales con identi- 
dad social y cultural, el Agente Cantonal será elec- 
to por votación directa. Este aspecto puede llegar 
a constituirse en factor de ingobernabilidad puesto 
que puede enfrentar a dos autoridades igualmen- 
te legítimas pero diferenciadas por el grado de 
poder real que existe entre ellas. 

Resumiendo, a nivel municipal los riesgos de 
ingobernabilidad están dados en primer lugar por 
la inestabilidad que causa la posibilidad de la cen- 
sura constructiva, agravadas por un débil grado 
de institucionalidad. Sin embargo, la falta de cla- 
ridad en la determinación de atribuciones y com- 
petencias de los órganos ejecutivo y consultivo 


LÓGICAS TERRITORIALES Y POLÍTICAS PÚBLICAS 


del Gobierno Municipal en la LOM sumada a la 
incorporación de la sociedad civil en la gestión y 
control municipal, dejando espacios a altos índi- 
ces de discrecionalidad, constituyen también un 
factor potencial de ingobernabilidad. 

En el ámbito de la Prefectura, la poca claridad 
en cuanto a los procedimientos y la inestabilidad 
en el funcionamiento de las Secretarías Departa- 
mentales*, abre margen para la discrecionalidad 
por parte de las autoridades ejecutivas y sobre todo 
del Prefecto. Esta discrecionalidad además tras- 
ciende el ámbito de la estructura ejecutiva para 
producir sus efectos en la instancia consultiva y 
fiscalizadora. 

Por otro lado, la debilidad del andamiaje 
institucional a nivel departamental y la pesada 
tradición del manejo centralizado de la cosa pú- 
blica provoca la constante injerencia e interfe- 
rencia de las autoridades nacionales en los asuntos 
departamentales, lo cual es particularmente evi- 
dente en el caso del trópico cochábambino, por 
motivos anteriormente mencionados. 
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EL PROCESO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y SALUD 


1. Análisis de la política de ordenamiento 
territorial 

En este subcapítulo se intenta describir y analizar 
distintos aspectos que dieron lugar a la constitu- 
ción de la problemática de la organización espa- 
cial del país y a la formulación de una política de 
ordenamiento territorial. 

En primer lugar se procede a un análisis con- 
ceptual del ordenamiento territorial y de las princi- 
pales variables en las que esta política interviene, 
tanto en la articulación del espacio nacional a los 
fenómenos de globalización como en la necesi- 
dad de territorializar las políticas públicas. Otro 
tema presentado es la configuración de la políti- 
ca de ordenamiento territorial en el que se aborda 
su marco institucional y sus niveles de articula- 
ción con otros procesos de planificación estatal. 
También se evalúa la congruencia y articulación 
de esta política entre los distintos niveles territo- 
riales (nacional, departamental y municipal). 

Por último se describen los procesos de orde- 
namiento territorial a nivel municipal en los muni- 
cipios de Mizque, Villa Tunari y Sacaba. 

El objetivo general de la investigación consiste 
en la elaboración de un marco conceptual sobre el 
ordenamiento territorial que nos permita conocer el 
proceso de configuración que siguió esta política 
en el país, presentando un balance de su contexto 
político-institucional y de sus alcances hasta 1997. 
Las hipótesis que han orientado esta investigación 
pueden formularse de la siguiente manera: 


a) Tanto el objetivo de lograr conjuntos de polí- 
ticas públicas coherentes, como las exigencias 
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b) 


c) 





de la reforma del Estado en período de post 
ajuste, apuntan hacia la necesidad simultánea 
de territorializar gran parte del diseño como 
de la implementación de las políticas públi- 
cas. Este proceso se confunde parcialmente en 
el contexto boliviano actual con la descen- 
tralización administrativa y la participación 
popular. 

El éxito de esta transición del referente secto- 
rial hacia el referente territorial de las políti- 
cas públicas, implica un desarrollo vigoroso del 
ordenamiento territorial como medio de ade- 
cuar activamente el territorio nacional, depar- 
tamental y municipal, a las potencialidades 
abiertas por la modernización económica ini- 
ciada en 1985. 

Por tanto, lejos de ser un aspecto cuasi secto- 
rial o marginal, el Ordenamiento Territorial 
es un componente decisivo en el conjunto de 
la planificación, lo que puede representarse 
mediante la Figura 1. 

La definición de la política de ordenamiento te- 
rritorial en Bolivia es un proceso fragmentado 
que tiene grandes vacíos de planificación y or- 
ganización debido a la debilidad institucional 
gubernamental y al diseño deficiente de la 
política. Esto condujo en particular a la dis- 
continuidad del marco institucional entre la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial y 
la Secretaría Nacional de Participación Popu- 
lar (encargada de la distritación municipal). 
Los resultados de la deficiencia en materia 
de planificación conducen a una propuesta 
de política de ordenamiento territorial que no 


Figura 1 
Ambitos de la planificación 
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Territorial 
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tiene correspondencia con los objetivos 
socioeconómicos nacionales (expresados en 
políticas públicas) y la capacidad técnico- 
institucional para llevar adelante su im- 
plementación. 


1.1. Consideraciones conceptuales del 
ordenamiento territorial 

El propósito de este acápite es el de elaborar una 
reflexión en torno a los materiales más pertinen- 
tes escritos sobre el tema, para lograr una visión 
de las características y componentes del ordena- 
miento territorial más pertinentes al contexto 
social, político y económico de nuestro país. 

Un primer paso a la aproximación nos lleva a 
recordar que la organización del territorio es una 
actividad que ha caracterizado a todos los grupos 
y sociedades humanas desde épocas remotas. 


Cualquier territorio nacional, en cualquier momento 
del tiempo, está siempre “ordenado”, es decir, muestra, 
de una manera explícita o implícita, una división, o va- 
rias, del territorio con cada elemento de ella(s) cumplien- 
do determinadas funciones con relación a la totalidad. 


Por lo tanto, todas las sociedades y grupos es- 
tablecidos en un espacio geográfico generan un 
conjunto de relaciones con y en el territorio 
que configuran una determinada organización 
territorial. 

Pese a que el territorio presenta siempre un 
determinado orden no siempre el ordenamiento 
territorial fue planificado. Así, el problema esen- 
cial de la temática es la naturaleza de un ordena- 
miento territorial como práctica racional y 
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consciente por parte del Estado para alcanzar de- 
terminados objetivos, de manera que el ordena- 
miento territorial se transforma en una política 
de Estado. 

La temática del ordenamiento territorial se 
puede situar en dos ámbitos, el primero referido a 
su realización voluntaria por parte del Estado y el 
segundo relacionado con su efectividad, la cual 
se expresa en las características y configuración 
de su contenido. 


1.1.1. La conciencia territorial en el Estado 
boliviano 

Hasta muy recientemente, la preocupación por 
el territorio tuvo en Bolivia un fuerte sesgo 
geopolítico externo, centrado en la defensa de las 
fronteras nacionales. En contraste, la despreocu- 
pación del Estado por la planificación territorial 
ha llevado a la generación de una organización 
territorial espontánea, producida indirectamente 
por el mismo Estado y por otros agentes (como el 
mercado, los empresarios, grupos étnicos, etc.) que 
organizan el territorio en función de sus propias 
necesidades, sin consideraciones para el conjun- 
to del espacio y sus interrelaciones. 

Por esto, el mercado, el entorno biofísico, y 
las dinámicas socioculturales que operan direc- 
ta o indirectamente en el territorio (dividién- 
dolo, dotándolo de funcionalidad y usos, 
jerarquizándolo, etc.), son fenómenos que pro- 
ducen efectos tendencialmente desarticulados 
cuando el Estado no asume su rol regulador. 

Estos procesos espontáneos de organización del 
territorio generan, en la mayoría de los casos, pro- 
blemas como el crecimiento no sostenible de los 
centros urbanos, sobrexplotación de los recursos 
naturales, desarticulación del espacio nacional, 
ineficacia de la inversión pública, desvinculación 
de los mercados locales y nacionales con el mer- 
cado internacional, y otros. 

Los resultados de la organización espontánea 
del territorio no expresan otra cosa sino la debili- 
dad de la conciencia y cultura territorial del Esta- 
do, lo que lo llevó a enfrentar gradualmente las 
disfunciones espaciales expresadas en altos cos- 
tos sociales, económicos y ambientales. 


1.1.2. El ordenamiento territorial y las políticas 
públicas 

Por muchos años el territorio ha sido concebido 
como un elemento inerte y como una variable 
aislada de la eficacia de las políticas públicas. Sin 
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embargo, hoy en día es imposible pensar el desa- 
rrollo socioeconómico y la eficacia de los siste- 
mas políticos sin incluir el análisis territorial. 

El componente territorial de las políticas 
públicas nos lleva, por ejemplo, a pensar en la 
diferenciación espacial en su diseño e im- 
plementación, cuando en el pasado la lógica cen- 
tralista se basaba en un diseño único a nivel 
nacional y en la implementación rígida a nivel 
local. Actualmente la tendencia inversa, repre- 
sentada por el proceso de descentralización y la 
acción de los municipios debería permitir una 
mayor efectividad de las políticas y una creciente 
legitimidad del sistema político. 

Otro aspecto para ejemplificar la acción de la 
variable territorial sobre las políticas es la con- 
cepción del territorio como espacio heterogéneo. 
Las características físicas, sociales, ambientales y 
tecnológicas de los territorios hacen que estén 
equipados diferencialmente, necesitando por lo 
tanto políticas diferenciales y selectivas para cada 
unidad territorial específica?. 

De igual forma, en el ámbito de la vida políti- 
ca, la consideración de la variable territorial es 
central, la cualificación de la representatividad y 
la gobernabilidad están siempre asociadas con los 
modelos espaciales de los sistemas electorales y 
de la organización política administrativa.? 

La división político-administrativa es uno de 
los elementos básicos a considerar en el marco del 
ordenamiento territorial. Sin embargo, la mayoría 
de los países latinoamericanos han heredado una 
división política de la Colonia que ocasiona pro- 
blemas como: la desvinculación vial entre las dife- 
rentes unidades político administrativas, la 
inexistencia de regiones funcionales, y la no co- 
rrespondencia entre la distribución poblacional y 
la gestión de la administración pública. 

El ordenamiento territorial se constituye tam- 
bién en un instrumento clave para la planifica- 
ción estatal pues permite generar un espacio de 
confluencia de estrategias sectoriales —relacionan- 
do las características físicas y socioeconómicas— 
donde es posible pensar de forma global la 
implementación y el mejor diseño de las 
políticas. Este criterio se refuerza si concebimos 
que con la aplicación de las leyes de Participa- 
ción Popular y Descentralización Administrati- 
va, en Bolivia se asiste a un proceso de reemplazo 
del referente sectorial por el referente territorial 
en la concepción e implementación de las 
políticas públicas. 
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1.1.3. Sobre las prioridades del proceso del 
ordenamiento territorial 

En la construcción de un proceso de ordenamiento 
territorial pueden contemplarse tres elementos 
básicos: el diagnóstico o conocimiento de la es- 
tructura territorial*, la existencia de un proyecto 
político nacional’, y el consenso y la participa- 
ción social'. 

Un primer paso previo a la formulación de la 
política de ordenamiento territorial es el diag- 
nóstico o conocimiento de la estructura territo- 
rial, que engloba la caracterización y análisis 
preponderantemente técnico de las condiciones 
y distribución de los elementos físicos, sociales, 
económicos, tecnológicos y ambientales del 
territorio’. 

El diagnóstico es, por ende, un conjunto de 
acciones técnicas para objetivar los procesos y el 
estado actual de los usos públicos y privados del 
suelo, así como la distribución poblacional. El 
diagnóstico permite, en fin, reflejar el estado ac- 
tual del deterioro y equipamiento de los territo- 
rios, y es útil para revertir tendencias y conocer 
potencialidades. 

Otro elemento que debe guiar la estruc- 
turación de un ordenamiento territorial es sin 
duda el proyecto nacional. Este debe representar 
una visión a mediano y largo plazo de los proble- 
mas y posibles soluciones expresadas en políticas 
públicas. De esta forma, un siguiente paso en la 
elaboración de la política de ordenamiento terri- 
torial es el proceso de territorialización de las 
políticas públicas, por el cual se procesan las 
situaciones conflictivas, tratando de articular 
el efecto de las políticas con el diseño del proyec- 
to nacional. 

Dentro este paso se puede considerar otros as- 
pectos técnicos como son la construcción de re- 
giones y el equipamiento del territorio con 
infraestructuras técnicas y sociales, elementos 
imprescindibles para modificar el potencial del 
territorio y en última instancia propiciar y esti- 
mular su desarrollo. 

Una política de ordenamiento territorial den- 
tro de un sistema político democrático debe plan- 
tearse además la cuestión de la concertación, ya 
que su acción afecta directa o indirectamente a 
los intereses de todos los sectores y grupos socia- 
les. Por tanto esta política está condicionada por 
el logro de un máximo de compromiso social. 

Los espacios nacionales siempre suponen un 
orden o una combinación de lógicas de organiza- 


ción sociales, económicas, culturales y políticas, 
que actúan simultáneamente. Las estrategias pri- 
vadas de organización espacial necesitan por con- 
siguiente desarrollarse dentro de un marco 
regulatorio, cuya efectividad y transparencia co- 
rresponde al Estado garantizar. 

Una política de ordenamiento territorial por 
lo tanto, necesita diseñar un proyecto articulan- 
do el interés nacional con los intereses sectoria- 
les, al mismo tiempo que conciliar estrategias a 
nivel local y nacional”. Esto dado el hecho que: 


El ordenamiento territorial es “una práctica científica 
(teórica y aplicada), concretizada en procesos que 
involucran a actores (internacionales, nacionales, 
regionales, públicos o privados...), que disponen de 
proyectos referentes a una porción del espacio terrestre. 


En este entendido, son dos los actores cen- 
trales en la formulación de una política: el Esta- 
do y la sociedad civil. El orden de priorización 
que configura una política de ordenamiento te- 
rritorial está representado, en primer término, 
por la estructura territorial que define los mar- 
cos posibles de acción. En segundo lugar, a tra- 
vés de un proceso gubernamental que basado en 
ese marco territorial determina la forma de 
implementación del proyecto nacional expresa- 
do en lineamientos de políticas públicas. Final- 
mente, el ordenamiento territorial considera la 
participación y el consenso de la ciudadanía en 
un proceso de planificación que se enmarca en 
el largo plazo y que actúa orientando las accio- 
nes del corto y mediano plazo. El largo plazo está 
representado por la construcción histórica de los 
territorios". 

El territorio futuro no sólo supone el camino 
tendencial que sigue la actual organización del 
territorio, sino que se basa en la proyección 
de imágenes contrastadas de los territorios bajo 
sus dimensiones económicas, socioculturales, 
políticas y ambientales. Es importante distinguir 
en este caso lo que Matus denomina los 
cuatro modelos epistemológicos de planifica- 
ción!?, donde lo importante es salir del modelo 
clásico determinístico y pasar a los modelos 
“estocásticos y de incertidumbre” que basan la 
planificación en la predicción probabilística y 
la previsión cualitativa; y alcanzar el modelo de 
“incertidumbre dura”, donde la incerteza cuali- 
tativa y cuantitativa son tratadas con planes de 
contingencia. 
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1.1.4. El contexto internacional como escenario 
de los procesos de ordenamiento territorial 

El ordenamiento territorial no sólo está orienta- 
do por las aspiraciones e ideales de determinada 
sociedad, sino que el contexto político, econó- 
mico y social del ámbito internacional determi- 
na el margen de acción y la orientación del 
proyecto nacional. 

El escenario en que se desenvuelve la vida 
económica actual está constituido por el proceso 
de globalización de la economía o como Peter 
Taylor” lo llama La “Economía Mundo Capita- 
lista”, mediante la cual se tiende a constituir un 
mercado mundial único y un sistema de múlti- 
ples Estados. 

El desarrollo tecnológico de los medios 
de-comunicación y telecomunicación ha 
acelerado (y por lo tanto incrementado) las 
transacciones económicas, tecnológicas, socio- 
culturales, etc., flexibilizando a la vez las 
fronteras nacionales. ' 

Las escalas denominadas por Taylor como eco- 
nomía mundo o macroespacio de la realidad (los 
Estados nación o los espacios de la ideología), y 
las localidades o los espacios de las experiencias 
son parte de un único proceso que se manifiesta 
en tres escalas. Por lo tanto es importante pensar 
el desarrollo y la configuración de un ordenamien- 
to territorial en los niveles locales y en el nacio- 
nal e internacional. 

A este mismo proceso Boisier lo denomina 
la multipolaridad de la economía y el comercio, 
que se combina con la unipolaridad política en 
la configuración del escenario internacional a 
fines de siglo!*. 


Los cambios políticos mundiales unidos a lo que se ha 
denominado como las megatendencias descentraliza- 
doras (...), es decir, la revolución científica y tecnoló- 
gica, la reforma del Estado, las demandas autonómicas 
de la sociedad civil (parcialmente organizada sobre ba- 
ses territoriales) y la privatización y desregularización, 
colocan al territorio organizado (cualquiera sea su es- 
cala) en un lugar protagónico en relación al nuevo 
orden internacional. (Boisier: 1992) 


Así el escenario internacional y los pro- 
cesos económicos y sociales que se dan en su 
seno, plantean la necesidad de procesos in- 
terestatales de planificación territorial que son 
necesarios para hacer efectivo el desarrollo 
nacional. 
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1.1.5. El ordenamiento territorial como proceso 
inaplazable 

El ordenamiento territorial en este contexto per- 
mite al Estado una comprensión de su estructura 
territorial, una objetivación de los procesos polí- 
ticos y económicos, una consciencia territorial, y 
la capacidad para organizarse e interactuar con el 
entorno internacional. 

La ausencia de planificación territorial reper- 
cute directamente en la eficacia de las políticas 
públicas y la legitimidad del sistema político. El 
ordenamiento territorial, por consiguiente, es 
un proceso inaplazable para cualquier Estado, no 
sólo por la funcionalidad que brinda a la planifi- 
cación gubernamental, sino también porque es la 
instancia que permite revertir tendencias de or- 
ganización espacial incompatibles con el curso 
del desarrollo deseado. 


1.2. Surgimiento del ordenamiento territorial 
en Bolivia 

La temática del ordenamiento territorial en Boli- 
via se origina en el ámbito gubernamental a tra- 
vés de la política medioambiental, que empieza a 
desarrollarse en respuesta a un contexto interna- 
cional que se expresó con claridad en la Cumbre 
de Cartagena I en 1990. Así, el ordenamiento 
territorial se implanta en el país primeramente 
como un instrumento central para la “planifica- 
ción ambiental” y más tarde para el “desarrollo 
sostenible”. 

El primer referente en el que subyace 
conceptualmente el ordenamiento territorial es 
el Decreto de la Pausa Ecológica Histórica dicta- 
do en 1990 como consecuencia del compromiso 
asumido por el gobierno en la Cumbre de 
Cartagena 1. El objeto de este decreto fue, como 
señala el ex presidente Jaime Paz Zamora, 
“reordenar nuestro territorio en función de su 
vocación productiva. Debíamos repensar la ma- 
nera de armonizar la explotación del uso racional 
de nuestros recursos naturales con las prioridades 
del desarrollo humano”””. 

El Decreto de la Pausa Ecológica Histórica y 
las posteriores medidas ambientales fueron pro- 
piciados por el gobierno nacional no sólo por- 
que una política de medio ambiente era saludable 
para la protección de los recursos y el hábitat, 
sino también porque esto representó un conjun- 
to de ofertas y beneficios económicos por parte 
de otros países y entidades internacionales ha- 
cia nuestro país. 
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En 1990, como resultado del diálogo sostenido con 
el entonces presidente de los Estados Unidos de 
Norteamérica, George Bush, durante la cumbre de 
Cartagena l, surgió la denominada Iniciativa de las 
Américas. Además de los beneficios de orden comer- 
cial, Bolivia se benefició de la donación de 370 mi- 
llones de dólares de la deuda externa que, mediante 
el proceso de canje de deuda por naturaleza, permi- 
tió la incorporación del componente ambiental en 
el marco de los programas y proyectos definidos a 
partir de esta iniciativa de alcance continental.'* 


En este mismo año se creó el Fondo Nacional 
para el Medio Ambiente (FONAMA), para 
implementar y gestionar un conjunto de proyec- 
tos y programas operativos sobre protección del 
medio ambiente y de los recursos naturales. 


1.2.1. Proyectos de zonificación 

Uno de los factores que contribuyó a la apari- 
ción de la temática del ordenamiento territorial 
fue sin duda la presencia de los denominados pro- 
yectos de zoneamiento de fracciones de la 
Amazonia boliviana realizados en 1991 a través 
de la cooperación internacional de Alemania y 
Holanda, en coordinación con las prefecturas de 
Santa Cruz y Pando. 

En lo que corre de la última década, las zonas 
amazónicas como áreas de riqueza natural susci- 
taron un inusitado interés por parte de la comu- 
nidad internacional generando la presencia de 
distintos programas de asesoramiento y coopera- 
ción financiera. En virtud a ello es que se fueron 
presentando un conjunto de trabajos que tenían 
como principal objetivo la generación de infor- 
mación orientada a promover acciones y políti- 
cas que permitan un uso racional de los recursos 
naturales. 


a) El Plus de Santa Cruz 
El trabajo iniciado en el departamento de Santa 
Cruz en 1991, se denomina Plan de Uso del Sue- 
lo (PLUS) y forma parte del área de “Protección 
de los Recursos Naturales” del “Proyecto Tierras 
Bajas del Este”*”. Este programa fue propiciado por 
un convenio firmado el 31/10/90 entre el Gobier- 
no de Bolivia y Alemania a través del Banco Ale- 
mán de Reconstrucción (KFW), y entró en 
vigencia a partir del 07/01/91. 

La ejecución del PLUS-Santa Cruz estuvo a 
cargo por la Corporación de Desarrollo del de- 
partamento de Santa Cruz (CORDECRUZ) y un 


consorcio de empresas de consultoría alemanas 


(IP/CES/KWC). Un objetivo central de este pro- 
yecto fue la zonificación y reglamentación del uso 
de los recursos naturales del departamento de 
Santa Cruz. La escalas de trabajo fue el 1:250.000 
y la escala de publicación el 1:500.000. 

El marco de este trabajo ya planteaba en su 
metodología la interacción entre las variables fí- 
sicas, sociales, económicas e infraestructura cuya 
sobreposición generaron mapas de coincidencia 
y conflictos que fueron resueltos basándose en los 
criterios de conservación y necesidades econó- 
micas recomendadas. El PLUS-Santa Cruz tuvo 
una inversión aproximada de 10 millones de dó- 
lares que se desembolsaron en calidad de dona- 
ción, y tuvo un periodo de cinco años de duración 


(1991 -1995). 


b) PLUS-Pando 

Una segunda experiencia fue el proyecto de 
“Estudios Agroecológicos, Forestales y So- 
cioeconómicos en la Región de la Castaña de 
la Amazonia Boliviana” desarrollado en 1991 y 
1992 mediante la cooperación del gobierno de 
Holanda y la empresa consultora holandesa 
DHV*, 

El área de estudio fue el departamento de 
Pando, parte de la provincia Vaca Diez del depar- 
tamento del Beni, y parte de la provincia Iturralde 
del departamento de La Paz. 

El producto de este proyecto fue una 
zonificación agroecológica y económica rea- 
lizada a partir del análisis de cuatro variables: los 
recursos naturales, los recursos humanos, el uso 
actual de tierras y las condiciones socioe- 
conómicas. Los criterios de la zonificación se 
basaron en las alternativas de uso sostenido de 
las tierras y las alternativas de desarrollo 
socioeconómico. La escala de trabajo fue el 
1:500.000. 

Este proceso tuvo continuidad con el Proyec- 
to “Zonificación Agroecológica y Establecimien- 
to de una Base de Datos y Red de Sistema de 
Información Geográfica en Bolivia” (ZONISIGO), 
que en 1993 realizó la actualización de una base 
complementaria de datos para terminar con la 
aprobación del PLUS-Pando en septiembre 
de 1996. 

Estos dos proyectos marcaron el inicio de las 
actividades técnicas especializadas de zonifica- 
ción en el país!” y sentaron las bases para el dise- 
ño de los lineamientos políticos del proceso de 
ordenamiento territorial. 
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1.2.2. La Cooperación Técnico Alemana GTZ- 
PROADE y la Dirección de Política Regional, DPR 
En el mismo año que los proyectos de zonificación 
de Santa Cruz y Pando se inician (1991), comien- 
za en Bolivia el trabajo del Programa de Apoyo a 
la Descentralización-Cooperación Técnica Ale- 
mana (PROADE-GTZ). 

Este programa contribuyó a hacer del orde- 
namiento territorial un área de trabajo guberna- 
mental en el Ministerio de Planeamiento y 
Coordinación (MPC), que estaba asesorado di- 
rectamente por las consultorías del proyecto. 

El PROADE, al igual que otros programas de 
la cooperación alemana, ejecutó sus objetivos en 
el componente de ordenamiento territorial a tra- 
vés de consultorías de profesionales nacionales o 
extranjeros, quienes tenían definidos los térmi- 
nos de referencia correspondientes?, 

Uno de los primeros trabajos sobre zoni- 
ficación fue la “Caracterización Ambiental del 
Departamento de Pando” terminada en 1992 y 
realizada por la Cooperación Técnica Alemana 
GTZ. Los seminarios y estudios realizados por el 
PROADE más tarde se multiplicarían?!, llegan- 
do a producir en 1993 el documento “Diagnós- 
ticos y Escenarios para un Plan Nacional de 
Ordenamiento Territorial”. 

La cooperación alemana quedó así directa- 
mente vinculada al aparato técnico-político que 
se convertiría en el centro de la definición de la 
política de ordenamiento territorial hasta nues- 
tros días. Los elementos más relevantes que la 
experiencia alemana incorporó al proceso de de- 
finición del ordenamiento territorial fueron: 


Los métodos y técnicas de zonificación. 
El análisis integrado de las variables físicas, 
sociales y económicas. 

e El análisis regional, cuyo objetivo se centra 
en la atenuación de los desequilibrios regio- 
nales, mediante la asignación de compensa- 
ciones económicas e infraestructura. 

e La distinción entre los niveles de planifica- 
ción nacional y regional. 


No obstante, la dimensión estratégica del tema 
territorial para la potenciación del conjunto de 
las políticas públicas del período de postajuste no 
fue correctamente percibida. Como producto 
de esto se consideró a la planificación territorial 
como un cuasi-sector adicional al conjunto de 
las reformas, con el fuerte sesgo ambientalista ya 
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mencionado, sin desarrollar su carácter necesa- 
riamente transversal. 


1.2.3. La Ley del Medio Ambiente 
El paso siguiente para la consolidación del orde- 
namiento territorial, fue la promulgación de la Ley 
No. 1333, Ley del Medio Ambiente el 27 de abril 
de 1992, que enuncia al ordenamiento territorial 
como un instrumento de la planificación ambien- 
tal para regular el uso de los recursos naturales. 
Esta ley generó por primera vez en el país un 
marco institucional para la gestión y planifica- 
ción ambiental (Art. 1- Art. 3- Art. 45) a la vez 
que introdujo los conceptos de desarrollo soste- 
nible y ordenamiento territorial en la considera- 
ción de la acción estatal. 


La Ley del Medio de Ambiente, se convirtió . 


por lo tanto en el primer instrumento que 
institucionaliza la temática del ordenamiento te- 
rritorial, dotando esta tarea de una unidad guber- 
namental específica, la Secretaría Nacional de 
Medio Ambiente (SNMA), y las Secretarías de 
Desarrollo Medio Ambiental (SDMA) en los de- 
partamentos. l 

No obstante, el ordenamiento territorial en 
La ley de Medio Ambiente fue formulado más en 
términos enunciativos que en términos de accio- 
nes de planificación y decisión sobre los usos y 
ocupación del territorio. Las actividades para de- 
finir la planificación socioeconómica y la ocupa- 
ción del territorio se presentan aisladas del 
ordenamiento territorial, haciendo de esta Ley un 
mero instrumento de vocación específica para la 
protección del medio ambiente. 


1.3. Estado del proceso de ordenamiento 
territorial 


1.3.1. Nivel nacional 
Los trabajos en este nivel incluyen la elaboración 
de un conjunto de documentos donde destacan el 
“Marco General para el Ordenamiento Territorial” 
(MARGOT) y la “Guía Metodológica para la Ela- 
boración de Planes de Ordenamiento Territorial”. 

El MARGOT” incorpora esencialmente dos 
ámbitos de trabajo: la ocupación y el uso actual 
del territorio con sus respectivas propuestas, so- 
bre la base de la identificación de zonas 
socioeconómicamente homogéneas y potenciali- 
dades del suelo. 

De esta manera, el MARGOT identifica las 


áreas potenciales para el uso de los recursos reno- 
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vables y no renovables (aspecto íntimamente li- 
gado a los procesos de zonificación) a la vez que 
señala los conflictos entre la potencialidad de uso 
con los derechos de otorgación de los mismos. En 
el área social se menciona la dinámica migracional 
y el acceso a los servicios sociales (educación y 
salud) y los servicios básicos (energía eléctrica, 
agua y alcantarillado). El aspecto económico hace 
referencia a la estructura productiva; la estructu- 
ra de los asentamientos humanos junto a la red 
de transportes y comunicaciones son estudiados 
en un capítulo aparte. 

Finalmente, el documento realiza una formu- 
lación prescriptiva de la ocupación del territorio 
y el uso de los recursos naturales sin que los con- 
ceptos básicos del ordenamiento territorial, como 
práctica científica, encuentren resonancia. 

La “Guía Metodológica”?* es un instrumento 
orientador de carácter técnico para la formula- 
ción de los planes de ordenamiento territorial 
departamentales y municipales. Este documento 
contiene tres capítulos: 1) el marco conceptual, 
jurídico y metodológico, 2) las bases para realizar 
los diagnósticos territoriales y 3) las pautas y pro- 
cedimientos para la formulación de los planes de 
uso del suelo y de ordenamiento territorial. 

En lo que respecta a la malla político-admi- 
nistrativa, se espera la pronta conclusión de la 
evaluación del trabajo del proyecto correspon- 
diente, contándose actualmente con un docu- 
mento preliminar denominado “División 
Política Administrativa de la República de Bo- 
livia”%, que menciona las unidades político-ad- 
ministrativas departamentales, de secciones de 
provincia y cantonales, que tienen anteceden- 
tes legales hasta el 30 de abril de 1994. La con- 
clusión de este trabajo será importante para el 
país, ya que por primera vez se tendrá la de- 
finición exacta de los límites de las unidades 
político-administrativas mencionadas en la 
Constitución de la República, hecho que no sus- 
citó interés antes de la implementación de la 
Ley de Participación Popular. 


1.3.2. Nivel departamental 
Las acciones de ordenamiento territorial a nivel 
departamental están a cargo de las unidades 
operativas de los proyectos de zonificación y de 
los equipos prefecturales de cada departamento. 
Esta situación da lugar a una gran heteroge- 
neidad de situaciones según departamentos. En 
este contexto, los más avanzados son los departa- 


mentos de Santa Cruz y Pando, que desarrollaron 
con anterioridad sus procesos de zonificación y 
que culminaron en la aprobación de los PLUS 
mediante Decretos Supremos gestionados por la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial”. Por 
su parte, el departamento de Potosí y provincias 
de Chuquisaca y Tarija son objeto de estudios pre- 
liminares de zonificación en el marco del proyec- 
to ZONISIG. El resto de los departamentos 
avanzan a ritmos variables en la elaboración de 
sus PLUS. Es de notar que hasta hoy ningún de- 
partamento ha terminado su Plan Departamen- 
tal de Ordenamiento Territorial (PDOT). 

El departamento de Cochabamba está relacio- 
nado con el Proyecto BID-A mazonia y cuenta con 
un equipo prefectural a cargo del Plan Departa- 
mental de Ordenamiento Territorial (PDOT) que 
es la contraparte de este proyecto. La parte norte 
del departamento es el área de trabajo de la con- 
sultora EUROCONSULT-GALINDO y la parte 
sur es un área de trabajo específico del equipo 
prefectural. En este contexto, a pesar de varios 
obstáculos institucionales, la situación del depar- 
tamento de Cochabamba puede considerarse 
como relativamente favorable”. 


1.3.3. Nivel municipal 

Los trabajos a nivel municipal se encuentran en 
gestación. Existe un Plan de Ordenamiento Te- 
rritorial parcial en los municipios de Santa Rosa 
y San Carlos en Santa Cruz, elaborados en base 
al PLUS Santa Cruz, además de estudios prelimi- 
nares sobre los municipios de Monteagudo y 


Huacareta (Chuquisaca) realizados bajo supervi- 
sión de ZONISIG. 

El trabajo en el resto de los municipios no tie- 
ne vinculación con el proceso desarrollado a ni- 
vel nacional. Sin embargo en nuestros estudios 
de caso se evidenciaron iniciativas ligadas a la 
realización de un PLUS y al manejo de la expan- 
sión urbana desarrolladas por consultorías y pro- 
yectos de cooperación. 

Un punto sumamente importante en la mate- 
ria consiste en el hecho que la Subsecretaría de 
Ordenamiento Territorial se desinteresó comple- 
tamente del nivel municipal, dejando a la Secre- 
taría Nacional de Participación Popular y más 
exactamente a la Dirección de Organización Te- 
rritorial Administrativa, formular políticas de 
distritación municipal de manera autónoma. El 
resultado fue una desarticulación de los esfuerzos 
de ordenamiento territorial, según se realizaban 
en ámbitos supra o inframunicipales. Este con- 
texto permite comprender mejor las realidades que 
serán expuestas en el Cuadro 1. 

Si bien, los tres municipios cuentan con pro- 
puestas de planes de uso del suelo, Sacaba sólo 
dispone de un plan parcial que ha sido definido 
sin una base tecnológica e informativa adecuada. 
Estos trabajos además se encuentran desvincula- 
dos de los gobiernos municipales y cuentan con 
una base muy débil en cuanto a su concertación. 
Las propuestas generadas en estos municipios fue- 
ron realizadas de manera aislada de las instancias 
nacionales y departamentales encargadas del or- 
denamiento territorial. 


Cuadro 1 
Acciones de ordenamiento territorial a nivel municipal 





Areas Sacaba Villa Tunari Mizque 
Suelos área urbana. e Plan de Desarrollo + Plan Regulador (en e Plan Director (en pro- 
Municipal. proceso de elabora- ceso de elaboración). 
e Plan Director (en pro- ción). 
ceso de elaboración). 
Suelos área rural. e Plan de Desarrollo œ Plan del Trópico. e Plan de Desarrollo 
Municipal. + Area forestal en es- Municipal. 
tudio. 
Expansión urbana y Plan de Desarrollo No trabajados. No trabajados. 


jerarquización de centros 
poblados. 


Municipal. 





Fuente: Entrevistas a Autoridades Municipales 1997 
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Los planes de expansión de las áreas 
urbanizables en estos municipios son incipientes 
con excepción del municipio de Sacaba. La je- 
rarquización de centros poblados y otros elemen- 
tos de la ocupación del territorio son inexistentes. 

El adelanto de Sacaba en cuanto a acciones 
de ordenamiento territorial se explica por el con- 
flicto que ha experimentado este municipio en- 
tre el crecimiento urbano y la ausencia de 
planificación. El fenómeno ha tendido a ampliar 
la zona de la conurbación, con una gran pérdida 
de suelos aptos para otros usos, generando ade- 
más tensiones agudas en materia de servicios. 

La ocupación del territorio municipal ha 
tendido por lo tanto a concentrarse en el eje 
Cochabamba-Chapare y las acciones de la mayo- 
ría de los planes que este municipio ha emprendi- 
do se concentran justamente en esta zona de 
tensión. Las actividades productivas no son orien- 
tadas más que al nivel de las inversiones públicas 
a través de planes presupuestarios. 

Las autoridades de los tres municipios perci- 
ben como principales problemas territoriales: el 
conflicto limítrofe, el crecimiento urbano y la 
necesidad de una adecuada distritación (ver 
Cuadro 2). 

La preocupación por un adecuado control del 
uso de los suelos tanto urbanos como rurales ha 
motivado a los municipios a llevar adelante la 
formulación de los planes directores o planes re- 
guladores. Las demandas por organizar el territo- 
rio en su aspecto político-administrativo engloban 
tanto los problemas limítrofes como la organiza- 
ción administrativa mediante la distritación mu- 
nicipal. Pero, como lo hemos mencionado 


anteriormente, para enfrentar estos temas, los 
municipios tenían que dirigirse a instituciones 
nacionales diferentes según que se trate de lími- 
tes intermunicipales (SSOT-COMLIT), o 
distritación intramunicipal (SNPP). 

Los límites intermunicipales han cobrado un 
gran interés con la implementación de la Ley de 
Participación Popular, que refuerza la acción de 
los municipios y promueve la participación de la 
sociedad civil, mediante la dotación de compe- 
tencias y recursos económicos. 

La Ley de Participación Popular actúa sobre 
unidades poblacionales que por primera vez son 
definidas territorialmente. En este contexto los 
límites se han convertido en un foco de conflic- 
tos; tanto Sacaba como Villa Tunari y en menor 
grado Mizque, enfrentan serios conflictos con los 
municipios circundantes, buscando cada uno abar- 
car más territorio, más población, y por ende, más 
recursos (ver Cuadro 3). 

Estos conflictos hubieran tenido que ser re- 
sueltos en su aspecto técnico por la Unidad 
Operativa de Cochabamba del Proyecto de Deli- 
mitación de Secciones de Provincia, cuya acción 
debió ser en última instancia la que defina los lí- 
mites. Sin embargo se evidenciaron algunas dis- 
crepancias en el trabajo de esta unidad, y pese a 
existir ya una propuesta técnica, prevalece un alto 
margen de disconformidad y desconfianza por 
parte de los gobiernos municipales involucrados. 


a) Los trabajos de distritación 

Los distritos municipales fueron creados median- 
te la Ley 1551 de Participación Popular. Los li- 
neamientos para realizar la distritación engloban 


Cuadro 2 
Principales problemas territoriales del nivel municipal 


Sacaba 


Villa Tunari 


Mizque 





e Límites. è Límites territoriales. » Limites (ya resueltos). 


e Deficiencias económicas para 


poner barreras al crecimiento mica sólida. 
urbano. 

e Asentamientos clandestinos. 

e Ausencia de una buena e  Distritación. 


distritación municipal. 


+ Ausencia de una base econó- 


e Ausencia de un Plan Director. 


e  Distritación (nueva propuesta). 





Fuente: Entrevistas a Autoridades Municipales 1997 
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Cuadro 3 
Problemas limítrofes del nivel municipal 


Sacaba Villa Tunari Mizque 


e Con la ciudad de Cochabam- e Con Colomi. 
ba en Pacata. 


e Con Aiquile en Tipa Tipa. 


e Con Colomi en la parte norte. e Con el departamento del Beni. 


Fuente: Entrevistas a Autoridades Municipales 1997 


el análisis de la población, los límites político- 
administrativos, la estructura de los servicios bá- 
sicos (salud y educación) y los aspectos físicos del 
territorio, según el documento realizado por la 
Secretaría Nacional de Participación Popular”. 

La creación de estos distritos se enmarca en 
la lógica territorial de la participación popular 
que intenta movilizar a la sociedad civil desde 
las OTBs que constituyen comunidades organi- 
zadas dentro de límites territoriales específicos 
(LPP, Art. 4). Los distritos o cantones? permiten 
agrupar a las OTBs para designar a los represen- 
tantes al Comité de Vigilancia, que constituye el 
órgano de control social sobre el Gobierno Mu- 
nicipal (LPP, Art. 10). 

Los objetivos de los distritos municipales son: 
la creación de subunidades territoriales del mu- 
nicipio que permitan desconcentrar funciones a 
una administración distrital (Subalcalde), (LPP 
Art. 17 y D.S. 23858 título V Art. 26) ordenar el 
territorio para la prestación de servicios, permitir 
la evaluación de la eficiencia de la gestión muni- 
cipal, e instaurar la representatividad de los dele- 
gados distritales o cantonales en el Comité de 
Vigilancia. 

En este marco, la participación popular esta- 
blece un ordenamiento del territorio mediante la 
ampliación de la jurisdicción del Gobierno Mu- 
nicipal a la Sección de Provincia (LPP Art. 12), 
la creación de Distritos Municipales y la terri- 
torialización de las unidades mínimas en las 
OTBs. Recordemos una vez más, que los procedi- 
mientos técnicos para llevar a cabo estas tareas 
nunca han sido coordinados y dependen de orga- 
nismos nacionales diferentes. 

Esta situación generalizable a nivel nacional 
ha motivado la creación de una comisión 
evaluadora del material de la ex COMLTIT, cuyas 
labores se iniciaron en julio de 1998, con el pro- 
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pósito de llegar a la brevedad posible a redactar 
los anteproyectos de ley de delimitación de uni- 
dades político-administrativas para su considera- 
ción en el H. Congreso Nacional. 

Mas fundamentalmente y al margen de la so- 
breposición de autoridades que resulta de la yux- 
taposición del Corregidor (autoridad cantonal 
según la CPE), del Subalcalde (autoridad distrital) 
y del Agente Cantonal (elegido directamente por 
la población), conviene mencionar un punto has- 
ta ahora insuficientemente desarrollado en los 
análisis de los aspectos territoriales de la Partici- 
pación Popular?”, que tiene que ver con la necesi- 
dad de llegar a mediano plazo —mediante la 
correspondiente reforma de la CPE- al reempla- 
zo de los cantones por los distritos municipales 
como unidades básicas de la malla político-admi- 
nistrativa”. En efecto, para disponer de un marco 
territorial flexible y fácilmente adaptable a los 
cambios demográficos y socioeconómicos que 
experimenta el país en su conjunto, la rigidez de 
los cantones, que requieren leyes para ser creados 
o fusionados, se constituye en un obstáculo difí- 
cilmente superable. En contraste, los distritos 
municipales, basados en ordenanzas fácilmente 
modificables, gozan de todas las ventajas para ser 
reales elementos de la modernización territorial 
del país. La condición, sin embargo, del éxito 
de esta reforma, será la articulación de las orien- 
taciones, normas e instituciones encargadas 
tanto del ordenamiento territorial a nivel su- 
pramunicipal, como de la distritación a nivel 
inframunicipal. 

Hasta ahora, este proceso, que tiene que ver 
directamente con la distribución del poder y los 
recursos, ha tenido características conflictivas tan- 
to en la delimitación de las secciones de provin- 
cia como en la creación de distritos, como lo 
veremos a continuación a partir de los estudios 
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de caso realizados en el departamento de 


Cochabamba. 


b) El proceso de distritación en los estudios de 
caso 
Pese a que los tres municipios estudiados (Saca- 
ba, Mizque y Villa Tunari) cuentan con propues- 
tas de distritación que constan en los archivos de 
la Unidad de Distritación de la Prefectura del 
Departamento, los problemas en la materia aún 
persisten y los distritos no terminan de definirse. 
El problema generado por las propuestas de 
distritación en Villa Tunari y Sacaba proviene 
básicamente del hecho que fueron realizadas con 
un alto grado de desvinculación con la realidad 
socioterritorial de las poblaciones. Estas propues- 


tas fueron elaboradas por las mismas consultoras . 


que realizaron los planes de desarrollo municipal, 
y pese a que cuentan con ordenanzas municipa- 
les, no han sido concertadas con la población, por 
lo cual los gobiernos municipales no reconocen 
su validez. 

El trabajo de la Unidad de Distritación del 
departamento de Cochabamba fue iniciado en 
agosto de 1995, aunque el proceso de distritación 
de Mizque empezó antes según el informe de esta 
unidad y enfrentando serios problemas de desor- 
ganización. 

La experiencia de esta Unidad reveló también 
una ausencia de información territorializada so- 
bre la infraestructura de servicios, grandes difi- 
cultades con la información del INE en cuanto a 
población, e imprecisiones en la definición de lí- 
mites provinciales y seccionales. 

El criterio de la continuidad de las OTBs para 
la conformación de los distritos municipales fue 
tomado en cuenta en la mayoría de los casos sólo 
nominalmente; al respecto, muchas OTBs no pre- 
sentaron límites oficialmente establecidos que per- 
mitan constituir unidades territoriales manejables”. 


i) Sacaba 
El municipio de Sacaba no cuenta hasta la fecha 
con una distritación definitiva de su territorio. 
Una primera propuesta está contenida en su Plan 
de Desarrollo Municipal (PDM) con el nombre 
de “Plan de Ordenamiento Territorial”, sin em- 
bargo esta distritación no se ha implementado. 
Durante mucho tiempo el Concejo Munici- 
pal de Sacaba contempló una distritación dife- 
rente, que no hacía referencia a límites específicos, 
en razón de que esta subdivisión del municipio 
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suscitaba fuertes resistencias por parte de varios 
sectores de la población. 

Por razones institucionales internas a la Uni- 
dad de Distritación de la Prefectura del Departa- 
mento, el caso de Sacaba sólo fue contemplado 
a fines de la gestión del gobierno de Sánchez 
de Lozada. Las pocas reuniones llevadas a cabo 
en este periodo determinaron mantener la 
distritación propuesta en el PDM, con la varian- 
te de dividir el distrito de Ucuchi con la comuni- 
dad de Melga en su interior. Por tanto, esta 
propuesta debe considerarse sólo de manera 
referencial. 

La estructura de la distritación de este muni- 
cipio reproduce la heterogeneidad de la ocupa- 
ción del territorio, con concentración de distritos 
en la zona de la conurbación y distritos muy ex- 
tensos en el área rural que tiene población redu- 
cida y dispersa. 


ii) Mizque 
Los trabajos de distritación de este municipio se 
encuentran concluidos y fueron realizados direc- 
tamente por la Unidad de Distritación de la Pre- 
fectura del Departamento de Cochabamba (ver 
Cuadro 4). 

En el caso de Mizque se hace la propuesta de 
distritos mayores, término nuevo creado por esta 
unidad para establecer una nueva jerarquía de 
unidades territoriales a ser eventualmente trans- 
formadas en secciones de provincia. 


iii) Villa Funari 

El municipio de Villa Tunari cuenta con un tra- 
bajo de distritación contenido en su PDM, rea- 
lizado por la empresa consultora PROSELVA. El 
municipio ha implementado esta distritación, 
debido a que existe funcionalidad de las unida- 
des creadas. Sin embargo este resultado no es de- 
finitivo ya que los problemas limítrofes con 
Colomi han producido la eliminación del distri- 
to 11 (Tablas Monte), por no ser considerado 
como jurisdicción municipal de Villa Tunari (ver 
Cuadro 5). 

Otro elemento del proceso de distritación de 
este municipio, fue la petición de la comunidad 
indígena de los Yuracarés, grupo indígena de más 
de dos mil habitantes que mantiene sus formas 
de organización social y económica de confor- 
mar un distrito. De esta forma se les asignó el 
distrito 11, estando su jurisdicción en proceso 
de ajuste y definición. 


Cuadro 4 
Distritos, población y OTBs del municipio de Mizque 


Distrito 


Distrito Mayor A 
Tin Tin 
San Vicente 


Distrito Mayor B 
Salvia 

Rakay Pampa 
Laguna Grande 
Molinero 


Primera Sección Mizque 
Mizque 

El Kuri 

Tipa Tipa 

Aguada 


Población OTBs 

4.657 16 

- 8 

4.224 10 

- 11 

- 10 

- 12 
14.400 87 
1.215 - 
1.365 - 


Fuentes: Propuesta de Distritación del Municipio de Mizque Go- 
bierno Municipal de Mizque 


Cuadro 5 
Distritos, población y OTBs del municipio de Villa Tunari 


Distrito Población 
Villa Tunari 3.007 
Chipiriri 5.793 
Villa 14 de Septiembre 6.169 
San Francisco 4.711 
Eterazama 5.972 
Isinuta 6.365 
Samuzabethi 6.878 
Isiboro Sécure 6.971 
Paractito 4.228 
Espíritu Santo 2,187 
Yuracarés 2.000 


Organizaciones Sociales 


OTBs 

32 sindicatos, 4 centrales FETCTC 
30 sindicatos, 2 centrales FETCTC 
33 sindicatos, 4 centrales FETCTC 
27 sindicatos, 3 centrales FETCTC 
25 sindicatos, 2 centrales FETCTC 
33 sindicatos, 5 centrales FETCTC 
35 sindicatos, 13 centrales FETCTC 
29 sindicatos, 3 centrales FEYCH 
31 sindicatos, 3 centrales FEYCH 
Distrito Indígena 


FETCTC: Federación Especial Trabajadores Campesinos del Trópico de Cochabamba 


FEYCH: Federación de Yungas del Chapare 


Fuente: Elaborado en base a la Propuesta para la distritación del municipio de Villa Tunari, 
Gobierno Municipal de Villa Tunari/ PROSELVA. : 


El principal problema en los municipios es la 
ausencia de información básica para llevar ade- 
lante la distritación y el énfasis puesto en un 
voluntarismo de carácter a veces estrictamente 
electoral, que implica anteponer la distritación 
de servicios a los resultados de un proceso de pla- 
nificación racionalmente implementado. 


1.4. Perfil administrativo y problemas de 
gestión 

Otro aspecto del análisis de la política de ordena- 
miento territorial es el referido a las variaciones 
en los estilos de gestión y en la estructuración del 
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cuadro administrativo, elementos que juegan un 
papel central en la definición e implementación 
de esta política. 


1.4.1. Los cuadros administrativos 
La caracterización del personal involucrado en el 
ordenamiento territorial es difícil de realizar, de- 
bido al hecho de que el tema figuró como un com- 
ponente de trabajo que involucró ocasionalmente 
un sinnúmero de autoridades. 

Sin embargo, una caracterización aproxima- 
tiva de los consultores de la Subsecretaría de Or- 
denamiento Territorial (SSOT), nos muestra una 
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preponderancia de arquitectos, economistas y 
agrónomos, es decir, de profesionales no especia- 
lizados en el área de ordenamiento territorial. El 
plantel administrativo abocado directamente a 
tareas de ordenamiento territorial no superó las 
cinco personas. 

En la siguiente gestión de gobierno, el perso- 
nal se incrementó progresivamente llegando a un 
promedio de 20 funcionarios y/o consultores con 
predominancia en las carreras de arquitectura, 
economía y agronomía. Á esto se suman los equi- 
pos de trabajo departamentales cuyo promedio es 
de 3 profesionales con un perfil parecido. Esto nos 
muestra por lo tanto una evolución cuantitativa 
y no cualitativa del personal, que acompaña al 
proceso de institucionalización del ordenamien- 
to territorial. 

La adecuación del personal a las tareas a reali- 
zarse fue en esta etapa un problema crucial. A la 
dificultad de contratar profesionales idóneos, su- 
mamente escasos en el país, se añade una prácti- 
ca clientelista partidaria. 

Desde principios de la gestión de gobierno se 
hizo evidente esta práctica con los cambios del 
Secretario Nacional de Planificación y del Mi- 
nistro del área. En la mayoría de los casos, estos 
cambios de personal directivo (Ministro, Secre- 
tario, Subsecretario) consistieron en desplaza- 
mientos hacia otras unidades gubernamentales. 
En el caso de los cargos de carácter más técnico, 
los cambios fueron aún más frecuentes y también 
significaron en la mayoría de los casos desplaza- 
miento hacia otras unidades internas de la Sub- 
secretaría. 

Otros hechos que contribuyeron a esta falta 
de continuidad fueron la metodología de capta- 
ción del personal y la desvinculación con los con- 
sultores del PROADE que asesoraron el trabajo 
de la Subsecretaría en un principio. La política 
de ordenamiento territorial durante este periodo 
denota por lo tanto, un proceso de indefinición 
institucional e inestabilidad funcionaria. 


1.4.2. Análisis de gestión 

El análisis de gestión está referido a las activida- 
des de planificación y desempeño que la adminis- 
tración pública realiza en busca de obtener las 
metas que ella misma o la ley le impone. Nuestro 
estudio comprende el análisis de dos gestiones de 
gobierno 1989-1993 y 1993-1997, aunque la pri- 
mera gestión es analizada sólo referencialmente 
debido a que el proceso de ordenamiento territo- 


LÓGICAS TERRITORIALES Y POLÍTICAS PÚBLICAS 


rial se inicia en su fase final y por limitantes es- 
tructurales que impidieron la actualización de in- 
formación”. 


a) Gestión 1989-1993 

Durante la gestión de gobierno del Acuerdo Pa- 
triótico, 1989-1993, la política de ordenamiento 
territorial estuvo expresada en el desempeño de 
las unidades de la Secretaría Nacional de Medio 
Ambiente (SNMA) y la Dirección de Política 
Regional (DPR), dependientes, del Ministerio de 
Planeamiento y Coordinación. 

La SNMA creada por la Ley del Medio Am- 
biente enfrentaba una fuerte dispersión de 
competencias entre las cuales se encontraba el 
ordenamiento territorial. Ello le impidió dina- 
mizar su trabajo 

En contraposición, la Dirección de Planifica- 
ción Regional (DPR) era una unidad cuya estruc- 
tura tenía un mayor espacio para el desarrollo de 
tareas de ordenamiento territorial. Sin embargo, 
ninguno de los objetivos planteados en este pe- 
riodo se cumplieron, tal cual se muestra en el 
Cuadro 6. 

El primer objetivo fue empezar el trabajo de 
ordenamiento territorial con un grupo estratégi- 
co de sectores que, mediante un sistema de comi- 
siones lograra configurar esta política. Esta 
propuesta de marco institucional fue generada 
por la DPR y no logró ser implementada por los 
limitantes tanto temporales como técnicos de 
este periodo. 

Dentro de esta enfoque de la política, no se 
preveía la interacción con las prefecturas ni con 
la sociedad civil, constituyéndose así el orde- 
namiento territorial en una política técnico- 
normativa, cuyo objetivo final era la zonificación 
física y social. El énfasis fuertemente prescrip- 
tivo que se dio a la política ambiental en gene- 
ral, repercutió también en esta concepción 
simplificada de la política de ordenamiento 
territorial. 

En cuanto al objetivo de la zonificación, el 
gobierno no desarrolló ninguna actividad, esto 
debido a los limitantes económicos y técnicos del 
Estado. Los trabajos de zonificación (no ligados 
al aparato estatal) en Santa Cruz y Pando revela- 
ban los altos costos de la zonificación. Frente a 
este problema se buscó el apoyo de la coopera- 
ción internacional para efectuar estos trabajos, 
siendo uno de los resultados la firma del conve- 
nio del proyecto BID-Amazonia. 


Cuadro 6 
Objetivos de la política de Ordenamiento Territorial 


Actividades 


desarrolladas en el 


Ejecutor Observaciones 


periodo (1991-1993) 


+ Promover el establecimiento del or- e Primer Seminario de Or- DPR/GTZ- Objetivo no cum- 


denamiento territorial en coordina- 
ción con las entidades públicas 
sectoriales y departamentales 
(LMA, Art. 7, inciso 7). 


e Creación de la Comisión Nacional + Propuesta del Marco DPR. 
Institucional. 


para el Ordenamiento Territorial 
(LMA, Art. 139). 


e La zonificación ecológica, econó- 
mica, social y cultural (LMA, Art. 5 
inc. 8); la determinación de la ca- 
pacidad de uso de los ecosiste- 
mas, la localización de asenta- 
mientos humanos y las necesida- 
des de conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales 
(LMA, Art. 12 inc. b). 


e  Armonizar el uso del espacio físi- 
co y los objetivos del desarrollo 
sostenible (LMA, Art. 44). 


e Reglamentación y control del uso, 
manejo y conservación de los sue- - 
los (LMA, Art. 45). 


denamiento Territorial. PROADE. plido. 


Marco institucio- 
nal sin aproba- 
ción. 


Sin acciones. 


Visita informativa sobre or- GTZ. 
denamiento territorial por 
parte de autoridades secto- 
riales y departamentales a 


Alemania. 


Fuente: Elaboración propia basándose en la Ley del Medio Ambiente. 


Parecen haber existido dos vectores emotivos 
en el trabajo de estos equipos, uno positivo, ge- 
nerado por la dinámica que tiene una nueva ins- 
titución de la administración pública, que contaba 
además con un tema novedoso; y un segundo 
vector, negativo, que fue la cercanía del fin de 
gestión, produciendo ritmos de trabajo des- 
cendentes. 

El valor de este primer esfuerzo guber- 
namental puede apreciarse por el hecho de que 
el ordenamiento territorial por primera vez 
comenzaba a ser difundido y discutido entre las 
principales entidades públicas y la coopera- 
ción internacional. Los principales actores 
involucrados fueron el Ministerio de Pla- 
neamiento y Coordinación, la Secretaría 
Nacional del Medio Ambiente, la GTZ, el 
Ministerio de Asuntos Urbanos, el Ministerio 
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de Asuntos Campesinos y Agropecuarios, el 


IGM, el INE, y el PLUS de Santa Cruz. 


b) Gestión 1993-1997 
El cambio de gestión de gobierno permitió dar 
una mayor jerarquía a la temática del ordenamien- 
to territorial. Los factores que propiciaron este 
ascenso fueron la necesidad de asegurar el segui- 
miento de los proyectos de la cooperación inter- 
nacional —en especial al PROADE/GTZ- y la 
percepción de la planificación territorial como 
condición necesaria para el desarrollo sostenible. 
Durante la gestión de Gonzalo Sánchez de 
Lozada, 1993-1997, las actividades relativas al 
medio ambiente se institucionalizan más con la 
adopción del concepto del “desarrollo sostenible” 
como paradigma generalizado, al cual el ordena- 
miento territorial debió también articularse. 


55 


56 


El período de transición entre la Secretaría 
Nacional de Medio Ambiente y la Dirección de 
Política Regional seguida por la creación de la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial, se 
caracterizó por una notable falta de continuidad 
de los trabajos emprendidos, un cambio continuo 
en el personal administrativo y la casi inexisten- 
te experiencia de los nuevos funcionarios. 

Las primeras actividades de la Subsecretaría 
de Ordenamiento Territorial se abocaron a la con- 
ceptualización de la temática de organización te- 
rritorial, proceso en el cual el PROADE continuó 
desarrollando un papel central, en la medida en 
que este organismo a través de su componente 
ordenamiento territorial, ya contaba con una se- 
rie de documentos que configuraban lineamientos 


para un Plan Nacional de Ordenamiento Terri- . 


torial. 

Con esta orientación, la Subsecretaría se en- 
caminó prematuramente a la consolidación de un 
Plan Nacional de Ordenamiento Territorial sin 
tomar en cuenta los problemas de información y 
concertación que merece una tarea de esa magni- 
tud en cuanto a organización del uso y ocupación 
del territorio. 

La Dirección de Cuencas y Análisis Territo- 
rial encargada del ordenamiento territorial em- 
pezó su trabajo reuniendo información sectorial 
y regional para luego desarrollar dos procesos de 
coordinación y concertación, el primero secto- 
rial y el segundo regional. Para dichas actividades 
se recurrió a seminarios y talleres con las autori- 
dades involucradas en la cuestión hasta lograr la 
primera versión del Plan Nacional de Ordena- 
miento Territorial publicado en octubre de 1994. 
Luego, en abril de 1995, saldría una segunda ver- 
sión corregida. 

A la última versión del Plan Nacional de Or- 
denamiento Territorial se le objetó el estatus de 
Plan Nacional, junto a otras varias observaciones, 
llegando al compromiso de generar sólo el Marco 
General para el Ordenamiento Territorial 
(MARGOT) y la Guía Metodológica para la Ela- 
boración de Planes de Ordenamiento Territorial, 
documentos publicados en versión final en mayo 
de 1997. 

Los objetivos de trabajo y actividades desarro- 
lladas en esta gestión gubernamental por la Sub- 
secretaría de Ordenamiento Territorial se 
muestran en el Cuadro 7. 

El anterior balance nos permite observar en la 
SSOT un marco institucional aún insuficiente 
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para implementar el ordenamiento territorial en 
sus niveles departamentales y donde los procesos 
de zonificación llevan retrasos que impiden la 
conclusión de los PLUS. 

El proceso en general denota no sólo deficien- 
cias técnicas, sino también lentitud en la formu- 
lación de los instrumentos de cada área. El ritmo 
de trabajo se caracterizó por ser muy irregular y 
por carecer de evaluación del trabajo. A todo esto 
se suma una deficiente gestión de los proyectos 
internacionales de zonificación. 

Los proyectos de la Cooperación Inter- 
nacional sin embargo, parecen ser los que 
muestran mejores, pero no óptimos, ritmos de 
avance, debido a que su funcionamiento está 
determinado por el marco temporal y económico 
impuesto por sus convenios. Los desfases 
que sufrieron fueron ocasionados en gran medida 
por su vinculación al aparato político, en el 
que los retrasos de los desembolsos económicos 
y la licitación de equipos afectaron a la 
continuidad del trabajo. 

Junto a estos factores, se encuentra sin duda 
la poca agilidad de las consultoras cuyos constan- 
tes requerimientos y conflictos internos ocasio- 
naron la intervención del aparato gubernamental 
en la solución de los mismos, representando esto 
más pérdidas de tiempo. Por tanto el lento proce- 
so de zonificación se explica esencialmente por 
una deficiente vinculación de los proyectos con 
el aparato estatal, junto a la dinámica —a veces 
errática— de las consultoras. 


c) Factores y limitantes del trabajo de la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial 

El bajo rendimiento institucional de la Subsecre- 
taría parece deberse a un conjunto integrado de 
factores que actuaron tanto sobre sus orientacio- 
nes generales como sobre las condiciones concre- 
tas de su desempeño. 

Un factor ya mencionado fueron los cambios 
constantes de personal, que desaceleraron el tra- 
bajo y no permitieron la continuidad de una lí- 
nea de acción. 

Entre otras causas puede mencionarse la defi- 
ciente ingeniería institucional del Poder Ejecu- 
tivo, que evidencia una situación imprecisa de la 
planificación territorial en relación a los otros 
procesos de planificación estatal”. 

La estructura institucional también se 
caracterizó por el reposicionamiento del apoyo 
sobre ordenamiento territorial de la GTZ que, 


Cuadro 7 


Objetivos de la Subsecretaría de Ordenamiento Territorial 


e Promover el establecimiento del orde- 
namiento territorial en coordinación 
con las entidades públicas sectoria- 
les y departamentales (LMA, Art. 7, 
inc. 7; D.S. 23660 Art. 104 inc. b). 





e La zonificación ecológica, económica, 
social y cultural (LMA, Art. 5, inc. 8); la 
determinación de la capacidad de uso 


Actividad Ejecutor Observaciones 
Complementación del mar- ssoT- Marco institu- 
co institucional. PROADE. cional aún insuti- 


ciente. 
Talleres de trabajo intersec- 
toriales y regionales. 


Gestión de proyectos SSOT. 
para los PLUS de Oruro, 
Potosí, Tarija, Sucre y 


Procesos de zoni- 
ficación retrasa- 
dos. Avance del 


de los ecosistemas, la localización de Cochabamba. 
asentamientos humanos y las necesi- 

dades de conservación del medio am- 

biente y los recursos naturales (LMA, 

Art. 12 inc. b; LPP, Art. 14; LDA, Art. 5; 

Reglamento LMA Art. 15; LF, Arts. 1 y 

5; Ley INRA, Arts. 9 y 45). 


* Ley de Unidades de División Políti- 
ca Administrativa (Ley de UPAs). 


e Armonizar el uso del espacio físico y MARGOT. 
los objetivos del desarrollo sostenible. 
Reglamentación y control del uso, ma- 
nejo y conservación de los suelos. 


Propuesta de la división po- COMLIT. 
lítico-administrativa. 


35%. 


No terminada. 


SSOT. Deficiente. 





e Estudio y formulación del sistema de Guía metodológica. 


ordenamiento territorial tanto a nivel 
nacional como departamental. 5 


ə Promoción de la investigación y apli- 
cación de tecnologías adecuadas 
dentro del marco de desarrollo sos- 
tenible. 


SSOT-Direc- Deficiente. 
ción de Or- 

denamiento 

Territorial. 


SSOT-Direc- Sin resultados. 
ción de Vali- 
dación de 
Tecnologías. 





Fuente: Elaboración propia. 


con el repliegue del PROADE se canalizó me- 
diante otra de sus unidades que ya trabajaba en 
vinculación con la Subsecretaría de Estrategias, 
lo que implicó un tema de conflicto entre las 
dos subsecretarías. 

Otro aspecto del diseño institucional y 
organizativo que ocasionó serios conflictos fue 
la falta de claridad de la interrelación entre los 
planes de desarrollo socioeconómico enco- 
mendados a la Subsecretaría de Estrategias, y 
los planes de ordenamiento territorial enco- 
mendados a la Subsecretaría de Ordenamiento 
Territorial. 

Esta desvinculación de ambos procesos se 
acentuó, al término que la Subsecretaría de Es- 
trategias decidió no incorporar los lineamientos 
contenidos en la propuesta del “Plan Nacional 
de Ordenamiento Territorial”, arguyendo su de- 
ficiencia y señalando en otros casos que los pla- 
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nes de ordenamiento territorial avanzaban a rit- 
mos demasiado lentos como para vincularlos a 
los planes departamentales de desarrollo 
socioeconómico. 

Por otro lado la Subsecretaría de Ordenamien- 
to Territorial argúía que llevaba adelante un pro- 
ceso de planificación de largo plazo, el cual no 
debía adecuarse a las políticas de corto plazo ge- 
neradas por la otra unidad, a la vez que confron- 
taba los productos de la Subsecretaría de 
Estrategias con los datos empíricos que generaba 
sobre el territorio, con el propósito de identificar 
falencias. 

El problema se intentó resolver en varias opor- 
tunidades mediante “Actas de Entendimientos” 
entre las Subsecretarías de Estrategias y Ordena- 
miento Territorial, sin embargo la solución a es- 
tas disfunciones no se dio durante toda la gestión 
de gobierno*!, 
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1.5. Articulación de la política de ordenamiento 
territorial 

La articulación de la política de ordenamiento 
territorial presenta dos aspectos, uno horizontal, 
que se refiere a la concepción transectorial de esta 
política; y otro vertical relacionado con la coor- 
dinación entre las líneas formales de mando de la 
estructura del Ejecutivo. 

Este análisis, dentro la perspectiva organi- 
zacional, representa lo que Max Weber identi- 
fica como las dos fuerzas que actúan en contra- 
posición al interior de cualquier organización 
formal: la división del trabajo y la centralización 
de la autoridad. La necesidad de racionalidad 
dentro de las organizaciones lleva a mantener un 
equilibrio entre estas dos fuerzas. 

La división del trabajo actúa fragmentando a 
las organizaciones, a la medida de la especializa- 
ción de las tareas. En nuestro caso de estudio esta 
fuerza se manifiesta en la fuerte especialización 
en la estructura del Poder Ejecutivo sobre las ac- 
tividades de planificación, tanto en las áreas de 
política social y económica como en políticas de 
medio ambiente, recursos naturales y ocupación 
del territorio. 

En este contexto, el ordenamiento territorial 
presenta imperativos inversos a los procesos de 
especialización en las organizaciones gubernamen- 
tales, por tener como referente objetivo al terri- 
torio, que atraviesa transversalmente a los demás 
sectores. Por tanto el ordenamiento territorial 
como proceso de planificación debe relacionarse 
estrechamente con otros procesos de planificación 
estratégica (medioambiental, económica y social). 

El componente de la centralización de la au- 
toridad, o vector de coordinación, se enfrenta no 
sólo con los problemas de politización de los car- 
gos públicos, sino también con un deficiente di- 
seño de la estructura del Ejecutivo en cuanto a 
los objetivos del ordenamiento territorial. 


1.5.1. La articulación horizontal 

La articulación horizontal está definida por los 
dos roles asignados al ordenamiento territorial, el 
primero es la definición de usos del suelo basada 
en las potencialidades físicas y sociales de los te- 
rritorios, y el segundo que consiste en la defini- 
ción de la ocupación del territorio en base a las 
características socioeconómicas de la población. 
A estos dos conceptos conviene añadir la temáti- 
ca de la malla político-administrativa que, asu- 
mida parcialmente por el COMLIT, estuvo de 
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hecho desligada del quehacer cotidiano de la 
SSOT hasta 1997. 

La articulación horizontal también tiene que 
ver con la integración de los procesos de planifi- 
cación antes mencionados, y que consiste en la 
interacción entre la planificación territorial y la 
planificación estratégica representada por el 
PGDES. Es así que una política de ordenamiento 
territorial debería implicar una visión clara de 
todos los sectores incluidos en las siguientes áreas: 
malla político-administrativa, recursos naturales, 
medio ambiente y políticas sociales y económi- 
cas. Esto, para realizar un proceso de organización 
que efectivice y haga operativas las tareas secto- 
riales desde su dimensión territorial. 

Sin embargo, una fuerte especialización y di- 
visión del trabajo se manifestó en el diseño de la 
estructura del Poder Ejecutivo, a través de una 
fuerte dispersión de tareas relativas al medio am- 
biente, los recursos naturales y las políticas de 
población. Así, por ejemplo, en el área de los 
Recursos Naturales, existen competencias en un 
conjunto amplio de instancias del Poder Ejecuti- 
vo donde sobresalen la Secretaría Nacional de 
Recursos Naturales y Gestión Ambiental, la Di- 
rección Nacional de Conservación de la 
Biodiversidad y la Secretaría Nacional de Agri- 
cultura y Ganadería. Estas instancias admi- 
nistrativas establecen políticas concretas sobre el 
manejo y uso de los recursos naturales; sin embar- 
go no mantienen relación directa entre ellas y la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial, quien 
es, en última instancia, la encargada de generar 
un diagnóstico integrado sobre el tema. 

En cuanto al área de la ocupación del territo- 
rio, existen de manera similar, competencias aná- 
logas en lo que respecta a la creación, delimitacón 
y/o supresión de Unidades Político-Administra- 
tivas (UPAs), entre la Subsecretaría de Ordena- 
miento Territorial, (SSOT) la Secretaría Nacional 
de Participación Popular (SNPP) y el COMLIT, 
y en lo que respecta a políticas de asentamientos 
humanos, entre la SSOT, la Secretaría Nacional 
de Asuntos Urbanos, y de forma no tangible pero 
determinante, la Secretaría Nacional de Trans- 
porte, Comunicación y Aeronáutica. 

Según el diagrama de articulación de los pro- 
cesos de planificación (Figura 2), podemos apre- 
ciar que, en la estructura administrativa se generó 
una fuerte fricción entre la planificación estraté- 
gica y la planificación territorial cuya permanen- 
cia tuvo un alto costo en la gestión de gobierno 


Figura 2 
Articulación de los procesos de planificación en la estructura del Poder Ejecutivo 
(gestión de gobierno 1993-1997) 
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— qe 


Desvinculación 


Determinación 


en términos de tiempo y programación. Por su 
parte, la relación entre la planificación territorial 
y ambiental patentó no sólo desarticulación, sino 
también duplicidad de funciones. 

Es posible sostener la hipótesis de que la defi- 
ciente organización del Poder Ejecutivo en cuan- 
to a la integración de la planificación territorial a 
los otros procesos de planificación y las fricciones 
con la planificación estratégica, se deban en gran 
medida a la insuficiente comprensión del papel 
del ordenamiento territorial como instrumento 
de desarrollo sostenible. 


1.5.2. La articulación vertical 

La articulación vertical se refiere a la vinculación 
y coordinación entre las unidades gubernamen- 
tales superiores e inferiores de la estructura jerár- 
quica definida por la ley. 
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Necesidad de vinculación 


Nuestro análisis establece tres grupos de la 
administración pública definidos por los niveles 
territoriales de la división política administra- 
tiva del país: el gobierno nacional o central, el 
ejecutivo a nivel departamental y la administra- 
ción municipal. 

La articulación vertical interna en el gobier- 
no nacional se encuentra claramente definida por 
la Ley de Ministerios. Al respecto, la relación 
entre la Subsecretaría de Ordenamiento Territo- 
rial, la Secretaría Nacional de Planificación, y el 
Ministerio de Desarrollo Sostenible y Medio 
Ambiente, permaneció estable durante todo el 
periodo considerado. 

El tipo de vinculación entre la SSOT y otras 
unidades gubernamentales del gobierno central 
se resumió a la participación en eventos naciona- 
les e internacionales y a uno u otro requerimien- 


59 


60 


to esporádico de informes de trabajo”. Las carac- 
terísticas de esta vinculación no reflejan una co- 
ordinación programática al interior del MDSMA. 

Varios departamentos cuentan con unidades 
operativas de tres a cinco personas que están en- 
cargadas de generar los Planes Departamentales 
de Ordenamiento Territorial (PDOT), general- 
mente en coordinación con las consultoras de los 
proyectos internacionales. A nivel municipal no 
se cuenta, hasta la fecha, con ninguna unidad 
permanente para este propósito, sólo existen 
consultorías y proyectos de corta duración. 

La articulación entre el nivel nacional repre- 
sentado por la Subsecretaría de Ordenamiento 
Territorial y los departamentos fue débil, esto en 
parte porque no existió un mecanismo de vincu- 
lación directa entre estas unidades. Así por ejem- 
plo, la unidad técnica operativa del PDOT en 
Cochabamba respondió, como proyecto, a la es- 
tructura interna de la Prefectura del Departamen- 
to, y sus relaciones con la SSOT fueron episódicas 
y poco cordiales. 

Una cuestión que intervino en la falta de 
articulación entre estos dos niveles fue el retraso 
en la constitución del marco conceptual e 
institucional de la política, pues mientras no se 
contaba con estos instrumentos no se podían es- 
tablecer niveles claros de coordinación. 

La articulación entre el nivel departamental 
y el nivel municipal fue casi inexistente, ya que 
no hay una unidad específica en la estructura or- 
gánica del Gobierno Municipal que elabore un 
PLUS o un PMOT. 

Los trabajos de zonificación y ordenamiento 
del territorio en los municipios fueron realiza- 
dos por consultoras e instituciones no guberna- 
mentales. La Subsecretaría por su parte, ofreció 
servicios de capacitación para la elaboración de 
los PMOT a través de un plan que no llegó a 
concretarse. Esto en gran medida porque la du- 
plicación de esfuerzos y la descoordinación con 
los trabajos de distritación realizados por las ins- 
tancias de Participación Popular crearon una si- 
tuación de confusión en el ámbito municipal que 
aún perdura. 

Tomando en cuenta los antecedentes antes 
descritos se procedió a la evaluación de cuatro 
variables fundamentales de la articulación verti- 
cal entre los grupos de trabajo de los tres niveles 
territoriales: 


e La concepción del ordenamiento territorial 
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e El conocimiento de una unidad gubernamen- 
tal sobre las tareas y funciones de las otras. 

e El conocimiento de los planes e instrumentos 
La utilización de planes e instrumentos 


La confrontación de estas variables en los tres 
niveles permite ver que el concepto de ordena- 
miento territorial en el nivel nacional se centra 
en actividades de elaboración de planes de uso y 
ocupación del territorio dejando a un lado el tra- 
bajo intersectorial. En el nivel departamental 
evidenciamos un mayor desarrollo del concepto 
de ordenamiento territorial, debido a la adecua- 
da composición del equipo profesional del Plan 
Departamental de Ordenamiento Territorial en 
Cochabamba. En el nivel municipal, dentro de 
la percepción de las autoridades encargadas de 
la planificación, el ordenamiento territorial re- 
presenta un conjunto heterogéneo de elemen- 
tos difícilmente articulables para generar una 
acción coherente. Estas percepciones nos per- 
miten visualizar la necesidad de integración de 
las tareas relativas al ordenamiento territorial 
entre las diferentes unidades involucradas, y el 
asesoramiento técnico-operativo a las autorida- 
des municipales. 

El conocimiento de unidades que trabajan so- 
bre ordenamiento territorial en los tres niveles 
reveló que los equipos de trabajo de los niveles 
nacional y municipal se desconocen entre sí y los 
equipos de los niveles departamental y municipal 
tienen un conocimiento parcial de sus respecti- 
vos roles y funciones. 

Por último, en cuanto al conocimiento de los 
planes e instrumentos generados, o en estado de 
elaboración, en cada nivel, las encuestas revela- 
ron que los equipos del nivel nacional y departa- 
mental conocen parcialmente sus instrumentos, 
es decir, no existe un conocimiento en profundi- 
dad de lo que cada unidad realiza respectivamen- 
te. En el nivel municipal el conocimiento de los 
planes e instrumentos, es en general, nulo. 


1.6. Conclusiones 
El análisis de la política de ordenamiento territo- 
rial demuestra, en síntesis, una desarticulación 
entre su diseño y su implementación. Esta desar- 
ticulación es conceptual, programática e 
institucional. 

Conceptual, ya que las metas que se prescri- 
ben para el ordenamiento territorial no pueden 
ser alcanzadas por las condiciones materiales y 


humanas de los equipos de la administración pú- 
blica encargadas de esta tarea*. También es un 
problema conceptual el que no haya unanimidad 
en la comprensión del ordenamiento territorial 
entre las unidades gubernamentales de los dife- 
rentes niveles territoriales. 

La desarticulación es programática ya que los 
procesos de implementación se van anteponien- 
do a los procesos de organización y definición de 
la política’. Por ejemplo, respecto a la metodo- 
logía que siguió la construcción de la política por 
parte de la Subsecretaría de Ordenamiento Terri- 
torial, notamos que su primera actividad fue la 
búsqueda del consenso político y social*. 

El resto del proceso se caracterizó por una pro- 
longada gestación de instrumentos para la gene- 
ración de planes subnacionales (Guía Meto- 
dológica), y la definición de los lineamientos 
de la política de Ordenamiento Territorial 
(MARGOT) que se anticiparon a la conclusión 
del diagnóstico básico. En síntesis, el curso que 
siguió la construcción de la política de ordena- 
miento territorial no muestra un encadenamien- 
to lógico de las actividades. ; 

La desarticulación fue también institucional, ya 
que no existió una adecuada articulación hori- 
zontal (sectorial) ni vertical (complementariedad 
entre niveles nacional, departamental y munici- 
pal) de las unidades gubernamentales involucradas 
en la política de ordenamiento territorial. 

La política de ordenamiento territorial en 
Bolivia se encuentra aún en proceso de defini- 
ción y constitución, ya que en ninguno de los ni- 
veles territoriales (nacional, departamental y 
municipal) existen aún planes de ordenamiento 
territorial. 

La zonificación como una de las actividades 
básicas para el ordenamiento territorial ha teni- 
do un gran desarrollo en varios departamentos 
del país mediante el apoyo internacional. Sin 
embargo, este proceso, que empezó hace siete 
años con el PLUS-Santa Cruz, denota ser un 
proceso lento, costoso, y en algunos casos de 
manejo poco transparente por parte de la admi- 
nistración pública y del sector privado involu- 
crado en estas acciones. 

El análisis del proceso de constitución de la 
política de ordenamiento territorial en Bolivia, 
revela no sólo un conjunto de problemas 
institucionales en las etapas de definición e 
implementación de la política, sino también nos 
señala la serie de problemas territoriales que el 
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país viene arrastrando desde comienzos de la Re- 
pública, a los cuales el Estado está llamado a dar 
una solución pronta e integral mediante la 
implementación de una política adecuada de or- 
denamiento territorial. 

Sin proceder aquí a un análisis detallado de la 
evolución del proceso de ordenamiento territo- 
rial desde agosto de 1997, algunos elementos bá- 
sicos de la situación actual merecen ser men- 
cionados. 

A nivel nacional, en conformidad con la Ley 
de Organización del Poder Ejecutivo del 16 de 
septiembre de 1997 la SSOT se transforma en 
Dirección General de Ordenamiento Territorial, 
(DGOT) con las mismas funciones que su prede- 
cesora, pero en un contexto político sensiblemen- 
te más difícil. En efecto, dadas las características 
de la coalición gobernante y los acuerdos de re- 
partición de cuotas de poder, la diversidad parti- 
daria dentro de un mismo ministerio (aquí el 
Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planifica- 
ción), constituyen factores que no permiten una 
adecuada coordinación entre las instancias. 

Así, la DGOT, cuyo titular pertenece a las fi- 
las de ADN se encuentra dependiendo del 
Viceministro de Planificación y Ordenamiento 
Territorial (ASD-MIR) y todo el conjunto bajo 
la autoridad del Ministro de área que representa 
a la NFR en el gobierno. 

Esta situación explica en parte algunas difi- 
cultades encontradas por la DGOT en sus ten- 
tativas de dotarse de personal calificado 
mediante procedimientos alejados del tradicio- 
nal prebendalismo. A pesar de esta limitante y 
de otras circunstancias adversas, la DGOT ac- 
túa desde agosto de 1997 en tres direcciones com- 
plementarias. 


e El monitoreo y seguimiento de los proyectos 
de ordenamiento territorial, principalmente el 
Proyecto BID-Amazonia que concluyó sus ta- 
reas en diciembre de 1998, ZONISIG que rea- 
liza trabajos en Chuquisaca, La Paz, Potosí y 
Tarija. A estos esfuerzos se añaden las gestio- 
nes para obtener recursos en vista de financiar 
el diagnóstico integrado del territorio bolivia- 
no que constituye una apremiante necesidad. 

e La elaboración de un marco normativo e 
institucional sólido para el ordenamiento te- 
rritorial, lo que se traduce como una estrecha 
cooperación con el Poder Legislativo en la 
elaboración de la Ley de Unidades Político- 
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Administrativas (actualmente concluida y 
en revisión en el H. Senado Nacional) y la 
Ley Marco de Ordenamiento Territorial (ac- 
tual mente en preparación). 

e El saneamiento y la regularización de las uni- 
dades político-administrativas, mediante una 
comisión evaluadora de los materiales del ex- 
COMLIT (cuyo trabajo concluyó en octubre 
de 1997), con el propósito de redactar los co- 
rrespondientes anteproyectos de Ley en el 
transcurso del año 1999. 


A nivel departamental se reforzaron las relacio- 
nes entre la DGOT y prefecturas a pesar de haber 
sido víctimas de dos Decretos Supremos de reor- 
ganización que por el momento generan más con- 
fusión e ineficiencia que efectos benéficos”. Aquí, 
como en el conjunto de la administración públi- 
ca, los efectos del prebendalismo se han hecho 
sentir con particular fuerza, conduciendo en va- 
rios casos al reemplazo del personal inadecuado 
de la anterior gestión por funcionarios igualmen- 
te incompetentes. Una de las excepciones es 
la Unidad de Ordenamiento Territorial de Co- 
chabamba que se ha beneficiado de la continui- 
dad necesaria para seguir siendo una de las mejores 
reparticiones a nivel nacional en el área. 

A nivel municipal se prevé la multiplicación 
de planes piloto en el periodo 1998-2000 con el 
propósito de consolidar la experiencia adquirida 
en otros niveles y relacionar estrechamente 
los trabajos de la DGOT con las iniciativas en 
materia de distritación llevadas a cabo por el Vi- 
ceministerio de Participación Popular y Fortale- 
cimiento Municipal. 

En síntesis, después de más de un año de cam- 
bio de administración, se nota un esfuerzo de rec- 
tificación de las deficiencias de la gestión anterior, 
(por ejemplo la reformulación del MARGOT y 
la Guía Metodológica), y de continuidad con los 
logros ya alcanzados hasta 1997, en un contexto 
de persistente subestimación de parte del gobier- 
no de la importancia crucial del ordenamiento 
territorial. 


2. La política de salud 

En el marco de los objetivos generales de la in- 
vestigación procederemos a continuación al es- 
tudio de la política pública de salud a partir del 
análisis específico de una política sectorial como 
es el Seguro Nacional de Maternidad y Niñez, 
debido a que las políticas públicas pueden ser con- 
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cebidas como espacios de generación de 
indicadores de acción gubernamental que “per- 
miten dirigir una mirada sobre los métodos e ins- 
trumentos del Estado, sobre los cambios que se 
producen y sus concepciones”*!. De esta manera 
se pretende ejemplificar el desempeño particular 
de una política pública haciendo énfasis en la di- 
mensión territorial de su análisis. 

Por ello, el presente subcapítulo comprende un 
análisis del desarrollo de la política social en Boli- 
via desde 1989 hasta 1997, estableciendo el marco 
histórico en el cual surge la política de salud como 
parte de las políticas sociales de gestión guberna- 
mental. Asimismo, se presenta la descripción his- 
tórica del proceso de transformaciones del sector 
salud y un balance de los logros e hitos alcanzados. 

En este contexto se propone un análisis del 
Sistema Público de Salud Descentralizado y 
Participativo, poniendo énfasis en la articulación 
administrativa y territorial del Nuevo Sistema de 
Salud, señalando las diferencias que existen en- 
tre el antiguo modelo de distritación y el actual 
sistema de organización territorial en subregiones. 

El trabajo se focaliza en el análisis de una 
política pública sectorial específica: el “Seguro 
Nacional de Maternidad y Niñez”, utilizado 
con objeto de reflejar el curso que sigue una 
política pública, desde su diseño, hasta su 
impacto sobre la población beneficiada, 
caracterizando un funcionamiento político- 
institucional que permita convergir en una 
especie de diagnóstico del estado de salubridad 
en el departamento de Cochabamba a partir del 
impacto de la política de salud en tres municipios 
que fueron definidos como área muestral: 
Mizque, Sacaba y Villa Tunari. 

Este tipo de abordaje metodológico permitirá 
entender la forma cómo, en los distintos niveles 
de articulación, se realiza el diseño, la formulación 
e implementación de las políticas públicas al inte- 
rior de la nueva lógica estatal y administrativa, es- 
tablecida por las leyes promulgadas durante el 
actual gobierno, donde destacan las leyes de Mi- 
nisterios, Participación Popular y Descentraliza- 
ción Administrativa; que entre otras, sientan las 
bases de un nuevo funcionamiento institucional. 


2.1. La política social en Bolivia 
2.1.1. La Estrategia Social Boliviana (1989-1993) 


La gestión de gobierno del Lic. Jaime Paz Zamora 
comprendida entre 1989 y 1993 se caracterizó por 


ser una continuación del proceso de reestructu- 
ración estatal emprendido durante el gobierno de 
Víctor Paz Estenssoro, que puso en marcha la 
Nueva Política Económica, en 1985, en la cual se 
implementaron dos Decretos Supremos funda- 
mentales: el D.S. 21060 o de Estabilización de la 
Economía y el D.S. 21660 llamado también de 
Reactivación de la Economía. Estos supusieron 
un costo social muy elevado, expresado en despi- 
dos masivos, el incremento del desempleo y la 
informalidad, altos índices de pobreza, etc. Por lo 
que, Paz Zamora tuvo que poner mayor énfasis en 
las políticas sociales, pues la gobernabilidad del 
país lo exigía. 

Dentro este marco, en 1990 se lanza el D.S. 
22407, denominado “Política de Acción para 
Consolidar la Estabilidad y Promover el Creci- 
miento Económico, el Empleo, el Desarrollo So- 
cial y la Modernización del Estado”, que fue 
creado, entre otras cosas, con el propósito de me- 
jorar los indicadores de salud y de educación. Parte 
de las medidas, que fueron abordadas por este de- 
creto, tienen que ver con el mejoramiento de la 
capacidad de generar recursos financieros, inten- 
tando promover la expansión de la inversión ex- 
tranjera, además de la privatización de las 
empresas públicas; sin embargo, se evidenció un 
cambio en el rumbo de las políticas referidas al 
campo social, pues, dentro del mismo, se crea el 
Fondo de Inversión Social (FIS) sobre la base de 
la experiencia institucional del Fondo Social de 
Emergencia (FSE)*. 

El FIS fue creado con el fin de mejorar los 
indicadores de salud y de educación, asignando 
recursos para la implementación de proyectos y 
programas en infraestructura y servicios en las 
áreas de atención primaria, saneamiento básico, 
educación, cultura y otros de interés social. 

La creación de este fondo constituye un nue- 
vo tipo de instrumento de gestión pública de- 
pendiente en un inicio del Consejo Nacional de 
Política Social (CONAPSO), que tenía como 
propósito la distribución eficiente del gasto pú- 
blico hacia los sectores sociales necesitados. Toda 
la política de este organismo se resumió en la 
definición de la Estrategia Social Boliviana 
(ESB), presentada en septiembre de 1991, una 
vez que, en agosto de ese mismo año, el Presi- 
dente de la República, Jaime Paz Zamora, en su 
mensaje al Congreso Nacional, destacó que en 
los siguientes años de su gobierno se priorizaría 
la política social. 
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La ESB criticó el enfoque asistencial del go- 
bierno anterior (1985-1989) y planteó la inver- 
sión en capital humano para así permitir que los 
sectores marginados participen y contribuyan al 
proceso de crecimiento y desarrollo. El diseño de 
la ESB se apoyó en tres componentes básicos: 


e Uso más intensivo del trabajo, el más abun- 
dante y valioso de los recursos que posee la 
economía. 

e Mayor eficacia en el suministro de servicios 
sociales básicos a los grupos objetivo, a través 
de una recomposición del gasto público. 

e Asistencia a los grupos más vulnerables. 


Dentro la ESB se consideran como grupos 
“marginados” y “olvidados” a los sectores carac- 
terizados por elevados índices de mortalidad, des- 
nutrición, analfabetismo y el poco acceso a los 
servicios básicos. 

Son tres los sectores de atención: 


e La población vinculada a la agricultura tradi- 
cional. 

e La población urbana vinculada al sector in- 
formal que realiza actividades por cuenta pro- 
pia y/o en unidades microempresariales. 

e Los denominados grupos vulnerables, de ca- 
rácter temporal y permanentes, que según el 
(CONAPSO, 1991:33) son: los niños aban- 
donados, los ancianos y las mujeres en condi- 
ciones especialmente difíciles encargadas de 
mantener sus familias. 


En sí, la ESB incorporó en la agenda social 
tres elementos fundamentales, que son: “el fomen- 
to del uso productivo de la mano de obra”, “la 
inversión en salud y educación” y “atender las 
necesidades más apremiantes de los grupos socia- 
les vulnerables” (CONAPSO, 1991: 34). 

La ESB como propuesta de gobierno fue pre- 
sentada en noviembre de 1991 al Grupo Consul- 
tivo para Bolivia en París, donde se reiteró la 
prioridad del Gobierno hacia el sector social, re- 
cibiendo el apoyo de la comunidad internacio- 
nal. En este mismo mes, el Gobierno lanzó el D.S. 
22964 que contiene los lineamientos básicos de 
la lucha contra la pobreza. En enero de 1992 el 
monto asignado al sector social fue incrementado 
en casi un 300% (CONAPSO, 1991: 45). 

Finalmente, si bien esta gestión de gobierno 
priorizó su atención en la política social, no llegó 
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a cumplir del todo las metas propuestas; esto se- 
gún los índices de 1993* que demuestran los ni- 
veles críticos de mortalidad materna-infantil y los 
altos niveles de pobreza, aún persistentes. 


2.1.2. El Programa de Acciones Estratégicas 
para el Desarrollo Humano (1993-1997) 

A partir de 1993, con la administración de Gon- 
zalo Sánchez de Lozada, el Gobierno busca inte- 
grar, tanto el diseño, como la implementación 
de políticas públicas en el marco de la Participa- 
ción Popular, la Descentralización Adminis- 
trativa y el concepto de Desarrollo Humano, 
concibiendo al ámbito social como un pilar in- 
tegrante y complementario del desarrollo soste- 
nible. En este contexto, la política social es vista 
como un instrumento del Desarrollo Humano, 
que busca el crecimiento integral de la persona 
mejorando su capacidad creativa, productiva y 
participativa. 

Las leyes de Participación Popular y Descen- 
tralización Administrativa dan origen a una nueva 
organización institucional, estableciendo res- 
ponsabilidades y atribuciones en los niveles 
nacional, departamental y municipal“; consti- 
tuyendo el lineamiento operativo de la polí- 
tica social. 

Los contenidos y áreas de intervención de la 
política social fueron incluidos en el Programa de 
Acciones Estratégicas para el Desarrollo Huma- 
no (PAE-DH), presentado en noviembre de 1996. 
El programa se basa en los principios de: 
integralidad e intersectorialidad de las acciones; 
priorización de los grupos vulnerables, selectivi- 
dad y optimización de la inversión, eficiencia y 
gestión compartida. La organización y funciona- 
miento del PAE-DH se sustenta en el principio 
de implementación descentralizada, consideran- 


do tres niveles de aplicación: nacional, departa- 
mental y municipal (Cuadro 8). 

Este programa contempla diez áreas priorita- 
rias de intervención: 


Salud 

Educación 

Participación Popular 

Agua Potable y Saneamiento Básico 
Protección especial a la niñez 

Superación de la discriminación de género 
Pueblos Indígenas e Interculturalidad 
Servicios sociales y comunitarios 

Deporte 

Cultura. 


En el área de salud establece objetivos nacio- 
nales en cuatro áreas de intervención, salud in- 
fantil, salud de la mujer, nutrición y la creación 
del Fondo Compensatorio Local en cada munici- 
pio, orientado a sustentar la política sectorial: 
Seguro Nacional de Maternidad y Niñez, promul- 
gada como componente del Plan Vida. 

El PAE-DH nacional, recupera los objetivos 
planteados en el programa gubernamental de sa- 
lud, llamado Plan Nacional para la Reducción 
Acelerada de la Mortalidad Materna, Perinatal y 
del Niño, PLAN VIDA, presentado en 1994, el 
cual contempla la conformación de una comisión 
encargada de velar por la maternidad segura de 
las mujeres, enfrentando el elevado índice de 
mortalidad materno-infantil que el país aún no 
pudo superar pese a las múltiples acciones de an- 
teriores gestiones gubernamentales. El Plan Vida 
también logra dar paso a la formulación de una 
política sectorial específica que ayude al cumpli- 
miento de sus objetivos: el Seguro Nacional de 
Maternidad y Niñez, que una vez promulgado 


Cuadro 8 
Niveles de aplicación y responsabilidades asignadas por el PAE-DH 


Nivel Nacional 


Nivel Departamental 


Nivel Municipal 


Responsable del diseño y la Responsable de canalizar las ofer- Responsable de promover la par- 
priorización de áreas de interven- tas programáticas del PAE-DH, ticipación ciudadana, identificar 
ción para la provisión de servicios atender las demandas de los Go- necesidades y definir prioridades 
e infraestructura, la definición de biernos Municipales y administrar de acción. 

metas y de la oferta programática los recursos de cofinanciamiento 

del gobierno. de los programas nacionales. 


Nota: El PAE-DH considera al departamento y al municipio como las unidades básicas de operación y ejecución. 
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como Decreto Supremo se constituye en la prin- 
cipal política social nacional de obligatoria 
implementación en todo el país. 

Si bien existe un PAE-DH nacional, que deli- 
mita las acciones de la política social, cada ins- 
tancia departamental tiene la capacidad y la 
obligación de elaborar su propio PAE-DH, según 
sus necesidades, sin descuidar las metas naciona- 
les. El PAE-DH de Cochabamba se elaboró en 
mayo de 1997, de acuerdo a cuatro principios, 
que son: 


La integralidad e intersectorialidad de acciones. 
La priorización de los grupos vulnerables. 

e La generación de eficiencia técnico-adminis- 
trativa. 

e La concepción de una gestión compartida y 
participativa entre los niveles: nacional, de- 
partamental y municipal. 


Las áreas de intervención social del pro- 
grama, son tres: Salud, Educación y Desarrollo 
Infantil; con programas y líneas de acción especí- 
ficas. De esta forma los actores y los mecanismos 
de gestión son: 


e A nivel nacional, las Secretarías Nacionales 
de Desarrollo Humano. 

e A nivel departamental la Secretaría Departa- 
mental de Desarrollo Humano. 

e Como mecanismos de gestión se encuentran 
los Fondos encargados de la captación de re- 
Cursos. 


e A nivel municipal los Gobiernos Municipales. 


Las atribuciones y funciones de cada una de 
estas instancias de la política social a nivel depar- 
tamental, se muestra en el Cuadro 9. 

El actor más importante para la ejecución del 
PAE-DH departamental es el Gobierno Munici- 
pal, pues es en este nivel donde se verán los resul- 
tados en su menor desagregación así como su 
consistencia con las políticas departamentales y 
nacionales. 

La responsabilidad de la evaluación y el segui- 
miento a nivel municipal, está a cargo de un Co- 
mité de Análisis de Información (CAI), 
compuesto por representantes del Concejo Mu- 
nicipal, el Comité de Vigilancia y los Directorios 
Locales de Salud (DILOS) y Educación (DILEs). 
El funcionamiento de esta instancia aún no ha 
entrado en vigencia en todos los municipios aun- 
que sí ha funcionado a nivel salud, en especial en 
el municipio de Mizque, donde se ha conformado 
un CAI semestral para la evaluación y el segui- 
miento del sector salud. Al CAI asisten el Direc- 
torio de la Subregión y el personal encargado de 
la atención de la red de servicios; pero no se pudo 
hasta el momento integrar a los representantes 
de la comunidad. 


2.2. Las transformaciones del sector salud 

El sector salud en Bolivia, como parte del área 
social, se caracterizó según la gestión gubernamen- 
tal de turno. Es así, que, según la importancia asig- 
nada por los gobiernos a los problemas de salud y 


Cuadro 9 
Atribuciones y funciones de instancias de política social a nivel departamental 


Secretarías Nacionales de Desarrollo Humano 


Elaboran el PAE-DH nacional. 

e  Definen metas anuales. 
Canalizan recursos de cofinanciamiento a través 
de los Fondos y los dirige a las Prefecturas y Gob. 
Municipales. 


Secretarías Departamentales de Desarrollo Humano 


Fondos 


e Captan recursos para la inversión en los PAEs-DH 
Departamentales orientando la inversión al desa- 
rrollo social; ellos son: el FIS, FNDR y el FONVIS. 

e Los municipios con programas de Desarrollo Al- 
ternativo captarán ayuda de FONADAL y de 
FONAMA. 


Gobiernos Municipales 





e Elabora el PAE-DH departamental de acuerdo a 
las necesidades particulares y a la oferta 
programática nacional. 

Definen metas anuales. 
Canalizan recursos de cofinanciamiento a los Go- 
biernos Municipales. 

e  Administran recursos de cofinanciamiento. 


Identifican necesidades sociales. 

e  Elaboran su PAO, asignando recursos al área so- 
cial. 

e  Gestionan recursos de cofinanciamiento a través 
de los fondos y programas regionales. 

e Realizan el seguimiento y evaluación de las 
metas. 
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según el modelo usado en la elaboración e 
implementación de estas políticas, el sector salud 
fue transformando paulatinamente su estructura 
funcional y su lógica administrativa. 

A partir de 1986, se inicia un proyecto de 
Desarrollo de los Servicios de Salud con énfasis 
en la Atención Primaria, donde se propone, por 
primera vez servicios de salud descentralizados; 
pero, es recién en el mes de marzo de 1988 cuan- 
do el Poder Ejecutivo envió al Congreso Nacio- 
nal el Proyecto de Ley que planteaba la 
descentralización de los servicios de salud y edu- 
cación; los cuales quedarían a cargo de los mu- 
nicipios. Sin embargo, por sus imprecisiones y 
falta de sustento jurídico esta propuesta no fue 
aprobada. 


En abril de 1989 se presenta la Estrategia de + 


Desarrollo Económico y Social, en la que se pro- 
pone la descentralización del Poder Ejecutivo 
como un elemento fundamental para lograr una 
mayor participación social; en particular, la des- 
centralización de los servicios públicos de salud, 
para poder subsanar las deficiencias administrati- 
vas de este sector. d 

De esta forma se puede decir que hasta 1989, 
la política de salud aún no era considerada como 
una política de gobierno indispensable de ser des- 
centralizada o por lo menos desconcentrada, para 
así poder alcanzar alguna eficiencia. Más bien, era 
vista como un conjunto de programas aislados que 
sobrevivían, ya sea con el FSE o, la mayoría de las 
veces, con cooperación internacional, donde el 
Gobierno no intervenía en el diseño ni en la eva- 
luación de la misma. 

Durante la gestión de Jaime Paz Zamora (1989- 
1993), este panorama cambió, debido a una serie 
de acciones encaminadas a establecer un Sistema 
Nacional de Salud Integrado y Descentralizado 
desarrollado a partir de tres líneas estratégicas: 


e La atención al binomio madre-niño, como 
prioridad. 

e El fortalecimiento institucional y la descon- 
centración de sus servicios, a través del desa- 
rrollo de los Distritos de Salud. 

e La gestión social, para promover la participa- 
ción popular y la coordinación inter- 
institucional.* 


Una vez definidas estas líneas de la Política 
Nacional de Salud, fue necesaria la incorpora- 
ción de nuevos instrumentos de gestión; en ese 
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sentido, en 1991, con la ayuda de la OMS (Or- 
ganización Mundial de la Salud), cl Ministerio 
de Previsión Social y Salud Pública, presenta las 
“Bases de organización y desarrollo de los Dis- 
tritos de Salud”, orientadas a reforzar el sistema 
de salud. Estas acciones tenían el propósito de 
transformar los niveles locales del sistema, me- 
diante la descentralización y el desarrollo de los 
Sistemas Locales de Salud (SILOS). Este pro- 
yecto tenía como objetivo central el fortaleci- 
miento de la Red de Servicios de Salud, 
impulsando el desarrollo de los distritos, así como 
su equipamiento y fortalecimiento gerencial. 

Dentro esta lógica las Unidades Sanitarias re- 
presentaban el nivel intermedio de gestión entre 
el nivel nacional y el distrital; constituyéndose 
en las entidades reguladoras para mantener la in- 
tegridad del sistema, encargadas de dirigir y 
monitorear la implementación de los Distritos 
de Salud en su territorio. 

A nivel departamental se establecieron 
centros de salud que respondían a determina- 
dos criterios de regionalización* (ver Organi- 
grama 1) al interior de los cuales se sentó una 
red de servicios organizada en áreas de atención 
(ver Figura 3). 

Durante la gestión de gobierno de Gonzalo 
Sánchez de Lozada 1993-1997, se continuó el 
proceso de transformación y modernización del 
sector salud, producto del proceso de descentrali- 
zación política administrativa y de la promul- 
gación de la Ley de Participación Popular, 
destinadas a facilitar la participación en la toma 
de decisiones, del conjunto de la ciudadanía, ar- 
ticulando a los actores públicos y privados en un 
nuevo espacio de encuentro: el municipio. 


2.3. Características del nuevo escenario jurídico- 
institucional y territorial 
Como parte del programa social del gobierno de 
Gonzalo Sánchez de Lozada, se modificó la orga- 
nización tanto territorial como institucional del 
Sistema Nacional de Salud y se estableció un 
marco jurídico-institucional orientado a consti- 
tuir un Sistema de Salud Descentralizado y 
Participativo que se adecúe y responda a la nueva 
estructura funcional del país. 

Las leyes que estructuraron el escenario jurí- 
dico institucional del sector, fueron: 


e Ley de Ministerios del Poder Ejecutivo #1493 y 
su D.R 23660, del 17 de septiembre de 1993. 
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Figura 3 
Cochabamba: Mapa Distritos de Salud 1989-1995 
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e Ley de Participación Popular #1551 y su D.R. 
23813, del 20 de abril de 1994. 

e Ley de Descentralización Administrativa #1654 
y su D.R 24206, del 28 de julio de 1995. 

e D.S.23792 complementario a la Ley de Ministerios 

e D.S.24134 complementario a la Ley de Minis- 
terios 

e D.S.24237 del Nuevo Modelo Sanitario del 8 de 
febrero de 1996. 

e Ley # 1702 de las Modificaciones y Ampliacio- 
nes de la Ley 1551 de Participación Popular del 
17 de julio de 1996. 
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e  D.S.24447 del 20 de diciembre de 1996 Regla- 
mentación Complementaria de las leyes de 
Participación Popular y Descentralización Admi- 
nistrativa. 


La salud como parte de las políticas guberna- 
mentales, se encuentra dentro de los siguientes 
sistemas: 


e El Sistema Nacional de Planificación 


(SISPLAN) 


e El Sistema Nacional de Inversión Pública 
(SNIP) 

e El Sistema de Programación de Operaciones 
(SPO) 

e El Sistema Nacional de Información en Salud 


(SNIS) 


Este marco jurídico da los lineamientos del 
curso que debería seguir toda política de salud, 
estableciendo de esta forma un nuevo Sistema de 
Salud Descentralizado y Participativo. 

La Ley de Ministerios 1493 y su D.R. 23660 
del 17 de septiembre de 1993, establecen las 
primeras normas para el funcionamiento 
del nuevo Sistema de Salud, señalando obli- 
gaciones y funciones, tanto del Ministerio, 
como de las Secretarías y Subsecretarías del 
sector salud. 

Mediante esta ley se crea el Ministerio de 
Desarrollo Humano, el cual tiene como fin pro- 
mover y brindar el espacio apropiado para el de- 
sarrollo de los ciudadanos. En materia de salud 
este Ministerio se ocupa de la formulación, ins- 
trumentación y fiscalización de políticas y pro- 
gramas del sector; integrándolas al PAE-DH 
(Programa de Acción Estratégica en Desarrollo 
Humano), que se constituye en el instrumento 
de gestión del Ministerio. Este Ministerio consta 
de nueve Secretarías cada una con sus respecti- 
vas Subsecretarías. Una de éstas es la Secretaría 
de Salud Pública (SSP) que tiene como objetivo 
velar por el derecho a la salud de toda la pobla- 
ción, la atención integral, y la adecuación de la 
salud a la Participación Popular. Sus funciones 
consisten en la proposición de políticas de salud 
al interior del Ministerio de Desarrollo Humano; 
además de realizar la programación, organización, 
administración, ejecución y control de políticas 
aprobadas, emitir resoluciones administrativas, 
informar al Ministro de los asuntos del sector sa- 
lud; y finalmente realizar una coordinación 
intersecretarial. 

La SSP está conformada por dos Subsecre- 
tarías*: 


1. Subsecretaría de Salud, responsable de desa- 
rrollar los planes y proyectos de salud. 

2. Subsecretaría de Seguros Médicos, encargada 
de ejercer la tuición sobre los sistemas de se- 
guros médicos públicos y privados y de pro- 
mover la incorporación progresiva de la 
población a dichos sistemas”. 
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Si bien la Ley de Ministerios definió una es- 
tructura institucional a nivel nacional, las verda- 
deras responsables del cambio del sector son las 
leyes de Participación Popular y la de Descentra- 
lización Administrativa. 

La Ley 1551 de Participación Popular, confie- 
re competencias a los Gobiernos Municipales, 
derechos y deberes a la juntas vecinales, comuni- 
dades campesinas y pueblos indígenas, en el cam- 
po de la salud pública y su D.R 23813 establece 
que los recursos para la administración de la in- 
fraestructura de salud sean asignados a los Go- 
biernos Municipales, quienes deberán participar 
en las decisiones sobre su administración, uso y 
control. De esta forma se incorpora la Participa- 
ción Popular en la formulación, ejecución y fis- 
calización de las acciones de salud a nivel 
municipal. 

Junto a la Participación Popular, la Ley 1654 
de Descentralización Administrativa delega a 
las Prefecturas la responsabilidad de la adminis- 
tración, supervisión y control sobre los recursos 
humanos y partidas presupuestarias del sector sa- 
lud. Siendo así que con recursos del TON, las 
Prefecturas se encargan de los sueldos del perso- 
nal médico y administrativo de las diversas re- 
des de salud. 

Ambas leyes, tanto la de Participación Popu- 
lar, como la de Descentralización Administrati- 
va, se constituyen en el marco jurídico rector de 
lo que constituirá el Nuevo Modelo Sanitario 
(NMS), que se promulga por Decreto Supremo 
en febrero de 1996, y que establece definitivamen- 
te la estructura administrativa del sector. 

Una ley importante, es la 1702, promulgada 
el 17 de julio de 1996, que modifica a la Ley 1551 
de Participación Popular reglamentando la posi- 
bilidad para que los Gobiernos Municipales pue- 
dan utilizar los ingresos generados por servicios 
de los centros hospitalarios para requerimientos 
de personal en las áreas de administración y de 
servicios en dichos centros.* 

Por último, el D.R. 24447 del 20 de diciembre 
de 1996, sobre la reglamentación compensatoria 
de las leyes de Participación Popular y Descen- 
tralización Administrativa determina que serán 
cubiertos con recursos del TGN: 


1. El personal médico, administrativo y técnico 
especializado de los establecimientos de salud, 
responsables de ejecutar las políticas naciona- 
les; con excepción del personal responsable de 


69 


70 


la administración de las competencias referi- 
das a los Gobiernos Municipales. 

2. El cofinanciamiento de los programas nacio- 
nales, de acuerdo a prioridades epidemioló- 
gicas, definidas por la SNS en el marco de los 
convenios específicos firmados por los Gobier- 
nos Municipales. 

3. La captación de los recursos humanos del sector”. 


Este decreto además establece que con los re- 
cursos municipales se cubrirán: 


a) Suministro de medicamentos. 

b) Insumos y suministros médicos. 

c) Mantenimiento y conservación de equipos y 
vehículos. 

d) Servicios básicos de agua, energía eléctrica, 
teléfonos y limpieza. 

e) Mantenimiento de la infraestructura médica. 

f) Construcción de la infraestructura. 

g) Aportes locales de contraparte para los pro- 
gramas nacionales. 

h) Material de escritorio. 

i) Capacitación de recursos humanos. 

j) El TGN correrá con los gastos del personal 
para programas específicos. 


Los Gobiernos Municipales, además, presu- 
puestan recursos de Participación Popular, para 
infraestructura de los programas nacionales de 
epidemiología e inmunizaciones de acuerdo a la 
realidad local. 

Por otra parte, los recursos propios o de ge- 
neración local son administrados por el Gobier- 
no Municipal y utilizados tomando en cuenta 
las necesidades identificadas por los Directores 
de Salud, pudiendo eventualmente cubrir, a so- 
licitud de los DILOS, los requerimientos de 
personal en las áreas de administración y de ser- 
vicios en forma adicional a los financiados por 
el TGN. 

En el ámbito territorial, para la imple- 
mentación del NMS se reestructura la organiza- 
ción distrital en un sistema de subregiones (ver 
Figura 4); con objeto de facilitar la organización 
de redes de servicios. Estas subregiones se confor- 
maron sobre la base de criterios demográficos, 
epidemiológicos, económicos y de dotación de 
infraestructura sanitaria. Por las características 
de Cochabamba, se decidió organizar terri- 
torialmente el departamento en nueve Sub- 
regiones de Salud”. 
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En cada Subregión se estableció una Direc- 
ción Subregional, asentada en el municipio más 
apto para poder trasladarse de una sección muni- 
cipal a otra (ver Figura 5). El equipo que trabaja 
en la Dirección Subregional está conformado por 
un Director de Subregión, un (a) Lic. en Enfer- 
mería o Epidemiólogo y un encargado de estadís- 
tica, contando además con personal de apoyo, 
como choferes y otros. 

Este equipo es el responsable de la coordina- 
ción de la red al interior de la subregión, debien- 
do participar en la organización y funcionamiento 
de cada uno de los DILOS de su jurisdicción; ade- 
más de ser el responsable de la detección de pro- 
blemas epidemiológicos y de la realización del 
CAI semestral en cada municipio. La subregión 
es una extensión de la DIDES, que ayuda a seguir 
de cerca el cumplimiento de las políticas y pro- 
gramas del nivel nacional y departamental. 

De esta forma, según la distribución sub- 
regional, los DILOS se encuentran agrupados, 


según el Cuadro 10. 


2.4. Diseño organizacional: El Nuevo Modelo 
Sanitario (NMS) 

Si bien las leyes marco, como la Ley de Ministe- 
rios y principalmente las de Participación Popu- 
lar y Descentralización Administrativa, establecen 
funciones, atribuciones y delimitan instituciones 
en salud; fue necesario construir un diseño jurídi- 
co-institucional específico para el sector, que res- 
ponda a la nueva organización. 

Así, el 8 de febrero de 1996 se promulga el 
D.S. 24237 que pone en vigencia el Nuevo Mo- 
delo Sanitario, consistente en la regulación de los 
sistemas públicos y privados de salud, donde se 
vinculan la Seguridad Social, las entidades priva- 
das con o sin fines de lucro, entidades religiosas 
y la medicina tradicional. 

Este modelo tiene como objetivo adecuar el 
Sistema Nacional de Salud a las leyes de Partici- 
pación Popular y Descentralización Administra- 
tiva, logrando poner en vigencia el Sistema 
Público de Salud descentralizado y participativo 
(SPS), que establece las instancias de gestión a 
nivel nacional, departamental y municipal. 

El SPS, dentro del marco organizacional del 
NMS tiene como finalidad alcanzar niveles de 
equidad y eficiencia en la provisión de servicios, 
para que de esta manera, se universalice el acceso 
a los centros de salud superando los índices alar- 
mantes de los indicadores básicos de salud. Para 


Cuadro 10 
Departamento de Cochabamba: Subregiones de Salud y DILOS 


Subregiones 


A E A A 
DILOS , 
Cercado Aiquile Arque Anzaldo Colcapirhua  Colomi Chimoré Indepen- Tapacarí 
dencia 
Omereque Bolívar Arani Morochata Sacaba P. Villarroel 
Pasorapa Tacopaya Arbieto Quillacollo Villa Tunari 
Pocona Capinota Cliza Sipe Sipe Pojo/Tiraque 
Pojo Sicaya Punata Tiquipaya 
Totora Sacabamba Vinto 
Mizque San Benito Morochata 
Alalay Santiváñez s 
Vila Vila Tacachi 
Tarata 
Tiraque . 
Toco 
Tolata 
Villa Villarroel 
Vacas 
Villa Rivero 


Fuente: Cuadro elaborado en base a datos proporcionados por la DIDES. 


lograr esta meta el NMS establece, en coordina- 
ción con el Ministerio de Desarrollo Humano, las 
prioridades de atención a nivel nacional que re- 
girán a las políticas sectoriales: 


e Salud materno-infantil, orientada a la reduc- 
ción de la morbi-mortalidad de la mujer y el 
niño, que fue recuperada del Plan Vida. 

e Nutrición, orientada a la reducción de las de- 
ficiencias calórico-proteínicas, de yodo y 
micronutrientes. 

e Control de enfermedades transmitidas por 
vectores; con énfasis en el control de la Mala- 
ria y Chagas. 

e Control de enfermedades transmisibles cróni- 
cas; destinada a la reducción de la tuberculo- 
sis y parasitosis intestinal. 

e Prevención y control del cólera, enfermeda- 
des de transmisión sexual y SIDA. 

e Salud mental, orientada a la prevención del 
alcoholismo y drogadicción. 
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e Atención primaria con énfasis en acciones de 
promoción y prevención. 


Si bien estas prioridades involucran a todo 
el territorio nacional y se constituyen en linea- 
mientos de políticas sectoriales nacionales, 
el NMS da, al nivel local, la libertad de esta- 
blecer y formular sus prioridades según sus ne- 
cesidades particulares, tomando en cuenta la 
diversidad nacional y las diferencias entre los 
departamentos. 

El NMS establece la organización de los ser- 
vicios de salud en una red de servicios que define 
la gestión sectorial y la gestión compartida con 
la Participación Popular que comprende la orga- 
nización de los establecimientos de salud por 
niveles de atención, basados en criterios de acce- 
sibilidad, población, cobertura y capacidad reso- 
lutiva. Así, toda red departamental-municipal 
consta, por lo menos, con centros de salud de pri- 
mer y segundo nivel de atención. 
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Figura 4 
Cochabamba: Mapa Subregiones de Salud, según DILOS Municipales 












Subregión Sud este 
Subregión Sud oeste 


Los establecimientos de la red se organizan 
en tres niveles de atención”, bajo dependen- 
cia de los Gobiernos Municipales en las labores 
administrativa, de mantenimiento y dotación 
de servicios básicos, insumos y suministros 
en concordancia con la Ley de Participación 
Popular. 

Esta estructura de red establece la forma en la 
cual debe funcionar la prestación de servicios a la 
población, donde el establecimiento de primer 
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Subregión Trópico 





Subregión Andes 





nivel se constituye en el núcleo de la red; el de 
segundo nivel apoya a éste y en casos de mayor 
complejidad refiere o envía a los pacientes que 
necesitan atención más especializada a los esta- 
blecimientos del tercer nivel. 

Respecto a la definición y administración de 
las políticas, planes y programas de salud, el NMS 
establece la gestión sectorial del SPS, que consis- 
te en la gestión sectorial en tres niveles: nacio- 
nal, departamental y municipal. 


Figura 5 
Cochabamba: Mapa Red Principal de Servicios de Salud - Según subregiones 
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En resumen el NMS establece un sistema de 
gestión institucional, en el que el nivel nacional, 
compuesto por el Ministerio de Desarrollo Hu- 
mano (MDH), coordina con la Secretaría Nacio- 
nal de Salud (SNS), cuyas dependencias 
operativas son la Subsecretaría de Salud Pública 
(SSP) y la Subsecretaría de Seguros de Salud 
(SSS), encargada principalmente de la parte téc- 
nico normativa (Organigrama 2). 
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A nivel departamental, dependiente de la Pre- 
fectura y descentralizada del nivel nacional, se 
encuentra la Secretaría Departamental de Desa- 
rrollo Humano (SDDH) que es responsable de 
la parte técnico-administrativa, encargada de co- 
ordinar acciones entre la Dirección Departamen- 
tal de Salud (DIDES) y la SNS. La DIDES es la 
instancia Operativa y organizativa del sector a 
nivel del departamento; coordina y dirige a las 
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subregiones y los Directorios Locales de Salud 
(DILOS) de cada municipio (Organigramas 3 y 4). 

Los Directorios Subregionales no son 
instancias descentralizadas; son parte de las 
DIDES, constituyéndose en instrumentos de 
relacionamiento entre los municipios y las direc- 
ciones, coordinando sólo operativamente el fun- 
cionamiento de la red de salud establecida entre 
los DILOS que conforman la subregión. 

Los DILOS constituyen la instancia munici- 
pal que se ocupa estrictamente de los requerimien- 
to de salud del municipio (Organigrama 5). 


2.5. Análisis del diseño organizacional del 
Sistema Público de Salud (SPS) 

Para proceder al análisis organizacional del 
Sistema Público de Salud descentralizado y 
participativo establecido por el NMS, se partió 
de la noción de gestión pública entendida como 
la capacidad de las organizaciones estatales para 
realizar procedimientos institucionales que res- 
pondan a finalidades y objetivos específicos. En 
este sentido, la gestión pública en salud, analiza- 
da desde dos ejes, permite la comprensión del fun- 
cionamiento organizacional, la detección de 
problemas y la posterior caracterización del sec- 
tor. Estos ejes son: 


a) Análisis de congruencia, que parte de la des- 
cripción y análisis de las competencias, atri- 


buciones y objetivos de las instancias que se 
relacionan verticalmente, tomando como 
principal indicador el grado de articulación 
entre una y otra instancia. 

b) Análisis de complementariedad, destinado a 
la detección de problemas de gestión, descri- 
biendo y analizando las funciones y procedi- 
mientos de instancias que se relacionan 
horizontalmente, tomando como indicador el 
grado de coordinación interinstitucional que 
permitirá establecer el logro de los objetivos 
planteados. 


Estos dos ejes constituyen el análisis interno 
de la política de salud, que complementado con 
el análisis de la política sectorial permitirá alcan- 
zar nuestro objetivo final: la caracterización de la 


política pública de salud. 


2.5.1. Análisis de congruencia 
El NMS establece un sistema descentralizado 
y participativo de salud, organizado en tres ni- 
veles de gestión: nacional, departamental y mu- 
nicipal. Al interior de cada uno se constituye 
una instancia ejecutiva y una instancia de 
control administrativo, con objetivos específi- 
cos, competencias particulares y atribuciones 
diversas. 

Gráficamente, la estructura de articulación de 
las instancias sectoriales de gestión del SPS se 


Organigrama 2 
Estructura orgánica del Sistema de Salud Pública a nivel nacional 
(1993-1997) 
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Organigrama 3 
Estructura orgánica del Sistema de Salud Pública a nivel departamental 
(1993-1997) 
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establece de la siguiente manera, de acuerdo a lo 
prescrito en el NMS (Cuadro 11). l 

Al interior de esta estructura se tienen tres 
niveles de gestión: el político-normativo, el téc- 
nico-administrativo y por último el de gestión 
compartida con la Participación Popular. A nivel 
nacional la instancia político-normativa es la 
Secretaría Nacional de Salud, dependiente, del 
Ministerio de Desarrollo Humano, cuyas funcio- 
nes consisten en facilitar el cumplimiento de los 
objetivos nacionales. 

En el segundo nivel, la instancia esencialmen- 
te administrativa es la DIDES, perteneciente a la 


! 


UNIDAD DE PLANIFICACION 
Y PROGRAMAS 











Secretaría Departamental de Desarrollo Humano 
de la Prefectura. Esta instancia departamental, por 
la Ley de Descentralización, goza de autonomía 
administrativa; pero económicamente se encuen- 
tra sometida al nivel nacional, es decir, está some- 
tida a una descentralización “delegada”**, 

El tercer nivel, el municipal, es el más im- 
portante porque se constituye en la instancia de 
gestión compartida con la Participación Popu- 
lar que dio lugar a la creación de una dirección 
local en cada municipio donde están represen- 
tados: el Gobierno Municipal, la Comunidad y 
la Prefectura. Estas tres instancias conforman los 


Cuadro 11 
Niveles de gestión en la articulación vertical del Sistema Público de Salud 


Nivel Instancia ejecutiva 


instancia de control 


NACIONAL Ministerio de Desarrollo Humano. 


(político-normativa). 


DEPARTAMENTAL 
(técnico-administrativa). 


Secretaría Departamental 
de Desarrollo Humano. 


Secretaría Nacional de Salud. 


y y 


Consejo Departamental. 
Comisión de Desarrollo Humano. 


Dirección Departamental 


de Salud. 


Y y 


Directorio Local de Salud. 


MUNICIPAL. 


y 


Consejo Municipal. 
Comité de Vigilancia. 
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Organigrama 5 
Estructura orgánica de las Direcciones 
Locales de Salud 


DIRECTORIOS LOCALES DE SALUD 
(DILOS) 


PRESIDENTE DEL DIRECTORIO 
(Representante Municipal) 


VICEPRESIDENTE 
(Delegado de la Prefectura y de la SNS) 


SECRETARIO Y OTROS 
(Representante del Comité de Vigilancia) 





DILOS que debería romper definitivamente la 
estructura vertical y autoritaria de la antigua ad- 
ministración sanitaria. : 

El NMS, al incorporar el poder administrati- 
vo municipal a la implementación de las políti- 
cas de salud ha producido la utilización cada vez 
mayor de los recursos económicos. La copartici- 
pación tributaria es utilizada en este contexto para 
un mejor funcionamiento de los programas y pla- 
nes de salud con base municipal. Lo novedoso en 
esta instancia es que incorpora la planificación 
participativa, que debería lograr una integración 
de la población en la planificación y control de 
los recursos de salud. 

Las instancias de control se constituyen en el 
elemento que integra la salud a la sociedad civil, 
dando la oportunidad de participación a los acto- 
res sociales en la fiscalización del uso de los recur- 
sos destinados al sector, en el control de la calidad 
de los servicios y en la participación en la planifi- 
cación de políticas sectoriales, acordes con la rea- 
lidad local. 

Para el logro de los objetivos de cada nivel, se 
conjuncionan instrumentos de gestión elabora- 
dos conjuntamente entre las instancias ejecuti- 
vas y las de control, de acuerdo a lo descrito en el 
Cuadro 12. 

El cuadro señalado refleja claramente el pro- 
ceso de articulación entre los diversos niveles, 
donde el departamental debe recoger de los mu- 
nicipios las prioridades definidas por los DILOS, 
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en base a las cuales deberá elaborar el Plan de 
Inversión Departamental de Salud y gestionar, a 
través de la Prefectura, específicamente desde la 
Secretaría Departamental de Desarrollo Huma- 
no, los recursos financieros y humanos necesarios. 
Igualmente, el PDDES deberá incluir algunos 
planes o proyectos elaborados en cada municipio 
para poder acceder a los recursos que permitirán 
su realización. La articulación de los diversos 
planes departamentales con el nacional es inme- 
diata, pues todas las acciones deberán estar en- 
marcadas dentro de las prioridades nacionales 
establecidas en el POA Nacional. 

De esta manera, en cada instrumento de ges- 
tión se establecen los objetivos que se pretenden 
alcanzar, formulando proyectos, programas de in- 
versión y metas a corto, mediano y largo plazo 
que guiarán las acciones de cada instancia duran- 
te su administración. 

En todo este proceso es necesario analizar el 
contenido de los objetivos de cada instrumento 
de gestión para ver el grado de congruencia que 
reflejan entre sí, además de analizar si todos en 
conjunto apuntan al logro del objetivo nacional. 


2.5.2. Análisis de complementariedad 

Cada una de las instancias de gestión, nacional, 
departamental y municipal, posee en su seno 
determinadas subestructuras o subunidades 
Operativas que permiten el adecuado funciona- 
miento organizacional; son instancias que se re- 
lacionan horizontalmente y que según el grado 
de coordinación que establezcan reflejarán la efi- 
ciencia de su capacidad operativa. 

Estas instancias a nivel nacional son: la Sub- 
secretaría de Salud Pública y la Subsecretaría de 
Seguros de Salud; las funciones de ambas que- 
dan establecidas por la Ley de Ministerios y son 
específicamente funciones de carácter operativo 
(ver Cuadro 13). 

Los procedimientos institucionales a los que 
están sujetas ambas Subsecretarías se encuentran 
normados por el Manual de Funciones de la SNS. 

El proceso de coordinación de ambas instan- 
cias se da a través de la SNS, donde en reuniones 
se establecen actividades conjuntas para la 
implementación de las políticas en los sectores 
públicos de salud y en los seguros. 

Ambas instancias tienen la obligación de ve- 
lar por la aplicación de las políticas en sus respec- 
tivos sectores. Así, para la implementación del 
Seguro Nacional de Maternidad y Niñez se coor- 


711 


78 


LÓGICAS TERRITORIALES Y POLÍTICAS PÚBLICAS 


Cuadro 12 
Niveles de gestión en la articulación horizontal del Sistema Público de Salud 


Nivel Instancia ejecutiva Instancia de control Instrumento de gestión 
NACIONAL MD-H -> CODENA -> PGDES 
SNS PAE-D-H 
DEPARTAMENTAL SDD-H => Consejo Departamental => PDDES 
DIDES Comisión de Desarrollo PAED D-H 
Humano 
MUNICIPAL DILOS > Concejo Municipal -> PMD 
Comité de Vigilancia POA SALUD 


Cuadro 13 
Estructura de la Secretaría Nacional de Salud 


Unidad 


Función 


SUBSECRETARIA DE SALUD 


SUBSECRETARIA DE SEGUROS MEDICOS 


Desarrollar planes y proyectos. 


Ejercer tuición sobre los sistemas de segu- 
ros médicos, tanto públicos como privados, 
promover la incorporación de la población al 


Sistema de Seguridad Social. 


dinó en forma conjunta la distribución de los 
recursos de devolución a los municipios. Se esta- 
bleció que el Gobierno Municipal correrá sólo con 
los gastos de las atenciones a personas no asegura- 
das, pues el Sistema de Seguridad Social, cubrirá 
automáticamente los servicios a sus afiliados. 

La coordinación también se hace visible al 
momento de planificar programas y de elaborar 
decretos o boletines informativos. Pero lo que se 
pretende lograr a largo plazo es la incorporación 
de toda la población al Sistema de Seguridad 
Social para que la Subsecretaría de Salud, pueda 
solamente dedicarse a la programación de pla- 
nes, proyectos y la elaboración de políticas. 

Las Subsecretarías son responsables del 
subsistema de gestión que consiste en el Sistema 
Nacional de Información en Salud (SNIS), que 
al tener un alcance nacional, involucra a los 
subsectores públicos, Seguridad Social, ONGs, 
Iglesias y entidades privadas de salud. El SNIS, 
tiene la misión de establecer el vínculo infor- 
mativo sobre recursos humanos, físicos, activi- 
dades en salud y vigilancia epidemiológica, 
entre las Subsecretarías y los centros de salud 
de todo el país. 
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Las instancias o unidades operativas depen- 
dientes de la DIDES a nivel departamental son: 
la Unidad de Vigilancia Epidemiológica y la Uni- 
dad de Planificación y Programas. 

A partir de estas dos unidades, se desagrega 
toda la estructura organizacional de la DIDES. 
Estas unidades son estrictamente operativas, y sus 
funciones específicas se encuentran estrechamen- 
te vinculadas, tal cual muestra el Cuadro 14. 

El proceso de coordinación entre ambas uni- 
dades se establece mutuamente pues la unidad de 
planificación se basa en el trabajo de la unidad de 
vigilancia para el diseño de las redes, coordinan- 
do y monitoreando el funcionamiento de las 
subregiones de salud. 

A nivel municipal, la coordinación es diferen- 
te, pues fue necesario integrar un funcionario de 
la DIDES en los DILOS, que normalmente es el 
Director de la Subregión, para que monitoree y 
guíe al Gobierno Municipal y al Comité de Vigi- 
lancia en la administración de la red de servicios 
de salud de su jurisdicción. 

El proceso de coordinación a nivel municipal 
es continuo, ya que para elaborar el POA de sa- 
lud, primeramente se reúnen todos los funciona- 
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Cuadro 14 
Unidades operativas de la DIDES 


Unidad 
UNIDAD DE VIGILANCIA EPIDEMIOLOGICA 


UNIDAD DE PLANIFICACION Y PROGRAMAS 


rios de la red, luego el Director de Subregión pro- 
pone al DILOS los proyectos y necesidades que 
el sector detectó como prioritarios. Posterior- 
mente se formula el POA de Salud que deberá 
ser incluido en el POA Municipal por medio de 
un proceso de planificación participativa. 


2.6. Análisis de una política sectorial: El Seguro 
Nacional de Maternidad y Niñez (SNMN) 
Para poder alcanzar los objetivos planteados 
en la investigación, la perspectiva teórica 
metodológica articula varios conceptos funda- 
mentales, como ser: política social, política pú- 
blica y finalmente, el más importante, política 
pública de salud. 

Entendemos por política social -siguiendo a 
(Lowi, 1992) a aquel proceso que implica un 
conjunto de decisiones orientadas a la solución 
de un problema social específico, ya sea educa- 
ción, salud, etc.; en tanto que comprendemos 
por problema social a las dificultades por las que 
atraviesan los grupos de individuos al nivel de 
asistencia en servicios básicos y acceso a los mis- 
mos. “Según las definiciones clásicas, un proble- 
ma social es una condición que afecta a un núme- 
ro significativamente considerable de personas, 
de un modo considerado inconveniente y que se- 
gún se cree debe corregirse mediante la acción 
social” (Rodríguez, 1992: 48). 

Sobre la base de lo anterior, podemos definir a 
la política pública como las acciones gubernamen- 
tales que involucran lo colectivo y que además, 
fundamentalmente, forman parte de la agenda 
pública de gobierno y son respuestas directas a 
problemas identificados; pues no podemos olvi- 
dar que para que un problema pase a constituirse 
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Función 


Responsable de realizar el manejo de los siste- 
mas de vigilancia epidemiológicos, detectando 
posibles epidemias, programando estrategias de 
acción, estableciendo un sistema activo de inves- 
tigación y control de los agentes medioambien- 
tales en la salud. A cargo de esta unidad se 
encuentra el SNIS, con sus unidades de vigilan- 
cia, demografía y estadística. 


Responsables de la parte operativa, organización 
de redes de servicios, administración y ejecución 
de programas y planificación. 


en una política pública, debe haber sido previa- 
mente incluido en la agenda de gobierno. 

Por otra parte, “Para que un problema sea lo 
suficientemente notorio y se incorpore a la agen- 
da de las políticas públicas, debe haber transita- 
do por un ciclo de secuencias o de vida” 
(Rodríguez, 1992: 50). 

Este ciclo de vida supone que el problema sea 
común a varios grupos y que además tenga res- 
puestas factibles que inciten a los gobiernos a in- 
corporarlo en su agenda gubernamental. 

Tomando en cuenta los anteriores conceptos 
es posible definir el tercero: la política pública de 
salud, que será entendida no como “una” políti- 
ca, sino como un conjunto de políticas sectoria- 
les, integrantes del conjunto de políticas públicas 
sociales del gobierno y como acciones y procesos 
gubernamentales que están incluidos al interior 
de una agenda y que además responden a deter- 
minadas demandas o problemas de salud que su- 
fren grupos importantes del país. 

Para realizar el estudio detallado de la políti- 
ca pública de salud se escogió como política sec- 
torial el Seguro Nacional de Maternidad y Niñez 
(SNMN). Se lo eligió como representativo del 
conjunto de políticas de salud, debido a sus ca- 
racterísticas asistenciales (prestación gratuita de 
los servicios), por haber sido implementado den- 
tro del marco de las leyes de Participación Po- 
pular y Descentralización Administrativa y por 
ser una política universal, es decir, de “obligato- 
ria” implementación al nivel de todos los 
municipios del país. Ello permitirá realizar com- 
paraciones entre su forma de gestión e imple- 
mentación en los tres municipios objeto de la 
presente investigación: Sacaba, Mizque y Villa 
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Tunari. Para realizar el análisis del SNMN como 
política sectorial, se tomarán en cuenta dos mo- 
delos metodológicos: 


e un análisis interno cualitativo de la política 
que refleje el curso del diseño e imple- 
mentación de la misma; y 

e un análisis externo cuantitativo, que refleje 
los procesos de implementación e impacto de 
la política en la sociedad civil. 


Análisis interno cualitativo 

Este análisis se basa en la consideración de la po- 
lítica pública como un sistema de acción pública, 
en el que se da especial consideración a la forma 
en la cual una autoridad gubernamental opera, 


aborda y enfrenta un problema?*. Para realizar este . 


análisis se considerarán tres elementos: los con- 
ceptos, las actividades y los procesos. 

El modelo de análisis consiste en descompo- 
ner el objeto de estudio (en nuestro caso el Segu- 
ro Nacional de Maternidad y Niñez) en elementos 
empíricos más finos. De esta manera se propone 
descomponer la política en una secuencia de ac- 
tividades; es decir, desde su inicio hasta el final y 
desde la identificación del problema hasta el im- 
pacto o resultado de la política implementada. La 
política será descompuesta en cinco etapas: 


1) La formulación de un problema: el sistema 
político advierte un problema que exige un 
tratamiento y lo incluye en la agenda de una 
autoridad pública. 

2) La formulación de soluciones: se estudian las 
respuestas, se las elabora y se las negocia para 
establecer un proceso de acción por la autori- 
dad pública. 

3) La toma de decisión: el decisor público, ofi- 
cialmente habilitado, elige una solución par- 
ticular que se convierte en política pública. 

4) La ejecución del programa: una política es 
aplicada y administrada sobre el terreno. Es la 
fase ejecutiva. 

5) La terminación de la acción: se produce una 
evaluación de resultados que desemboca en el 
final de la acción emprendida. 


Cada fase se caracteriza por acciones específi- 
cas de las autoridades responsables de la política. 
Siguiendo esta lógica será posible graficar el cur- 
so que siguió la política hasta el resultado o im- 
pacto que produjo, tal cual muestra el Cuadro 15. 
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Sobre la base de este cuadro, se podrá reali- 
zar el análisis del proceso o curso que siguió una 
política, lo que permitirá ver si la lógica del plan- 
teamiento y posterior formulación e imple- 
mentación fue apropiada o no; además, se podrá 
realizar un análisis del accionar de los actores, 
identificando problemas para poder proponer 
posibles soluciones. 


Análisis externo cuantitativo 

Se realizará una investigación evaluativa ex-post, 
aplicando métodos de investigación empírica pa- 
ra llegar a afirmaciones causales y lógicamente 
definibles sobre una política pública en curso. El 
análisis se dividirá en dos partes: una evaluación 
interna del proceso de implementación de la 
política y una evaluación externa o análisis del 
impacto de la política en la sociedad civil. 

Para la primera parte se realizaron encuestas a 
los encargados de la implementación, a nivel 
municipal, y para la segunda parte se realizó una 
encuesta a una parte del grupo beneficiario, es 
decir, a algunas mujeres que fueron receptoras del 
Seguro Nacional de Maternidad y Niñez. Esto 
mediante un muestreo aleatorio del universo de 
mujeres que fueron atendidas por el seguro en cada 
municipio, tomando específicamente el 10% de 
la población atendida en los principales hospita- 
les y centros de salud de cada municipio. La apli- 
cación de este procedimiento consistió en: 


1) Describir y analizar los objetivos de la 
política. 

2) Analizar las metas que se propone alcanzar la 
política, el tiempo y costo previsto por meta. 

3) Describir la población objetivo o meta de la 
política, sus características, etc. 

4) Analizar el efecto, es decir, los resultados o 
productos intermedios de la política, que se 
clasificarán en efectos buscados, no buscados, 
positivos, negativos, previstos y no previstos. 


Las variables que se operacionalizaron en 
indicadores para el análisis fueron: 


a) La cobertura que será calculada en proporción 
a la población objetivo de la política y la po- 
blación total. 

b) La variable utilización nos dará un indicador 
del uso efectivo del servicio calculado basán- 
dose en un coeficiente de utilización. 

c) Indicadores de productividad y rentabilidad. 


Identificación de 
un problema 


los aconteci- 
mientos. 


e Definición de un 
problema. 


e Agregado de in- 
tereses. 


e Organización de 
las demandas. 


e Representación 
y acceso ante 
las autoridades 
públicas. 


Demanda de una 
acción pública 


Cuadro 15 


Curso que sigue una política pública 


Formulación de 
una solución 


e Elaboración de 
respuestas. 


e Estudio de solu- 
ciones. 


e Adecuación a 
criterios especí- 
ficos. 


Propuesta de 
solución 


Toma de 
decisiones 


ə Creación de una 
coalición. 


e Legitimación de 
la política elegida. 


Política efectiva 
de acción 


Aplicación de la 
acción 


e Ejecución, ges- 
tión y adminis- 
tración. 


e Producción de 
efectos. 


impacto sobre el 
terreno 


Evaluación de 
los resultados 


e Apreciación de 


e Reacciones a la 
acción. 


e Juicio sobre po- 
sibles efectos. 


Acción política o 
reajuste 


d) La eficacia será otra variable, entendida como 
el grado en que se alcanzaron los objetivos y 
metas de la política en la población objetivo, 
en un determinado tiempo independiente- 
mente de los costos. 

e) Finalmente, se procederá al análisis del im- 
pacto en términos de los efectos de la política 
en la sociedad civil beneficiada. 


2.6.1. Análisis interno cualitativo: Evaluación del 
curso de la política pública del Seguro Nacional 
de Maternidad y Niñez (NMN) 


a) Antecedentes generales y características de 
la formulación de la política 

Como resultado del Plan Vida, que establece la 
meta gubernamental de reducir la morbi-morta- 
lidad materna e infantil, y con la base institucional 
establecida por el NMS, el primero de julio de 
1996 se lanza la primera política nacional de sa- 
lud enmarcada en el Sistema Participativo y Des- 
centralizado de Salud: El Seguro Nacional de 
Maternidad y Niñez (SNMN) promulgado bajo 
Decreto Supremo 224303. 

Este seguro responde a los objetivos formula- 
dos al interior del Plan Vida por el Comité Nacio- 
nal por una Maternidad Segura, como parte del 
Programa de Acciones Estratégicas de Desarrollo 
Humano. El seguro, como política, fue diseñado 
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pensando en reducir los altos índices de mortali- 
dad materna e infantil, detectando al momento de 
su diseño tres principales barreras que impedían al 
país lograr este objetivo: la económica, la cultural 
y la geográfica, poniendo especial énfasis en la pri- 
mera. Con esa visión comienza el diseño de una 
política que vendría a ser de implementación na- 
cional obligatoria y de cobertura universal, para lo 
cual se pensó en un servicio gratuito. 

Las metas específicas que pretende alcanzar 
dentro el período de 1996 a 1998 son: 


e Reducir la tasa de mortalidad del menor de 5 
años, de 116 a 75 por 1.000 nacidos vivos, es 
decir, lograr un 25% de reducción, evitando 
de esta manera la muerte de 4.600 niños cada 
año. Reducir las muertes por diarreas en un 
50% de 7.100 a 3.550 y por neumonías en un 
33% (de 5.100 a 3.400). 

e Reducir la mortalidad materna en un 20%, es 
decir, de 376 a 300 por 100.00 nacidos vivos, 
evitando la muerte de 200 madres por año y la 


orfandad de 700 niños. 


El SNMN consiste en otorgar a las mujeres 
gestantes la necesaria asistencia médica, quirúr- 
gica, farmacéutica, análisis básicos de laboratorio 
y atención hospitalaria durante el embarazo, el 
parto, el puerperio y las emergencias obstétricas. 
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Además comprende la atención de los niños me- 
nores de 5 años, otorgando asistencia médica far- 
macéutica y hospitalaria en casos de diarreas e 
infecciones respiratorias agudas. 

El SNMN es implementado en la red de ser- 
vicios diseñada por el NMS, es decir, la asistencia 
prevista por este decreto es prestada en forma 
obligatoria en todos los Centros de Salud Pública 
y Seguridad Social, así como en los que, siendo 
dependientes de Organismos No Gubernamen- 
tales y de las iglesias, ingresen al sistema del 
seguro, mediante la firma de un convenio espe- 
cífico con los DILOS del municipio donde se 
encuentren. 

Para el funcionamiento del SNMN al inte- 
rior del SPS, los salarios del personal de salud 
pública que presta servicios del seguro son cu- 
biertos integralmente por el Tesoro General de 
la Nación (TGN). En cuanto a los gastos en in- 
fraestructura, equipamiento, capacitación, segui- 
miento y evaluación, éstos son cubiertos por 
créditos y contribuciones de origen externo, ca- 
nalizados por el TGN. Los gastos que demandan 
los insumos y medicamentos son cubiertos por 
los Gobiernos Municipales, para lo cual se des- 
tinó un monto equivalente al 3% del 85% de los 
recursos de inversión que reciben los municipios 
por concepto de coparticipación tributaria. Este 
monto es abonado automáticamente a una 
subcuenta denominada Fondo Compensatorio 
de Salud (FCS), que es administrada por los 
municipios. 

La estructura administrativa establecida por 
el NMS que participa de la gestión del seguro está 
compuesta por: la SNS, las Prefecturas (vía 
DIDES), la Secretaría Departamental de Desa- 
rrollo Humano, los Gobiernos Municipales, las 
Cajas de Salud, las iglesias y las ONGs, estas últi- 
mas previa firma de un convenio. 

La administración del SNMN se encuentra a 
cargo de los DILOS de cada municipio, el Go- 
bierno Municipal suscribe un convenio con la 
Secretaría Departamental de Desarrollo Huma- 
no, por medio de la DIDES, que a su vez es ho- 
mologado por la SNS; éstos autorizan el pago de 
las atenciones prestadas por los centros de salud, 
por medio del valor de los insumos, suministros y 
medicamentos con cargo al FCS, sin costo algu- 
no para la usuaria. Los pagos por atenciones de- 
berán ser cancelados a los centros de salud por 
los municipios cada mes, de acuerdo al reglamen- 
to del seguro. 
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Por su parte, la SNS contribuye con un mon- 
to de hasta 13% de los importes facturados por 
los DILOS, para el pago de los impuestos corres- 
pondientes. Estos recursos son incorporados por 
la Secretaría Nacional de Hacienda en el presu- 
puesto respectivo. 

En cuanto a los insumos, el Ministerio de 
Desarrollo Humano, por medio de la SNS es- 
tablece mediante Resolución Ministerial el 
valor de los insumos, suministros y medicamen- 
tos para cada atención del seguro. Las Cajas 
de Salud perciben reposiciones sólo cuando es- 
tán referidas a las atenciones de pacientes no 
asegurados. 

Para la gestión de los medicamentos, el Go- 
bierno Municipal puede recurrir a la Central de 
Abastecimiento y Suministros (CEASS) a través 
de las Unidades Regionales de Suministros 
(URES), pudiendo sólo en casos de mejor opción 
económica y/o falta de disponibilidad, recurrir a 
otros proveedores acreditados de acuerdo a lo es- 
tablecido por resolución suprema. 

Desde su implementación, el SNMN experi- 
mentó muchas modificaciones, por ejemplo, se 
incluyeron más medicamentos y se dio la oportu- 
nidad de la adscripción de los distritos municipa- 
les indígenas al seguro. Para un mejor control 
se establecieron reglamentos, señalando los 
procesos administrativos y el llenado de los for- 
mularios que los implementadores o personal 
responsable de la atención deben realizar para 
la reposición de insumos y medicamentos. 


b) Marco jurídico de la política 

El marco jurídico al interior del cual fue formula- 
da y reglamentada la política del SNMN está com- 
puesto principalmente por los siguientes Decretos 
Reglamentarios (D.R.), Resoluciones Ministeria- 
les (R.M.), Resoluciones Secretariales (R.S.) e 
Instructivos (1): 


e D.S. 24182, que establece la importancia de 
la contribución de los Gobiernos Municipa- 
les al establecimiento del SNMN promulgada 
el 31 de diciembre de 1994. 

e D.S. 24227 del 8 de febrero de 1996, que esta- 
blece la creación del Comité Nacional por una 
Maternidad Segura. 

e D.S. 24237 del 18 de febrero de 1996, de crea- 
ción del Nuevo Modelo Sanitario (NMS). 

e D.S. 24303 del Seguro Nacional de Materni- 
dad y Niñez (SNMN), del 24 de mayo 1996. 


e R.M. 093/96 Reglamento de Implementación 
del SNMN. Elaborado por el MDH, del 27 de 
junio de 1996. 

e R.S. 0565 del 1 de julio de 1996, Reglamento 
del Valor de los Insumos, Suministros y Medi- 
camentos del SNMN. 

e R.M. 183/96 del 30 de diciembre de 1996, 
Ampliación de la R.M. N ° 093/96. 

e R.M. 1010 del 31 de diciembre de 1996, Ac- 
tualización del Paquete de Insumos y Sumi- 
nistros del SNMN. 

e Instructivo 17/96 del 4 de diciembre de 1996, 
Adscripción de los Distritos Municipales In- 
dígenas al SNMN. 

e Instructivo 08/96 Procedimientos Generales 
para el Uso de Medicamentos e Insumos. 

e Instructivo 09/96 Procedimientos administra- 
tivos y llenado de formularios del SNMN. 

e R.M. 0016, del 13 de enero de 1997, Pagos y 
contingencias entre DILOS y municipios. 

e R.S. 0040 del 31 de enero de 1997, Amplia- 
ción de los Medicamentos Contemplados en 


el SNMN. 


Estos D.S. y R.M. expresan el curso de 
implementación de la política del seguro, refle- 
jando un constante proceso de cambio y adecua- 
ción de los procedimientos, intentando enfrentar 
los problemas de implementación que fueron sur- 
giendo en el camino y que en un principio no 
fueron tomados en cuenta. 

Es por ello que una de las características de es- 
te seguro es su continua reestructuración regla- 
mentaria, para poder alcanzar un buen funciona- 
miento. A un año de haber sido promulgado, aún 
se encuentra sufriendo modificaciones, pues como 
los responsables de su diseño argumentan: “la 
implementación de una política con las caracterís- 
ticas del seguro, supone un constante cambio a raíz 
de lo que se viene observando en el transcurso de 
su puesta en marcha, siendo así, que el seguro aún 
no está totalmente concluido, aún faltan detalles 
que deben ser solucionados en el camino” (Entre- 
vista a Marcos Paz: Director Plan Vida 1993-1997). 

Cada uno de los reglamentos e instructivos 
marcan el desarrollo de esta política, que comienza 
con la creación del Comité Nacional por una 
Maternidad Segura (D.S. 24227, del 8 de febrero 
de 1996) que establece como prioridad nacional 
velar por la seguridad de la maternidad, en vista 
de los altos índices de mortalidad materna al mo- 
mento del parto. 
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Por su parte el NMS (D.S. 24237), establece el 
marco normativo administrativo organizacional 
de todas las políticas sectoriales, constituyendo 
el Sistema Descentralizado y Participativo de Sa- 
lud y reorganizando el circuito de redes de presta- 
ción de servicios en tres niveles de atención. 
Finalmente se crea un sistema de gestión consti- 
tuido también en tres niveles: nacional, departa- 
mental y municipal, donde en el último concentra 
todo el accionar, con la administración de la 
salud local a cargo de los DILOS, que a su vez 
otorga a los Gobiernos Municipales el Fondo 
Compensatorio de Salud (FCS) utilizado para 
cubrir las necesidades del SNMN y otras que el 
municipio demande. 

De esta forma el SNMN se enmarca en los 
principios normativos de la Ley de Participación 
Popular y la de Descentralización Administrati- 
va, a las cuales se adecuó el SPS. 

El SNMN basa su accionar en el D.S. 24182, 
que establece la importancia de la contribución 
de los Gobiernos Municipales al establecimiento 
del seguro utilizando los recursos destinados al 
desarrollo humano, esto mediante acciones coor- 
dinadas entre SPS, la Seguridad Social y las Or- 
ganizaciones No Gubernamentales. 

En un principio se estableció que se debía otor- 
gar el 1% de los recursos de coparticipación a sa- 
lud; pero, visualizando la importancia y las 
múltiples necesidades que supone un buen servi- 
cio de salud pública, se determinó la asignación 
del 3 del 90%. 

El D.S. 24303, las R.S. 093/96 y 0565, que 
norman el funcionamiento del seguro, sufrieron 
múltiples transformaciones desde su pro- 
mulgación. Los cambios se dieron a los seis meses 
de funcionamiento del SNMN, una vez realizada 
la primera evaluación. Cada modificación estuvo 
marcada por una nueva R.S., R.M. o 1. 

Con todo, la primera evaluación reflejó cierta 
dificultad de los funcionarios al momento de po- 
der cumplir eficientemente con todo lo estipula- 
do en las normas, debido a que se presentaban 
nuevas necesidades que no cubría el seguro, por 
lo que se incluyeron al reglamento nuevas aten- 
ciones, medicamentos e insumos. Lamentable- 
mente para acceder a la reposición de los servicios 
realizados la burocracia aumentó; pues por cada 
atención se estableció el llenado de formularios 
que en cierta medida dificultan el normal desen- 
volvimiento de las actividades, que antes eran 
comunes en los establecimientos de salud. Con 


83 


84 


todas las modificaciones, el seguro tiene el objeto 
primordial de otorgar asistencia médica a la mu- 
jer y al niño en: 


e Maternidad: otorgando atención a las 
gestantes, la necesaria asistencia médica qui- 
rúrgica, farmacéutica, análisis básicos de labo- 
ratorio, atención hospitalaria durante el 
embarazo, el puerperio y las emergencias obs- 
tétricas, ampliándose el servicio a la conduc- 
ción del parto, la sepsis neonatal, ecografías, 
uso de incubadora y otros. 

e Laatención a los recién nacidos y menores de 
cinco años, con asistencia médica farmacéu- 
tica y hospitalaria en diarreas e infecciones 
respiratorias agudas, la atención de ictericia 
patológica, atención al recién nacido con su- 
frimiento fetal (asfixia grave), neumonía en 
recién nacidos a menores hasta dos meses, 
neumonía grave hospitalaria en niños de dos 
meses a cinco años y se amplía el número de 
radiografías en caso de neumonías. 


La R.S. 1010 modifica el costo de los servicios 
que presta el SNMN, fruto de la actualización y 
revisión, tanto de la composición de los medica- 
mentos e insumos necesarios, como de las con- 
tingencias cubiertas. Estas modificaciones se 
dieron después de cinco meses de funcionamien- 
to del seguro. 

El paquete prenatal que incluye cuatro con- 
sultas, ascendió de 5,00 Bs. a 8,00 Bs. con un cos- 
to de 2,00 Bs. por consulta. El paquete de atención 
de parto normal y al recién nacido sano también 
asciende de 35,00 Bs. a 45,00 Bs. Estos son sólo 
unos ejemplos de los cambios producidos; en ge- 
neral se logró incrementar los beneficios, pero el 
costo aumentó significativamente en un 30% a 
60% en algunos paquetes de atención. 

Una de las modificaciones importantes se da 
a través del I. N° 07/96, que establece la adscrip- 
ción de los distritos municipales indígenas 
al SNMN, en conformidad con el D.S. 24303, 
Art. 3 numeral I que crea el seguro, y que recono- 
ce como participantes de la gestión del mismo a 
los Gobiernos Municipales, en tanto el Art. 4 nu- 
meral Il establece que éstos dispondrán del 3% 
del 85% de coparticipación tributaria, para esta- 
blecer el FCS, el que financiará los insumos y me- 
dicamentos del seguro, estableciendo además que 
los municipios serán adscritos voluntariamente 
al seguro, mediante suscripción de convenios con 
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la DIDES, refrendados por la SNS. Por consi- 
guiente, en consideración a este reglamento, los 
Distritos Municipales Indígenas comprendidos 
en las jurisdicciones municipales que han suscri- 
to convenio para el seguro y que por lo tanto se 
encuentran aportando al FCS podrán recibir to- 
dos los beneficios del SNMN. 

El instructivo citado además establece que las 
acciones de capacitación, tanto al personal mé- 
dico y paramédico, como de la medicina tradi- 
cional, deberán contar con la aprobación de las 
autoridades originarias del Distrito Indígena, 
como mandan las leyes 1551 de Participación 
Popular y la 1702 modificadora de la misma. Es- 
tas acciones de capacitación comunitaria están 
destinadas a reducir la mortalidad materno-infan- 
til en partos domiciliarios. 

El instructivo 09/96 norma los procedimientos 
administrativos y llenado de formularios del 
SNMN, define nuevamente las atenciones que 
cubre el seguro, el uso de los medicamentos, los 
procedimientos administrativos, y el llenado de 
formularios para la reposición de las atenciones por 
los gobiernos municipales a los DILOS y de éstos a 
los centros de atención que brindaron el servicio. 
También establece el cumplimiento de 9 pasos ad- 
ministrativos por consulta, dependiendo del nivel 
de atención al cual pertenece el centro de salud. 
Los formularios indispensables a ser llenados son: 


e El carnet de asegurado de maternidad y de 
niñez. 
La hoja de costos de servicios. 
El listado resumen de costos. 
El informe mensual de actividades del SNMN. 
La boleta de referencia y contra referencia de 
casos. 
e La orden y resultados de laboratorio, Rayos “X” 
y ecografía. 
El procedimiento de facturación. 
El control. 
El cobro. 


Estos constituyen los pasos en una atención 
del SNMN, que, como vemos, son muy difíciles 
de cubrir, sufriendo muchas veces distorsiones y 
pérdidas que dificultan la evaluación del cumpli- 
miento de los objetivos de la política y principal- 
mente la reposición económica del municipio 
al centro de salud. 

Por su parte, la R.M. 0016, que pone en evi- 
dencia la necesidad de reglamentar los aspectos 


relacionados a los pagos de contingencias cubier- 
tas por el SNMN, entre DILOS y municipios, es- 
tablece las sanciones a los establecimientos de 
salud, que habiendo recibido el pago por las pres- 
taciones realizadas, no hayan cumplido sus obli- 
gaciones con las CEASS o con los proveedores 
de insumos y medicamentos. 

Este instructivo (09/96) reglamenta además 
sanciones para los municipios deudores, estable- 
ciendo que en caso de que los DILOS no realicen 
el pago de los insumos y medicamentos, el Direc- 
tor o el administrador del establecimiento de sa- 
lud o de la red de servicios, será responsable civil 
y penalmente de este incumplimiento, en aplica- 
ción de la Ley SAFCO, sin que esto sea impedi- 
mento, para que se le inicien acciones jurídicas o 
administrativas internas, en el marco del Art. 5 
numeral 11 del D.S. 24303. 

Esta reglamentación pone en conflictos a los 
funcionarios pues, según ellos, pasaron de ser 
médicos a ser administrativos, y si no cumplen 
correctamente con las formas indispensables pa- 
ra el cumplimiento del pago por insumos, el pro- 
blema recae directamente sobre sus personas. 

Finalmente, la última modificación fue la R.S. 
0040, que establece que sólo se incluirán medica- 
mentos que hayan pasado todos los análisis 
farmacológicos, añadiendo un nuevo listado de 
medicamentos como ser: Amikacina 100 mg/2ml. 
Ampolla, Sulfato ferroso + ácido fólico, etc. En 
realidad se presenta una nueva lista a ser añadida 
a la anterior, compuesta por 10 medicamentos e 
insumos nuevos. 


c) Ejecución de la política: Diseño de la 
implementación 

Para una eficiente administración del SNMN, el 
marco jurídico establece la siguiente estructura 
funcional organizativa: 

A nivel nacional, se crea la Dirección Nacio- 
nal del SNMN, dependiente de la Subsecretaría 
de Seguros Médicos y la SNS. Esta entidad es res- 
ponsable de monitorear, a través del SNIS, el co- 
rrecto funcionamiento del SNMN, llevando a 
cabo las evaluaciones nacionales y el manejo es- 
tadístico nacional del seguro. 

A nivel departamental, la encargada de 
monitorear el SNIS del departamento, y de apo- 
yar a los DILOS en la implementación del SNMN, 
es la Unidad de Planificación, específicamente su 
Departamento de Programas y Servicios, con sus 
subunidades de atención al niño y a la mujer. 
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En el ámbito local se encuentran como di- 
rectos responsables del funcionamiento del Se- 
guro los DILOS y los Gobiernos Municipales. 
Estas instancias son responsables del adecuado 
funcionamiento y administración del seguro, 
constituyéndose en el centro de toda la activi- 
dad de esta política. 

La ejecución de la política se encuentra cen- 
trada en los establecimientos de salud, clasifica- 
dos por niveles de atención: primer, segundo y 
tercer nivel, cada uno con responsabilidades es- 
pecíficas en cuanto a la prestación de los servi- 
cios cubiertos por el seguro. 

En este sentido, el diseño de ejecución de la 
política comprende el siguiente procedimiento: 

Una vez firmado el convenio entre el Gobier- 
no Municipal y la Prefectura para el acceso a los 
FCS, los centros de salud pasan a formar parte de 
la red de servicios de atención del SNMN y ad- 
quieren las consiguientes obligaciones adminis- 
trativas según el nivel de complejidad al que 
pertenezcan. De esta manera, comienza el círcu- 
lo de atención en el primer nivel de atención y 
termina el segundo o tercer nivel según el caso. 

Los establecimientos realizarán las siguientes 
acciones: 


1) Para la primera consulta, el o la paciente se 
presentará en el servicio de primer nivel don- 
de se le extenderá el carnet de asegurado. 

2) En este establecimiento se verificará el muni- 
cipio de procedencia del paciente y se lo re- 
gistrará en el libro de registros de asegurado; 
se abrirá una historia clínica, con datos idén- 
ticos al del libro de registros, pues en muchos 
casos el nombre es cambiado, lo que genera 
confusión, constituyéndose este paso en uno 
de los cuellos de botella del funcionamiento 
del seguro. 

3) Se deriva al paciente al consultorio clínico, 
en el caso de las postas sanitarias es el médico 
el que realiza todo el anterior procedimiento 
administrativo y además la atención del pa- 
ciente, el llenado de la historia clínica y la 
respectiva orden de laboratorio. 

4) Cumplida esta etapa, la historia clínica será 
devuelta a la oficina para su archivo y proceso 
de facturación. 

5) Las consultas prenatales, puerperio o emergen- 
cias obstétricas, serán registradas por la admi- 
nistración del centro de salud, en la parte 
posterior del carnet. 
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6) Las mujeres que hayan cumplido la cuarta 
consulta, serán transferidas por el médico al 
centro maternológico u hospital de apoyo de 
segundo nivel de la red, con la historia clínica 
perinatal básica después de las 28 semanas. 

7) El paciente llevará consigo todos sus documen- 
tos de atención que le brindó el primer nivel: 
el formulario de referencia, la historia clínica 
perinatal y el formulario de resultado de labo- 
ratorio, con su carnet. 


Con este último paso termina la función del 
establecimiento de primer nivel en los servicios 
del seguro, y comienza la función del segundo ni- 
vel de atención: 


1) El paciente deberá presentar la documentación 
que se le brindó en el primer nivel, es decir los 
documentos y formularios de sus primeras 
atenciones, en base a los cuales, la adminis- 
tración procederá a su registro. 

2) En caso de emergencia, bastará con la presen- 
tación del carnet. En el consultorio se evalua- 
rá el caso y dará orden de internación de ser 
necesario. 

3) La administración del centro de segundo ni- 
vel procederá a la transcripción de los datos al 
Libro de Asegurados, anotará la fecha de la 
atención en el carnet, llenará los formularios 
de atenciones recibidas. 

4) El médico dispondrá la atención ambulatoria 
o la internación. 

5) Concluida la atención hospitalaria, la histo- 
ria clínica y epicrisis deben ser remitidas a es- 
tadística, para fines de facturación. 

6) El procedimiento de administración de medi- 
camentos se realizará según la R.S 08/96. 

7) Los exámenes y servicios de laboratorio, de- 
berán ser registrados en sus respectivos formu- 
larios para fines de reposición. 


En el caso de atenciones pediátricas, los cen- 
tros de atención de primer nivel sólo realizan 
prevención y atención ambulatoria simple y 
referirán al segundo nivel las patologías graves. 
En el segundo nivel el procedimiento es el si- 
guiente: 


1) En casos de urgencia la administración no soli- 
citará los formularios, sino sólo el carnet, si no 
lo tuviese, caso común, se registra nuevamen- 
te en el libro y se le asignará un nuevo carnet. 
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2) La administración llenará el libro, anotará la 
fecha de atención en el carnet, y llenará los 
formularios correspondientes. 

3) El médico determinará la internación o aten- 
ción ambulatoria del paciente. 

4) Concluida la atención, todo se remitirá a es- 
tadística para su control y registro. 

5) Se procederá al llenado de requerimiento de 
insumos. 

6) Los exámenes de laboratorio y demás servi- 
cios deberán ser registrados según las normas 
establecidas. 


Este es el circuito de atención que los centros 
deben cumplir fielmente para el adecuado fun- 
cionamiento del seguro, es por tanto, una versión 
ideal casi imposible de realizar, pues no se con- 
templan las dificultades que, tanto funcionarios 
como pacientes, deben enfrentar para lograr con- 
cluir todos los pasos al pie de la letra. 


2.6.2. Análisis externo cuantitativo: Evaluación 
del proceso de implementación e impacto del 
Seguro Nacional de Maternidad y Niñez (SNMN) 
Como mencionamos anteriormente, el análisis 
evaluativo del proceso de implementación e im- 
pacto del SNMN estará dividido en dos partes: 


e Una evaluación interna del proceso de 
implementación de la política, donde se utili- 
zarán los indicadores de cobertura, utilización, 
productividad, rendimiento y eficacia; com- 
plementados con el procesamiento de la in- 
formación obtenida mediante una encuesta a 
funcionarios de las redes de atención de los 
municipios (Sacaba, Villa Tunari y Mizque) 
lo que permitirá comprender el proceso de 
ejecución de la política. 

e Una evaluación externa o análisis de impac- 
to, que será realizada tomando en cuenta los 
resultados de las encuestas realizadas a las be- 
neficiarias del SNMN, es decir, a una muestra 
de 300 (100 en cada municipio). 


a) Evaluación del proceso de implementación 
de la política 
Para evaluar la política pública de salud fue pre- 
ciso definir, en primera instancia, al conjunto de 
los indicadores que permitirán analizar su 
implementación en cada municipio. 

Es importante aclarar que para fines de com- 
paración se tomará como referencia el semestre 


anterior a la implementación del SNMN (pri- 
mer semestre de 1996), cuyos datos se contras- 
tarán, con los dos semestres siguientes de 
funcionamiento del seguro (segundo semestre 
de 1996 y primer semestre de 1997). Los indi- 
cadores que serán utilizados para este efecto se 
exponen adelante: 


i) Indicadores de evaluación 


Cobertura 


...es la proporción que existe entre la población que 
forma parte del grupo meta, tiene la necesidad y recibe 
los servicios, dividida por la población total del grupo 
meta que tiene la necesidad que el proyecto pretende 
atender (Cohen y Franco, 1992: 96) 


Es preciso diferenciar la cobertura de la de- 
manda de un servicio, que en el caso de la políti- 
ca del SNMN, puede tomarse como el conjunto 
de solicitudes de servicios. 

Debido a lo anterior, la cobertura será 
calculada en función a las mujeres embarazadas 
(ME) atendidas por el SNMN, en relación, a la 
población total de ME del municipio (área de 
influencia), tomando en cuenta la información 
estadística de las Direcciones de Subregión de 
cada municipio. La fórmula a utilizar será la 
siguiente: 


MA 
ME 
Donde: C = Cobertura 


MA Mujeres atendidas por el SNMN 
ME Mujeres embarazadas del municipio (área 


de influencia) 


Unidad de medida: Proporción de mujeres embarazadas 
que fueron atendidas por el seguro. 


Eficiencia 

Entenderemos por eficiencia al uso efectivo 
que se hace de un recurso disponible. Al respec- 
to, el SNMN dispone presupuestariamente de 
un 3 del 90% de los recursos anuales de coparti- 
cipación de cada municipio para ser utilizados 
en un año. El cálculo de este coeficiente refleja- 
rá cuánto se utilizó de lo que se disponía. Una 
alta utilización, indicará, teóricamente, un óp- 
timo funcionamiento. 
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RU 
E = 
RD 
Donde: E = Eficiencia 
RU = Recursos utilizados 
RD = Recursos disponibles 


Unidad de medida: Proporción de recursos utilizados por 
unidad de recursos disponibles. 


Productividad 


„Se deriva de la relación existente entre un producto 
y un insumo. Depende por tanto de la tecnología, 
la organización, el comportamiento de los actores 
sociales involucrados, etcétera. (Cohen y Franco, 


1992: 101) 


En el caso del SNMN, sin embargo, no se tra- 
ta de un producto sino de un servicio, por lo que 
la productividad será igual al número de atencio- 
nes realizadas en un semestre (AR) sobre la uni- 
dad o unidades de recursos disponibles (RD) para 
un año de implementación. 


AR 
Pr = —— 
RD 
Donde: Pr = Productividad 
AR =  Atenciones realizadas 
RD = Recursos disponibles 


Unidad de medida: Número de atenciones por unidad de 


recursos disponibles. 


Rendimiento 

Este indicador hace referencia al número de pres- 
taciones realizadas en relación a la unidad de re- 
cursos utilizados por la unidad de tiempo. En 
nuestro caso, será calculado tomando en cuenta 
el número de atenciones semestrales del SNMN 
sobre la cantidad del presupuesto del FCS utiliza- 
do en este tiempo. 

La productividad y rendimiento tienen una es- 
trecha relación, pues por medio del cálculo de 
ambos es posible determinar los requerimientos ne- 
cesarios para mejorar el servicio, ya sea por medio 
del incremento de los recursos o el aumento de la 
“optimalidad” del factor trabajo, lo que resulta 
complejo, debido a que ambos dependen de facto- 
res como la organización, la administración, los gra- 
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dos de motivación, etc. La optimalidad se refiere 
al mayor número de servicios pero con igual cali- 
dad, por lo que el nivel de productividad será ma- 
yor cuanto mayor sea la utilización y el rendimiento. 


AR 


RU 


Donde: Re = Rendimiento 
AR = Atenciones realizadas 
RU = Recursos utilizados 


Unidad de medida: Número de atenciones por unidad de 


recursos utilizados. 


Eficacia 

Entendida como el grado de alcance de los obje- 
tivos y metas independientemente del uso de los 
recursos y del costo. Se calculará en relación con 
las metas que el municipio haya fijado para un 
año y al alcance que tienen. 

En el caso del SNMN, altos niveles de efica- 
cia son difíciles de lograr, pues no existen metas 
claras y cuantificables en los POAs de los muni- 
cipios, lo que dificulta el ejercicio. No obstante, 
se tratará de realizar un acercamiento a la reali- 
dad por medio de la comparación del número de 
reportes de muertes de un semestre a otro y del 
número de atenciones realizadas. 


ii) Evaluación en los Municipios 


VILLA TUNARI 

En Villa Tunari, el SNMN comenzó a ser 
implementado desde el 1 de agosto de 1996, dos 
meses después del lanzamiento de la política. Este 
retraso se debió principalmente a problemas de 
organización, como lo manifestó el Director de la 
Subregión Trópico: 


...La forma de organización en la cual se trató de poner 
en marcha el Seguro, fue lo que provocó el retraso, por- 
que en nuestro municipio, no teníamos la papelería dis- 
puesta ni los medicamentos en los servicios (...) 
comenzamos en agosto, con muchas dificultades. Yo tuve 
que acompañar a los alcaldes, realizar el trámite, viajar a 
Cochabamba con ellos a pedir el número de cuenta, abrir 
la chequera, etc. (...) nadie sabía lo que se debía hacer”. 


De esta manera, uno de los principales pro- 
blemas detectados en este municipio fue la ca- 
rencia de información sobre los procedimientos 
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administrativos que el Gobierno Municipal, de- 
bía realizar para acceder al FCS. 

Esta situación hace que toda la responsabili- 
dad del funcionamiento de la política recaiga so- 
bre el Director de la Subregión, quién es el único 
que la asume, encargándose de capacitar a los al- 
caldes, realizar las negociaciones presupuestarias, 
manejar los fondos, etc. Pues inicialmente los 
municipios no asumieron la responsabilidad de 
encargados directos del SNMN. 

De esta manera los Gobiernos Municipales, es- 
tuvieron prácticamente obligados a la firma del 
convenio del seguro, como ocurrió en Villa Tunari, 
donde en un principio se presentó al seguro como 
un proyecto que debía ser negociado y consensuado 
para su incorporación en el POA. No obstante, de 
no ser aceptado, hubo amenazas de congelar la 


` cuenta, lo que forzó a su firma. Una vez firmado el 


convenio fue exclusiva responsabilidad del Direc- 
tor de la Subregión demostrar al Gobierno Muni- 
cipal los beneficios reales del seguro: “... ellos han 
sido forzados, en un principio cuando se creó el 
Seguro. Primero nos dijeron negocien para ver si 
lo incluimos en el POA, pero después cuando 
no lo aprobaban, venía una comisión desde 
Cochabamba, les amenazaban, ...si no firman el 
convenio del SNMN, se les va a congelar las cuen- 
tas y se les retrasarán todos sus trámites, les de- 
cían. Entonces la mayoría de los Alcaldes han 
entrado al seguro en un principio por obligación, 
como dicen a regañadientes. Recién después de 
unos 4 meses que hemos estado en el seguro, se 
han dado cuenta que más bien era algo a su favor 
y que hasta podrían utilizarlo políticamente.”* 

Para el funcionamiento del seguro, en Villa 
Tunari, en 1996 se presupuestó un monto de 
77.803,18 Bs., equivalente al 3% del 90% de la 
coparticipación; en 1997 se presupuestó el 3% del 
85%, el monto ascendió a 187.369,99 Bs. Sin 
embargo, según el Director Subregional, no se 
logra gastar esta suma, debido a la reducida co- 
bertura y demanda de los servicios. En base a esta 
información y a los reportes de atención, se tie- 
nen los siguientes resultados: 


Cobertura 

Al nivel de la subregión Trópico, se realizó una 
evaluación del SNMN en una reunión de los 
DILOS que la conforman, en la cual se procedió 
a una comparación, demostrando que el incre- 
mento de la cobertura a raíz del funcionamiento 
del seguro es casi insignificante. 


Nuestro cálculo está realizado basándose en 
el número de atenciones de los dos hospitales pi- 
lotos de la red: el HBA San Francisco de Asís y el 
HBA Chipiriri, con relación a la población de 
mujeres embarazadas (ME), de sus áreas de in- 
fluencia. De esta manera tenemos: 


e Cobertura en atenciones maternas: 


HBA San Francisco de Asís: 


637 
C = ———-—= 0,74 
853 
HBA Chipiriri: 
125 
C = ———- = 0,19 
656 


A un año de haber sido implementado el 
SNMN, la cobertura es en promedio baja, debido 
principalmente a las condiciones en las cuales 
funcionan ambos hospitales. El HBA San Fran- 
cisco dispone de 20 camas que deben atender las 
necesidades de, por lo menos, la población de su 
área de influencia que comprende a 14.200 per- 
sonas, es decir, se tendría una cama para cada 710 
personas. En el caso de Chipiriri, que por consti- 
tuirse en el hospital piloto del área rural del mu- 
nicipio, funciona con 25 camas y debe cubrir una 
población de 12.013 personas, es decir 480,52 
personas por cama. 

En cuanto a la población de mujeres en edad 
fértil (MEF) es Chipiriri el hospital que debe cu- 
brir a más población, pues tan sólo cuenta con 
una PS. dentro su jurisdicción (Tacuaral) que se 
encarga de atender a 543 mujeres. Por su parte el 
hospital de Villa Tunari (San Francisco) por en- 
contrarse en la zona urbana tiene el apoyo de dos 
PS: Jatumpampa y San Rafael, quedando en el área 
de influencia de este hospital tan sólo 1.424 MEF. 

Respecto a la cobertura en atención a meno- 
res de 5 años, tenemos: 


e Cobertura en atenciones a niños < de 5 años 
HBA San Francisco de Asís: 
197 


C = ———- =0,23 
851 
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HBA Chipiriri: 


232 
C=-———— =0,16 
1.398 


Realizando una comparación entre los 
indicadores de cobertura del semestre de referen- 
cia con el semestre de implementación del se- 
guro, basándonos en los datos de la subregión 
Trópico obtenemos la información descrita en el 
Cuadro 16. 

Este cuadro muestra un incremento sólo en 
dos ítems de cobertura: los partos en servicios 
con 3,35% de incremento y los episodios de 
infecciones respiratorias tratados con 2,08%. 

Sobre la base de los reportes del número de 
atenciones del SNIS para la Subregión Trópico, 
podemos realizar la comparación, por semestres, 
del aumento o disminución de las atenciones, 
que en cierta medida reflejan la demanda que tu- 
vieron los servicios del SNMN (ver Cuadro 17). 

De acuerdo a ello, el segundo semestre de fun- 
cionamiento del SNMN refleja un incremento de 
atenciones en relación con el semestre de refe- 
rencia, lo que lleva a pensar que la afluencia de 
pacientes tiene muchas condicionantes. En una 
zona de alto tránsito migracional, como es el 
Chapare, la población aumenta y disminuye cons- 
tantemente sobre todo en épocas de cosecha, lo 
que a la vez dificulta el manejo de cifras exactas 
en cuanto a la población de referencia. 


Utilización 

En Villa Tunari, en la gestión de'1996 se presu- 
puestó para el SNMN un monto de 77.803,18 Bs. 
de los cuales se utilizó, el segundo semestre (pri- 
mer semestre de aplicación del SNMN), 
30.704,30 Bs. Basándose en estos datos el coefi- 
ciente de utilización del seguro fue: 


30.704 
U(1) = = 0,79 
77.803 / 2 





Para la gestión del 97 se presupuestó 
187.369,99 Bs. de los cuales se utilizó en el pri- 
mer semestre (segundo semestre de aplicación 
del SNMN) 26.223 Bs., quedando un saldo para 
el resto del año de 116.146,99. Por lo tanto, el 
coeficiente de utilización del seguro fue el si- 
guiente: 
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Cuadro 16 
Subregión Trópico: Cobertura de servicios del SNMN 


Semestre de Primer Semestre 
referencia dei SNMN 
Indicador (Enero-Junio) Julio- Incremento 
1996 Diciembre) 
1996 
Cobertura de parto en servicio 9,57 12,92 3,35 
Cobertura parto domiciliario/Personal de salud 1,98 1,53 -0,45 
Cobertura parto domiciliario/Partera adiestrada 5,25 1,53 -0,27 
Cesárea 14,77 14,69 -0,08 
Cobertura episodios EDA tratados en < de 5 años 104,21 88,03 -16,18 
Cobertura episodios IRA tratados en < de 5 años 23,73 25,81 2,08 
Cobertura EDA (< de 5 años) % casos hospitalarios 10,81 8,82 -1,99 
Cobertura IRA (< de 5 años) % casos hospitalarios 10,60 10,17 -0,43 
Cuadro 17 


Subregión Trópico: Número de atenciones del SNMN 





Tipo de Semestre de referencia Primer semestre Segundo semestre 
atención (Enero-Junio) del SNMN del SNMN 
1996 (Julio-Diciembre) (Enero-Junio) 
1996 1997 
CPN con 4 247 219 298 
atenciones 
Partos Vaginales Cesáreas Referidos  Vaginales Cesáreas Referidos  Vaginales Cesáreas Referidos 
202 35 45 273 41 32 298 55 26 
Atención Ingresos Referidos Ingresos Referidos Ingresos Referidos 
< 5 años 779 28 726 26 906 38 
Control 212 178 270 
Postparto 
26.223 das, con relación a los recursos disponibles en los 
U(2) = = 0,28 semestres de implementación del seguro. Así, su- 
187.370 / 2 mando las atenciones a mujeres y a niños meno- 


El coeficiente de utilización es evidentemen- 
te menor en el segundo caso, tomando en cuenta 
que los recursos disponibles se incrementaron. No 
obstante, el fenómeno puede estar asociado al 
hecho de que a principios de año el margen de 
utilización de recursos financieros es siempre me- 
nor debido a limitaciones en la asignación y des- 
embolso presupuestarios típicos de principio de 
gestión. 


Productividad 


Para el cálculo de este indicador, tomaremos en 
cuenta el número total de las atenciones realiza- 
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res de 5 años, tenemos en los dos semestres de 
funcionamiento del SNMN, un total de 2.874 


atenciones. En el cálculo semestral tenemos: 
primer semestre del SNMN: 


1.291 
Pr(1) = = 0,033 


77.803 / 2 
segundo semestre del SNMN: 


1.583 
Pr(2) = = 0,016 


187.370 / 2 


La productividad del segundo semestre es vi- 
siblemente menor con relación al primero (0,016 
atenciones por Bs. invertido respecto a 0,033 aten- 
ciones por boliviano invertido). Este fenómeno 
deriva de un incremento proporcionalmente ma- 
yor de los recursos financieros que no se reflejó 
en mayor cantidad de atenciones (sólo 22% de 
incremento). 


Rendimiento 
primer semestre del SNMN: 


1.291 
R(1) = —————— = 0,042 
30.704 


segundo semestre del SNMN: 


1.586 
R(2) = —————— = 0,061 
26.223 


Comparando el rendimiento con la produc- 
tividad, vemos que el primer semestre del segu- 
ro hubo una productividad de 0,033 y un 
rendimiento de 0,042; mientras que en el se- 
gundo semestre la productividad disminuye a 
0,016 y el rendimiento aumenta a 0,061. El ren- 
dimiento aumenta, debido básicamente a que 
el número de atenciones aumenta aun cuando 
los recursos efectivamente utilizados son meno- 
res en el segundo semestre de implementación 
del seguro. 


Eficacia 

Este indicador refleja el logro de metas y objeti- 
vos en el tiempo de funcionamiento del seguro, 
independientemente del costo, estableciendo 
únicamente el alcance de los objetivos entre un 
semestre a Otro: 

Al respecto, el principal objetivo? que pre- 
tende alcanzar el SNMN es lograr aumentar la 
afluencia de pacientes a los servicios de salud. 
Haciendo uso de las estadísticas, tenemos: 


e En cuanto a CPN en el semestre de referencia 
se registró un total de 247 atenciones, cifra 
que desciende durante el primer semestre del 
seguro a 219. Sin embargo, un cambio se da 
en el segundo semestre de implementación del 
seguro, donde las atenciones aumentan a 298, 
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es decir, se produce un incremento del 21% 
con relación al semestre de referencia. 

e Respecto a la atención de partos, en el semes- 
tre de referencia se registraron un total de 282 
eventos. En el primer semestre del seguro, la 
cifra incrementa a 346 y aún más en el segun- 
do semestre llegando a 379. En este caso, sí se 
registra un incremento continuo explicado 
principalmente por la atención gratuita. 

e En cuanto a las atenciones a menores de 5 
años, tenemos, en el semestre de referencia un 
total entre atendidos y referidos de 807, en el 
primer semestre del seguro se produce un des- 
censo a 752 y en el segundo un incremento a 
944, es decir, se da un incremento del 17% 
en el último semestre en relación con el de 
referencia. 


Como conclusión se puede afirmar que al se- 
guro, en Villa Tunari, si bien se encuentra fun- 
cionando, aún falta incrementar la cobertura, 
utilizar efectivamente los recursos y aumentar el 
rendimiento, para que de esa manera se logre tam- 
bién aumentar la productividad de la política. 


SACABA 

En el municipio de Sacaba, el SNMN, al igual 
que en Villa Tunari inicia su funcionamiento en 
agosto de 1996, retraso que, según al Director de 
la Subregión Valle Puna, se debió básicamente a 
su mala organización de parte de la DIDES. 


...nos hemos retrasado, comenzamos en agosto cuando 
ya teníamos que haber comenzado en julio, pero es 
que no teníamos los insumos, nirla papelería, además 
tenemos postas muy lejanas como Palca por ejemplo.* 


En la gestión 1996 el municipio de Sacaba 
presupuestó para el seguro un monto de 114.079 
Bs. de los cuales se gastaron 6.798 Bs. Para 1997 
se presupuestó 369.635 Bs. de cuyo monto fue 
ejecutado 212.244,09 Bs. 

En base a la información recolectada de la 
subregión, a los reportes del SNIS y al POA del 
municipio, es posible calcular los siguientes 
indicadores: 


Cobertura 


...lo más difícil del seguro, es lograr incrementar 
rápidamente la cobertura, pues en el área rural no sólo 
existe el problema económico, sino especialmente el 
problema geográfico, de las distancias, que es el que 
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dificulta lograr mayor cobertura; pese a ello la 
cobertura se incrementa pero no mucho, además el 
trabajo sube, la burocracia aumenta pero los salarios y 
los ítems son reducidos”. 


El principal HBA de este municipio es el hos- 
pital México, encargado de atender a una pobla- 
ción total de 39.991 habitantes. El cálculo de la 
cobertura se realizará basándose en el número de 
atenciones del seguro que realizó este hospital 
durante el año de funcionamiento, con relación 
al número de ME de su área de influencia. 


e Cobertura en atenciones maternas: 
728 
1.194 


Respecto a la cobertura en atención a niños 
< de 5 años, tenemos: 


e Cobertura en atenciones a niños < de 5 años 


720 
C = ———— = 0,58 
1.239 


Sobre la base de los reportes del número de 
atenciones del SNIS para la subregión Valle 
Puna, podemos realizar la comparación por semes- 
tres, del incremento o disminución de las aten- 
ciones (ver Cuadro 18). 

Como puede apreciarse, en los dos semestres 
de funcionamiento del SNMN se nota un incre- 
mento del número de atenciones tanto maternas 
como infantiles; las atenciones del postparto, tam- 
bién se incrementan significativamente en el 
primer semestre, disminuyendo en el segundo. 


Utilización 

El cálculo de la utilización de los recursos en este 
municipio se define por la relación entre lo que se 
utilizó con lo que se disponía. En la gestión 1996 
se presupuestó para el SNMN un monto de 
114.076 Bs. de los cuales se utilizó 6.798 en el se- 
gundo semestre (primer semestre de implementa- 
ción del SNMN). Según estos datos el coeficiente 
de utilización del primer semestre del seguro fue: 


6.798 
U(1) = —————— = 0,13 
114.760/2 
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Para la gestión del 97 se presupuestó 369.635 
Bs. de los cuales se utilizó en el primer semestre 
212.244 Bs. Por lo tanto, el coeficiente de utiliza- 
ción del primer semestre de 1997 (segundo se- 


mestre del SNMN) fue: 


212.244 
U(2) = ——————- -= 1,15 
369.635 / 2 


Como podemos observar, la utilización fue 
mayor en el segundo semestre de implementación 
del SNMN; sobrepasando incluso los recursos se- 
mestrales disponibles, que contrasta con la 
bajísima ejecución presupuestaria del segundo 
semestre de 1996 (primer semestre de imple- 


mentación del SNMN) 


Productividad 

El total de atenciones en Sacaba, tomando en 
cuenta CPN (completos), partos y atenciones a 
menores de 5 años, llega a 2.436 (sin contar aten- 
ciones de niños referidos). Sobre la base de es- 
tos datos, tenemos los siguientes niveles de 
productividad: 


primer semestre del SNMN: 


1.091 
Pr(1) = ——————— = 0,019 
114.076 / 2 


segundo semestre del SNMN: 


922 
Pr(2) = —— = 0,005 
369.635 / 2 


La productividad del segundo semestre del 
seguro es visiblemente inferior al del primero. 
Comparando con la utilización, tenemos una 
relación inversamente proporcional, donde a 
mayor utilización menor productividad y a ma- 
yor productividad menor utilización; lo cual no 
responde a los objetivos, pues debería ocurrir 
que cuanto más se utilicen de los recursos será 
porque el número de atenciones aumentó y no 
al revés, como ocurre en este caso, donde se 
demuestra que se utilizó ineficientemente los 
recursos. 


Cuadro 18 
Subregión Valle Puna: Número de atenciones del SNMN 


Tipo de Semestre de referencia 
atención (Enero-Junio) 
1996 
CPN con 4 163 
atenciones 
Partos Vaginales Cesáreas Referidos 
174 0 5 
Atención Ingresos Referidos 
< 5 años 352 29 
Control 110 
Postparto 


Rendimiento 
primer semestre del SNMN.: 


1.091 
R(1) = = 0,16 


6.798 
segundo semestre del SNMN: 


922 
R(2) = = 0,004 


212.244 


Podemos observar que tanto la productividad 
como el rendimiento disminuyen en el segundo 
semestre de implementación del SNMN, aun- 
que el rendimiento se contrae a una tasa mayor 
debido al sustancial incremento de recursos utili- 
zados sin que exista una correspondencia con la 
cantidad de atenciones que contrariamente dis- 
minuyen. 


Eficacia 
El alcance de los objetivos en cuanto a incremento 
de población atendida en Sacaba es el siguiente: 


e En cuanto a atenciones de CPN (completos) 
tenemos un total de 163 en el semestre de refe- 
rencia, con un incremento del 161,34% en el 
primer semestre del seguro, donde las atencio- 
nes ascienden a 426. No obstante, en el segun- 
do semestre se registran 265 atenciones, lo que 
genera un descenso del 37,79% en relación con 
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Primer semestre 


Segundo semestre 


del SNMN del SNMN 
(Jutio-Diciembre) (Enero-Junio) 
1996 1997 
426 256 


Vaginales Cesáreas Referidos 


Vaginales Cesáreas Referidos 


278 0 29 273 0 29 
Ingresos Referidos Ingresos Referidos 
383 11 355 3 
200 165 


el primer semestre. Pese a esta situación en com- 
paración al semestre de referencia también se 
registra un incremento del 62,57%. 

e En cuanto a atenciones de partos, vemos en el 
semestre de referencia un número de partos 
registrados de 179, monto que se incrementa 
en el primer semestre del seguro en un 57,54% 
es decir, a 282 atenciones; esta cifra también 
se incrementa en un 7,09% en el segundo se- 
mestre donde se registran 302 atenciones, lo 
que en comparación al semestre de referencia 
representa un 68,71% de incremento. 


Respecto a las atenciones a menores de cinco 
años vemos que en el semestre de referencia se re- 
gistran 352 atenciones, que en el primer semestre 
del seguro se incrementa en un 8,80% (383 aten- 
ciones registradas). Con relación al primer semes- 
tre, el segundo registra un descenso del 7,31% (355 
atenciones) lo que aún significa un incremento de 
0,85% con relación al semestre de referencia. 

En conclusión, el municipio de Sacaba se en- 
cuentra con un problema de utilización de recur- 
sos en relación con el número de sus atenciones, 
pues se registra una disminución de la demanda 
en el segundo semestre. Esta situación, demues- 
tra que aún no se alcanza el óptimo de utiliza- 
ción, y las coberturas no logran impulsar el gasto. 


MIZQUE 

Al igual que en los dos anteriores municipios, en 
Mizque, se inicia el SNMN el 6 de agosto de 1996. 
“ ..nosotros hemos empezado en agosto porque 
no teníamos los formularios, ya que la dotación 


93 


94 


de insumos siempre tarda, siempre hay dificulta- 
des al inicio, después ya se ha ido mejorando”*, 

En cuanto a los problemas por los que atrave- 
só este municipio para la implementación del se- 
guro, fueron más bien de comunicación e 
información los que dificultaron el eficiente des- 
envolvimiento del seguro. En cuanto al logro de 
los objetivos del seguro en este municipio, según 
el Director del Distrito, no son realmente signifi- 
cativos. El mismo Director manifestó al respecto 
que “para hacer un análisis del seguro se deben 
hacer cuadros de comparación con otras gestio- 
nes, creo que uno de los objetivos primordiales 
es reducir la mortalidad materna y de la niñez 
¿pero a través de qué estrategia? Sabemos que 
existen barreras económicas, culturales, sociales, 
religiosas, pero en el campo, en el área rural exis- 
ten otro tipo de barreras, que a veces los progra- 
mas nacionales no toman en cuenta, como es el 
caso de esta política del seguro que no toma en 
cuenta las dificultades de la dispersión 
poblacional, distancias de los pueblos a las áreas 
urbanas, falta de educación sanitaria, falta de 
confiabilidad en los servicios y muchos otros fac- 
tores.(...) Dentro la evaluación que hemos teni- 
do el año, pasado, el control prenatal se disparó, 
incrementó en septiembre significativamente, 
pero analizando nos dimos cuenta que fue por la 
repartición de alimentos que realizamos en esa 
época, entonces la asistencia tiene muchas cau- 
sas que no necesariamente se deben al seguro y a 
sus beneficios sino a efectos externos muchas 
veces no previstos que en realidad son los que 
más influyen en la cobertura”. 

El presupuesto que el municipio de Mizque 
asignó al seguro en 1996 fue de 83.475 Bs, que 
según el POA se ejecutó completamente. Éste no 
coincide con lo que afirma el Director del Distri- 
to quien manifestó que “aún no se ha hecho ni un 
solo desembolso pues la Alcaldía no quería hacerse 
cargo del trámite del RUC, pero menos mal ya está 
en curso. Pero si nos hacen la cancelación en trein- 
ta días nosotros vamos a cerrar los servicios”. El 
presupuesto destinado al funcionamiento del 
SNMAN, para el 97 fue de 78.838 Bs. En este caso se 
redujo en comparación a la gestión anterior, hasta 
el momento se gastaron según el POA 35.845 Bs. 


Cobertura 

El cálculo de cobertura se realizó basándose en el 
total de atenciones maternas en un año de fun- 
cionamiento del seguro en el hospital piloto de la 
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red HBA Augusto Morales respecto al número 
de mujeres embarazadas. 


e Cobertura en atenciones maternas: 


283 
C=-—————=0,54 
518 


Respecto a la cobertura en atención a niños 
< de 5 años, tenemos: 


e Cobertura en atenciones a niños < de 5 años 


206 
C=——-—=0,15 
1.306 


Como se aprecia, la cobertura es baja, mucho 
más si la comparamos con la de los hospitales de 
Villa Tunari y Sacaba. Sobre la basé de los repor- 
tes del número de atenciones del SNIS para la 
Subregión Sudeste, podemos realizar una compa- 
ración por semestres del incremento o disminu- 
ción de las atenciones (ver Cuadro 19). 

Del cuadro anterior se puede apreciar, un in- 
cremento significativo en el número de atencio- 
nes desde la implementación del SNMN 
principalmente en los casos de control prenatal 


(CPN) y control postparto (CPP) 


Utilización 

La utilización de los recursos del primer semes- 
tre del seguro fue óptima. Se logró al respecto, el 
100% de utilización: 


41.737 
1) === 541 
83.475 /2 


Para la gestión del 97 se presupuestó 78.838 
Bs., de los cuales se utilizó en el primer semes- 
tre 32.845 Bs. Por lo tanto, el coeficiente de 
utilización del primer semestre de 1997 (segundo 
semestre del SNMN) fue del margen del 80%: 


32.845 
U(2) = ——————-—=0,8 
78.838 / 2 


Se aprecia que en el caso de Mizque existe una 
política de utilización Óptima de los recursos del 


sector salud en términos monetarios. Esto puede 
estar asociado en gran medida a la estabilidad 
político-institucional que caracteriza a este mu- 
nicipio. 


Productividad 
primer semestre del SNMN: 


428 
Pr(1) = ——————— = 0,010 
83.475 / 2 


segundo semestre del SNMN: 


419 
Pr(2) = —————— = 0,011 
78.838 / 2 


No obstante, de la optimización en la utiliza- 
ción de recursos la productividad de ambos 
semestres es baja en términos de atenciones o 
servicios. Este fenómeno muestra la poca cantidad 
de personas que se acogen al seguro, mucho más 
baja que en el caso de Villa Tunari y Sacaba. 


Rendimiento 


primer semestre del SNMN: 


segundo semestre del SNMN: 


19 
R(2) = ————— =0,013 
32.845 


Durante el segundo semestre de implementado 
el seguro se observa que aun cuando el número 
de atenciones bajó, el rendimiento es mayor res- 
pecto al anterior semestre, debido a que los recur- 
sos utilizados bajaron proporcionalmente más, 
resultando en un mayor rendimiento por unidad 
monetaria gastada. 


Eficacia 
En cuanto al logro de los dos principales objeti- 
vos, conseguir una mayor afluencia de personas 
a los centros de salud y reducir la mortalidad, 
vemos: 


e En el caso de los CPN (completos), en el se- 
mestre de referencia se registraron 55 casos, 
cifra que asciende en un 83,6% en el primer 
semestre de funcionamiento del seguro (101 
reportes). El segundo semestre del seguro tam- 
bién registra un incremento del 2,9% con re- 
lación al primero y un 89,09 con relación al 
semestre de referencia, con 104 reportes. 

e En cuanto a los partos, se han registrado 63 
en el semestre de referencia, que ascienden a 


428 103 en el primer semestre del seguro, con un 
R(1) = —————— = 0,010 63,4% de incremento, y a 117 en el segundo 
41,737 semestre del seguro, con un 13,5% de incre- 
mento. 
Cuadro 19 


Subregión Sudeste: Número de atenciones del SNMN 


Tipo de Semestre de referencia Primer semestre Segundo semestre 
atención (Enero-Junio) del SNMN del SNMN 
1996 (Julio-Diciembre) . (Enero-Junio) 
1996 1997 
CPN con 4 55 101 104 
atenciones 
Partos Vaginales Cesáreas Referidos  Vaginales Cesáreas Referidos  Vaginales Cesáreas Referidos 
59 0 4 0 8 106 0 11 
Atención ingresos Referidos Ingresos Referidos Ingresos Referidos 
< 5 años 207 2 = 224 2 198 9 
Control 48 82 101 
Postparto 
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e Las atenciones infantiles a menores de 5 años 
registraron una disminución en el segundo se- 
mestre del seguro, que bajó en 11,6% respecto 
al semestre anterior (de 224 a 198 atenciones). 


Los resultados aparentemente “óptimos” en el 
caso de Mizque no tienen más documento de res- 
paldo que el POA y este entra en contradicción 
con lo manifestado por los funcionarios de los 
centros de atención, quienes niegan haber reci- 
bido de la Alcaldía algún desembolso. Esto nos 
lleva a pensar en la necesidad de indagar sobre el 
gasto real de los fondos de coparticipación, tema 
que sale del marco de la presente investigación. 

Todos estos indicadores muestran resultados 
muy relativos ya que en proyectos sociales y/o de 
servicios, que implican actores y circunstancias 
múltiples, muchas veces no logran ser cuantifica- 
dos. Esta situación es mucho más difícil en una 
política como el SNMN, con metas difusas, poco 
claras, donde cada municipio es partícipe de una 
meta específica, pese a ello, se determinó utilizar- 
los pues a partir de ellos es posible acercarse a la 
realidad, si tomamos en cuenta que la base de esta 
política radica en el grado de utilización de los 
recursos y en el número de atenciones; lo cual 
nos brinda un panorama general de la forma en la 
cual cada municipio realiza su función adminis- 
trativa, de inversión y prestación de servicios. 

Sin embargo, dadas las características del se- 
guro, la evaluación quedaría incompleta si no se 
tomase en cuenta a los funcionarios encargados 
de la prestación de los servicios del seguro. Así, 
se utilizarán, para concluir la evaluación inter- 
na, los resultados de la encuesta realizando un 
análisis en torno al grado de conocimiento que 
tienen del marco jurídico del SNMN, la capaci- 
tación que recibieron y la evaluación que hacen 
de las instancias responsables del funcionamien- 
to del seguro. 


iii) Evaluación sobre el conocimiento del SNMN 
Para la evaluación del SNMN, se toman los re- 
sultados de las encuestas aplicadas a los 60 fun- 
cionarios de los tres municipios. El proceso 
evaluativo sobre el grado de conocimiento de 
los reglamentos por parte de los funcionarios en- 
cargados de prestar los servicios del SNMN es 
como se muestra en el Cuadro 20. 

Es de notar que el Decreto Reglamentario que 
instaura este seguro fue publicado repetidas ve- 
ces, tanto en boletines informativos como por la 
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prensa; pese a ello un 21,7% de los funcionarios 
no lo conocen. La excepción la hace el munici- 
pio de Mizque, donde un 83,3% de los encuestados 
conoce la norma de la cual emana el SNMN. 

Sin embargo conocer el texto de promulgación 
es insuficiente, pues una de las características de 
este seguro fue la constante transformación de su 
reglamentación durante el primer año de 
implementación, por lo cual se publicó un segun- 
do documento informativo con los últimos cam- 
bios realizados. Al respecto, la investigación 
mostró que la mitad de los encuestados descono- 
cen las últimas modificaciones, como vemos en 
el Cuadro 21. 

Un elemento explicativo esencial del grado de 
información sobre las normas que rigen esta polí- 


tica, es el nivel de instrucción de los funcionarios. 


Por lo tanto se observa que el conocimiento, 
tanto del primer reglamento como de sus sucesi- 
vos ajustes, es mayor entre médicos y enfermeras 
que entre auxiliares. Á 

De los 20 médicos encuestados sólo uno ma- 
nifestó desconocer los reglamentos del SNMN; 
en cambio, 24 de los 34 auxiliares declararon lo 
mismo. Siendo así que el desconocimiento de las 
modificaciones reglamentarias por parte de los 
auxiliares llega casi al 71%. Respecto al nivel de 
capacitación que recibieron los funcionarios te- 
nemos el resultado en el Cuadro 22. 

Vemos que un 75% recibió información, y 
conoce el SNMN. Lo interesante radica en la 
existencia de un 23% de personas que pese a no 
haber recibido ningún tipo de información sobre 
el SNMN lo conocen; esta situación muestra que 
independientemente del sistema de información 
que fluye desde las DIDES hacia las instancias 
ejecutoras, funcionan redes de comunicación 
interpersonales que suplen la ausencia de infor- 
mación oficial. El tipo de información recibida 
por los funcionarios en cada municipio normal- 
mente es como veremos en el Cuadro 23. 

Las charlas organizadas por los Directorios de 
Subregión constituyen la principal fuente de in- 
formación, estando claro una vez más, la ausen- 
cia de apoyo por parte de los medios de 
comunicación masiva. 

De las 45 personas que respondieron a la pre- 
gunta sobre la evaluación de la información reci- 
bida, el 64% la considera aceptable, en cambio el 
restante 35% la considera regular, obteniendo 
la mejor calificación las charlas y cursos de la 
Subregión. 


Cuadro 20 
¿Conoce el D.S. 24303, que reglamenta el funcionamiento del SNMN? 








Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Sí Casos 15 19 10 44 
% 60,0% 82,6% 83,3% 73,3% 
No Casos 7 4 2 ; 13 
% 28.0% 17,4% 16,7% 21,7% 
Más o menos Casos 3 3 
% 12,0% 5,0% 
Total Casos 25 23 12 60 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 





Cuadro 21 
¿Conoce las últimas modificaciones al'reglamento del SNMN? 
Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Sí Casos 9 10 11 30 
% 36,0% 43,5% 91,7% 50,0% 
No Casos 16 13 1 30 
% - 64.0% 56,5% 8,3% 50,0% 
Total Casos 25 23 12 60 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 


Cuadro 22 
¿Recibió algún tipo de capacitación o información sobre el funcionamiento del SNMN? 


Recibió información Si Casos 
% 

No Casos 
% 

Total Casos 
% 


Un tema importante que refleja el 
conocimiento del SNMN, es el conocimiento 
de la instancia encargada de suministrar los 
recursos necesarios para su funcionamiento y 
sobre quién recae la responsabilidad de 
distribuirlos. El resultado de esta indagación se 
puede ver en el Cuadro 24. 

A la pregunta sobre el directo responsa- 
ble del seguro, tenemos la respuesta en el Cua- 


dro 25. 
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¿Conoce el SNMN? 
Sí No Total 

45 45 
76.3% 75,0% 
14 1 15 
23,7% 100,0% 25,0% 
59 1 60 
100,0% 100,0% 100,0% 


Del personal encuestado, 54 sabían quién era 
el responsable, de los cuales el 77% atinó a res- 
ponder que el municipio es el encargado del 
funcionamiento del seguro. 

Respecto a la pregunta sobre el grupo de per- 
sonas que, según los funcionarios, son los bene- 
ficiarios del SNMN, obtuvimos los resultados que 
se ven en el Cuadro 26. 

La respuesta más común de los funcionarios 
fue que el SNMN está dirigida a todos los grupos 
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Cuadro 23 
Tipo de información recibida sobre el SNMN por municipio 





Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Talleres y literatura Casos 1 5 A 7 
% 5,3% 33,3% 9,1% 15,6% 
Talleres Casos 3 3 6 
% 15,8% 20,0% 13,3% 
Charlas sobre EDA, Casos ; 7 5 2 14 
IRA, CPN % 36,8% 33,3% 18,2% 31,1% 
Cursos (> 3 días) Casos a 4 1 7 12 
% 21,1% 6,7% 63,6% 26,7% 
Cursillos (< 3 días) Casos 3 3 
% 15,8% 6,7% 
Noticias, Tv. Rad. Diar. Casos 1 1 
% 5,3% 2,2% 
Folletos Casos 1 1 í 2 
% 6,7% 9,1% 4,4% 
Total Casos 19 15 11 45 
% 100,0% 100,0% 100,0% : 100,0% 
Cuadro 24 
¿Tiene conocimiento sobre quién corre con los gastos de las atenciones del SNMN? 
Municipio , 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Sí Casos 20 22 12 54 
% 80,0% 95,7% 100,0% 90,0% 
No Casos 5 1 , 6 
% 20,0% 4,3% 10,0% 
Total Casos 25 23 12 60 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 





sociales en general. Si bien esta política fue pen- 
sada para que los grupos sociales con mayores li- 
mitaciones económicas accedan a los servicios 
públicos de salud, no existe una selección de pa- 
cientes al momento de la prestación de los servi- 
cios. Esta situación se constituye en un factor que 
impide el logro de los objetivos de la política, pues 
si bien el SNMN ha conseguido una mayor co- 
bertura en pacientes que no asistían a los servi- 
cios públicos de salud, en muchos casos estos 
pacientes asistían a clínicas y consultorios priva- 
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dos, lo que muestra que sectores de la población 
con escasos recursos económicos no están acu- 
diendo a los centros de salud por otro tipo de fac- 
tores como ser el cultural, el geográfico, etc. 

Uno de los pilares fundamentales del seguro, 
que permite su universalidad, es la atención gra- 
tuita que ofrece. Al respecto se indagó la opinión 
evaluativa de los funcionarios; que arrojó los re- 
sultados del Cuadro 27. 

El 76,7% está de acuerdo con esta caracte- 
rística del SNMN (servicio gratuito). La im- 


Cuadro 25 
¿Quién es el responsable del manejo del SNMN? 


Responsable 
Especificar DILOS 


Municipio 


Gobierno 


Responsabilidad propia 


DIDES 


SNS 


Director del Distrito 


Total 


Total 
Casos 2 
% 3,7% 
Casos 42 
% 77,8% 
Casos 5 
% 9,3% 
Casos 2 
% 3,7% 
Casos 1 
% 1,9% 
Lasos 1 
% 1,9% 
Casos 1 
% 1,9% E 
Casos 54 
% 100,0% 











Cuadro 26 
¿Para qué clase de personas cree que fue diseñado el SNMN según la profesión de los encuestados? 
Profesión 
Médicos Lic. Enferm. Auxiliares Total 
Clase baja Casos 6 2 15 23 
% 30,0% 33,3% 44,1% 38,3% 
Para todas Casos 13 4 16 33 
las clases % 65,0% 66,7% 47,1% 55,0% 
Clase Casos 1 3 4 
media-alta % 5,0% 8,8% 6,7% 
Total Casos 20 6 34 60 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 


portancia de la misma reside en el hecho de 
ser la base de la política, por lo que la visión de 
los implementadores nos brinda la oportuni- 
dad de comprender que el factor económico 
es determinante para alcanzar mayor cobertu- 
ra. Sin embargo, existe cierto descontento 
entre los funcionarios, debido a que el trabajo 
ha aumentado, mientras que, por el contrario, 
los salarios y las condiciones laborales se man- 
tienen intactos. 
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Pese a los problemas de planificación, el se- 
guro muestra ciertas ventajas y beneficios. Según 
los funcionarios, el primer beneficio señalado es 
la atención gratuita y el papel que ésta juega en el 
proceso de reducción de la mortalidad. En segun- 
do lugar señalan la importancia de tomar como 
objetivo del seguro a la mujer y al niño y final- 
mente, como último beneficio, mencionaron la 
atención de diarreas e infecciones respiratorias 
agudas y el incremento de la cobertura. 
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Cuadro 27 - 
Evaluación sobre la atención gratuita que brinda el SNMN 


Cree que la idea de la atención 
gratuita del SNMN es: 








Buena Mala Regular Totat 

¿Por Disminuye la Casos 5 
qué? mortalidad % 8,3% 8,3% 
Aún falta confianza Casos 4 4 
de la gente hacia % 6,7% 6,7% 

el servicio 
No cubre todas las Casos 2 2 10 
necesidades % 3,3% 13,3% 16,7% 
Genera mayor Casos 41 
cobertura % 68,3% 68,3% 
Total Casos 2 12 60 
% 76,7% 3,3% 20,0% 100,0% 


Respecto a las desventajas, los funcionarios 
percibieron lo siguiente: En primer lugar, afirman 
que el servicio demanda mucha atención, es de- 
cir, se les exige más que antes, con los mismos sa- 
larios y que además existe una mala administración 
del seguro, que se traduce en una evidente caren- 
cia de medicamentos. En segundo lugar señalaron 
la carencia de personal para solucionar las exigen- 
cias del seguro. Por último se mencionó los des- 
embolsos discontinuos que realizan los municipios. 


iv) Evaluación de la atención por municipios 
Para poder evaluar el nivel de atención que pres- 
ta cada red, observaremos las prácticas de los fun- 
cionarios al momento de prestar el servicio, y si 
éstas cumplen o no con lo establecido por la nor- 
ma. En este ámbito, el primer requisito del buen 
funcionamiento del seguro es el conocimiento que 
deberían tener los funcionarios de los formula- 
rios a llenar en cada atención (ver Cuadro 28). 

Son cinco los formularios básicos que deben 
ser llenados por cada atención, y de esto sólo tie- 
nen conocimiento un 16% de los funcionarios 
encuestados. Esto refleja un nivel de desconoci- 
miento del procedimiento administrativo del se- 
guro, pues en caso de no existir un registro 
coherente de las atenciones será muy difícil que 
el DILOS gestione las devoluciones que debe ha- 
cer la Alcaldía por cada atención, lo que a la vez 
desembocaría en una mala administración y en 
servicio ineficiente. 
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Respecto a las características de la atención 
que cada centro de salud debe prestar, según su 
nivel de complejidad se aprecia en el Cuadro 29, 
el círculo de prestación de servicios del seguro no 
se cumple, pues los establecimientos de primer 
nivel sólo deberían realizar la atención preventi- 
va en diarreas e infecciones respiratorias agudas y 
los controles prenatales, refiriendo en caso de 
partos y otras atenciones de mayor complejidad a 
los establecimientos de segundo nivel. El 45% de 
los centros de salud de primer nivel ofrece, de 
hecho, servicios de atención de parto. Respecto a 
la administración del seguro, sabemos que es el 
DILOS de cada municipio su directo responsa- 
ble. Por lo tanto, uno de los deberes de los 
DILOS es el monitoreo del funcionamiento del 
seguro en cada centro, para lo cual debe realizar 
visitas continuas, resolver las devoluciones, aten- 
der los problemas de insumos, etc. En este senti- 
do vemos que el número de visitas realizadas 
por funcionarios de los DILOS en el transcurso 
de un año fueron casi circunstanciales (el 60% de 
los encuestados manifestó que en un año recibie- 
ron una sola visita de los personeros de los 
DILOS, y a veces ninguna). El Cuadro 30 mues- 
tra esta realidad. 

Basándose en estos antecedentes se pidió a los 
funcionarios que evaluaran el desempeño de los 
DILOS con relación al seguro. Como era de es- 
perar sólo el 30% de los encuestados mostró su 
satisfacción por la labor cumplida por los DILOS. 


Evaluación del conocimiento de los procesos de atención: Número de formularios a llenar 


¿Cuántos 
conoce? 


Total 


N/R 


2.0 


3,0 


4,0 


5,0 


según el nivel de complejidad del establecimiento donde trabaja? 


Cuadro 28 


¿Conoce el número de formularios 
y registros que se llena para 


10,0% 


cada atención del SNMN? 


No Más o menos 


13 
21,7% 


13 
21,7% 


Cuadro 29 
¿Cuáles son las atenciones específicas del SNMN que le correspondería prestar 


2 
3,3% 


Total 


8 
13,3% 


13 
21,7% 





Nivel de complejidad 
del establecimiento 
Primer Segundo No 
nivel nivel conoce Total 

Atenciones No conoce Casos 2 1 3 
especificas % 3,3% 1,7% 5,0% 
Todas en Casos 1 2 3 
general % 1,7% 3,3% 5,0% 
Partos Casos 2 2 
complicados % 3,3% 3,3% 
Atención Casos 1 1 
preventiva % 1,7% 1,7% 
T Partos, CPN, Casos 27 24 51 
EDA, IRA % 45,0% 40,0% 85,0% 
Total Casos 29 30 1 60 
% 48,3 50,0% 1,7% 100,0% 
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Cuadro 30 
Número de veces que el DILOS visitó el centro de atención 
para verificar el funcionamiento del SNMN 





Municipio 

Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
N° de N/R Casos 3 8 11 
veces % 12,0% 34,8% 18,3% 
0,0 Casos 8 5 1 14 
% 32,0% 21,7% 8,3% 23,3% 
10 Casos 9 7 6 22 
% 36,0% 30,4% 50,0% 36,7% 
20 Casos 4 1 3 8 
% 16,0% 4,3% 25,0% 13,3% 
30 Casos 1 2 2 5 
% 4,0% . 8,7% 16,7% 8,3% 
Total Casos 25 23 12 60 
- % 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 


El municipio es otra de las instancias de gran 
importancia en el proceso de administración del 
seguro. Al respecto se indagó sobre la actuación 
del Gobierno Municipal en relación al seguro. Los 
resultados de la encuesta indican que la evalua- 
ción parte de los funcionarios del SNMN, de la 
actividades que realizan los municipios es más ne- 
gativa aún que la que hicieron sobre los DILOS. 
En conjunto consideran que sólo el 25% de los 
centros de salud reciben más de una visita por 
año de parte de funcionarios de la Alcaldía. El 
caso extremo es Mizque donde el 75% de los cen- 
tros de salud no recibieron ni siquiera una visita 
de personeros del municipio en el período de un 
año, que se corrobora con la mala evaluación que 
se hace de la función municipal en el área de la 
salud: un 50% afirmó que era mala. 


v) Evaluación del funcionamiento del SNMN 
La evaluación, tanto del funcionamiento del 
SNMN, como del impacto que los funcionarios 
creen que está teniendo según cada municipio se 
expresa en el Cuadro 31. 

En general se cree que existe un funcionamien- 
to bueno, lo que es expresado por un 68% de los 
encuestados, siendo Mizque el municipio en el 
que mejores resultados dio el seguro, con un 83% 
del personal que emitió esta opinión. Los dos res- 
tantes, Villa Tunari y Sacaba tienen un menor 
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porcentaje de conformidad. Finalmente, las su- 
gerencias manifestadas para que el seguro mejore 
se puede ver en el Cuadro 32. 

Paradójicamente, el problema de los salarios 
no aparece aquí como álgido, ya que sólo un 16% 
cree que es uno de los puntos centrales del mal 
funcionamiento del seguro. Por otra parte, un 
31,7% cree que el problema fundamental reside 
en la carencia de equipos y Suministros (a excep- 
ción de Mizque). 

En los municipios de Sacaba, con un 43% y 
en Mizque con un 41%, se manifiesta la necesi- 
dad de mejorar la calidad de la atención. 


b) Evaluación del proceso de recepción de la 
política: Análisis de impacto 

El análisis del impacto de la política se basa prin- 
cipalmente en una encuesta realizada a 300 mu- 
jeres atendidas por el seguro en los municipios de 
Villa Tunari, Mizque y Sacaba (100 mujeres por 
municipio). 

La evaluación del grado de información que és- 
tas tienen de los servicios que cubre el seguro arroja 
el resultado que se puede ver en el Cuadro 33. 

Del cuadro se aprecia que algo más de 3 de cada 
10 mujeres que fueron atendidas por el SNMN no 
saben de su existencia. El caso más extremo se en- 
cuentra en Villa Tunari, donde el 42% de las muje- 
res se encuentran en esta situación. 


Cuadro 31 
Evaluación del funcionamiento del SNMN 











Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 

Bueno Casos 15 16 10 41 
% 60,0% 69,6% 83,3% 68,3% 

Regular Casos 9 6 2 17 
% 36,0% 26,1% 16,7% 28,3% 

N/S-N/R Casos 1 1 2 
% 4,0% 4,3% 3,3% 

Total Casos 25 23 12 60 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 

Cuadro 32 . 
Sugerencias para mejorar el funcionamiento del SNMN por municipio 
Municipio 

Villa Tunari Sacaba Mizque Total , 
Ninguna Casos 3 3 
% 12,0% 5,0% 
Otorgar mayor capacitación Casos 5 1 4 10 
y mejorar los servicios % 20,0% 4,3% 33,3% 16,7% 
Mejor maneio Casos 1 1 2 
institucional % 4,0% 4,3 3,3% 
Mejorar el Casos 12 7 19 
equipamiento % 48,0% 30,4% 31,7% 
Revisión de Casos 1 3 4 
costos % 4,0% 25,0% 6,7% 
Mejorar la Casos 1 10 5 16 
atención % 4,0% 43,5% 41,7% 26,7% 
Priorizar la atención Casos 3 3 
a los niños % 13,0% 5,0% 
Mejorar la participación Casos 2 1 3 
del municipio % 8,0% 4,3% 5,0% 
Total Casos 25 23 12 60 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 


Respecto a los medios por los cuales se infor- 
maron de la existencia del SNMN, se obtuvo las 
respuestas del Cuadro 34. 

Estos resultados, por municipio, pueden 
interpretarse de la siguiente manera: 

En Villa Tunari, es interesante ver que juegan 
un papel importante los medios de comunicación, 
especialmente la radio, como fuente de informa- 
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ción en tanto que el hospital no cubre ni la cuar- 
ta parte de la población en lo referente a estos 
sistemas. Es por ello que en este municipio casi la 
mitad de la población encuestada no dispone de 
información sobre el SNMN. 

En Sacaba, los medios de comunicación 
también son importantes, aunque a diferencia 
de Villa Tunari, el impacto de la televisión es 
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Cuadro 33 
¿Conoce la existencia del SNMN? 





Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Si Casos 58 68 64 190 
% 58,0% 68,0% 64,0% 63,3% 
No Casos 42 32 36 110 
% 42,0% 32,0% 36,0% 36,7% 
Total Casos 100 100 100 300 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 
Cuadro 34 


¿Cómo se informó sobre la existencia del SNMN? 


Municipio 


Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
T.V. Casos 9 19 10 38 
% 15,5% 27,9% 15,6% 20,0% 
Radio Casos 19 3 12 34 
% 32.8% 4,4% 18,8% 17,9% 
Hospital Casos 13 27 28 68 
% e 22,4% 39,7% 43,8% 35,8% 
Amigas Casos 5 10 4 19 
% 8,6% 14,7% 6,3% 10,0% 
Familiares Casos 7 7 
% 10,3% 3,7% 
T.V. y Radio Casos 11 2 7 20 
%. 19,0% 2.9% 10,9% 10,5% 
Asamblea Casos 3 3 
% 4,7% 1,6% 
No recuerda Casos 1 1 
% 1,7% 0,5% 
Total Casos 58 68 64 190 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 





mayor que el de la radio y los centros de salud, 
al parecer, difunden mejor la información sobre 
el SNMN. 

En Mizque, por estar relativamente alejado, 
los medios de comunicación (especialmente la 
televisión) proveen escasa información. Por ello, 
el hospital y el sistema de salud en general (con 
una fuerte presencia de la ONG Médicos Sin 
Fronteras) son los directos encargados de la difu- 
sión informativa sobre el sector. No obstante, este 
municipio tiene una población poco informada 


sobre el SNMN. 
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Respecto al tipo de atención que más se pres- 
ta en el marco del seguro, tenemos la informa- 
ción en el Cuadro 35. 

Vemos que las atenciones más frecuentes del 
seguro son los controles prenatales y partos (97% 
de los casos), por lo que en ninguno de los muni- 
cipios se llega a brindar todas las atenciones que 
tiene el seguro, lo que a la postre demuestra que 
si bien las mujeres acuden con mayor frecuencia 
al hospital, no existe la conciencia de la 
integralidad del servicio que proporciona el 


SNMN (en Mizque el 100% de las mujeres 


Cuadro 35 
Especificar qué beneficios recibió del SNMN 





Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Todo el embarazo Casos 3 2 5 
% 3,0% 2,0% 1,7% 
Parto Casos 11 2 5 18 
% 11,0% 2,0% 5,0% 6,0% 
CPN-Parto Casos 60 57 45 162 
% 60,0% 57,0% 45,0% 54,0% 
CPN Casos 24 39 50 113 
% 24,0% 39,0% 50,0% 37,7% 
Parto-Postnatal Casos 1 1 
% 1,0% 0,3% 
CPN-Postnatal Casos 1 1 
% 1,0% 0,3% 
Total Casos 100 100 100 300 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 


encuestadas, sólo utilizó los servicios del SNMN 
en los CPN y el parto). Al respecto se puede afir- 
mar que existen barreras de tipo cultural y social 
que impiden que el seguro cumpla con la totali- 
dad de sus metas en torno al cuidado de la salud 
del binomio madre-niño. 

En cuanto a la evaluación que las pacientes 
realizaron sobre el seguro podemos ver el 
Cuadro 36. 

Tres de cada cuatro mujeres manifestaron es- 
tar satisfechas con el servicio brindado por el 
SNMN, lo que refleja una percepción bastante 
buena, aunque casi una de cada cinco expresó su 
disconformidad, sobre todo en Mizque y Villa 
Tunari, pues en Sacaba el 87% de las mujeres be- 
neficiadas evaluó positivamente el seguro. 

A las mujeres cuyo último parto fue atendi- 
do por el seguro, se les preguntó si este evento se 
realizó en mejores condiciones que los anterio- 
res, en respuesta a la cual sólo un 13% de las 
encuestadas manifestó que el último parto fue 
mejor que los anteriores, un 19% afirmó que 
fue peor y un 12% que fue igual. Aquí debe to- 
marse en cuenta que un 34% de las mujeres 
encuestadas no fueron atendidas por motivo de 
parto y un 23% eran madres primerizas, aspec- 
tos que pueden explicar las cifras anteriormen- 
te mencionadas. 
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Puesto que todas las mujeres encuestadas re- 
cibieron algún beneficio del seguro, se les preguntó 
si en caso de un nuevo embarazo ellas recurrirían 
nuevamente al seguro, de las respuestas se dedujo 
(Cuadro 37) que aun cuando las mujeres sólo en 
un 13% manifestaron que su último parto fue 
mejor, recurrirían nuevamente al SNMN un 
71% ante otro embarazo, debido principalmente 
a la limitante económica (44% de las encuesta- 
das manifestaron que volverían por ser un servi- 
cio gratuito). 

Respecto a la atención de niños con diarreas 
e infecciones respiratorias agudas, vemos que un 
alto porcentaje de los hijos de las 300 mujeres 
encuestadas tuvieron alguna de estas enfermeda- 
des, de los cuales sólo asistieron un porcentaje 
reducido a un centro de salud (30%, es decir 89 
de 300 casos), como vemos en el Cuadro 38. 

Respecto a la evaluación que se realizó sobre 
la percepción que tienen las mujeres de la fun- 
ción del Municipio en el área de salud, obtuvi- 
mos los datos del Cuadro 39. 

En el cuadro señalado se puede observar que 
la evaluación que hacen las mujeres de la fun- 
ción que cumple el municipio en el área de salud 
es diferenciada, según el municipio del que se tra- 
te. Así, en Mizque parece existir una visible acep- 
tación hacia las labores del municipio (31%); al 
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Cuadro 36 
Evaluación de la atención recibida por el SNMN, según municipio de residencia 





Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 

Buena Casos 714 87 68 226 
% 71,0% 87,0% 68,0% 75,3% 

Mala Casos 3 2 9 14 
% 3,0% 2,0% 9,0% 4,7% 

Regular Casos 22 11 23 56 
, % 22,0% 11,0% 23,0% 18,7% 

N/S-N/R Casos 4 4 
% 4,0% 1,3% 

Total Casos 100 100 100 300 
% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 

Cuadro 37 


Especificar la razón por la cuál recurrirían o no al SNMN, 
en caso de un nuevo embarazo 


No N/S Total 


Sí 
Especificar Mala atención Casos 
la razón T% 
No piensa tener Casos 
más hijos % 
Por buena Casos 51 
atención % 17,0% 
N/S-N/R Casos 9 
% 3,0% 
Para controles Casos 4 
% 1,3% 
Sólo en caso de Casos 17 
poder ir al hospital % 5,7% 
Por ser más Casos 133 
económico % 44,3% 
Total Casos 214 
% 71,3% 


22 1 23 
7,3% 0,3% 7,7% 
22 22 
7,3% 7,3% 
51 
17,0% 
8 33 50 
2,7% 11,0% 16,7% 
4 
1,3% 
17 
5,7% 
133 
44,3% 
52 34 300 
100,0% 


17,3% 11,3% 


contrario de lo que ocurre en Villa Tunari (17% 
de aceptación), fenómeno que puede estar 
influenciado por la poca preocupación que mues- 
tra la Alcaldía en el área de salud. No obstante, 
es importante citar que un gran margen de muje- 
res no respondieron a la pregunta (62%), lo que 
demuestra que existe una falta de información 
en general. 
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3. Conclusiones 

En el periodo 1989-1993, el estilo de organiza- 
ción gubernamental se caracterizó por ser 
sectorializado; es decir, las entidades responsables 
de las áreas sociales de educación, salud, etc., se 
encontraban a cargo de ministerios independien- 
tes y autónomos en cuanto a la decisión y a la 
organización, sin lograr un vínculo que unifique 
la política social. En 1997, el gobierno asume la 


Cuadro 38 
¿Está satisfecha con la atención que le dieron a sus hijos? 
¿En caso de enfermedad acudió a algún centro médico para su tratamiento? 


Está Sí Casos 75 
satisfecha % 84,3% 
No Casos 14 
% 15,7% 
Total Casos 89 
% 100,0% 

Cuadro 39 


¿Cree que la Alcaldía se preocupa por la salud de la población? 





_Municipio 
Villa Tunari Sacaba Mizque Total 
Sí Casos 24 31 72 
% del Municipio 17,0% 24,0% 31,0% 24,0% 
No Casos 16 6 43 
% del Municipio 21,0% 16,0% 6,0% 14,3% 
N/S-N/R Casos 60 63 185 
% del Municipio - 62,0% 60,0 63,0% 61,7% 
Total Casos 100 100 100 300 
% del Municipio 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 


necesidad de uniformar objetivos hacia un desa- 
rrollo humano integral para lo cual se organiza 
un Ministerio encargado de la toda la política so- 
cial. Este intento, de lograr el desarrollo huma- 
no, a partir de un Plan de Acciones Estratégicas, 
que englobe al conjunto de los sectores sociales, 
salud, educación, deporte, cultura, etc., no logró 
su cometido, debido principalmente a problemas 
de diseño e implementación. Como observamos 
en el transcurso del capítulo, se presentaron difi- 
cultades e imprecisiones al momento de articular 
objetivos y coordinar tareas entre las instancias 
del sector y al interior de éstas. 

En el caso del sector salud, bajo el monitoreo 
del Ministerio de Desarrollo Humano, conservó 
a nivel nacional su antigua estructura que en nin- 
gún momento logró un vínculo con las demás 
instancias sociales. En este escenario, el Nuevo 
Modelo Sanitario (NMS) trata de lograr una ade- 
cuación del Sistema Público de Salud, las leyes 
que reestructuran la organización institucional del 
país, enmarcada en la Participación Popular y la 
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Descentralización Administrativa. Este modelo, 
si bien supone un intento de asumir la salud pú- 
blica como política de Estado tuvo muchos pro- 
blemas de implementación. 

A nivel nacional se mantienen centralizadas 
todas las acciones de planificación en la Secreta- 
ría Nacional de Salud, que asume el rol del Mi- 
nisterio de Previsión Social y Salud Pública de la 
anterior gestión de gobierno. A nivel departamen- 
tal se logra descentralizar la administración, pero 
no así los recursos. 

En cuanto a las políticas, éstas son impuestas 
por el nivel nacional quedando el departamento 
como una extensión del nivel nacional, es decir, 
sin una autonomía real. El nivel municipal es la 
única instancia de gestión novedosa en la cual se 
visualizan las transformaciones del sector. La crea- 
ción de los DILOS refleja la intención de alcan- 
zar un sistema participativo en salud, que se base 
en la administración descentralizada de sus recur- 
sos. Lastimosamente, si bien en este nivel el dise- 
ño marchó relativamente bien, los problemas se 
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presentaron en la implementación de las normas; 
lo que ocasionó el incumplimiento de las funcio- 
nes de los DILOS que se refleja en la ineficiencia 
de sus acciones. 

Los gobiernos municipales aún no logran asu- 
mir sus nuevas responsabilidades, debido no sola- 
mente a negligencias, sino a los lineamientos poco 
claros de las funciones y atribuciones que estable- 
cen las normas, lo que lleva a estas instancias a la 
confusión y a malos manejos administrativos. 

Una coherente información y capacitación 
sobre funciones y atribuciones se plantea como 
una necesidad indispensable para el buen funcio- 
namiento de esta instancia. Los comités de vigi- 
lancia tampoco tienen claro cuál debería ser su 
desempeño dentro de los DILOS, lo que les impi- 
de lograr constituirse en el verdadero pilar del sis- 
tema participativo de salud. 

El resultado a las imprecisiones jurídicas son 
los directores de subregión, quienes asumen to- 
das las responsabilidades de los DILOS, quedan- 
do al margen el objetivo establecido por el 
NMS, como es el de lograr un sistema de salud 
participativo y descentralizado donde sean los 
gobiernos municipales y comités de vigilancia 
quienes decidan hacia dónde apunta su munici- 
pio en lo referente a la salud. 

En cuanto al diseño de las políticas sectoriales, 
el análisis también detectó problemas en el caso 
del SNMN: se presenta una planificación apresu- 
rada que ocasiona problemas en la implementación 
y en el logro de los objetivos que se propone. 

El análisis estadístico demuestra una falencia 
a nivel de los sistemas de información, ya que el 
personal se encuentra visiblemente desinformado 
y confundido, lo que influye en el proceso de re- 
cepción de la política. 

El SNMN, cada vez más se ha convertido en 
una política difícil de ser implementada, debido 
a la disconformidad que manifiestan los funcio- 
narios por la excesiva burocracia que suponen los 
trámites administrativos . 

Sin embargo, el diagnóstico de impacto reve- 
la un cierto éxito, en cuanto a la captación de 
cobertura; pero aún no se logra brindar una aten- 
ción de calidad, ya que, las pacientes tienen mu- 
chas quejas de malos tratos por parte de los 
funcionarios. 

El diseño del SNMN dio pie a la creación de 
nuevas políticas sectoriales con las mismas carac- 
terísticas, como es el caso del Seguro Nacional de 
Vejez. Ambas están orientadas hacia el objetivo 
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de cubrir las necesidades de mayor cantidad de 
población rompiendo la barrera económica. 

Por la evaluación realizada, vemos que es cla- 
ra la necesidad de elaborar políticas que no sola- 
mente sean gratuitas, sino también que logren 
eficiencia en la calidad de sus servicios; es decir, 
se debe apuntar a la calidad y no a la cantidad. 

En síntesis la política de salud refleja el estado 
en el cual se encontró la gobernabilidad durante 
la gestión comprendida entre 1993 a 1997, ca- 
racterizada por muchos cambios; pero también con 
muchas fallas al momento de implementarlos. 





! S. BOISIER Ordenamiento Territorial y Proyecto Na- 
cional, CEPAL-ILDIS, Dirección de Políticas y Planificación 


«Regionales, Dirección de Políticas y Planificación Regiona- 


les, Documento 95/31, Santiago de Chile, pp. 1, 1995. 

2 Este enfoque ha sido desarrollado por la geografía econó- 
mica. Cf., por ejemplo, J. BUTLER Geografía Económica: 
aspectos espaciales y ecológicos de la actividad económica. 
LIMUSA, México, 1986; CLAVAL, P. Geografía Económi- 
ca. Oikos-Tau, Barcelona, 1980. 

> Un trabajo ilustrativo al respecto es: D. DORY “La 
division politico-administrative de la Bolivie; évolution 
et caractéristiques”, Revue Belge de Geographie, Vol. 
119, No12, pp.243-254, 1995. Ver también NAVARRO 
DE BRITTO, L. Política e espaco regional, Nobel, Sao 
Paulo, 1986. 

+ El concepto de “estructura territorial” se refiere al uso 
del espacio y a la distribución de los centros poblados. Ver: 
W. SELKE “La Política de Ordenamiento Territorial en Ale- 
mania Unificada” Primer Seminario de Ordenamiento Te- 
rritorial MPC-GTZ, La Paz, pp. 21-61, 1993. Más concreta- 
mente se trata de analizar el uso de los recursos naturales, lo 
cual en la fase prescriptiva desemboca en Planes de Uso del 
Suelo, (PLUS), y la organización socioeconómica y demo- 
gráfica del territorio, que a su vez sustenta los Planes de Ocu- 
pación del Territorio (PLOT). Estos dos componentes cons- 
tituyen los Planes de Ordenamiento Territorial, (POT). 

3 Concepto argumentado en S. BOISIER, Ordenamiento 
Territorial y Proyecto Nacional, Dirección de Políticas y 
Planificación Regionales, Doc. 95/31, 1995 y La Gestión de 
las Regiones en el Nuevo Orden Internacional: Cuasi-Esta- 
dos y Cuasi-Empresas, Area de Planificación y Política Re- 
gional, Doc. 92/11, 1992. 

6 Este elemento ha sido enfatizado por la corriente des- 
centralizadora y de forma particular por el proceso de Partici- 
pación Popular implementado en nuestro país. Un debate en 
torno al tema se halla en Autodeterminación N°? 13, 1995. 
? Ver: X. FLORES “El Ordenamiento Territorial en el 
Desarrollo Departamental” Debate Agrario, ILDIS, La Paz, 
No. 21, 1994. 

8 Estos temas se encuentran expuestos en S. BOISIER, 
Postmodernismo Territorial y Globalización: Regiones 
Pivotales y Regiones Virtuales, Dirección de Políticas y Pla- 
nificación Regional, Doc. 93/19, 1993. 

2 Esta metodología es planteada en el Sistema Nacional 
de Planificación (SISPLAN) como parte de los nuevos pro- 
cesos de planificación implementados en el país. 


10 


D. DORY “Geografía aplicada y ordenamiento territo- 
rial en el contexto actual”, 1°” Reunión Nacional de Geo- 
grafía Boliviana.” UMSA-ORSTOM, La Paz, p.113, 1996. 
! La proyección de imágenes del territorio futuro es un ele- 
mento que se origina en la práctica del ordenamiento terri- 
torial de Francia en las últimas décadas. Al respecto ver: G. 
PARROTIN, Les orentations de la politique d'amenagement 
du territoire a | ‘horizont 2015, Conseil Economique et So- 
cial, París, 1994; F ASCHER et al “Les territoires de futur”, 
DATAR, París, 1994. 

2 Ver con mayor detalle esta metodología en: C. MATUS 
El Método PES-Planificación Estratégica y Situacional, 
CEREB, La Paz, 1996. 

3 P. TAYLOR, Geografía Política, Trama, Madrid, 1994. 
14 S. BOISIER, La Gestión de las Regiones en el Nuevo 
Orden Internacional: Cuasi-Estados y Cuasi-Empresas Área 
de Planificación y Política Regional, Doc.92/11, 1992a. 

5. MDSMA Construyendo el Futuro, MDSMA, La Paz, 
pp-134, s.f. 

6 Ibid 

1 PROYECTO DE PROTECCION DE LOS RECURSOS 
NATURALES DEL DEPARTAMENTO DE SANTA CRUZ 
Plan de Uso del Suelo (PLUS). Una Propuesta para el Apro- 
vechamiento Sostenible de Nuestros Recursos Naturales, 
CORDECRUZ-CONSORCIO IP/CES/KWC Cooperación 
Financiera del Gobierno Alemán, Santa Cruz de la Sierra, 1994. 
18. MDSMA, CORDEPANDO, ZONISIG-DHV Consul- 
tores-ITC (Holanda) Zonificación Agroecológica y 
Socioeconómica y Perfil Ambiental del Departamento de 
Pando MDSMA, La Paz, 1997. a 

19 Esto sin desconocer la labor previa de algunos estudios 
realizados por investigadores nacionales. Al respecto, ver C.E. 
BROCKMANN, Mapa de cobertura y uso actual de la tierra, 
Bolivia, (1/1.000.000), Programa ERTS-Bolivia, GEOBOL, 
La Paz, 1978 y BGR-GEOBOL, Mapa de provincias 
fisiográficas de Bolivia, (1/1.000.000) La Paz, 1994. 

20 Uno de los documentos de orientación para este propó- 
sito fue GTZ Políticas de Ordenamiento Territorial en el 
Contexto Europeo. Bases para el Asesoramiento, Bonn, 1993. 
21 Los principales trabajos son: 


e GTZ-PROADE Definición y Alcances del compo- 
nente Ordenamiento Territorial y Planificación Re- 
gional, GTZ-PROADE, Trinidad, marzo 1993. 

e Taller de Ordenamiento Territorial del Departamento 
del Beni, GTZ-PROADE, La Paz diciembre 1993. 

e  GTZ-PROADE Seminario Taller “Fortalecimiento de 
la Gestión Institucional, Ordenamiento Territorial y 
Planificación, CORDEPO-PROADE, octubre 1993. 

e  GTZ-PROADE Plan marco de Ordenamiento terri- 
torial Nacional -dimensión ambiental, económica, 
social- demográfica y funcional- (documentos sepa- 
rados), GTZ-PROADE, La Paz, 1993. 

e  GTZ-PROADE Escenarios del Plan Marco de Or- 
denamiento Territorial Nacional (Resumen Ejecu- 


tivo), GTZ-PROADE doc. No.8, La Paz, enero 1994. 


22. MDSMA-SSOT Marco General para el Ordenamiento 
Territorial, MDSMA, La Paz, 1997. 

3 MDSMA-SSOT Guía Metodológica Para la Formulación 
de Planes de Ordenamiento Territorial, MDSMA, La Paz, 1997. 
24 MDSMA-SSOT, CONVENIO BID ATN/CI-4982-BO 
División Político-Administrativa de la República de Bolivia 
(documento de uso no oficial) MDSMA, La Paz, 1996. 
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5  PLUS-PANDO D.S. No. 24368 (del 23 de Febrero de 
1996), PLUS SANTA CRUZ D.S. No. 24124 (del 21 de 
Septiembre de 1995). 

% El Plan Departamental de Ordenamiento Territorial 
cuenta con tres profesionales y tres miembros de apoyo, sin 
embargo los equipos informáticos necesarios para el trabajo 
se entregaron con visible demora. 

a Ver: MINISTERIO DE DESARROLLO HUMANO, 
Manual de Distritación, MDH, La Paz, 1995. 

28 El cantón como la unidad mínima de la malla político admi- 
nistrativa es difícilmente recuperable en el proceso de distrita- 
ción cuando se trata de homologarlo al distrito municipal. 

2 Ver en particular: MDH-SNPP, Territorio y Participa- 
ción Popular, La Paz, 1997. 

0 At respecto coincidimos con la opinión de D. AYO, “Los 
distritos municipales” in Col. Participación Popular: Una 
evaluación-aprendizaje de la ley, MDSP-VMPPFM, La Paz, 
1998, pp 29-65. 

31 Así, el análisis de la inscripción de OTB's en el munici- 
pio de Sacaba evidenció que sólo algunas OTB's en el área 
urbana definieron claramente sus límites en los croquis de las 
boletas de inscripción, el resto únicamente tiene puntos de 
referencia de límites o ubicación de la comunidad. 

32 Estos obstáculos están referidos a una muy débil conser- 
vación de archivos y memorias de trabajo de la DPR del Mi- 
nisterio de Planeamiento y Coordinación y a la SNMA, y a 
la dispersión de esta administración. 

3 Tema desarrollado en el acápite de Articulación de la 
Política 

34 El documento más actual parece ser el acta firmada en 
julio de 1996, mediante la cual se definen las compatibilida- 
des y complementariedades entre los trabajos de ambas uni- 
dades. (Documento de circulación interna) 

35 Fenómeno observado mediante la revisión de la corres- 
pondencia recibida y despachada por la SSOT, durante el 
primer semestre de 1996. 

% El diseño de la política que empieza con la Ley del Me- 
dio Ambiente, estableció la zonificación física, económica 
y social como el objetivo principal del ordenamiento terri- 
torial. Sin embargo la asignación de recursos para este pro- 
pósito fue insuficiente y tuvo que ser resuelta paulatinamente 
mediante los proyectos de la cooperación internacional. El 
diseño de la política para los niveles departamentales y mu- 
nicipales contenida en la Guía Metodológica presenta una 
cantidad de actividades técnicas para el diagnóstico terri- 
torial como para la formulación de los planes de usos del 
suelo y de ordenamiento territorial, que no corresponden 
con las posibilidades técnicas y humanas de las unidades 
operativas departamentales y mucho menos de los gobier- 
nos municipales. 

17 Evidente en el nivel departamental, donde ya existen 
dos PLUS departamentales aprobados y la Guía para la ela- 
boración de éstos termina por concluirse sólo a finales de 
gestión de gobierno (1997). 

38 Mediante seminarios con las principales autoridades e 
instituciones vinculadas con el territorio en el nivel nacio- 
nal y regional. Sin embargo esta estrategia no concilió políti- 
cas sino simplemente permitió observar el alto grado de in- 
coherencia en la definición de usos del suelo y de la ocupa- 
ción del territorio 

9 Sobre todo el D.S. 25060 del 2 de Junio de 1998. 

40 Apreciaciones complementarias al respecto se hallan en: 
ARCADIS-EUROCONSULT-CONSULTORES 
GALINDO, Análisis de los Aspectos Institucionales y una 
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Estrategia para el Fortalecimiento Institucional en el Con- 
texto del Ordenamiento Territorial, Ministerio de Desarro- 
llo Sostenible y Planificación (MDSP), La Paz, 1998. 

1 Ver al respecto: 1. MENY y J]. THOENING, Las políticas 
públicas, Editorial Ariel, Barcelona, 1992, p. 17. 

22 El Fondo Social de Emergencia se creó en 1986 median- 
te D.S. 21456. 

4 Los índices a los que se hace referencia fueron presenta- 
dos por la UNICEF en el documento La niñez y la Mujer en 
Bolivia, UNICEF La Paz, 1994. 

# Ver Agenda Bolivia 21, MDSMA, La Paz, 1996; Plan Ge- 
neral de Desarrollo Económico y Social, MDSMA, La Paz, 1993. 
4 C. DABDOUB, “La descentralización de la salud” en 
Descentralización de la salud: Antecedentes y perspectivas, 
ILDIS, La Paz, 1994; p. 16. 

+6 La lógica de regionalización se constituyó en el elemen- 
to central para que los objetivos de las políticas de salud se 
cumplan; por lo que se elaboró una estrategia de distribución 
territorial basada en cinco criterios: 


e El criterio demográfico, socioeconómico y de acce- 
sibilidad a los servicios. 

e El criterio de economía de escala, ahorro y eficien- 
cia en el uso de los recursos. 

e Fi criterio de la capacidad instalada de servicios de 


salud. 

e El criterio que responde a consideraciones de orden 
epidemiológico 

e El último, que toma en cuenta las condiciones 
medioambientales. j 


“D.S. 23792 que reglamenta a la Ley de Ministerios; artí- 


culos 71 y 78; inciso b) 

48 Artículo 71 Ley de Ministerios. 

4% La funciones de cada una de las subsecretarías quedan 
delimitadas por el D.S. 24134 que modifica el artículo 78 del 
D.S. 23660; dichas funciones se especifican mejor en el Ma- 
nual de Funciones de la SNS. 

5 Artículo 6 de la Ley 1702 que amplía el artículo 13 de la 
Ley 1551 en el parágrafo Il. 

31 Artículo 40 del D.S. 24447 del 20 de diciembre de 1996. 
22 Información proporcionada por la DIDES, entrevista Lic. 
Ruddy Lara responsable del departamento de Participación 
Popular, Febrero, 1997. 

3 Los tres niveles de atención que conforman la Red de 
Servicios son: 


e Establecimientos de primer nivel: Son aquéllos 
cuya capacidad para resolver problemas de salud se 
enmarca predominantemente en el autocuidado de 
la salud con programas de salubridad, servicios bási- 
cos de consulta y la internación de tránsito; dentro 
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este grupo tenemos a las Postas Sanitarias (PS) y los 
Centros de Salud Básica (CS). 

e De segundo nivel : Son aquellos establecimientos que 
incluyen las modalidades de atención que requieren 
consulta ambulatoria de mayor complejidad y la in- 
ternación hospitalaria; en las cuatro especialidades 
básicas: pediatría, gineco-obstetricia, cirugía gene- 
ral y medicina interna; pertenece a este nivel el Hos- 
pital Básico de Apoyo (HBA). 

e  Eltercer nivel: Comprende establecimientos con ca- 
pacidad de atención y resolución de problemas de 
alta complejidad, con especialidades y subespe- 
cialidades; son de tercer nivel los Hospitales Gene- 
rales y los Institutos Especializados. 


4 Se denomina descentralización delegada, porque si bien 


las prefecturas tienen autonomía administrativa, es el nivel 
nacional el que ejerce la tuición del sistema de salud cubriendo 
económicamente el pago de sueldos y salarios de los funcio- 
narios responsables de la implementación de la política de 
salud, mediante fondos del TGN. 

En un principio la adscripción de los municipios al 
SNMN fue opcional, pero a nivel de la SNS se determinó 
la adscripción casi forzada de todos los gobiernos municipa- 
les. Actualmente, todos los municipios del país están ads- 
critos al SNMN. 

% [, Meny y J. Thoening (1992). 

7 Entrevista realizada al Director de la Subregión Trópico: 
Dr. Illanes, Febrero de 1997. 

8 Ibid. 

32 Otro objetivo importante es el referido a la disminución 
de la mortalidad materno-infantil, que no se incluye, pues se- 
gún la información del SNIS, el registro de muestras se en- 
cuentra por debajo de los rangos de significación estadística. 
$ Entrevista Director Subregión Valle- Puna, Dr. Quiroga, 
Febrero de 1997. 

$! Ibid. 

& Entrevista Director del Distrito Mizque Dr. Quiñones, 
Febrero de 1997. 

6% Entrevista realizada al Director de la Subregión Trópico: 
Dr. Illanes, Febrero de 1997. 

“Ibid. 

6 Otro objetivo importante es el referido a la disminu- 
ción de la mortalidad materno-infantil, que no se incluye, 
pues según la información del SNIS, el registro de mues- 
tras se encuentra por debajo de los rangos de significación 
estadística. 

% Entrevista Director Subregión Valle-Puna, Dr. Quiroga, 
Febrero de 1997. 

6 Thid. 

68 Entrevista Director del Distrito Mizque Dr. Quiñones, 
Febrero de 1997. 


LÓGICAS TERRITORIALES Y CONDICIONES 
DE LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA 
EN COCHABAMBA 


“  neste capítulo se retomarán los principales 
-=s hallazgos basados en la investigación empíri- 
ca expuesta en los capítulos anteriores, con el 
propósito de proponer un diagnóstico general de 
las condiciones territoriales de la gobernabilidad 
democrática en Cochabamba. Varios determi- 
nantes de la situación en este departamento tie- 
nen un carácter nacional (legislación, cultura 
política de base, efecto de la políticas públicas 
generadas a nivel central, etc.), por lo que ade- 
más el lector encontrará elementos para funda- 
mentar una reflexión sobre el tema en el ámbito 
boliviano. 

Por razones de claridad de la exposición se 
distinguen aquí dos temáticas que serán tratadas 
sucesivamente. La primera, referida al rendi- 
miento institucional del sistema político-admi- 
nistrativo de Cochabamba, que supone un 
examen del funcionamiento efectivo de las ins- 
tancias de gobierno a nivel departamental y 
municipal, lo cual plantea a su vez la problemá- 
tica de la gobernabilidad en sus aspectos 
institucionales y técnicos, la capacidad 
institucional para apropiarse de lineamientos 
nacionales (en el caso del ordenamiento terri- 
torial) y/o de generar políticas públicas en con- 
diciones satisfactorias (caso de la salud) y la 
segunda temática, directamente ligada a la di- 
mensión territorial de la gobernabilidad, referi- 
da a la difícil adecuación de las lógicas 
territoriales de la sociedad civil, con la malla po- 
lítico-administrativa y su correspondiente mar- 
co institucional. 


CAPÍTULO IV: LÓGICAS TERRITORIALES Y CONDICIONES DE LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA EN COCHABAMBA 


1. Rendimiento del sistema político-admi- 
nistrativo en Cochabamba 


1.1. Consideraciones teóricas 

Sobre la base de lo expuesto en capítulos anterio- 
res, es posible ahora enriquecer la noción de 
gobernabilidad democrática, la cual no sólo se li- 
mita al aspecto político, sino que además abarca 
dimensiones institucionales y técnicas, que requie- 
ren ser expuestas en algún detalle. 

El aspecto político de la gobernabilidad se refiere 
a la capacidad de un gobierno (o de una instancia 
de gobierno) de asegurar el apoyo necesario para 
desempeñar sus funciones (por ejemplo, disponer 
de una mayoría parlamentaria estable). Por ex- 
tensión, este aspecto tiene que ver con la legiti- 
midad del sistema político y su aptitud para 
canalizar efectivamente las demandas sociales, 
encontrándoles respuestas en términos de políti- 
cas públicas.' 

El aspecto institucional de la gobernabilidad im- 
plica que el desempeño gubernamental se realiza 
en un marco institucional, legal y normativo co- 
herente (sin vacíos, duplicaciones, confusiones de 
funciones y atribuciones), garantizando la mayor 
eficiencia posible al proceso decisorio público. 
Aquí, la dimensión territorial es de gran impor- 
tancia, en la medida en que se trata no solamente 
de articular “horizontalmente” las diferentes ins- 
tancias del gobierno y de la administración, sino 
también compatibilizar “verticalmente” los nive- 
les de gobierno desde el nivel nacional hasta el 
municipal, correspondiendo cada uno a una sub- 
división del territorio, cuyas características pro- 
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pias pueden favorecer o entorpecer el proceso de 
diseño, implementación y evaluación de las polí- 
ticas públicas. 

El aspecto técnico de la gobernabilidad es el 
que supone la capacidad efectiva de gobernar, es 
decir generar procesos decisorios públicos (y las 
correspondientes políticas públicas) en las mejo- 
res condiciones posibles para mantener (o aumen- 
tar) la legitimidad del gobierno. Diversos factores 
contribuyen a este fin, entre los cuales se desta- 
can: la idoneidad profesional de los servidores 
públicos, acompañada de una cierta estabilidad 
funcionaria que permita tener; la capacidad de 
generar diagnósticos permanentes de la realidad 
nacional, departamental y/o municipal con el pro- 
pósito de disponer de instrumentos de planifica- 
ción operativos; la aptitud de generar políticas 
públicas eficientes y coordinadas. 

La dificultad del tema proviene en cierta medi- 
da del hecho de que estos diferentes aspectos de la 
gobernabilidad no se implican recíprocamente. Es 
así como, durante la administración de Gonzalo 
Sánchez de Lozada se dio simultáneamente un con- 
texto favorable en el ámbito político (mayoría 
confortable MNR-UCS-MBL) y dificultades 
significativas en el área institucional, que fueron 
expuestas en anteriores capítulos. Por ello, a pesar 
de los notables esfuerzos en materia técnica (como 
la puesta en vigencia del SISPLAN), la poca ido- 
neidad del personal administrativo, o una errática 
política de comunicación explican gran parte de 
las dificultades encontradas en la implementación 
de las reformas. 

Por otra parte conviene mencionar aquí la 
permanente tensión existente en Bolivia (y por 
consiguiente en Cochabamba) entre instituciones 
y organizaciones. Las primeras constituyen los 
marcos legales- normativos dentro de los cuales se 
toman y aplican las decisiones a nivel formal. Las 
segundas son conjuntos de individuos con fun- 
ciones y atribuciones más o menos claramente 
definidas, y cuya cooperación-interacción garan- 
tiza el alcance de metas predefinidas. El proble- 
ma reside en el hecho de que a la uniformidad 
de las instituciones, (un solo decreto reglamen- 
tario rige la estructura de todas las prefecturas, y 
las leyes pertinentes definen los modos de fun- 
cionar de todas las municipalidades), correspon- 
de una gran diversidad de organizaciones 
concretas, de modos de operar y metas diferen- 
tes. Esta realidad se visualiza muy claramente 
mediante la comparación de los municipios de 
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Mizque, Villa Tunari y Sacaba. Esto implica que 
el análisis socio-político debe, simultáneamente, 
considerar el marco institucional que define las 
atribuciones y las características de los actores, 
y los márgenes de libertad que estos mismos ac- 
tores tienen (o crean), para “manipular” la 
institucionalidad en su beneficio?. 

Sobre la base de las consideraciones anterio- 
res, y las que fueron formuladas en el capítulo pri- 
mero, pasemos ahora a caracterizar las políticas 
de ordenamiento territorial y salud tal como se 
manifiestan en el ámbito cochabambino. 


1.2. El ordenamiento territorial 
Retomando y ampliando lo expuesto en el capí- 
tulo anterior, es necesario distinguir lo siguiente. 

A nivel nacional, aparte de la actividad de la 
"Subsecretaría de Ordenamiento Territorial 
(SSOT) hay que mencionar el trabajo de la Di- 
rección Nacional de Organización Territorial 
Administrativa (DNOTA), dependiente de la 
Secretaría Nacional de Participación Popular 
(SNPP). 

Durante toda la gestión 1993-1997 estas dos 
entidades han funcionado sin coordinación real, 
en base a una división implícita del trabajo que 
nunca ha llegado a formalizarse adecuadamente, 
generando por consiguiente duplicaciones de ac- 
tividades y funciones. 

Si consideramos que los tres ejes de políticas 
de ordenamiento territorial son: a) el zonea- 
miento ecológico-económico, como base para la 
realización de planes de ordenamiento territo- 
rial, b) la racionalización de la malla político- 
administrativa, y c) la producción de un marco 
institucional y normativo, es posible elaborar un 
cuadro que retome las esferas de actividad de la 
SSOT y de la DNOTA, en los diferentes niveles 
de la organización político-administrativa (ver 
Cuadro 1). 

Es de notar que el marco normativo nacional 
del Ordenamiento Territorial cuya elaboración se 
inició al principio de la gestión presidencial de 
Gonzalo Sánchez de Lozada, sólo se publicó en 
los últimos días de esta administración (caso del 
MARGOT, de la Guía Metodológica y de la Re- 
solución Suprema que les dan vigencia legal), a 
pesar de sus evidentes defectos tanto conceptua- 
les como técnicos. 

Esta situación explica que las actividades de 
Ordenamiento Territorial en Cochabamba, ini- 
ciadas en marzo de 1996 como contraparte del 


Cuadro 1 


Distribución de actividades entre la Subsecretaría de Ordenamiento Territorial 


Zoneamiento 
Agroecológico- 
Socioeconómico 


Racionalización 
de la malla 
político-administrativa 





y la Dirección Nacional de Organización Territorial Administrativa 


Marco normativo 


SSOT Marco General para el 
Ordenamiento Territorial. 
(Mayo de 1997) 


R.S. 217075 del 5 de junio de 
1997. 








y POT's 

Nivel Ninguna Ninguna 
nacional realización. realización. 
Nivel SSOT Proyecto COMLIT depen- 
departamental PLUS de Santa Cruz y diente de la SSOT. 

Pando. 

Varios proyectos incon- 

clusos. í 
Nivel Ninguna Proyecto COMLIT depen- 
municipal realización. diente de la SSOT (secciones 


de provincia y cantones). 


DNOTA Distritación Munici- 


SSOT Guía Metodológica para 
la Formulación de Planes de 
Ordenamiento Territorial (De- 
partamental y Municipal). 
(Mayo de 1997) 


DNOTA Manual de distritación 
para la Participación Popular. 
(Diciembre de 1995) 


pal. 


proyecto BID-Amazonia, se hayan desarrollado de 
manera autónoma en lo que se refiere a la metodo- 
logía y la conceptualización. Es de notar que esta 
figura fue posible por la existencia en este departa- 
mento de personal calificado, cuyo trabajo servirá 
para marcar las pautas ulteriores del proceso. 

A nivel departamental, el trabajo referido a la 
malla político-administrativa (en base a provin- 
cias, secciones de provincia y cantones) fue reali- 
zado por el proyecto de delimitación de seccio- 
nes de provincia, dependiente de la Comi- 
sión Interministerial de Límites (COMLIT), 
con financiamiento del BID, que se desempeñó 
desde 1995 hasta octubre de 1997 con una uni- 
dad ejecutora departamental independiente de 
la estructura de Ordenamiento Territorial de la 
Prefectura, por lo que no se tradujo en un rela- 
cionamiento en el ámbito departamental. 

A nivel municipal, la confusión de funciones y 
atribuciones entre COMLIT (dependiente de la 
SSOT) y DNOTA (dependiente de Participación 
Popular) fue aún más evidente, traduciendo la 
dificultad de integrar la división cantonal (regida 
por la Constitución Política del Estado), con la 
creación de distritos municipales contemplada en 
la Ley de Participación Popular.’ 


CAPÍTULO IV: LÓGICAS TERRITORIALES Y CONDICIONES DE LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA EN COCHABAMBA 


La dimensión específicamente territorial de 
esta Cuestión será expuesta ulteriormente. Sin 
embargo, es bueno mencionar que esta situación 
hubiera presentado un grado mayor de gravedad 
si, durante la anterior administración, se hubie- 
ran iniciado los Planes Municipales de Ordena- 
miento Territorial (PMOT Y. 

En síntesis, la política de Ordenamiento Te- 
rritorial, no habiéndose beneficiado de un marco 
conceptual y normativo hasta el fin de la gestión 
de Gonzalo Sánchez de Lozada, no pudo formu- 
lar procedimientos y metas claras, susceptibles de 
ser elaboradas en el nivel nacional para luego re- 
gir las actividades a nivel departamental y muni- 
cipal. Finalmente, es preocupante la monopo- 
lización tendencial del conjunto de la temática 
municipal por parte de la Secretaría Nacional de 
Participación Popular en función de una estrate- 
gia relativamente clara que procede del mismo 
diseño de la Ley de Participación Popular.? 


1.3. La política de salud 

Para integrar los resultados empíricos obtenidos 
en tres municipios del departamento de 
Cochabamba dentro un marco contextual que 
permita evaluarlos adecuadamente, es necesario 
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proponer inicialmente algunas reflexiones sobre 
las nuevas conceptualizaciones de las políticas 
sociales en Bolivia, para luego puntualizar breve- 
mente la situación sanitaria del país, a la cual el 
nuevo modelo sanitario intenta proporcionar 
soluciones operativas. Por esta razón, las dis- 
funciones notadas en Mizque, Villa Tunari y Sa- 
caba serán analizadas basándose en un modelo 
comunicacional. 

El debate sobre las políticas sociales, que se 
han agudizado a nivel internacional con la cri- 
sis del Estado benefactor, se ha estructurado en 
las tres últimas décadas en torno a dos temas fun- 
damentales, que son la relación entre políticas 
sociales y políticas económicas y la inter- 
sectorialidad posible y/o necesaria dentro de la 
misma esfera de lo social. 

En lo que se refiere al primer tema, a la con- 
cepción “residual” de las políticas sociales en fun- 
ción de los imperativos, del crecimiento 
económico,' se opone la visión, actualmente do- 
minante, de que las condiciones mismas de la 
economía de mercado imponen, para asegurar 
la competitividad, inversiones públicas y eficien- 
tes en las áreas de educación, salud, saneamien- 
to, vivienda, etc. Este enfoque, también 
designado como la corriente del “capital huma- 
no”. ha influido igualmente en la adopción de 
estrategias sociales integradas e intersectoriales, 
con el propósito tanto de conseguir un gasto 
público más eficiente, como de generar efectos 
sinergéticos entre las acciones realizadas en los 
diferentes sectores. 

En el caso boliviano, esta concepción fue 
institucionalizada mediante la creación, en 1993, 
del Ministerio de Desarrollo Humano que agrupa 
(en calidad de Secretarías Nacionales) al conjunto 
de los sectores sociales’. 

En lo que se refiere específicamente al sector 
de la salud pública, se trata, en el nuevo contexto 
de la Participación Popular, de generar estrate- 
gias, políticas y programas aptos para enfrentar 
desafíos considerables. En efecto, tanto en mate- 
ria de tasas de mortalidad materno- infantil, como 
en incidencia y prevalencia de enfermedades 
transmisibles, o esperanza de vida, Bolivia se si- 
túa en los últimos lugares en América Latina, a 
pesar de los innegables progresos constatados en 
los últimos años?. 

Lo primero que llama la atención es que tu- 
vieron que transcurrir casi dos años entre la 
promulgación de la Ley de Participación Popular 
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(abril de 1994) y la puesta en vigencia del D.S. 
N° 24237 que instaura el Sistema Público de Sa- 
lud Descentralizado y Participativo (8 de febrero 
de 1996). Este Decreto Supremo establece tres 
niveles de atención, pero norma de hecho sólo 
los dos primeros (centros de salud y hospital bási- 
co de apoyo), sin incursionar en el tema de la 
determinación de sus áreas de influencia cuya re- 
lación con la malla político administrativa no está 
clara (Arts. 11 al 13). 

El aspecto más innovador de esta disposición 
normativa es sin duda la diferenciación de las ins- 
tancias de gestión de la salud pública, según que 
obedezcan a la lógica sectorial (Secretaría Nacio- 
nal de Salud y Direcciones Departamentales de 
Salud) o a la gestión compartida con Participa- 
ción Popular. Esta última figura está representa- 


“da, a nivel municipal, por el Directorio Local de 


Salud (DILOS), donde coexisten un representan- 
te del Gobierno Municipal, un representante de 
la Prefectura y un representante del Comité de 
Vigilancia (Art. 22). Se intenta de esta manera 
compatibilizar las funciones de regulación y se- 
guimiento (en los niveles nacional y departamen- 
tal), con la generación participativa de una 
demanda proveniente de la sociedad civil. El én- 
fasis puesto en el nivel municipal, responsable de 
los equipos e insumos sanitarios, concuerda con 
la tendencia general en América Latina de des- 
centralizar los servicios de salud al nivel más cer- 
cano de la comunidad". 

Sin embargo, así como lo hace observar 
Mauricio Casanovas, uno de lo vacíos de la Ley 
de Participación Popular está (...) en que ha es- 
tructurado el proceso de toma de decisiones des- 
de los niveles más bajos de participación social 
(comunidades rurales, indígenas y organizaciones 
vecinales en los gobiernos municipales), pero no 
ha organizado la oferta de servicios de educación, 
salud y saneamiento básico, adecuada a esta de- 
manda organizada'!. 

Esta observación se halla corroborada por, al 
menos, tres hechos. El primero que tiene que ver 
con las enormes dificultades encontradas en la 
definición de la dimensión territorial de las redes 
de servicios sanitarios, a pesar de existir para la 
solución de este tipo de problemas una sólida base 
teórica y metodológica, en particular en el área 
de geografía de la salud'?, se ha procedido aquí 
por ensayo y error, llegando en muchos casos, 
como en Cochabamba, a resultados poco o nada 
funcionales. 


El segundo hecho se refiere a la presencia de 
modalidades concretas mediante las cuales el dis- 
positivo institucional de la gestión de la salud 
pública compartido con participación popular, (es 
decir, el nivel municipal), se ha plasmado en or- 
ganizaciones capaces de asumir las tareas asigna- 
das. Aquí, como en otros aspectos del proceso de 
municipalización desarrollado en los últimos años, 
varios factores han conspirado en contra de una 
buena rentabilidad administrativa. Entre los más 
importantes mencionemos la falta de recursos 
humanos debidamente capacitados, las dificulta- 
des de apropiación del proceso mismo por parte 
de los distintos actores municipales, lo que con- 
tribuyó a hacer de la planificación participativa 
un procedimiento más formal que verdaderamente 
operativo; generando una ausencia de verdade- 
ros mecanismos de identificación de las necesi- 
dades específicas de cada municipio en base a 
diagnósticos epidemiológicos actualizados!?. Es- 
tos fenómenos, descritos en capítulos anterio- 
res, permiten una útil contrastación de las reali- 
dades locales con las evaluaciones más globales 
de las políticas de salud llevadas a cabo en los úl- 
timos años!?. 

Por ello, el estudio de la implementación del 
Seguro Nacional de Maternidad y Niñez, (basa- 
do en el D.S. N° 24303 del 24 de mayo de 1996), 
permite profundizar el análisis en términos de pro- 
ceso de comunicación/ejecución. Sin embargo, es 
importante subrayar que esta política, lejos de ser 
una iniciativa original del Gobierno boliviano 
durante la gestión 1993-97, se enmarca en las 
tendencias mundiales de dirigir medidas específi- 
cas hacia grupos particularmente vulnerables, 
como los niños y las mujeres en edad fértil'?. Pero 
más allá de este contexto global, lo que nos inte- 
resa analizar aquí son las características de la 
implementación de estas medidas a nivel local, 
en los tres municipios cochabambinos que han 
sido seleccionados para nuestra investigación. 

A partir de los materiales empíricos presenta- 
dos en el capítulo anterior, se pueden interpretar 
las principales deficiencias en la implementación 
del Seguro Nacional de Maternidad y Niñez ba- 
sándose en un modelo comunicacional. Con ello 
no pretendemos afirmar que este enfoque agota 
todo el campo posible del análisis; no obstante, 
se trata de una aproximación razonablemente 
operatoria para sintetizar algunos aspectos decisi- 
vos de la realidad observada. La Figura 1 permite 
visualizar la temática elegida. 
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Este modelo contribuye a la comprensión de 
los resultados obtenidos en los tres municipios 
cochabambinos, en la medida en que pone énfa- 
sis en la relación entre la oferta estatal y su asimi- 
lación por el aparato estatal, por una parte, y los 
grupos específicos de beneficiarios, por otra. Y en 
la medida en que el éxito de la implementación 
de una política pública pasa, también, por una 
adecuada comunicación de sus características y 
objetivos, tanto dentro del aparato estatal como 
hacia la sociedad civil, se entiende que las 
disfunciones observadas en los tres municipios tie- 
nen su origen, al menos parcialmente, en defec- 
tos evidentes en los dos procesos de transmisión 
de la información pertinente así como sus posi- 
bles consideraciones (Cobertura-Calidad). En 
efecto, los datos expuestos en el capítulo anterior 
muestran que en un contexto de voluntarismo 
político (y también probablemente electoral), las 
instancias nacionales y departamentales han so- 
brestimado la capacidad tanto de los agentes sa- 
nitarios a nivel local, como de los gobiernos 
municipales, de asimilar correctamente la políti- 
ca propuesta, y por consiguiente de implementarla 
adecuadamente en beneficio de grupos cuyo ni- 
vel de información era también deficiente. 


2. Territorio, participación popular y descen- 
tralización 

Los cambios económicos, políticos y sociales que 
Bolivia experimenta desde 1985, incluyen tanto 
la organización del Estado, como su relación con 
la sociedad civil. Estas transformaciones de orden 
político-administrativo y territorial, para ser ple- 
namente efectivas deben promover cambios 
modernizantes en el ámbito de la sociedad mis- 
ma, con el fin de acercarse a las tres metas estra- 
tégicas que son la democratización política, la 
transformación productiva y la integración terri- 
torial del país. 

En este acápite nos concentraremos en la di- 
mensión territorial de dicho proceso poniendo 
énfasis, por una parte, en las lógicas territoriales 
del Estado que se traducen en la división político- 
administrativa y en las ofertas estatales de Parti- 
cipación Popular y de Descentralización Admi- 
nistrativa, y por otra parte, en la organización 
misma del territorio como producto de las lógicas 
económicas, sociales, culturales, etc., de la socie- 
dad boliviana, y en particular Cochabamba. Con 
esto se pretende rescatar la dimensión territorial 
como objeto e instrumento de la inaplazable mo- 
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Figura 1 
Modelos comunicacionales de la implementación 
del Seguro Nacional de Maternidad y Niñez 


Escenario 1 


Comunicación con las 
Instituciones y Organizaciones 
Estatales a nivel: 


- Departamental! (DIDES) 
- Municipal (DILOS) 


Tareas y funciones 
bien asimiladas 


Tareas y funciones 


mal asimiladas So 


Bajo rendimiento Alto rendimiento 


OFERTA institucional y institucional y 
ESTATAL organizacional organizacional 
(SNMN) ad 
Oferta mal 
asimilada 
Comunicación / información k 
hacia los usuarios fea bien 
asimilada 
Escenario 2 
Comunicación con las Tareas y funciones 
Instituciones y Organizaciones bien asimiladas 
Estatales a nivel: 
- Departamental (DIDES) Tareas y funciones Alta calidad pero baja 
- Municipal (DILOS) mal asimiladas cobertura de los servicios 
OFERTA 
ESTATAL 
(SNMN) 
Alta cobertura pero baja 
Oferta mal calidad de los servicios 
asimilada 
Comunicación / información 
hacia los usuarios Oferta bis 
asimilada 


dernización de Bolivia. Con el propósito de evi- 
tar redundancias, y al mismo tiempo de enrique- 
cer el análisis, en esta parte de la exposición se 
partirá del contexto nacional, y de las normas y 
procesos generales que rigen las lógicas territo- 
riales en Bolivia. 

Sólo después de realizado este estudio, se pro- 
cederá a la evaluación de las transformaciones en 
censo, ya no de manera general, sino basándose 
en las realidades departamentales y municipales 
de Cochabamba, retomando de manera sintética 
y crítica los materiales expuestos en capítulos 
anteriores. 
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2.1. Territorio y política en Bolivia 
Sin entrar en el estudio de los problemas 
geopolíticos externos de Bolivia, y concentrán- 
donos exclusivamente en la geopolítica interna, 
tres temas merecen ser comentados en relación 
directa con la problemática del presente trabajo. 
El primero se refiere a la división político- 
administrativa del territorio boliviano; el 
segundo abarca la cuestión de las regiones y de 
los regionalismos, y el tercero consiste en la 
evaluación de la heterogeneidad de las actitudes 
y comportamientos políticos en el espacio 
nacional. 


La división político-administrativa boliviana, se- 
gún el artículo 108 de la Constitución Polí- 
tica del Estado, comprende 4 niveles debajo 
del nacional. Completando estas disposicio- 
nes con las contenidas en los artículos 109 y 
110 (referidos a autoridades y al Consejo 
Departamental) y 200 a 206 (Régimen Mu- 
nicipal)'?, así como el artículo 2 b) de la Ley 
de Participación Popular que delimita la 
jurisdicción territorial del Gobierno Muni- 
cipal a la Sección de Provincia", podemos 
elaborar el Cuadro 2. 

Esta representación gráfica, no obstante de ser 
simple en su concepción, permite apreciar la 
presencia de diversos problemas de ingeniería 
institucional ligadas principalmente al ámbi- 
to de la “representatividad” de los niveles po- 
líticos, debido a que de las 10 autoridades e 
instancias representativas a nivel departamen- 
tal sólo 3 son elegidas democráticamente 
mediante voto universal: los concejales mu- 


nicipales, los agentes cantonales y los repre- 
sentantes de las OTBs. Dos provienen de una 
elección indirecta: el alcalde, donde, sin em- 
bargo, existe gran probabilidad de que se rati- 
fique la percepción popular, en el sentido de 
que la fórmula ganadora logre instalar a su re- 
presentante como alcalde y los representantes 
de las OTBs. Los 6 restantes, son “designados” 
indirectamente. 

En el mismo contexto es también importante 
resaltar la presencia de un marcado fenómeno 
de sobreposición de autoridades en el ámbito 
cantonal. Esto es así debido a que dadas las 
normas jurídicas existen 3 instancias de go- 
bierno referidas a la juridicción cantonal: los 
corregidores, los agentes cantonales y even- 
tualmente los subalcaldes (distritos municipa- 
les). Es bueno aclarar, no obstante, que por 
sus características los distritos municipales no 
son una réplica de los cantones, aunque en 
muchos casos tendrán seguramente una fuer- 


Nivel 


DEPARTAMENTO 


PROVINCIA 


SECCION DE PROVINCIA 


(Municipio) 


DISTRITO MUNICIPAL 


CANTON 


COMUNIDAD 


Fuente: Elaboración propia 
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Cuadro 2 


Niveles e instancias del Estado 


Autoridades 


PREFECTO 
Designado por el Presidente 
(CPE, 109) (LDA, 4) 


SUBPREFECTO 
Designado por el Prefecto 
(CPE, 109) (LDA, 7) 


ALCALDE 
Elegido por el Concejo Municipal 
(CPE, 200) (LOM, 39) 


SUBALCALDES URBANOS 
(Designados por el Alcalde) 
(LPP, 17-11) 


CORREGIDOR 
Designado por el Prefecto 
(CPE, 109) (LDA, 7) 


AGENTES CANTONALES 
Voto popular y directo 
(LPP,17-1) 


Representantes de las 
Organizaciones Territoriales de Base 
(OTBs) 

(LPP,2-111) 


instancias 
representativas 


CONSEJO DEPARTAMENTAL 
Designado por los Concejos 
Municipales 
(CPE, 110) (LDA, 12) 


CONSEJO PROVINCIAL DE 
PARTICIPACION POPULAR 
(LPP, 22) 


CONCEJO MUNICIPAL 
Elegido por votación universal 
(CPE, 200) (LOM, 14) (LPP, 17) 


ORGANIZACIONES 
TERRITORIALES DE BASE 
(LPP,2-111) 
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te influencia de la estructura político-admi- 
nistrativa vigente. Esta situación supone de 
inicio una visible sobreposición de funciones 
que debe ser solucionada. 

Finalmente es preocupante la visible debili- 
dad orgánica de los Consejos Provinciales de 
Participación Popular (CPPP) cuyas funcio- 
nes las más de las veces se entrecruzan con 
las funciones realizadas por otros niveles de 
gobierno (consejo departamental). En este 
sentido, la idea de constituirse a los CPPP 
como nexo entre el nivel de gobierno depar- 
tamental y el municipal parece haber fraca- 
sado o por lo menos no estar funcionando 
hasta el momento. 

El resultado de lo descrito es una división po- 
lítico-administrativa poco funcional y sin re- 
laciones evidentes con las estructuras 
espaciales generadas por la sociedad (áreas de 
influencia, flujos, complementariedades, 
etc.).'* Esta situación, tolerable en un sistema 
político centralizado e ineficiente, deja de 
serlo, como veremos, cuando en nombre de la 
eficiencia y eficacia del desempeño estatal se 
procede a iniciativas descentralizadoras y/o 
desconcentradoras. 


La problemática regional, en Bolivia se desarro- 
1ló en el marco de los nueve departamentos, 
los cuales por su conformación territorial no 
son regiones en el sentido científico de unida- 
des territoriales funcionales y organizadas me- 
diante lugares centrales interrelacionados por 
flujos de personas, bienes y servicios. En este 
sentido se podría afirmar que en Bolivia tene- 
mos regionalismos que no coinciden con re- 
giones. El cuadro cambia, sin embargo, si 
añadimos el criterio de identidad a la defini- 
ción de la región. En efecto, entonces apare- 
cen claras diferenciaciones entre extensas 
áreas del país sobre la base de criterios etno - 
culturales (“collas”, “cambas”, “chapacos”), 
que se plasman más o menos eficazmente en 
el molde departamental. Así, la identidad 
“camba” que corresponde en grandes rasgos a 
la población autóctona del oriente boliviano 
(Pando, Beni y Santa Cruz), ha sido particu- 
larmente reivindicada por los movimientos 
culturales primero y socio-políticos después, 
de Santa Cruz, que constituye el departamen- 


to que ha experimentado un desarrollo más 
rápido desde mediados del siglo XX.'” Y si la 
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identidad “chapaca” corresponde bastante 
bien a la extensión del departamento de Tarija, 
no existe similar coincidencia entre el “colla” 
que designa a los originarios del altiplano y 
los valles de Cochabamba y Chuquisaca, y una 
unidad departamental precisa. 

Estos antecedentes contribuyen a explicar las 
notables diferencias en el desarrollo y fortale- 
cimiento de los movimientos regionales con- 
temporáneos. Estos, en las últimas décadas se 
han organizado, como ya dijimos, en el molde 
departamental, con Santa Cruz jugando un 
papel protagonista en la reivindicación cultu- 
ral, económica (relacionada con el desarrollo 
de la agroindustria y la ganadería empresarial) 
y política (vanguardia en el tema de la des- 
centralización)”. 

El fortalecimiento de estos movimientos so- 
ciales ha beneficiado, por otra parte, a la des- 
aparición de otros canales de mediación entre 
el Estado y la sociedad civil (partidos, sindi- 
catos, organizaciones de base, etc.) durante los 
gobiernos militares, sobre todo entre 1974 y 
1982*. El resultado fue un progresivo acapa- 
ramiento de los temas identitarios y económi- 
cos, en los marcos departamentales, por las 
élites y clases medias urbanas que organizan 
Comités Cívicos. Estas instancias, cuya 
representatividad es muy variable, constitui- 
rán grupos de presión importantes en la tran- 
sición democrática y en el debate sobre la 
descentralización. Dadas las desigualdades so- 
cio-económicas entre los departamentos,” es 
obvio que los comités cívicos de los departa- 
mentos fuera del eje central (Santa Cruz, 
Cochabamba y La Paz) adoptarán posiciones 
más defensivas y orientadas a una más “equi- 
tativa” distribución de los recursos naciona- 
les. Una parte de las discusiones sobre la 
descentralización reflejan esta temática.” 


Las variaciones locales en las actitudes y compor- 
tamientos políticos, proceden en parte de las 
diferenciaciones “regionales” mencionadas 
anteriormente, pero no se limitan a ellas. En 
efecto, si tomamos como indicador el compor- 
tamiento electoral, notamos por ejemplo que 
los enclaves mineros ahora desaparecidos en 
gran medida y productores de pautas relativa- 
mente homogéneas,” han sido sustituidos por 
la zona cocalera del trópico cochabambino”, 
O la parte andina del departamento de La Paz? 


como áreas donde se dan fenómenos políticos 
claramente específicos. 

A nivel nacional y basándose en las eleccio- 
nes nacionales realizadas entre 1976 y 1989, 
Salvador Romero Ballivián ha efectuado una 
interesante síntesis de los comportamientos y 
tendencias políticas, que permiten apreciar los 
principales elementos contextuales del marco 
político y territorial en el cual se realizan las 
reformas actuales, tendientes a modificar las 
relaciones entre el Estado y la sociedad civil 
boliviana.” Estas indicaciones permiten apre- 
ciar los principales elementos contextuales que 
constituyen el marco político y territorial en 
el cual se realizan las reformas actuales, orien- 
tadas a modificar las relaciones entre Estado y 
sociedad civil en Bolivia. 


2.2. La Participación Popular y la Des- 
centralización Administrativa como Lógicas 
Territoriales 

Dentro del conjunto de las reformas de segunda 
generación iniciadas en 1993, que además de la 
Participación Popular y la Descentralización 
Administrativa, incluyen a la Reforma Educati- 
va, la Capitalización de las Empresas Públicas, Re- 
formas a la Constitución, a la organización del 
Poder Ejecutivo y a la Ley Electoral, y un conjun- 
to de leyes sectoriales cuya implementación su- 
pera ampliamente la capacidad efectiva del 
aparato gubernamental boliviano, nos concentra- 
mos aquí únicamente en las dos primeras, por te- 
ner éstas un evidente componente territorial. 


2.2.1. La Participación Popular (LPP) 
Normada por la Ley N* 1551 del 20 de abril de 
1995, consiste por un lado en un proceso com- 
plejo de territorialización del municipio con el 
fin de canalizar sus demandas y su potencial 
participativo, rompiendo así con el carácter cen- 
tralizado (hacia el Gobierno central), de las rei- 
vindicaciones y conflictos organizados por el 
modelo corporativo-sindical. Por otro lado se tra- 
ta, mediante la generación y/o el fortalecimiento 
de los municipios, de conseguir una mayor efi- 
ciencia en la distribución de bienes públicos, de 
índole principalmente social (salud, educación, 
saneamiento básico, entre otros). 

Esto supone un conjunto de disposiciones que 
se irían complementando y ajustando entre 1994 
y 1996 mediante Decretos Supremos reglamen- 
tarios”, que superan sólo muy parcialmente las 
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incongruencias, vacíos legales y ambigúedades 
existentes en la materia. 

Limitándonos aquí a los aspectos territoriales, 
es de destacar que la Ley de Participación Popu- 
lar y su respectiva reglamentación contiene las 
siguientes disposiciones: 


e A nivel inframunicipal, la sociedad civil articu- 
la sus demandas y fiscaliza la actividad del 
Gobierno Municipal, mediante las Organiza- 
ciones Territoriales de Base (OTBs), cuya per- 
sonalidad jurídica se establece. Las OTBs son 
juntas vecinales, pueblos indígenas, comuni- 
dades indígenas, y comunidades vecinales, 
cuyo ámbito territorial “podrá comprender una 
o más comunidades, barrios o unidades veci- 
nales, definidos por el Gobierno Municipal””. 
Las OTBs como unidades territoriales míni- 
mas de la Participación Popular, se inscriben 
en Distritos Municipales, creados por el Con- 
cejo Municipal y administrados por un 
Subalcalde?. 

Estos distritos surgen de la necesidad de reme- 
diar la ausencia o la incoherencia de la divi- 
sión cantonal,” y en cierta medida a la división 
disfuncional en secciones de provincias que 
dan lugar a los municipios. Por otra parte, la 
creación de distritos municipales responde a 
la necesidad de racionalizar la designación 
de los representantes a los Comités de Vigi- 
lancia, permitiendo una efectiva participación 
de la población rural de los municipios. 

El problema reside aquí en el hecho de que 
jurídica y prácticamente los distritos munici- 
pales se yuxtaponen y/o se sobreponen a los 
cantones cuya existencia es regida por la Cons- 
titución, como vimos anteriormente. En con- 
secuencia las atribuciones y competencias de 
los Corregidores (nombrados por el Prefecto) 
y de los Subalcaldes (nombrados por el Go- 
bierno Municipal) se sobreponen igualmen- 
te, lo que genera un caso de incoherencia 
evidente. 


e A nivel municipal, la Ley de Participación Po- 
pular extiende la jurisdicción municipal al 
ámbito de las secciones de provincia, con lo 
cual se municipaliza al conjunto del territorio 
boliviano”. El Gobierno Municipal siendo re- 
gido por la Constitución y la Ley Orgánica de 
Municipalidades, la LPP añade como instan- 
cia de la sociedad civil a los comités de vigilan- 


119 


120 


cia, cuya función es propositiva y fiscalizadora, 
compuestos por representantes de las OTBs, 
en base cantonal y/o distrital. 


e A nivel provincial, se crean Consejos Provin- 
ciales de Participación Popular (D.S. 23858, 
Arts. 22 a 25) como instancia de concertación 
y consulta, conformados por el Subprefecto, 
representantes de los Gobiernos Municipales, 
Comités de Vigilancia, asociaciones de OTB's 
y Comités Cívicos Provinciales. Es de notar 
que estamos aquí ante una instancia híbrida 
de articulación entre el Estado (Subprefecto) 
y la sociedad civil, pero cuyas atribuciones son 
poco operativas. 

Debido a ello, es importante notar que la lógi- 
ca territorial de la Participación Popular, de 
carácter político y de “abajo hacia arriba” se 
interrumpe al nivel de las provincias. En efec- 
to ninguna instancia propia a la Participación 
Popular está contemplada a nivel departamen- 
tal probablemente con el propósito de margi- 
nar a los Comités Cívicos Departamentales, 
cuyo papel en la reivindicación descentraliza- 
dora ya ha sido mencionado. Como veremos 
más adelante, los comités cívicos tampoco es- 
tán incluidos en la Ley de Descentralización 
Administrativa. 

En síntesis, la Participación Popular apunta al 
fortalecimiento de los municipios, dándoles re- 
cursos (20% del presupuesto nacional les es 
revertido a título de Coparticipación Tri- 
butaria, en función del número de habitan- 
tes) y competencias en las áreas de salud, 
educación, riego, caminos vecinales, etc. 
(transfiriendo las infraestructuras correspon- 
dientes pero no la gestión del personal), po- 
tenciando muy desigualmente la capacidad 
efectiva de gestión, lo que supone un largo 
proceso de aprendizaje.” 


2.2.2. La Ley de Descentralización Admi- 
nistrativa (LDA) 
Se rige por Ley N°? 1654 del 28 de julio de 1995 y 
varios Decretos Reglamentarios. Este proceso tie- 
ne por único sujeto territorial a los nueve depar- 
tamentos, en los cuales el Poder Ejecutivo está a 
cargo de un Prefecto designado por el Presidente 
de la República. 

El Decreto Supremo N° 24206 del 29 de di- 
ciembre de 1995 sobre la organización del Po- 
der Ejecutivo a nivel departamental, define 
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complementariamente las competencias y atribu- 
ciones de la Secretaría General de la Prefectura, 
de las Secretarías Departamentales de Desarrollo 
Sostenible, Desarrollo Económico, Desarrollo 
Humano, Participación Popular y del Tesoro De- 
partamental, que de hecho corresponden a una 
desconcentración de los respectivos ministerios 
nacionales. Por otra parte, estas nuevas institu- 
ciones que se inauguraron el 1° de enero de 1996 
retoman muchas atribuciones de las antiguas Cor- 
poraciones Regionales de Desarrollo (correlativa- 
mente extinguidas) y sobre todo una parte de su 
hipertrofiada burocracia. Por otra parte, a nivel 
provincial y cantonal, la L.D.A reitera las dispo- 
siciones constitucionales con leves comple- 
mentaciones de atribuciones. 

En el ámbito representativo, la misma Ley 


(Arts. 10 a 19) instaura el Consejo Departamental, 


como órgano colegiado de consulta, control y fis- 
calización de los actos administrativos del Pre- 
fecto. Esta última atribución debe compatibilizar- 
se con el hecho que dicho consejo esté presidido 
por el mismo Prefecto (Art. 11), y compuesto por 
representantes elegidos por los Concejos Muni- 
cipales. Es de notar, como ya mencionamos, la 
marginación de los Comités Cívicos en este pro- 
ceso, a pesar de su importancia en el debate sobre 
el tema*. 

A poco más de dos años de la implementación 
de esta reforma, es sin duda prematuro proponer 
un balance definitivo de la misma. Tan sólo se 
puede afirmar que el intento actual de compati- 
bilizar las ventajas del principio de subsidiari- 
dad con la necesaria preservación de la unidad 
nacional” y la coherencia de las políticas públi- 
cas, presenta serios problemas en materia de co- 
ordinación y planificación. La lógica puramente 
administrativa, de “arriba hacia abajo” basada en 
unidades territoriales (los departamentos), con ca- 
pacidades de gestión muy variables y organizacio- 
nes espaciales poco funcionales, que preside al 
proceso actual de descentralización, no responde 
a la necesidad de construir políticas públicas 
completas, es decir, con un diseño coherente y 
una implementación diferenciada basada en ni- 
veles territoriales adecuados y con capacidad 
operativa propia”. 

Como era de esperar, en la actualidad el tema 
de la descentralización política sigue vigente, su 
discusión sigue siendo promovida por los comités 
cívicos departamentales, en un intento renovado 
de concertación con los partidos políticos. 


A partir de este análisis puede representar 
tentativamente el aparato institucional público y 
las diferentes lógicas territoriales a las que respon- 
den, mediante la presentación de un “flujograma 
de relacionamiento” entre las diversas instancias 
o niveles del Estado a partir de las funciones y 
atribuciones que les son delegadas por la Constitu- 
ción Política del Estado, la Ley de Participación 
Popular y la Ley de Descentralización Administra- 
tiva, tal como se expone en la Figura 2. 


2.3. Evaluación preliminar de un proceso 
inconcluso 

El proceso de transformación del Estado bolivia- 
no que hemos expuesto en las páginas anteriores, 
limitándonos al estudio de sus principales com- 
ponentes territoriales, permite llegar a algunas 
conclusiones provisorias, destinadas a servir de 
hipótesis para ulteriores investigaciones. 

Primero, conviene destacar la falta de cohe- 
rencia interna y de articulación entre las lógicas 
territoriales de la Participación Popular y de la 
Descentralización Administrativa. Existen entre 
ellas incongruencias y desfases que obstaculizan 
tanto una eficiente participación ciudadana en 
el diseño e implementación de las políticas pú- 
blicas, como una descentralización adaptada a 
las condiciones actuales de la gobernabilidad de- 
mocrática. Un aspecto de esta problemática, en- 
cuentra sin lugar a dudas su origen en la escasa 
“cultura territorial” de los políticos y legislado- 
res que han diseñado el esquema institucional 
que hemos analizado. Esta carencia se refuerza 
por la falta de recursos humanos debidamente 
capacitados en el país”, en disciplinas orienta- 
das al manejo de la temática territorial. Como 
consecuencia de ello, no se dispone aún de un 
diagnóstico integrado del territorio boliviano, y 
el proceso de ordenamiento territorial experi- 
menta un curso caótico en manos de instancias 
afectadas por el tradicional prebendalismo 
partidario’. 

Segundo, gran parte de las dificultades que 
conoce el proceso actual de modernización en 
Bolivia, puede, a nuestro juicio, atribuirse al ca- 
rácter incompleto de las reformas, tanto en lo 
que se refiere a su alcance como a su diseño 
institucional. 

Esta situación, que conlleva el riesgo de pro- 
fundizar la desvinculación entre los cambios eco- 
nómicos, institucionales, sociales y territoriales 
es más preocupante si consideramos que la 
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impostergable integración interna y externa del 
país supone el fortalecimiento de unidades regio- 
nales con identidad, coherencia funcional y ca- 
pacidad decisoria. En efecto, sin un proceso de 
ordenamiento territorial llevado a cabo con el 
propósito de transformar el territorio en instru- 
mento del desarrollo sostenible, y a defecto de una 
verdadera descentralización que permita al mis- 
mo tiempo garantizar la unidad nacional, la 
gobernabilidad democrática y la eficiencia de la 
acción estatal, las condiciones básicas de la supe- 
ración de los obstáculos que hacen de Bolivia una 
sociedad y una economía de viabilidad difícil?” no 
podrán ser reunidas. 

En definitiva, se trata de llegar, mediante la 
articulación de las planificaciones estratégica, te- 
rritorial y sectorial, y de una descentralización 
cuyos objetos sean territorios funcionales y acto- 
res sociales responsables de su propio destino, a 
construir lo que Sergio Boisier designa por “Esta- 
do moderno desde el punto de vista territorial”.* 
Este telón de fondo permite a su vez evaluar la 
realidad cochabambina en sus aspectos territoria- 
les e institucionales. Sin repetir aquí los elemen- 
tos del diagnóstico, tanto departamental como 
municipal, ampliamente expuesto en páginas an- 
teriores, nos limitaremos a insistir sobre tres pun- 
tos que nos parecen cruciales para una adecuada 
comprensión de los procesos en curso. 

a) A nivel departamental, dos características im- 
portantes contribuyen a explicar el rendimiento 
deficiente de la administración prefectural de 
Cochabamba. La primera tiene que ver con las 
condiciones en las cuales se efectuó, en enero de 
1996, el traspaso de las estructuras de la ex 
CORDECO a la Prefectura del Departamento. En 
efecto, tratándose de una Corporación que figu- 
raba entre las más grandes del país, con una buro- 
cracia pletórica, reclutada sobre la base del más 
caracterizado prebendalismo político, y una tra- 
dición de ineficiencia administrativa fuertemen- 
te asignada, el desafío de su integración a la nueva 
estructura prefectural era particularmente gran- 
de. De hecho, en vez de lograr una propia trans- 
formación de las estructuras y prácticas anteriores 
al amparo de la nueva reglamentación (que sólo 
se promulgó unos cuantos días antes de tener que 
ser implementada), lo que se produjo fue una in- 
mediata asimilación de CORDECO y de sus dili- 
gencias funcionales y operativas en el seno de la 
administración prefectural; el cuoteo partidario, 
y el papel de ciertas individualidades en cargos 
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jerárquicos (por ejemplo en el Tesoro Departa- 
mental) contribuyendo posteriormente a la baja 
rentabilidad administrativa del conjunto. 

La segunda característica de la situación de la 
Prefectura de Cochabamba, que explica muchas 
incoherencias y dificultades de gestión, tiene que 
ver justamente con particularidades territoriales 
y económicas del departamento. Es que en el mis- 
mo ámbito político-administrativo, coexisten dos 
áreas de índole distinta en lo que se refiere al di- 
seño y a la implementación de políticas públicas. 
Estas son el trópico cochabambino, donde la lu- 
cha contra el narcotráfico y el desarrollo alterna- 
tivo se rigen por lineamientos definidos a niveles 
nacional e internacional, y el resto del departa- 
mento donde un margen de maniobra mucho más 
amplio es concedido a la acción de la administra- 
ción prefectural. La articulación de estos dos es- 
pacios y de las políticas específicas que se orientan 
a cada uno de ellos, constituye una de las dificul- 
tades mayores de la gestión de todas las autorida- 
des departamentales de Cochabamba. 

b) A nivel municipal, nuestra investigación co- 
rrobora la existencia, varias veces mencionada en 
publicaciones referidas a otros municipios del país, 
de serios problemas en materia de capacidad de 
gestión que de hecho obstaculizan el adecuado 
rendimiento de la administración pública en el 
caso de la mayoría de los municipios esta caren- 
cia se traduce no sólo en incapacidad de plani- 
ficar el gasto público, sino también en la imposi- 
bilidad de generar proyectos financiales. Una dé- 
bil ejecución presupuestaria, por una parte, y 
malos manejos sancionados por Ley, por otra, tra- 
ducen claramente esta realidad. No es de interés 
señalar que, por lo menos en los municipios me- 
nos poblados, este estado crítico del Gobierno 
Municipal deriva directamente de la Ley de Par- 
ticipación Popular que, en su artículo 23 - I, 
prohíbe gastar más de 10% de los recursos de Co- 
participación Tributaria en sueldos, lo que impo- 
sibilita prácticamente la contratación de 
profesionales competentes (en caso de que exis- 
tieran), en la mayoría de los municipios.“ 

Es de notar que los organigramas vigentes en 
los municipios, se basan en la mayoría de los ca- 
sos en la realidad anterior a la Ley de Participa- 
ción Popular. Por tanto las nuevas competencias 
y obligaciones que recaen sobre los municipios 
son administradas en el marco obsoleto de la Ley 
Orgánica de Municipalidades, y esto, en el mejor 
de los casos. Una consecuencia, particularmente 


CAPÍTULO IV: LÓGICAS TERRITORIALES Y CONDICIONES DE LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA EN COCHABAMBA 


inquietante de esta situación, es sin duda, la orien- 
tación de la inversión hacia la satisfacción de las 
necesidades sociales más apremiantes (inmuebles 
y vehículos), dejando sólo montos residuales para 
el desarrollo productivo de los municipios.* Este 
fenómeno, obstaculizando a mediano y largo pla- 
z0 la generación de ingresos propios por parte de 
los municipios, refuerza el carácter asistencialista 
de la Participación Popular en sus modalidades 
actuales. No obstante, es honesto aceptar los 
avances que hubiera en este ámbito en los últi- 
mos años una vez concluido el proceso de asimi- 
lación de la LPP y el montaje de la infraestructura 
básica y el entrenamiento de funcionarios muni- 
cipales en la gestión pública de los recursos.* 

c) El último punto que es necesario destacar, 
siempre a nivel municipal, se refiere al nuevo es- 
cenario político instaurado por la Ley de Parti- 
cipación Popular.** Si bien esta disposición 
inaugura, sin duda, un proceso de “relocalización 
de la política”, con la generación de nuevos ac- 
tores, la desfuncionalización o la transformación 
de las reglas del juego de otros, es necesario des- 
tacar las modalidades de su apropiación en dife- 
rentes contextos locales. 

Al respecto, la situación en los tres munici- 
pios estudiados nos muestra cuadros evidentemen- 
te contrastados. En Mizque el proceso de la 
Participación Popular y la gestión municipal se 
hallan bajo la influencia de una ONG imbricada 
con un partido político (MBL), lo que al tiempo 
de articular demandas sociales y ofertas munici- 
pales presentan una situación original donde 
cooptación, clientelismo y prestación de servicios 
se combinan de manera específica. 

La menor independencia del funcionamiento 
del Gobierno Municipal se encuentra sin lugar a 
dudas en Villa Tunari, donde la confusión entre 
OTBs, Comité de Vigilancia, Gobierno Munici- 
pal y el sindicato de productores de coca (cuya 
expresión política es la Izquierda Unida), es casi 
total. La ambigúedad inherente a esta situación, 
donde un actor es al mismo tiempo parte del Es- 
tado en su dimensión municipal, y adversario del 
mismo en su componente sindical, todavía no ha 
dado lugar a crisis abiertas, y el porvenir nos dirá 
cómo esta tensión evolucionará. 

Finalmente, el caso de Sacaba tendería a ma- 
nifestar más componentes de “modernidad” en la 
medida en que principalmente actores político- 
partidarios son los que se enfrentan para apropiarse 
de los beneficios (y de los riesgos) del proceso de 
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participación popular. Sin embargo la débil 
institucionalidad vigente en el municipio, añadi- 
da a periódicos cambios de Alcalde (por “censura 
constructiva”), no desemboca en orientaciones 
durables ni en mecanismos de decisión eficien- 
tes. De esto, el difícil proceso de distritación mu- 
nicipal es una manifestación particularmente 
significativa. 

Al igual que la Descentralización Administra- 
tiva, la Participación Popular es todavía dema- 
siado reciente como para poder formular juicios 
definitivos. Las transformaciones territoriales, 
sociales y políticas que ha suscitado deben toda- 
vía madurar y experimentar la prueba del cambio 
de gobierno a realizarse en agosto de 1997. La 
municipalización del país que toma en 1994 la 
dimensión territorial que le hacía falta, debe, para 
su adecuada comprensión, inscribirse en la histo- 
ria más larga,* de la generación y transformación 
de campos de fuerza políticos locales, extendién- 
dose progresivamente desde los núcleos urbanos 
hacia las periferias rurales. De esta historia, la pre- 
sente investigación intentó caracterizar un mo- 
mento decisivo, pero así como lo hemos mostrado, 
evidentemente inconcluso. 
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Gobierno, Participación y Sociedad, Prespectivas de la participa- 
ción ciudadana en los gobiernos locales, FES-CERES-FACES- 
ILDIS, La Paz, 1997. 

5 Cf.J.E. VEGA, “Participación Popular y Gobernabilidad 
Democrática”, in Col. Democracia y Participación Popular, 
CESU-SNPP-ILDIS, La Paz, 1996, pp. 43 - 58. 

+6 Algunos elementos de esta historia se encuentran en A. 
RIVERA, “Municipio y problemas urbanos en Bolivia”, Re- 
vista Mexicana de Sociología, N* 4, 1986, pp. 109-121. 


125 


126 


CONCLUSIONES 
GENERALES 


“+ partir del espacio de estudio y reflexión de- 
“A sarrollado en las páginas precedentes, que 
vino a desembocar en una especie de aproxima- 
ción a las características esenciales de los proce- 
sos locales de formulación e implementación de 
las políticas públicas, así como el marco jurídico- 
institucional y territorial en el que se desenvuel- 
ven, se expresan a continuación un conjunto de 
elementos de juicio a manera de conclusiones 
generales que permiten integrar el bagaje teórico 


abordado. 


a) Marco jurídico-institucional 

e Laimplementación de las denominadas refor- 
mas de segunda generación ha provocado a 
nivel político-institucional una pluralidad 
normativa que dificulta el proceso decisorio 
público pues se traduce en una serie de con- 
tradicciones, vacíos y superposiciones legales 
y funcionales que hasta la fecha no logra ser 
comprendida a cabalidad ni siquiera por parte 
de sus implementadores. 

e La estructura ejecutiva de la Prefectura de 
Cochabamba no obedece a un diseño especí- 
fico, ya que la misma es un simple reflejo de la 
estructura y organización del Organo Ejecuti- 
vo a nivel nacional, que provoca inestabili- 
dad en gran parte del proceso decisorio público 
departamental. Existe por lo tanto una suerte 
de “camisa de fuerza” a nivel operativo que 
debe ser resuelta ampliando los márgenes de 
autonomía administrativa departamental. 

e Aloanterior se añade la presencia de un dise- 
ño organizacional que por lo menos en lo que 


LÓGICAS TERRITORIALES Y POLÍTICAS PÚBLICAS 


concierne a la Prefectura, fue implementado 
sobre la base de un marco institucional exis- 
tente (las corporaciones de desarrollo), que 
supone la presencia de muchos vicios 
procedimentales (superposiciones y vacíos fun- 
cionales) restando coherencia al sistema ad- 
ministrativo local y dando lugar a amplios 
márgenes de discrecionalidad. 

No existe una articulación funcional entre los 
niveles decisorios departamentales y munici- 
pales, dando lugar a una sobreposición de ta- 
reas y duplicación de esfuerzos, que derivan 
las más de las veces en una suerte de justifica- 
tivo para eludir sistemáticamente las distintas 
responsabilidades institucionales. 

La transferencia de competencias en las áreas 
sociales y el desarrollo rural al ámbito munici- 
pal ha derivado en la presencia paralela de una 
serie de sistemas administrativos y de planifi- 
cación que no están siendo implementados 
correctamente por parte de los gobiernos mu- 
nicipales, debido sobre todo a su debilidad 
institucional. La frecuente necesidad de acu- 
dir a consultoras privadas para la realización 
de los PDMs y los PAOs es un visible indica- 
dor de esta debilidad. 

La dificultad de manejo administrativo se ve 
agravada por la posibilidad que tiene el Con- 
cejo Municipal de censurar constructivamente 
al Alcalde, que las más de las veces resulta en 
un elemento que introduce un serio compo- 
nente de inestabilidad institucional, dando lu- 
gar a procesos de típico manejo “instrumental” 
de la Alcaldía, como está ocurriendo en los 3 


municipios objeto de estudio, ya sea para dis- 
tribuir las cuotas de poder temporal, median- 
te acuerdos políticos sui generis (Sacaba), o 
para convertirse en un simple y llano instru- 
mento de legitimación del poder por parte de 
una ONG (Mizque) o un organismo sindical 
(la Federación de Productores del Trópico 
Cochabambino en Villa Tunari). 


b) Políticas territoriales 


o 


Debido a su reciente incorporación al rango 
de política pública, el ordenamiento territo- 
rial es un proceso político y técnico muy poco 
conocido incluso al nivel de los círculos de- 
partamentales de manejo específico de este ins- 
trumental planificador, vale decir, las 
prefecturas y los municipios. Debido a ello, se 
crea la necesidad de socializar el tema dándo- 
le claridad a sus alcances. 

La restricción anterior acompañada de 
un débil marco jurídico-institucional 
respaldatorio hace que exista una visible 
desarticulación entre el diseño y la 
implementación de las políticas territoriales 
a nivel nacional, departamental y provincial 
debido a que por definición las tareas que se 
asignan a los distintos niveles operativos del 
ordenamiento territorial no pueden ser 
alcanzadas dado el material físico (equipos) 
y los recursos humanos (logística) de que 
dispone. En virtud a ello, las instituciones 
encargadas de llevar a cabo esta política 
pública se ven limitadas para satisfacer las 
demandas sociales y obligadas a recurrir a 
organismos internacionales que, mediante 
consultoras privadas, se encarguen de la 
ejecución del programa. 

Esta desarticulación es además programática, 
pues los procesos de implementación se van 
anteponiendo a los procesos de diseño y orga- 
nización de la política en una especie de jue- 
go de adaptabilidad en función a experiencias 
extranjeras, desprovistas a menudo de un ca- 
rácter claro de especificidad. En este campo 
se puede citar la ausencia de una ley específi- 
ca para el ordenamiento territorial, que es re- 
emplazada por un conjunto de otras instancias 
normativas muy amplias y ambiguas, respal- 
dadas “operacionalmente” por dos documen- 
tos, el MARGOT y la Guía Metodológica, que 
sufren de serias observaciones técnicas en su 
concepción y confección. 


Institucionalmente también existe un visible 
vacío reflejado en los notorios márgenes de 
desarticulación y descoordinación entre 
las diversas unidades gubernamentales 
involucradas en el proceso de ordenamiento 
territorial, tanto a nivel horizontal como ver- 
tical. Como era de esperar, esta dificultad re- 
dunda en bajos índices de complementariedad 
y productividad respectivamente. 

Si bien los trabajos de zonificación realizados 
en Santa Cruz y Pando constituyen un aporte 
importante para efectos de sentar las bases del 
ordenamiento territorial, es menester citar lo 
costoso de su ejecución, el manejo poco trans- 
parente por parte de la administración públi- 
ca y su contraparte privada y lo prolongado 
del proceso de concertación social. 

Es de suma importancia citar que la constitu- 
ción de una política de ordenamiento territo- 
rial en Bolivia revela no sólo un conjunto de 
problemas institucionales inherentes a su 
implementación, sino también la presencia de 
rasgos innegables de conflictos territoriales que 
datan del inicio del periodo republicano y que 
deben ser resueltos a la brevedad posible. El 
diferendo limítrofe entre Cochabamba y el 
Beni es una muestra palpable de este tipo de 
confrontaciones territoriales. 

Finalmente, es bueno estar conscientes de la 
“limitancia estructural” que conlleva la ela- 
boración de un Plan de Ordenamiento Terri- 
torial, sobre todo si se hace referencia a una 
etapa gestante, pues ello involucra la presen- 
cia de una serie de procesos de adecuación en 
el ámbito político, económico y cultural que 
deben articularse paulatinamente y crear las 
condiciones suficientes para su continua re- 
troalimentación. 


c) Políticas sectoriales 
e Como sabemos, las políticas públicas son 


por definición un conjunto de propuestas 
de accionar gubernamental guiadas instru- 
mentalmente hacia la creación de un con- 
junto de mecanismos que tiendan a resolver 
problemas emergentes de la dinámica social. 
Estos problemas una vez evidenciados revis- 
ten formas de demandas que el Estado a par- 
tir de un espacio de mediación debe procesar, 
seleccionar e introducir en una agenda de 
trabajo. El abordaje analítico-descriptivo de 
la política de salud implementada durante la 
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gestión gubernamental 1993-1997 y dentro de 
ella el programa sectorial denominado Segu- 
ro Nacional de Maternidad y Niñez (SNMN) 
constituye el nivel operativo del trabajo, en 
lo que concierne a esta temática. 
Históricamente el surgimiento del SNMN se 
contextualiza en el marco de la propuesta gu- 
bernamental de uniformar objetivos hacia un 
desarrollo integral de la sociedad donde todas 
las acciones que tengan que ver con el área 
social son incluidas en un solo ministerio, el 
Ministerio de Desarrollo Humano (MDH). No 
obstante, el intento de englobar al conjunto 
de sectores sociales dentro de un enfoque de 
atención integral durante la gestión 1993-1997 
no produjo los resultados esperados. 

El Nuevo Modelo Sanitario (NMS) encarga- 
do de lograr la “adecuación institucional” del 
Sistema Público de Salud al entorno jurídico 
caracterizado por la presencia de las leyes de 
Participación Popular y Descentralización ad- 
ministrativa tuvo manifiestos problemas de 
implementación, debido a que si bien descen- 
tralizó la gestión administrativa no ocurrió lo 
propio con los recursos y la gestación de las 
políticas que continuaron siendo atribución 
del Gobierno central. 

Dentro el citado contexto, el único nivel de 
decisión pública que fue recepcionario de una 
instancia de gestión novedosa fue el munici- 
pal. Al respecto, la creación de un sistema de 
prestación de servicios a través de subregiones 
(que reemplazaron a los distritos de salud), sig- 
nificó un avance en torno a la problemática 
de conformar áreas de prestación de servicios 
relativamente operativas física, social y pro- 
ductivamente. 

La creación de los Directorios Locales de Sa- 
lud (DILOS) que tienen referencia munici- 
pal, reflejan la intención de conformar un 
sistema participativo y descentralizado en la 
prestación de los servicios de salud. Las- 
timosamente la gestión de los DILOS 
tampoco produjo los resultados esperados de- 
bido principalmente a problemas de imple- 
mentación asociados en su mayoría a la demora 
en el desembolso de recursos, la poca capaci- 
dad administrativa por parte de los munici- 
pios y la ausencia de una valoración cultural 
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de la salud. Este escenario, complementado 
con la inexistencia de programas difusivos en 
torno a los beneficios del SNMN, configuró 
un espacio de relativa frustración. 

e Los gobiernos municipales aún no logran cap- 
tar la magnitud de sus responsabilidades, al 
igual que los Comités de Vigilancia, en su la- 
bor de control y fiscalización, por lo que es 
imperativa la formulación de un conjunto de 
normas claras que eviten sobreposiciones fun- 
cionales y espacios de responsabilidad no cu- 
biertos. El resultado de las imprecisiones 
jurídico-normativas recae en los directores de 
subregión que asumen en la práctica toda la 
responsabilidad de su jurisdicción. 

e Aunque es evidente la mejora en los servicios 
de salud a nivel municipal se nota una sentida 
demanda insatisfecha en relación a los recur- 
sos humanos disponibles (ítems). Existe al res- 
pecto un cúmulo de instalaciones sanitarias 
que no cuentan con personal que lo atienda 
provocando no sólo la insuficiencia de servi- 
cios, sino además la subutilización de la infra- 
estructura y la consiguiente ineficiencia de la 
inversión. 


Se puede apreciar en general que la proble- 
mática de los procesos locales de gestación e 
implementación de políticas públicas así como 
su carácter jurídico-institucional constituyen el 
eje central en el debate público sobre las bon- 
dades y eventuales restricciones de la gober- 
nabilidad democrática. Por ello, se crea la senti- 
da necesidad de armonizar la interacción entre 
los actores políticos, el territorio y las institu- 
ciones dentro del proceso decisorio público lo- 
cal, de modo tal que permitan aportar en la tarea 
impostergable de incrementar los niveles de 
manejo institucional dentro de un escenario 
democrático participativo. 

La configuración de un marco de gestión de 
políticas públicas adecuado a las necesidades emer- 
gentes del proceso de cambio jurídico- 
institucional de los últimos años debe llevarse a 
cabo dentro de un espacio de continua adaptabi- 
lidad de los roles y funciones de los diferentes 
actores e instituciones participantes como con- 
dicionamiento indispensable del proceso de 
apertura social del sistema democrático. 








PROPUESTAS 


obre la base de la caracterización de las polí- 
+ ticas públicas y las condiciones locales de 
gobernabilidad, se presenta a continuación un lis- 
tado de propuestas que teóricamente vendrían a 
contribuir en la tarea de cubrir los espacios deja- 
dos en el proceso de implementación de los de- 
nominados cambios de segunda generación, sobre 
todo en lo referido a las leyes de Descentraliza- 
ción Administrativa y Participación Popular. Es- 
tas propuestas son: 





a) Marco jurídico-institucional 

En lo concerniente a la Ley de Descentraliza- 
ción Administrativa y las estructuras orga- 
nizativas que derivaron de ella, el ámbito de 
mayor conflicto —sin lugar a dudas- es el referi- 
do a la ineficiencia institucional que conlleva 
su implementación. Esta problemática se refleja 
a nivel del gobierno departamental en la pre- 
sencia de un enmarañado conjunto de funcio- 
nes, atribuciones y competencias que con 
frecuencia se superponen duplicando esfuerzos 
y creando márgenes visibles de ineficiencia e 
irresponsabilidad funcionaria. En este acápite por 
ejemplo es importante visualizar la necesidad de 
una clara delimitación de funciones del Secre- 
tario General, pues la amplitud y generalidad de 
ellas dan lugar a una serie de superposiciones 
funcionales con los diferentes Secretarios de 
Area y el Tesorero, evitando que se desarrolle 
un sistema adecuado de coordinación horizon- 
tal. Este problema no ha hallado solución aún 
en las reformas de las administraciones 
prefecturales realizadas desde agosto de 1997. 


Del mismo modo en el ámbito de la coordina- 
ción vertical existe la necesidad de incorporar un 
conjunto de mecanismos que generen o induzcan 
un mayor relacionamiento al interior de las dife- 
rentes Secretarías Departamentales, (ahora Direc- 
ciones) estableciendo con claridad el carácter 
procedimental. De este modo se pretende salvar 
la dificultad de tener una serie de instancias de 
procesamiento de demandas sociales y elabora- 
ción de políticas públicas, cuyo trabajo está ca- 
racterizado por la presencia de altos márgenes de 
ineficiencia administrativa y reducidos logros 
materiales. Un caso ilustrativo de este fenómeno 
se presenta en la Secretaría de Desarrollo Soste- 
nible donde la descoordinación entre la Direc- 
ción de Planificación y el Plan Departamental de 
Ordenamiento Territorial es una lamentable rea- 
lidad que debe ser revertida mediante un proceso 
continuo de retroalimentación de la información 
de carácter territorial hacia la planificación es- 
tratégica con objeto de que se la incorpore den- 
tro las líneas de desarrollo, programas y proyectos 
del PDDES. 

El Sistema de Programación de Operaciones 
como ente propositivo del marco procedimental 
de seguimiento y evaluación de la función públi- 
ca, en los hechos no es sino una instancia de re- 
copilación de información mediante formularios 
y matrices que aun cuando sean relativamente 
coherentes en su diseño, sufren por lo menos de 
dos serias restricciones: 


e Primeramente, el carácter general de la infor- 
mación demandada, que no permite la 
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estructuración de indicadores con real capa- 
cidad para constituirse en instrumentos de se- 
guimiento y evaluación. 

e En segundo lugar, la constatación empírica de 
la inexistencia de una instancia técnica perti- 
nente que aglomere todo este cúmulo de in- 
formación y la sistematice para efectos 
pertinentes. 


El relacionamiento de la Prefectura con el 
“ámbito municipal” es un aspecto que debe nece- 
sariamente fortalecerse para efectos de dar un ma- 
yor espacio de coordinación entre los consejeros 
y las Direcciones de Planificación y Fortalecimien- 
to Municipal. Esta falta de coordinación crea un 
sustancial problema debido a que los Planes 
Operativos Anuales (PAOSs) elaborados por los 
municipios como documento orientador de la pla- 
nificación de sus inversiones, no tiene ningún 
referente en la elaboración del Plan Departamen- 
tal de Desarrollo Económico y Social (PDDES), 
cuando teóricamente uno debería servir como 
insumo básico del otro. La creación de asesorías 
técnicas especializadas que interrelacionen el 
trabajo de Planificación y Fortalecimiento Mu- 
nicipal puede constituirse en una interesante 
respuesta Operativa. 

A nivel municipal, es imperativa la aproba- 
ción de un instrumento legal que reemplace a la 
Ley Orgánica de Municipalidades en concordan- 
cia con las disposiciones emanadas de la Ley de 
Participación Popular y toda su reglamentación. 

Las atribuciones y facultades de control social 
y fiscalización correspondientes a los Comités de 
Vigilancia y Concejos Municipales también 
deben ser objeto de revisión y subsiguiente co- 
rrección, evitando sobreposiciones y vacíos fun- 
cionales. 

Se deben establecer mecanismos y procedi- 
mientos claros para la conformación y funciona- 
miento de los denominados Consejos Provinciales 
de la Participación Popular, determinando su rol 
como instancia de consulta, planificación y fisca- 
lización así como los mecanismos de articulación 
y complementariedad con el trabajo del Consejo 
Departamental. 

Un procedimiento legal en actual vigencia que 
genera una serie de distorsiones organizativas y 
por ende ineficiencias administrativas en la ges- 
tión municipal, es la existencia del “principio de 
censura constructiva” mediante el cual los alcal- 
des son removidos continuamente creando un 
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escenario de evidente inestabilidad institucional. 
Este amparo legal debe ser objeto de revisión y 
eventualmente ser reemplazado por otro instru- 
mento que involucre objetivos similares. 


b) Políticas territoriales 

La política de ordenamiento territorial en Boli- 
via, entendida como un proceso que comenzó a 
implementarse precariamente hace algunos años 
atrás, requiere a la brevedad posible de un con- 
junto de ajustes tendientes a la confección de una 
“política territorial” funcional a las característi- 
cas físicas y socioeconómicas de su entorno. Para 
ello, es importante primeramente, dejar claro que 
es lo que se entiende por ordenamiento territo- 
rial (materia conceptual), para posteriormente es- 
tandarizar su uso en los diferentes niveles de 


“manejo operativo. Para ello es recomendable re- 


visar los documentos oficiales utilizados en este 
ámbito, llenando los eventuales vacíos concep- 
tuales y sobre todo adoptando uña política de 
democratización informativa, pues hasta el mo- 
mento su acceso es visiblemente restringido. 

Esta tarea debe consistir básicamente en agru- 
par la legislación existente en cuanto al tema, para 
posteriormente —en base a un estudio técnico 
pormenorizado— complementarlo con un espacio 
de debate y concertación y presentar un “proyec- 
to ley” que enmarque la política a seguir, defi- 
niendo funciones, asignando responsabilidades y 
dotando de la infraestructura necesaria que haga 
factible su implementación. 

También es importante tomar en cuenta la 
necesidad de asistir técnicamente a las instancias 
de elaboración de los Planes de Ordenamiento 
Territorial sobre todo a nivel departamental y 
municipal, capacitando apropiadamente a los fun- 
cionarios encargados, bajo la premisa de que una 
vez concluido el trabajo de zonificación, los pla- 
nes deben ser objeto de un proceso de imple- 
mentación y continua retroalimentación en la 
búsqueda de su permanente vigencia como ins- 
trumento de planificación. 

Sobre la base de las experiencias de los PLUS 
de Santa Cruz y Pando, así como los avances que 
se tienen en torno a otros proyectos de zoni- 
ficación con financiamiento externo, las instan- 
cias del gobierno nacional y departamental 
involucradas en el tema (es decir la Dirección 
General de Ordenamiento Territorial y los Pla- 
nes Departamentales de Ordenamiento Territo- 
rial) deben cumplir con la labor de brindar apoyo 


logístico a los municipios en la elaboración de sus 
POT:s. Se espera de esta manera uniformar crite- 
rios técnico-metodológicos en los distintos nive- 
les de elaboración de Planes de Ordenamiento 
Territorial. 

Otro tema de suma importancia es la 
impostergable necesidad de coincidir criterios en 
torno a la definición de las denominadas UPAs 
(Unidades Político Administrativas), las ofertas 
estatales de la Participación Popular y la Descen- 
tralización Administrativa, las lógicas de distri- 
bución geográfica de los trabajos de distritación 
municipal (redes de servicios públicos) y las lógi- 
cas de organización espacial tradicionales. Este es 
un requisito indispensable para la generación de 
un espacio adecuado para coordinar actividades 
de política territorial. 

Gran parte de los logros en materia de orde- 
namiento territorial dependerá también de su 
jerarquización como política pública, es decir de 
su inclusión en la agenda de gobierno, hasta aho- 
ra muy corto es el camino recorrido. 

Es menester hacer referencia a uno de los fac- 
tores que más limitó en el desempeño de las.polí- 
ticas de ordenamiento territorial: la inestabilidad 
institucional, que produjo un escenario de conti- 
nuos cambios a nivel de los actores políticos y 
equipos técnicos encargados del llevar a cabo el 
proceso. La institucionalización de las políticas 
de ordenamiento territorial a través de la crea- 
ción de unidades de trabajo con personal estable 
laboralmente y que eventualmente haga una ca- 
rrera funcionaria, es otro requisito indispensable 
que debe ser debatido y solucionado. 

Es de notar que desde agosto de 1997, la Di- 
rección General de Ordenamiento Territorial 
está empecinada en alcanzar varias de las metas 
incluidas en estas recomendaciones. Así, en un 
contexto extremadamente difícil de ajuste 
institucional y de conflictos de competencias en 
el seno del Viceministerio de Planificación y Or- 
denamiento Territorial, se están llevando a cabo 
los procesos de revisión del trabajo de la ex- 
COMLIT, de reformulación del MARGOT y de 
la Guía Metodológica así como la elaboración 
de la Ley de UPA's y de la Ley de Ordenamiento 
Territorial. Sin embargo muchas de las deficien- 
cias señaladas en este trabajo, referido princi- 
palmente al período 1993-1997, esperan todavía 
una solución si no definitiva, por lo menos 
acorde a las exigencias del proceso de moderni- 
zación del Estado. 


c) Políticas sectoriales 

Como sabemos, la creación del Ministerio de 
Desarrollo Humano en 1993 constituyó una re- 
forma institucional que intentó resolver la lógica 
de englobar al conjunto de “sectores sociales” 
dentro un enfoque de atención pública integral. 
Esta forma de concebir el desarrollo que respon- 
de a la visión teórica de entender al tradicional 
“gasto social” como una “inversión en capital 
humano” con alto nivel de aporte productivo, no 
tuvo buenos resultados en Bolivia, debido princi- 
palmente a la ausencia de políticas intersectoriales 
realmente integradas. 

Por ello, el evidente avance institucional del 
sector salud, respaldado por un “diseño” de aten- 
ción pública de carácter descentralizado y 
participativo, requiere complementarse con la 
incorporación de un conjunto de instrumentos 
operativos que permitan mejorar el proceso de 
“implementación” de la política. En este sentido, 
las propuestas principales son: 


e La existencia de una instancia técnica depen- 
diente de la Dirección Departamental de 
Desarrollo Humano (DDDH) que vaya con- 
tinuamente recabando información sobre las 
redes de servicios, la disponibilidad de recur- 
sos humanos y la infraestructura montada 
en el área de la salud (tanto pública como 
privada) a nivel municipal o incluso distrital. 
Esta información que alimentaría una base de 
datos departamental de acceso directo, permi- 
tiría disponer en todo momento de una salida 
informática actualizada sobre temática de sa- 
lud y así respaldar eficientemente las políticas 
sectoriales. 

e Loanterior generaría una capacidad de plani- 
ficación departamental que complementada 
con la adopción de medidas correctivas a ni- 
vel municipal, tanto en lo correspondiente a 
la capacidad de gestión administrativa de los 
recursos, como en lo concerniente a la capa- 
cidad de canalización de “recursos frescos” del 
extranjero vía convenios interinstitucionales, 
permitiría ampliar visiblemente las posibilida- 
des de mejoramiento en la implementación 
de las políticas de salud. 

e Otroaspecto importante es la difusión de pro- 
gramas informativos de los servicios que brin- 
dan los programas de salud como el Seguro 
Nacional de Maternidad y Niñez (SNMN) 


tanto al nivel de las unidades ejecutoras y su 
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personal como a nivel de las receptoras o las 
potenciales beneficiarias. La indagación em- 
pírica realizada en los tres municipios objeto 
de estudio mostró que la cobertura informati- 
va está muy por debajo de lo aceptable. 

e La red institucional encargada de imple- 
mentar las políticas de salud, compuesta por 
un conjunto de instancias creadas principal- 
mente al amparo de la Ley de Participación 
Popular, aglutina a muchos actores con fun- 
ciones y responsabilidades similares, fre- 
cuentemente solapadas. Por lo tanto, estos 
márgenes de “participación formal” deben ser 
objeto de revisión y consiguiente corrección, 
pues la delimitación de las responsabilidades 
de cada uno de los participantes del proceso 
decisorio es un claro condicionante para au- 
mentar la eficacia de las políticas de salud. 
Actualmente de las varias instancias que teó- 
ricamente participarían en la implementación 
de las políticas sectoriales de salud —tanto en 
el ámbito de ejecución como a nivel fis- 
calizador— sólo los municipios y las direccio- 
nes subregionales y locales tienen espacios 
reales de actuación. 


El Sistema de Salud Pública en Bolivia debe 
entrar en una fase de evaluación y revisión tanto 
de su formato institucional (reformulación de la 
Ley Orgánica de Municipalidades y adecuación a 
las nuevas funciones ediles delegadas por las le- 
yes de Participación Popular y Descentralización 
Administrativa) como de su estructura financie- 
ra, en el entendido de que es totalmente eviden- 
te la discordancia existente entre las capacidades 
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de demanda organizativa de la sociedad gene- 
rada por la LPP y la capacidad real de oferta de 
bienes y servicios públicos. 

No obstante, el “Seguro Nacional de Mater- 
nidad y Niñez” es uno de los programas sectoria- 
les de mayor impacto social dentro del conjunto 
de programas implementados por el gobierno de 
Sánchez de Lozada. En razón de ello es menester 
mantenerlo y fortalecerlo financieramente den- 
tro un marco de evaluación y corrección de erro- 
res referidos sobre todo a la debilidad de los 
mecanismos informativos (difusión), la falta de 
coordinación en las funciones delegadas a los di- 
ferentes agentes involucrados en la problemática 
y la ya citada insuficiencia material (infraestruc- 
tura) y humana (personal) para satisfacer la de- 


_manda creada por el discurso legitimador de la 


Participación Popular. 

Para finalizar, es de notar que este trabajo de 
investigación se refiere principalmente a los lo- 
gros y dificultades del diseño e implementación 
de varias reformas realizadas durante la gestión 
gubernamental 1993-1997. A la hora de concluir 
la redacción, el nuevo gobierno ha introducido 
cambios importantes, tanto en el proceso deciso- 
rio público, como en la gestión de varias políticas 
sectoriales. Sin embargo, estamos convencidos de 
que los principales problemas detectados en el ren- 
dimiento institucional y la gobernabilidad demo- 
crática en Cochabamba, son de índole estructural 
en el sistema político-administrativo boliviano, 
permitiendo que las conclusiones y propuestas 
obtenidas en este documento guarden todo su 
valor en el contexto de la nueva gestión de go- 
bierno iniciada el 6 de agosto de 1997. 
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